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FEDERAL, EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES; QUE PRESENTA EL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.



52.	 INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY 
DE PROTECCIÓN Y ATENCIÓN DE LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE CALLE; QUE 
PRESENTA LA DIPUTADA MARÍA ALEJANDRA BARRIOS RICHARD, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

PROPOSICIONES

53.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE EXHORTA AL REGISTRO 
CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL A QUE PERMITA QUE LOS PADRES DE LOS 
RESGISTRADOS, REALICEN UNA LIBRE INTERPRETACIÓN  DEL ARTÍCULO 58 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, PARA ELEGIR POR LIBRE Y 
COMÚN ACUERDO EL ORDEN DE LOS APELLIDOS DE LOS PROCREADORES; QUE 
PRESENTA EL DIPUTADO MANUEL ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

54.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL JEFE DE 
GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA, 
A REALIZAR UNA CONSULTA CIUDADANA VINCULANTE PARA DETERMINAR LA 
INSTALACIÓN DE PARQUÍMETROS EN DIVERSAS COLONIAS DE LA DELEGACIÓN 
COYOACÁN A TRAVÉS DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL; 
QUE PRESENTA LA DIPUTADA ISABEL PRISCILA VERA HERNANDEZ, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

55.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL ESTE ÓRGANO LEGISLATIVO 
EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, 
REALICE LAS GESTIONES NECESARIAS PARA REALIZAR EL CAMBIO DE NOMBRE 
A UNA ESTACIÓN DE LA LÍNEA 6 DEL SISTEMA DE TRANSPORTE COLECTIVO 
METRO; QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO ESPINO ARÉVALO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

56.	 CON  PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE 
A LA DRA. MERCEDES JUAN LÓPEZ, SECRETARIA DE SALUD FEDERAL, A 
REVISAR Y EVALUAR LA EFICACIA DEL PROCEDIMIENTO CON EL CUAL SE 
ESTÁN ENTREGANDO LA CONDECORACIÓN Y PREMIOS EN MATERIA DE SALUD 
PÚBLICA; QUE REMITE  EL DIPUTADO RODOLFO ONDARZA ROVIRA, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO.

57.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR AL JEFE DELEGACIONAL 
EN ÁLVARO OBREGÓN, C. LEONEL LUNA ESTRADA, PARA QUE A TRAVÉS DE LA 
DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIOS URBANOS DE SU DEPENDENCIA, REALICE 
LA REPARACIÓN DEL ALUMBRADO PÚBLICO DE LA ZONA DE SANTA FE, ASÍ 
COMO LE DÉ MANTENIMIENTO A LAS LUMINARIAS NUEVAS QUE SE HAN 
PUESTO EN ESTA MISMA ZONA, TODA VEZ QUE HAN AUMENTADO LOS ÍNDICES 
DE LA DELINCUENCIA SEVERAMENTE EN SANTA FE, Y EL JEFE DELEGACIONAL 
EN ÁLVARO OBREGÓN HA HECHO CASO OMISO A TODAS LAS GESTIONES QUE 



SE HAN HECHO PARA LOGRAR QUE SEAN PUESTAS ESTAS LUMINARIAS Y LA  
REPARACIÓN DE LAS QUE  SE PUSIERON ESTE AÑO Y ACTUALMENTE ESTÁN 
DESCOMPUESTAS; QUE REMITE EL DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

58.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA 
DE SEGURIDAD PÚBLICA Y AL SISTEMA DE TRANSPORTE COLECTIVO METRO 
A EFECTO DE QUE IMPLEMENTEN MEDIDAS DE ACCIÓN PARA TENER A MÁS 
AGENTES VIGILANDO LA ZONA DE ANDENES Y QUE EN CASO DE UN INCIDENTE 
LA REACCIÓN SEA INSTANTÁNEA Y SE PUEDAN PREVENIR ACCIDENTES COMO 
EL OCURRIDO EL PASADO 2 DE ABRIL EN EL METRO COPILCO, DONDE UN JOVEN 
PERDIÓ LA VIDA AL SER ARROJADO, PRESUNTAMENTE, POR SUS COMPAÑEROS 
A LAS VÍAS DEL METRO; QUE REMITE EL DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA 
AMORÓS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 
INSTITUCIONAL.

59.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16 
DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL A EFECTO DE QUE INFORMEN A ESTA H. 
ASAMBLEA DENTRO DE LOS 60 DÍAS SIGUIENTES, LAS COLONIAS QUE CARECEN 
DE UNO O VARIOS SERVICIOS PÚBLICOS BÁSICOS COMO SON: AGUA POTABLE, 
DRENAJE O ALUMBRADO, ASIMISMO, LAS ACCIONES QUE ESTÁN LLEVANDO A 
CABO PARA SATISFACER ESTAS NECESIDADES EN SU TOTALIDAD; QUE REMITE 
EL DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

60.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE 
A LA SECRETARÍA DE GOBIERNO, A LA DIRECCIÓN GENERAL DE REGULACIÓN 
TERRITORIAL (DGRT), Y AL INSTITUTO DE VIVIENDA DEL DISTRITO FEDERAL 
(INVI), A QUE DE MANERA COORDINADA RESUELVA LA PROBLEMÁTICA DE 
ESCRITURACIÓN QUE TIENEN LOS VECINOS DE LA COLONIA LA DRAGA EN 
LA DELEGACIÓN TLÁHUAC Y QUE DURANTE 13 AÑOS EL PROCESO NO SE 
HA CONCRETADO AFECTANDO LA CERTEZA JURÍDICA DE LA PROPIEDAD 
INMOBILIARIA; QUE PRESENTA EL DIPUTADO RUBÉN ESCAMILLA SALINAS, DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

61.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE SOLICITA AL SUBSECRETARIO 
DE COORDINACIÓN METROPOLITANA Y ENLACE GUBERNAMENTAL DEL 
DISTRITO FEDERAL, LIC. RICARDO RÍOS GARZA, INFORME A ESTE ÓRGANO 
LEGISLTIVO, SOBRE LOS ESTUDIOS E INVESTIGACIONES LLEVADOS A CABO 
DURANTE SU ENCARGO, EXHORTÁNDOLO A REALIZAR DIVERSAS ACCIONES 
EN MATERIA METROPOLITANA; QUE PRESENTA LA DIPUTADA ANA JULIA 
HÉRNANDEZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 
REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.



62.	 CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA 
RESPETUOSAMENTE A LA SECRETARÍA DE SALUD DEL DISTRITO FEDERAL 
QUE IMPLEMENTE  UNA CAMPAÑA DE DIFUSIÓN Y CONCIENTIZACIÓN SOCIAL 
SOBRE EL AUTISMO CON EL PROPÓSITO DE INFORMAR Y ORIENTAR A LA 
CIUDADANÍA; QUE PRESENTA LA DIPUTADA DIONE ANGUIANO FLORES, DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

63.	 CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA A LA 
SECRETARÍA DEL MEDIO AMBIENTE QUE IMPLEMENTE UNA CAMPAÑA DE 
DIFUSION Y CONCIENTIZACIÓN PARA EL BUEN CUIDADO DE “LA MADRE 
TIERRA” EN COORDINACIÓN CON OTRAS INSTANCIAS DEL GOBIERNO DEL 
DISTRITO FEDERAL, LA PROCURADURÍA AMBIENTAL Y DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL, ASÍ COMO EN LAS 16 DELEGACIONES, EN EL MARCO DEL DÍA 
INTERNACIONAL DE LA MADRE TIERRA; QUE PRESENTA LA DIPUTADA DIONE 
ANGUIANO FLORES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 
REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

64.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE 
A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO, A LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE PATRIMONIO INMOBILIARIO, AL FONDO DE DESARROLLO ECONÓMICO, 
TODAS DEL DISTRITO FEDERAL A QUE ENVÍEN A ESTA HONORABLE ASAMBLEA 
UN INFORME PORMENORIZADO SOBRE LA SITUACIÓN QUE GUARDAN LAS 
PLAZAS COMERCIALES DEL DISTRITO FEDERAL, RESPECTO A LOS PERMISOS 
ADMINISTRATIVOS TEMPORALES REVOCABLES; ASÍ COMO LAS FECHAS EN 
QUE DICHOS PERMISOS SE ACTUALIZARÁN; QUE PRESENTA EL DIPUTADO 
RUBÉN ESCAMILLA SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE 
LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

65.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR RESPETUOSAMENTE AL 
MAESTRO JOSÉ RAMÓN AMIEVA GÁLVEZ, CONSEJERO JURÍDICO Y DE SERVICIOS 
LEGALES, PARA QUE DE MANERA INMEDIATA REMITA A ESTA ASAMBLEA 
LEGISLATIVA VI LEGISLATURA, INFORMACIÓN ESPECÍFICA RELATIVA CON EL 
PROCESO DE MODERNIZACIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y 
DE COMERCIO DEL DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE  EL DIPUTADO MARCO 
ANTONIO GARCÍA AYALA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

66.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16  
DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL  Y AL SISTEMA DE PROTECCIÓN 
CIVIL EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, A EFECTO DE QUE 
VERIFIQUEN QUE LOS CENTROS COMERCIALES CUENTEN CON LAS MEDIDAS 
DE PROTECCIÓN CIVIL NECESARIAS PARA AUXILIAR Y SALVAGUARDAR LA 
INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS EN CASO DE EMERGENCIA, SINIESTRO O 
DESASTRE, Y DE ENCONTRARSE IRREGULARIDADES O DEFICIENCIAS, SE 



ESTABLEZCAN LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS CORRESPONDIENTES; 
QUE REMITE EL DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

67.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16 
DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL A INCREMENTAR LA OFERTA DE 
CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL (CENDI) Y MEJORAR EL FUNCIONAMIENTO 
DE LAS ESTANCIAS EXISTENTES, A EFECTO DE FACILITAR EL ACCESO DE MÁS 
MADRES TRABAJADORAS AL MERCADO LABORAL Y CON ELLO FOMENTAR EL 
DESARROLLO ECONÓMICO DE ESTA CAPITAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO 
ANDRÉS SÁNCHEZ MIRANDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
ACCIÓN NACIONAL.

68.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL SECRETARIO 
DEL GOBIERNO Y AL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA, AMBOS DEL 
DISTRITO FEDERAL, PARA QUE SE IMPLEMENTEN DIVERSOS OPERATIVOS DE 
PREVENCIÓN A QUE OBLIGA LA LEY APLICABLE Y SE CLASIFIQUEN COMO DE 
RIESGO ALTO Y CON ELLO EVITAR QUE SE SUSCITEN ACTOS DE VIOLENCIA EN 
DIVERSOS RECINTOS DEPORTIVOS DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 
DIPUTADO SANTIAGO TABOADA CORTINA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

69.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA 
DEL MEDIO AMBIENTE DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, INICIE LOS 
TRABAJOS PARA CONSTRUIR LA CICLOVÍA DE LA AV. DIVISIÓN DEL NORTE; QUE 
PRESENTA LA DIPUTADA LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

70.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA DE 
DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA A QUE REALICE EN UN PLAZO NO MAYOR A 
TRES MESES, LA CONSULTA PÚBLICA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 38 DE LA LEY 
DE DESARROLLO URBANO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA LA FORMULACIÓN 
DEL PROGRAMA PARCIAL DE DESARROLLO URBANO DEL CENTRO HISTÓRICO 
DE COYOACÁN, QUE REMITE LA DIPUTADA ISABEL PRISCILA VERA HERNÁNDEZ, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

71.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA 
DE TURISMO DEL GOBIERNO FEDERAL, CLAUDIA RUÍZ MASSIEU SALINAS, 
A CONSIDERAR LA CANDIDATURA DE LA CIUDAD DE MÉXICO COMO SEDE 
PARA EL TIANGUIS TURÍSTICO 2016; QUE REMITE EL DIPUTADO CÉSAR DANIEL 
GONZÁLEZ MADRUGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL.



72.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL C. PRESIDENTE 
DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO FEDERAL, INFORME A 
ESTA REPRESENTACION LAS ESTADÍSTICAS DE TITULARES DE ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES QUE HAN SIDO SANCIONADOS POR ESTE ÓRGANO JUDICIAL 
EN LOS ÚLTIMOS DOS AÑOS Y LAS RAZONES DE ESTOS PROCEDIMIENTOS; 
QUE REMITE LA DIPUTADA OLIVIA GARZA DE LOS SANTOS, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

73.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL C. JOEL ORTEGA 
CUEVAS, DIRECTOR DEL SISTEMA DE TRANSPORTE COLECTIVO (METRO), 
A IMPLEMENTAR UN PROGRAMA PERMANENTE DE CONTROL DE ACCESO 
A USUARIOS  QUE SE ENCUENTREN NOTORIAMENTE BAJO EL EFECTO DE 
BEBIDAS ALCOHÓLICAS, ESTUPEFACIENTES O PSICOTRÓPICOS; QUE REMITE 
LA DIPUTADA OLIVIA GARZA DE LOS SANTOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.

74.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA SOLICITAR RESPETUOSAMENTE A LOS 
TITULARES DE LA SECRETARÍA DE PROTECCIÓN CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, 
LIC. FAUSTO LUGO GARCÍA Y DE LA DELEGACIÓN TLÁHUAC, ANGELINA 
MÉNDEZ ÁLVAREZ, PARA QUE EN EL MARCO DE SUS ATRIBUCIONES, REMITAN 
A ESTE ÓRGANO LOCAL UN INFORME PORMENORIZADO, ACERCA DE LAS 
ACCIONES QUE SE HAN LLEVADO A CABO PARA DETERMINAR EL ORIGEN Y 
NIVEL DE AFECTACIÓN DE LA GRIETA LOCALIZADA EN LA CALLE 8 PARALELA 
AL EJE 10 COPILCO EN LA DEMARCACIÓN DE TLÁHUAC, CON EL OBJETO DE 
QUE SE TOMEN LAS MEDIDAS NECESARIAS A FIN DE SALVAGUARDAR LA VIDA 
Y LA INTEGRIDAD FÍSICA DE SUS HABITANTES; QUE PRESENTA  LA DIPUTADA 
MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL 
TRABAJO.

75.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL JEFE DE LA 
DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, ASÍ COMO AL SECRETARIO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, A EFECTO DE QUE SEAN RETIRADAS LAS SEXO 
SERVIDORAS QUE SE UBICAN EN LA AVENIDA PUENTE DE ALVARADO Y SUS 
ALREDEDORES EN LA COLONIA TABACALERA DE LA REFERIDA DELEGACIÓN; 
QUE REMITE EL DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

76.	 CON PUNTO DE ACUERDO DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, POR 
EL QUE SE EXHORTA ATENTAMENTE AL C. JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO 
FEDERAL, DOCTOR MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOZA, CONVOQUE A 
CONSULTA CIUDADANA PARA SOMETER A CONSIDERACIÓN DE LA CIUDADANÍA 
LO RELATIVO AL TEMA DE LA PRIVATIZACIÓN DEL AGUA EN ESTA CIUDAD; 
QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUCILA ESTELA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.



77.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A LA CÁMARA DE 
DIPUTADOS Y CÁMARA DE SENADORES, QUÉ EN LA DICTAMINACIÓN DE LA 
REFORMA POLÍTICA DEL DISTRITO FEDERAL, SE INCORPOREN LOS PRINCIPIOS 
DEL BUEN VIVIR, LOS CUALES, SERVIRÁN DE BASE PARA LA EXPEDICIÓN DE 
LA CONSTITUCIÓN DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO 
JERÓNIMO ALEJANDRO OJEDA ANGUIANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

78.	 CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL TITULAR DEL 
EJECUTIVO FEDERAL A QUE RETIRE SU INICIATIVA DE LEY REGLAMENTARIA 
EN MATERIA DE TELECOMUNICACIONES, POR CONTENER DISPOSICIONES QUE 
ATENTAN CONTRA LOS DERECHOS HUMANOS, COMO LA LIBRE EXPRESIÓN EN 
REDES SOCIALES, RESTRINGIENDO SU ALCANCE CIUDADANO Y VULNERANDO 
LA PRIVACIDAD DE LOS USUARIOS DE LA RED; QUE PRESENTA LA DIPUTADA 
CIPACTLI DINORAH PIZANO OSORIO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

79.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR RESPETUOSAMENTE A LOS 
TITULARES DEL INSTITUTO NACIONAL DE BELLAS ARTES Y LITERATURA; DE 
LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA; DE LA SECRETARÍA 
DE CULTURA, ESTAS DOS ÚLTIMAS DEL DISTRITO FEDERAL; Y AL JEFE 
DELEGACIONAL DEL ÓRGANO POLÍTICO–ADMINISTRATIVO EN BENITO 
JUÁREZ PARA QUE, EN EL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA, SUSPENDAN LA 
MODIFICACION, DEMOLICIÓN O TRASLADO  DEL POLYFORUM CULTURAL 
SIQUEIROS Y LA REALIZACIÓN DE OBRAS DE CONSTRUCCIÓN EN EL MISMO, 
E IMPLEMENTEN ACCIONES INMEDIATAS QUE PRESERVEN DICHO INMUEBLE 
COMO PATRIMONIO ARTÍSITICO,  ARQUITECTÓNICO Y PATRIMONIO CULTURAL 
DE LA NACIÓN Y DE SER EL CASO DE LA HUMANIDAD. ASIMISMO, SE SOLICITA 
QUE DE MANERA INMEDIATA REMITAN A ESTA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL, LA INFORMACIÓN ESPECÍFICA SOBRE EL ESTADO ACTUAL 
QUE GUARDA EL INMUEBLE Y LAS ACCIONES ORIENTADAS A SU PRESERVACIÓN; 
QUE PRESENTA LA DIPUTADA CIPACTLI DINORAH PIZANO OSORIO, DEL GRUPO 
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

80.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR A LA ASAMBLEA 
LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL Y AL DIRECTOR DE LA FACULTAD DE 
ARTES Y DISEÑO (ANTES ESCUELA NACIONAL DE ARTES PLÁSTICAS) DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL AUTONOMA DE MÉXICO, PARA QUE EN EL ÁMBITO 
DE SUS ATRIBUCIONES FIRMEN UN CONVENIO DE COLABORACIÓN QUE 
GENERE DIFUSIÓN CULTURAL Y EDUCATIVA EN XOCHIMILCO; QUE PRESENTA 
LA DIPUTADA MA. ANGELINA HERNÁNDEZ SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 
DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.



81.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR RESPETUOSAMENTE AL 
JEFE DELEGACIONAL EN XOCHIMILCO, ING. MIGUEL ANGEL CÁMARA ARANGO, 
A REALIZAR LOS TRÁMITES CORRESPONDIENTES ANTE LA SECRETARÍA DE 
TURISMO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA OBTENER LA CARTA DE ADHESIÓN A FIN 
DE QUE EL PUEBLO DE SANTA CRUZ ALCAPIXCA (DELEGACION XOCHIMILCO), 
SEA INCORPORADO AL PROGRAMA DENOMINADO BARRIOS MÁGICOS 
TURÍSTICOS; QUE REMITE LA DIPUTADA MA. ANGELINA HERNÁNDEZ SOLÍS, DEL 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

82.	 CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR  AL DIRECTOR GENERAL 
DE PATRIMONIO INMOBILIARIO DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y AL 
DELEGADO DE XOCHIMILCO, PARA QUE EN BREVE TERMINO INFORMEN SOBRE 
EL PATRIMONIO INMOBILIARIO DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL EN LA 
DELEGACIÓN XOCHIMILCO; REMITE LA DIPUTADA MA. ANGELINA HERNÁNDEZ 
SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 
DEMOCRÁTICA.

PRONUNCIAMIENTOS

83.	 POR EL QUE SE DA A CONOCER LA TRAYECTORIA DEPORTIVA DEL C. 
ERWIN GUILLERMO GONZÁLEZ CASTELLANOS; QUE PRESENTA LA DIPUTADA 
ANA JULIA HERNÁNDEZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE 
LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.

84.	 CON MOTIVO DEL FALLECIMIENTO DEL ESCRITOR GABRIEL GARCÍA 
MARQUEZ; QUE PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ FERNANDO MERCADO GUAIDA, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.



ORDEN DEL DÍA.
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SEGUNDO PERIODO DE SESIONES ORDINARIAS DEL 
SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO 

                            
                                                                                                                                                                                                                                                                                             
 
 

                                                                                                                                   
V I  L E G I S L A T U R A  

                          ORDEN DEL DÍA 

                                                          
 

SESIÓN ORDINARIA                       23 DE ABRIL DE 2014 

 

1.  LISTA DE ASISTENCIA. 
 
 

2.  LECTURA DEL ORDEN DEL DÍA. 

3.  LECTURA Y EN SU CASO APROBACIÓN DEL ACTA DE LA 

SESIÓN ANTERIOR. 

 

COMUNICADOS 
 

 

4.  UNO, DE LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA A LA GESTIÓN, 

POR EL QUE SOLICITA PRÓRROGA PARA ANALIZAR Y 

DICTAMINAR DIVERSOS ASUNTOS. 

 

5.  UNO, DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA, POR EL QUE 

SOLICITA PRÓRROGA PARA ANALIZAR Y DICTAMINAR UN 

ASUNTO. 

 

6.  UNO, DE LA COMISIÓN DE NORMATIVIDAD LEGISLATIVA, 

ESTUDIOS Y PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS, POR EL QUE 

SOLICITA PRÓRROGA PARA ANALIZAR Y DICTAMINAR 

DIVERSOS ASUNTOS. 

 

7.  DOS, DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 

CONGRESO DE LA UNIÓN, POR LOS QUE HACEN DEL 
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CONOCIMIENTO DOS ASUNTO APROBADO POR DICHO 

ÓRGANO. 

 

8.  VEINTISIETE, DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL, POR LOS QUE REMITE RESPUESTAS A DIVERSOS 

ASUNTOS APROBADOS POR ESTE ÓRGANO LEGISLATIVO. 

 

9.  UNO, DE LA SECRETARÍA DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL, POR EL QUE REMITE DIVERSA INFORMACIÓN EN 

CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO POR LA LEY DE 

PRESUPUESTO Y GASTO EFICIENTE DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

10.  DOS, DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y FOMENTO AL 

EMPLEO DEL DISTRITO FEDERAL, POR LOS QUE REMITE 

DIVERSA INFORMACIÓN EN CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO 

POR LA LEY DE PRESUPUESTO Y GASTO EFICIENTE DEL 

DISTRITO FEDERAL. 

 

11.  UNO, DE LA ESCUELA DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL 

DISTRITO FEDERAL, POR EL QUE REMITE DIVERSA 

INFORMACIÓN EN CUMPLIMIENTO A LO DISPUESTO POR LA 

LEY DE PRESUPUESTO Y GASTO EFICIENTE DEL DISTRITO 

FEDERAL. 

 

12.  UNO, DEL INSTITUTO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, 

POR EL QUE REMITE DIVERSA INFORMACIÓN EN 

CUMPLIMIENTO AL CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

13.  CUATRO DE LA SUBSECRETARÍA DE ENLACE Y ACUERDOS 

POLÍTICO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, POR LOS 

QUE REMITE RESPUESTAS A DIVERSOS ASUNTOS 

APROBADOS POR ESTE ÓRGANO LEGISLATIVO. 



 3 

 

14.  UNO, DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, POR EL QUE 

REMITE UN ACUERDO NACIONAL DE COORDINACIÓN Y 

COOPERACIÓN LEGISLATIVA CON EL OBEJTO DE COADYUVAR 

EN LA ADECUACIÓN Y ARMONIZACIÓN DEL MARCO NORMATIO 

NECESARIO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE 

JUSTICIA PENAL. 

 

INCIATIVAS 

 

15.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO 

FEDERAL EN MATERIA DE LÍMITES TERRITORIALES ENTRE LA 

DELEGACIÓN TLÁHUAC Y XOCHIMILCO; QUE PRESENTA LA 

DIPUTADA ESTHELA DAMIÁN PERALTA A NOMBRE PROPIO Y 

DE LOS DIPUTADOS EFRAÍN MORALES LÓPEZ Y DANIEL 

ORDÓÑEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA LOCAL CON 

OPINIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE LÍMITES 

TERRITORIALES. 

 

16.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY 

ORGÁNICA Y EL REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR, 

AMBOS DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO 

FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO ORLANDO ANAYA 

GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL.  
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TURNO.- COMISIÓN DE NORMATIVIDAD LEGISLATIVA, 

ESTUDIOS Y PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS. 

 

17.  INICIATIVA DE ADICIONES Y REFORMAS A LA LEY DE LA 

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL DISTRITO FEDERAL Y 

A LA LEY ORGÁNICA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO JAIME 

ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 

 

18.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE 

MODIFICA EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY DE SALUD MENTAL DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO RODOLFO 

ONDARZA ROVIRA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DEL TRABAJO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

19.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

EXPIDE LA LEY DE CANDIDATURAS INDEPENDIENTES DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO JESÚS 

CUAUHTÉMOC VELASCO OLIVA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO DEL MOVIMIENTO CIUDADANO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ASUNTOS POLÍTICO – ELECTORALES. 

 

20.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 37 DEL ESTATUTO DE GOBIERNO DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE 

MÉXICO. 



 5 

TURNO.- COMISIÓN DE NORMATIVIDAD LEGISLATIVA, 

ESTUDIOS Y PRÁCTICAS PARLAMENTARIAS. 

 

21.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE FOMENTO 

Y PROTECCIÓN AL EMPLEO PARA EL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO JORGE GAVIÑO AMBRIZ, DEL 

PARTIDO NUEVA ALIANZA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y PREVISIÓN 

SOCIAL. 

 

22.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE SALUD DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO ROBERTO 

CANDIA ORTEGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

23.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 18 Y 28 DE LA LEY DE LAS NIÑAS 

Y NIÑOS DEL DISTRITO FEDERAL, PARA OTORGARLE AL 

SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, 

LAS ATRIBUCIONES COMO SECRETARIADO TÉCNICO DEL 

CONSEJO PROMOTOR DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS Y 

NIÑOS EN EL DISTRITO FEDERAL, PARA EL ÓPTIMO 

DESARROLLO DE SUS RESPONSABILIDADES; QUE PRESENTA 

LA DIPUTADA ROCÍO SÁNCHEZ PÉREZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 
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TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE DESARROLLO SOCIAL Y DE 

ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES. 

 

24.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

EXPIDE LA LEY DE SOLUCIÓN PACÍFICA DE CONTROVERSIAS 

Y PROMOCIÓN DE  LA CULTURA DE LA PAZ DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO; QUE PRESENTA EL DIPUTADO MANUEL ALEJANDRO 

ROBLES GÓMEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

25.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 52, 64, 65, 68, 71, 76, 77, 85, 86, 99, 

136, TERCER PÁRRAFO, Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 39-A DE 

LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO MANUEL ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

26.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONAN Y REFORMAN DIVERSAS FRACCIONES DEL 

ARTÍCULO 17 DE LA LEY PARA LA INTEGRACIÓN AL 

DESARROLLO DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL 

DISTRITO FEDERAL EN MATERIA ACCESO A LA SALUD; QUE 

PRESENTA LA DIPUTADA MARÍA ALEJANDRA BARRIOS 

RICHARD, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 
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TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE ATENCIÓN A GRUPOS 

VULNERABLES Y DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

27.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

ADICIONA UN ARTÍCULO 65 BIS A LA LEY DE SALUD DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO OSCAR 

OCTAVIO MOGUEL BALLADO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO DEL MOVIMIENTO CIUDADANO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

28.  INICIATIVA POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA 

LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO DEL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO OSCAR OCTAVIO MOGUEL BALLADO, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL MOVIMIENTO 

CIUDADANO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

29.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA Y ADICIONA “26.- NORMA PARA INCENTIVAR LA 

PRODUCCIÓN DE VIVIENDA SUSTENTABLE, DE INTÉRES 

SOCIAL Y POPULAR”, QUE REFORMA PARTE DE LA LEY DE 

DESARROLLO URBANO DEL DISTRITO FEDERAL Y DEL 

PROGRAMA GENERAL DE DESARROLLO URBANO DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO JORGE 

GAVIÑO AMBRIZ, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE DESARROLLO E INFRAESTRUCTURA 

URBANA. 
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30.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE CULTURA 

CÍVICA DEL DISTRITO FEDERAL;  QUE PRESENTA EL DIPUTADO 

DIEGO RAÚL MARTÍNEZ GARCÍA A NOMBRE PROPIO Y DE LOS 

DIPUTADOS ALBERTO MARTÍNEZ URINCHO, MANUEL 

ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, VÍCTOR HUGO LOBO ROMÁN,  

CARMEN ANTUNA CRUZ, ROCÍO SÁNCHEZ PÉREZ, ALEJANDRO 

RAFAEL PIÑA MEDINA Y ROBERTO CANDÍA ORTEGA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

31.  INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LAS FRACCIONES II Y 

IX DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A LAS 

VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO ARMANDO TONATIUH GONZÁLEZ 

CASE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

32.  INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN IX DEL 

ARTÍCULO 21, EL ARTÍCULO 22, EL PRIMER PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 29 Y LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 38 Y SE 

ADICIONAN LOS INCISOS A), B) Y C) DE LA FRACCIÓN I DEL 

ARTÍCULO 38 DE LA LEY DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO DE 

INMUEBLES PARA EL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO ARMANDO TONATIUH GONZÁLEZ CASE, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 
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TURNO.- COMISIÓN DE VIVIENDA. 

 

33.  INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA EL OCTAVO PÁRRAFO 

DEL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE PRESUPUESTO Y GASTO 

EFICIENTE DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO ARMANDO TONATIUH GONZÁLEZ CASE, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA. 

 

34.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 4°,  SE MODIFICA EL ARTÍCULO 5°, 

SUPRIMIENDO EL CONCEPTO DE INSTITUTO DE CIENCIA Y 

TECNOLOGÍA Y ADICIONANDO LOS DE SECRETARÍA DE 

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN Y SECRETARÍA DE 

TRANSPORTES Y VIALIDAD, AMBAS DEL DISTRITO FEDERAL; 

SE MODIFICAN Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 10, 24, 30, 31, 40, 

41 Y 42; TODOS DE LA LEY PARA EL DESARROLLO DEL 

DISTRITO FEDERAL COMO CIUDAD DIGITAL Y DEL 

CONOCIMIENTO; QUE PRESENTA LA DIPUTADA YURIRI AYALA 

ZÚÑIGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 

REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

LOCAL Y DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN. 

 

35.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 

PÁRRAFO DÉCIMO CUARTO DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO 

FEDERAL, EN MATERIA DE LÍMITES TERRITORIALES ENTRE 

LAS DELEGACIONES TLÁHUAC Y XOCHIMILCO; QUE 
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PRESENTA EL DIPUTADO RUBÉN ESCAMILLA SALINAS, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA LOCAL CON 

OPINIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE LÍMITES 

TERRITORIALES. 

 

36.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS 

MAYORES EN EL DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE EL 

DIPUTADO MARCO ANTONIO GARCÍA AYALA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES. 

 

37.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 90 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE EL DR. MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA, JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL. 

 

38.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

LEY ORGÁNICA  DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE EL DR. MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA, JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL. 
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39.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

DEL INSTITUTO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE EL DR. MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA, JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO 

FEDERAL. 

 

40.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA LA LEY DE SALUD DEL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO RUBÉN ERIK ALEJANDRO JIMÉNEZ 

HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

41.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS ARTÍCULOS 2142, 2790 Y 2791, Y SE ADICIONA 

EL ARTÍCULO 2791 BIS AL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 

FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO GABRIEL GÓMEZ DEL 

CAMPO GURZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL.  

 

TURNO.- COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

42.   INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

CREA LA LEY DEL FONDO DE APOYO A LA DIGNIFICACIÓN 

POLICIAL DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO SANTIAGO TABOADA CORTINA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.  

 

TURNO.- COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA. 
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43.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

LEY ORGÁNICA DE LA CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA DE 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO SANTIAGO TABOADA CORTINA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.  

 

TURNO.- COMISIÓN DE PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

CON OPINIÓN DE LA COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA 

CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA. 

 

44.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA EL ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE TRANSPARENCIA 

Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO 

FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO GABRIEL GÓMEZ DEL 

CAMPO GURZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL.  

 

TURNO.- COMISIÓN DE TRANSPARENCIA A LA GESTIÓN. 

 

45.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

CREA LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO 

FEDERAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO CHRISTIAN DAMIÁN 

VON ROERICH DE LA ISLA A NOMBRE PROPIO Y DE LA 

DIPUTADA ISABEL PRISCILA VERA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.  

 

TURNO.- COMISIÓN DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 

 

46.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE 

REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 13 Y EL ARTÍCULO 

20, DE LA LEY DE PUBLICIDAD EXTERIOR DEL DISTRITO 

FEDERAL; QUE PRESENTA LA DIPUTADA MIRIAM SALDAÑA 
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CHÁIREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL 

TRABAJO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE DESARROLLO E INFRAESTRUCTURA 

URBANA. 

 

47.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

EXPIDE LA NUEVA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUCILA 

ESTELA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 

 

48.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y 

ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY DE FOMENTO 

CULTURAL DEL DISTRITO FEDERAL Y A LA LEY DE 

ESTABLECIMIENTOS MERCANTILES DEL DISTRITO FEDERAL, 

PARA LA CREACIÓN Y RECONOCIMIENTO DE LOS ESPACIOS 

CULTURALES INDEPENDIENTES ALTERNATIVOS (ECIAS); QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO JOSÉ FERNANDO MERCADO GUAIDA, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE CULTURA Y USO Y 

APROVECHAMIENTO DE BIENES Y SERVICIOS PÚBLICOS. 

 

49.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE  SE 

REFORMA Y ADICIONA LA LEY DE DESARROLLO URBANO DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA LA DIPUTADA MARÍA 

GABRIELA SALIDO MAGOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.  
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TURNO.- COMISIÓN DE DESARROLLO E INFRAESTRUCTURA 

URBANA. 

 

50.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL 

CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS 

ELECTORALES DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA 

DE MÉXICO. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ASUNTOS POLÍTICO - ELECTORALES. 

 

 

51.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL 

CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO FEDERAL, EN MATERIA DE 

DELITOS ELECTORALES; QUE PRESENTA EL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE 

MÉXICO. 

 

TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE ADMINISTRACIÓN Y 

PROCURACIÓN DE JUSTICIA Y DE ASUNTOS POLÍTICO - 

ELECTORALES. 

 

 

52.  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

CREA LA LEY DE PROTECCIÓN Y ATENCIÓN DE LAS PERSONAS 

EN SITUACIÓN DE CALLE; QUE PRESENTA LA DIPUTADA 

MARÍA ALEJANDRA BARRIOS RICHARD, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TURNO.- COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES. 
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PROPOSICIONES 

 

53.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE EXHORTA AL 

REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL A QUE PERMITA QUE 

LOS PADRES DE LOS RESGISTRADOS, REALICEN UNA LIBRE 

INTERPRETACIÓN  DEL ARTÍCULO 58 DEL CÓDIGO CIVIL PARA 

EL DISTRITO FEDERAL, PARA ELEGIR POR LIBRE Y COMÚN 

ACUERDO EL ORDEN DE LOS APELLIDOS DE LOS 

PROCREADORES; QUE PRESENTA EL DIPUTADO MANUEL 

ALEJANDRO ROBLES GÓMEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

54.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL JEFE 

DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DR. MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOSA, A REALIZAR UNA CONSULTA 

CIUDADANA VINCULANTE PARA DETERMINAR LA 

INSTALACIÓN DE PARQUÍMETROS EN DIVERSAS COLONIAS DE 

LA DELEGACIÓN COYOACÁN A TRAVÉS DEL INSTITUTO 

ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA LA 

DIPUTADA ISABEL PRISCILA VERA HERNANDEZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

55.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL ESTE ÓRGANO 

LEGISLATIVO EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL JEFE DE 

GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, REALICE LAS GESTIONES 

NECESARIAS PARA REALIZAR EL CAMBIO DE NOMBRE A UNA 

ESTACIÓN DE LA LÍNEA 6 DEL SISTEMA DE TRANSPORTE 

COLECTIVO METRO; QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO 
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ESPINO ARÉVALO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

 

56.  CON  PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE EXHORTA 

RESPETUOSAMENTE A LA DRA. MERCEDES JUAN LÓPEZ, 

SECRETARIA DE SALUD FEDERAL, A REVISAR Y EVALUAR LA 

EFICACIA DEL PROCEDIMIENTO CON EL CUAL SE ESTÁN 

ENTREGANDO LA CONDECORACIÓN Y PREMIOS EN MATERIA 

DE SALUD PÚBLICA; QUE REMITE  EL DIPUTADO RODOLFO 

ONDARZA ROVIRA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DEL TRABAJO. 

 

TRÁMITE.- 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

57.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR AL JEFE 

DELEGACIONAL EN ÁLVARO OBREGÓN, C. LEONEL LUNA 

ESTRADA, PARA QUE A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN GENERAL 

DE SERVICIOS URBANOS DE SU DEPENDENCIA, REALICE LA 

REPARACIÓN DEL ALUMBRADO PÚBLICO DE LA ZONA DE 

SANTA FE, ASÍ COMO LE DÉ MANTENIMIENTO A LAS 

LUMINARIAS NUEVAS QUE SE HAN PUESTO EN ESTA MISMA 

ZONA, TODA VEZ QUE HAN AUMENTADO LOS ÍNDICES DE LA 

DELINCUENCIA SEVERAMENTE EN SANTA FE, Y EL JEFE 

DELEGACIONAL EN ÁLVARO OBREGÓN HA HECHO CASO 

OMISO A TODAS LAS GESTIONES QUE SE HAN HECHO PARA 

LOGRAR QUE SEAN PUESTAS ESTAS LUMINARIAS Y LA  

REPARACIÓN DE LAS QUE  SE PUSIERON ESTE AÑO Y 

ACTUALMENTE ESTÁN DESCOMPUESTAS; QUE REMITE EL 

DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 
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PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE USO Y APROVECHAMIENTO DE BIENES 

Y SERVICIOS PÚBLICOS. 

 

58.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y AL SISTEMA DE 

TRANSPORTE COLECTIVO METRO A EFECTO DE QUE 

IMPLEMENTEN MEDIDAS DE ACCIÓN PARA TENER A MÁS 

AGENTES VIGILANDO LA ZONA DE ANDENES Y QUE EN CASO 

DE UN INCIDENTE LA REACCIÓN SEA INSTANTÁNEA Y SE 

PUEDAN PREVENIR ACCIDENTES COMO EL OCURRIDO EL 

PASADO 2 DE ABRIL EN EL METRO COPILCO, DONDE UN JOVEN 

PERDIÓ LA VIDA AL SER ARROJADO, PRESUNTAMENTE, POR 

SUS COMPAÑEROS A LAS VÍAS DEL METRO; QUE REMITE EL 

DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIONES UNIDAS DE SEGURIDAD PÚBLICA Y DE 

MOVILIDAD, TRANSPORTE Y VIALIDAD. 

 

59.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16 

DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL A EFECTO DE QUE 

INFORMEN A ESTA H. ASAMBLEA DENTRO DE LOS 60 DÍAS 

SIGUIENTES, LAS COLONIAS QUE CARECEN DE UNO O VARIOS 

SERVICIOS PÚBLICOS BÁSICOS COMO SON: AGUA POTABLE, 

DRENAJE O ALUMBRADO, ASIMISMO, LAS ACCIONES QUE 

ESTÁN LLEVANDO A CABO PARA SATISFACER ESTAS 

NECESIDADES EN SU TOTALIDAD; QUE REMITE EL DIPUTADO 
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JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE USO Y APROVECHAMIENTO DE BIENES 

Y SERVCIOS PÚBLICOS. 

 

60.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA 

RESPETUOSAMENTE A LA SECRETARÍA DE GOBIERNO, A LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE REGULACIÓN TERRITORIAL (DGRT), 

Y AL INSTITUTO DE VIVIENDA DEL DISTRITO FEDERAL (INVI), A 

QUE DE MANERA COORDINADA RESUELVA LA PROBLEMÁTICA 

DE ESCRITURACIÓN QUE TIENEN LOS VECINOS DE LA 

COLONIA LA DRAGA EN LA DELEGACIÓN TLÁHUAC Y QUE 

DURANTE 13 AÑOS EL PROCESO NO SE HA CONCRETADO 

AFECTANDO LA CERTEZA JURÍDICA DE LA PROPIEDAD 

INMOBILIARIA; QUE PRESENTA EL DIPUTADO RUBÉN 

ESCAMILLA SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

61.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL CUAL SE SOLICITA AL 

SUBSECRETARIO DE COORDINACIÓN METROPOLITANA Y 

ENLACE GUBERNAMENTAL DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. 

RICARDO RÍOS GARZA, INFORME A ESTE ÓRGANO 

LEGISLTIVO, SOBRE LOS ESTUDIOS E INVESTIGACIONES 

LLEVADOS A CABO DURANTE SU ENCARGO, EXHORTÁNDOLO 

A REALIZAR DIVERSAS ACCIONES EN MATERIA 

METROPOLITANA; QUE PRESENTA LA DIPUTADA ANA JULIA 

HÉRNANDEZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 
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TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

62.  CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA 

RESPETUOSAMENTE A LA SECRETARÍA DE SALUD DEL 

DISTRITO FEDERAL QUE IMPLEMENTE  UNA CAMPAÑA DE 

DIFUSIÓN Y CONCIENTIZACIÓN SOCIAL SOBRE EL AUTISMO 

CON EL PROPÓSITO DE INFORMAR Y ORIENTAR A LA 

CIUDADANÍA; QUE PRESENTA LA DIPUTADA DIONE ANGUIANO 

FLORES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 

REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL. 

 

63.  CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA A 

LA SECRETARÍA DEL MEDIO AMBIENTE QUE IMPLEMENTE UNA 

CAMPAÑA DE DIFUSION Y CONCIENTIZACIÓN PARA EL BUEN 

CUIDADO DE “LA MADRE TIERRA” EN COORDINACIÓN CON 

OTRAS INSTANCIAS DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, 

LA PROCURADURÍA AMBIENTAL Y DEL ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL, ASÍ COMO EN LAS 16 DELEGACIONES, EN EL 

MARCO DEL DÍA INTERNACIONAL DE LA MADRE TIERRA; QUE 

PRESENTA LA DIPUTADA DIONE ANGUIANO FLORES, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

64.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA 

RESPETUOSAMENTE A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO 

ECONÓMICO, A LA DIRECCIÓN GENERAL DE PATRIMONIO 

INMOBILIARIO, AL FONDO DE DESARROLLO ECONÓMICO, 
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TODAS DEL DISTRITO FEDERAL A QUE ENVÍEN A ESTA 

HONORABLE ASAMBLEA UN INFORME PORMENORIZADO 

SOBRE LA SITUACIÓN QUE GUARDAN LAS PLAZAS 

COMERCIALES DEL DISTRITO FEDERAL, RESPECTO A LOS 

PERMISOS ADMINISTRATIVOS TEMPORALES REVOCABLES; 

ASÍ COMO LAS FECHAS EN QUE DICHOS PERMISOS SE 

ACTUALIZARÁN; QUE PRESENTA EL DIPUTADO RUBÉN 

ESCAMILLA SALINAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

65.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR 

RESPETUOSAMENTE AL MAESTRO JOSÉ RAMÓN AMIEVA 

GÁLVEZ, CONSEJERO JURÍDICO Y DE SERVICIOS LEGALES, 

PARA QUE DE MANERA INMEDIATA REMITA A ESTA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA VI LEGISLATURA, INFORMACIÓN ESPECÍFICA 

RELATIVA CON EL PROCESO DE MODERNIZACIÓN DEL 

REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DE COMERCIO DEL 

DISTRITO FEDERAL; QUE REMITE  EL DIPUTADO MARCO 

ANTONIO GARCÍA AYALA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN. 

 

66.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16  

DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL  Y AL SISTEMA DE 

PROTECCIÓN CIVIL EN EL ÁMBITO DE SUS RESPECTIVAS 

COMPETENCIAS, A EFECTO DE QUE VERIFIQUEN QUE LOS 

CENTROS COMERCIALES CUENTEN CON LAS MEDIDAS DE 

PROTECCIÓN CIVIL NECESARIAS PARA AUXILIAR Y 

SALVAGUARDAR LA INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS EN CASO 
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DE EMERGENCIA, SINIESTRO O DESASTRE, Y DE 

ENCONTRARSE IRREGULARIDADES O DEFICIENCIAS, SE 

ESTABLEZCAN LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS 

CORRESPONDIENTES; QUE REMITE EL DIPUTADO JAIME 

ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE PROTECCIÓN CIVIL. 

 

67.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LAS 16 

DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL A INCREMENTAR LA 

OFERTA DE CENTROS DE DESARROLLO INFANTIL (CENDI) Y 

MEJORAR EL FUNCIONAMIENTO DE LAS ESTANCIAS 

EXISTENTES, A EFECTO DE FACILITAR EL ACCESO DE MÁS 

MADRES TRABAJADORAS AL MERCADO LABORAL Y CON 

ELLO FOMENTAR EL DESARROLLO ECONÓMICO DE ESTA 

CAPITAL; QUE PRESENTA EL DIPUTADO ANDRÉS SÁNCHEZ 

MIRANDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 
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68.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL 

SECRETARIO DEL GOBIERNO Y AL SECRETARIO DE 

SEGURIDAD PÚBLICA, AMBOS DEL DISTRITO FEDERAL, PARA 

QUE SE IMPLEMENTEN DIVERSOS OPERATIVOS DE 

PREVENCIÓN A QUE OBLIGA LA LEY APLICABLE Y SE 

CLASIFIQUEN COMO DE RIESGO ALTO Y CON ELLO EVITAR 

QUE SE SUSCITEN ACTOS DE VIOLENCIA EN DIVERSOS 

RECINTOS DEPORTIVOS DEL DISTRITO FEDERAL; QUE 

PRESENTA EL DIPUTADO SANTIAGO TABOADA CORTINA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

69.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DEL MEDIO AMBIENTE DEL GOBIERNO DEL 

DISTRITO FEDERAL, INICIE LOS TRABAJOS PARA CONSTRUIR 

LA CICLOVÍA DE LA AV. DIVISIÓN DEL NORTE; QUE PRESENTA 

LA DIPUTADA LAURA IRAIS BALLESTEROS MANCILLA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

70.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA A QUE 

REALICE EN UN PLAZO NO MAYOR A TRES MESES, LA 

CONSULTA PÚBLICA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 38 DE LA 

LEY DE DESARROLLO URBANO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA 

LA FORMULACIÓN DEL PROGRAMA PARCIAL DE DESARROLLO 

URBANO DEL CENTRO HISTÓRICO DE COYOACÁN, QUE 

REMITE LA DIPUTADA ISABEL PRISCILA VERA HERNÁNDEZ, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL. 
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TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE DESARROLLO E INFRAESTRUCTURA 

URBANA. 

 

71.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A LA 

SECRETARÍA DE TURISMO DEL GOBIERNO FEDERAL, CLAUDIA 

RUÍZ MASSIEU SALINAS, A CONSIDERAR LA CANDIDATURA DE 

LA CIUDAD DE MÉXICO COMO SEDE PARA EL TIANGUIS 

TURÍSTICO 2016; QUE REMITE EL DIPUTADO CÉSAR DANIEL 

GONZÁLEZ MADRUGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE TURISMO. 

 

72.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL C. 

PRESIDENTE DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO 

FEDERAL, INFORME A ESTA REPRESENTACION LAS 

ESTADÍSTICAS DE TITULARES DE ÓRGANOS 

JURISDICCIONALES QUE HAN SIDO SANCIONADOS POR ESTE 

ÓRGANO JUDICIAL EN LOS ÚLTIMOS DOS AÑOS Y LAS 

RAZONES DE ESTOS PROCEDIMIENTOS; QUE REMITE LA 

DIPUTADA OLIVIA GARZA DE LOS SANTOS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y PROCURACIÓN DE 

JUSTICIA. 

 

73.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL C. 

JOEL ORTEGA CUEVAS, DIRECTOR DEL SISTEMA DE 

TRANSPORTE COLECTIVO (METRO), A IMPLEMENTAR UN 

PROGRAMA PERMANENTE DE CONTROL DE ACCESO A 
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USUARIOS  QUE SE ENCUENTREN NOTORIAMENTE BAJO EL 

EFECTO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS, ESTUPEFACIENTES O 

PSICOTRÓPICOS; QUE REMITE LA DIPUTADA OLIVIA GARZA DE 

LOS SANTOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.-  COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA. 

 

74.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA SOLICITAR 

RESPETUOSAMENTE A LOS TITULARES DE LA SECRETARÍA DE 

PROTECCIÓN CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, LIC. FAUSTO 

LUGO GARCÍA Y DE LA DELEGACIÓN TLÁHUAC, ANGELINA 

MÉNDEZ ÁLVAREZ, PARA QUE EN EL MARCO DE SUS 

ATRIBUCIONES, REMITAN A ESTE ÓRGANO LOCAL UN 

INFORME PORMENORIZADO, ACERCA DE LAS ACCIONES QUE 

SE HAN LLEVADO A CABO PARA DETERMINAR EL ORIGEN Y 

NIVEL DE AFECTACIÓN DE LA GRIETA LOCALIZADA EN LA 

CALLE 8 PARALELA AL EJE 10 COPILCO EN LA DEMARCACIÓN 

DE TLÁHUAC, CON EL OBJETO DE QUE SE TOMEN LAS 

MEDIDAS NECESARIAS A FIN DE SALVAGUARDAR LA VIDA Y 

LA INTEGRIDAD FÍSICA DE SUS HABITANTES; QUE 

PRESENTA  LA DIPUTADA MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

75.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL JEFE 

DE LA DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC, ASÍ COMO AL 

SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL DISTRITO 

FEDERAL, A EFECTO DE QUE SEAN RETIRADAS LAS SEXO 

SERVIDORAS QUE SE UBICAN EN LA AVENIDA PUENTE DE 

ALVARADO Y SUS ALREDEDORES EN LA COLONIA 
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TABACALERA DE LA REFERIDA DELEGACIÓN; QUE REMITE EL 

DIPUTADO JAIME ALBERTO OCHOA AMORÓS, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO 

INSTITUCIONAL. 

 

TRÁMITE.- 132 RGIALDF. 

TURNO.- SEGURIDAD PÚBLICA. 

 

76.  CON PUNTO DE ACUERDO DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, 

POR EL QUE SE EXHORTA ATENTAMENTE AL C. JEFE DE 

GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, DOCTOR MIGUEL ÁNGEL 

MANCERA ESPINOZA, CONVOQUE A CONSULTA CIUDADANA 

PARA SOMETER A CONSIDERACIÓN DE LA CIUDADANÍA LO 

RELATIVO AL TEMA DE LA PRIVATIZACIÓN DEL AGUA EN ESTA 

CIUDAD; QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUCILA ESTELA 

HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE 

LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

77.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE SOLICITA A LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS Y CÁMARA DE SENADORES, QUÉ EN 

LA DICTAMINACIÓN DE LA REFORMA POLÍTICA DEL DISTRITO 

FEDERAL, SE INCORPOREN LOS PRINCIPIOS DEL BUEN VIVIR, 

LOS CUALES, SERVIRÁN DE BASE PARA LA EXPEDICIÓN DE LA 

CONSTITUCIÓN DEL DISTRITO FEDERAL; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO JERÓNIMO ALEJANDRO OJEDA ANGUIANO, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 
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78.  CON PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA AL 

TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL A QUE RETIRE SU 

INICIATIVA DE LEY REGLAMENTARIA EN MATERIA DE 

TELECOMUNICACIONES, POR CONTENER DISPOSICIONES QUE 

ATENTAN CONTRA LOS DERECHOS HUMANOS, COMO LA 

LIBRE EXPRESIÓN EN REDES SOCIALES, RESTRINGIENDO SU 

ALCANCE CIUDADANO Y VULNERANDO LA PRIVACIDAD DE 

LOS USUARIOS DE LA RED; QUE PRESENTA LA DIPUTADA 

CIPACTLI DINORAH PIZANO OSORIO, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

 

79.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR 

RESPETUOSAMENTE A LOS TITULARES DEL INSTITUTO 

NACIONAL DE BELLAS ARTES Y LITERATURA; DE LA 

SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y VIVIENDA; DE LA 

SECRETARÍA DE CULTURA, ESTAS DOS ÚLTIMAS DEL 

DISTRITO FEDERAL; Y AL JEFE DELEGACIONAL DEL ÓRGANO 

POLÍTICO–ADMINISTRATIVO EN BENITO JUÁREZ PARA QUE, EN 

EL ÁMBITO DE SU COMPETENCIA, SUSPENDAN LA 

MODIFICACION, DEMOLICIÓN O TRASLADO  DEL POLYFORUM 

CULTURAL SIQUEIROS Y LA REALIZACIÓN DE OBRAS DE 

CONSTRUCCIÓN EN EL MISMO, E IMPLEMENTEN ACCIONES 

INMEDIATAS QUE PRESERVEN DICHO INMUEBLE COMO 

PATRIMONIO ARTÍSITICO,  ARQUITECTÓNICO Y PATRIMONIO 

CULTURAL DE LA NACIÓN Y DE SER EL CASO DE LA 

HUMANIDAD. ASIMISMO, SE SOLICITA QUE DE MANERA 

INMEDIATA REMITAN A ESTA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 

DISTRITO FEDERAL, LA INFORMACIÓN ESPECÍFICA SOBRE EL 

ESTADO ACTUAL QUE GUARDA EL INMUEBLE Y LAS ACCIONES 
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ORIENTADAS A SU PRESERVACIÓN; QUE PRESENTA LA 

DIPUTADA CIPACTLI DINORAH PIZANO OSORIO, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

80.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR A LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL Y AL DIRECTOR DE LA 

FACULTAD DE ARTES Y DISEÑO (ANTES ESCUELA NACIONAL 

DE ARTES PLÁSTICAS) DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL 

AUTONOMA DE MÉXICO, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SUS 

ATRIBUCIONES FIRMEN UN CONVENIO DE COLABORACIÓN 

QUE GENERE DIFUSIÓN CULTURAL Y EDUCATIVA EN 

XOCHIMILCO; QUE PRESENTA LA DIPUTADA MA. ANGELINA 

HERNÁNDEZ SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 133 RGIALDF URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN. 

 

81.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR 

RESPETUOSAMENTE AL JEFE DELEGACIONAL EN 

XOCHIMILCO, ING. MIGUEL ANGEL CÁMARA ARANGO, A 

REALIZAR LOS TRÁMITES CORRESPONDIENTES ANTE LA 

SECRETARÍA DE TURISMO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA 

OBTENER LA CARTA DE ADHESIÓN A FIN DE QUE EL PUEBLO 

DE SANTA CRUZ ALCAPIXCA (DELEGACION XOCHIMILCO), SEA 

INCORPORADO AL PROGRAMA DENOMINADO BARRIOS 

MÁGICOS TURÍSTICOS; QUE REMITE LA DIPUTADA MA. 

ANGELINA HERNÁNDEZ SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 
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TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE TURISMO. 

 

82.  CON PUNTO DE ACUERDO PARA EXHORTAR  AL DIRECTOR 

GENERAL DE PATRIMONIO INMOBILIARIO DEL GOBIERNO DEL 

DISTRITO FEDERAL Y AL DELEGADO DE XOCHIMILCO, PARA 

QUE EN BREVE TERMINO INFORMEN SOBRE EL PATRIMONIO 

INMOBILIARIO DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL EN LA 

DELEGACIÓN XOCHIMILCO; REMITE LA DIPUTADA MA. 

ANGELINA HERNÁNDEZ SOLÍS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA. 

 

TRÁMITE.- ART. 132 RGIALDF. 

TURNO.- COMISIÓN DE USO Y APROVECHAMIENTO DE BIENES 

Y SERVICIOS PÚBLICOS. 

 

PRONUNCIAMIENTOS 
 

83. POR EL QUE SE DA A CONOCER LA TRAYECTORIA 

DEPORTIVA DEL C. ERWIN GUILLERMO GONZÁLEZ 

CASTELLANOS; QUE PRESENTA LA DIPUTADA ANA 

JULIA HERNÁNDEZ PÉREZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN 

DEMOCRÁTICA. 

 

84. CON MOTIVO DEL FALLECIMIENTO DEL ESCRITOR 

GABRIEL GARCÍA MARQUEZ; QUE PRESENTA EL 

DIPUTADO JOSÉ FERNANDO MERCADO GUAIDA, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

 

 
 

 

















http://es.wikipedia.org/wiki/Xochimilco






















































































































































































































































































































































































































































































CIUDAD DE MÉXICO 
ClUD,!>,!) CE HExICO 

Decidiendo Juntos 

excepción se encuentra contempladas en la Ley de amparo en el artículo 

61, que señala que no existe obligación de agotar tales recursos o medios 

de defensa si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando solo 

se aleguen violaciones directas a la Constitución o cuando el recurso o 

medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley 

aplicable contemple su existencia. 

En cuanto a la Jurisprudencia, también existe una excepción derivada de 

la Tesis Aislada I.13Q.A.l.A, de la Décima Época, emitida por el Décimo 

Tercer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito, 

en la que se establece que el plazo que se tiene en un amparo para 

proveer - cuando resulte procedente- sobre la suspensión de los actos 

reclamados es de 24 horas, de conformidad con los artículos 112 y 190 de 

esa Ley. Y toda vez que en el juicio de nulidad sustanciado ante el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal se 

establece un plazo mayor - 48 horas-, se actualiza entonces una 

excepción al principio de definitividad, por lo que se hace innecesario 

agotar el medio ordinario de defensa, previo a la promoción del juicio de 

amparo. 

De esta forma, la propuesta que respetuosamente se formula es para 

darle mayor agilidad a los trámites del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Distrito Federal y justificar su ineludible existencia 

para satisfacer el principio de impugnación a que tiene derecho un 

ciudadano para oponerse a un acto emitido por diversa autoridad, y así 

permitir la existencia de un medio ordinario que permita revocar, 

modificar o confirmar los actos de autoridad sustanciado ante el Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal que, como ya se 

dijo, es una Institución robusta en su accionar jurisdiccional, con muchos 
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Decidiendo Juntos 
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años de existencia y experiencia, y que otorga seguridad jurídica a los 

habitantes de esta Ciudad para que los actos de autoridad respeten sus 

derechos humanos. 

En virtud de lo anterior y en cumplimiento de lo dispuesto por los 

artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción 11, inciso b), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 48, 49 Y 67, 

fracción 11, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal me permito 

someter a la consideración de la H. Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal: la presente iniciativa de: 

DECRETO POR El QUE SE REFORMA El ARTíCULO 90 DE LA lEY 
ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE lO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
DEL DISTRITO FEDERAL. 

PRIMERO.- Se reforma el artículo 90 de la Ley Orgánica Ley del Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Distrito FederaL, para quedar como 

sigue: 

Artículo 90.- Dentro del término de veinticuatro horas de haber recibido 

la demanda, el Presidente del Tribunal la turnará al Magistrado que 

corresponda, quien concederá o negará, dentro del mismo término la 

suspensión en los casos correspondientes, asimismo la admitirá, 

prevendrá o en los siguientes casos la desechará: 

1. a 11. ... 
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TRANSITORIOS 

PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación. 

ATENTAMENTE 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCiÓN. 
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SECRETARíA DE GOBIERNO 
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Deddienrlo Juntos SEGOB 
"2014, Año de Ocfavio Paz" 

DIP. MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS 
PRESIDENTE DE LA COMISiÓN DE GOBIERNO DE LA 
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
PRESENTE 

México, D.F. a 26 de marzo de 2014 

OFICIO NÚMERO: SG/ ~ 077 /2014 

ASUNTO: SE REMITE INICIATIVA. 

En ejercicio de las facultades conferidas al suscrito en las fracciones 11 y 111 del artículo 23 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, adjunto al presente remito a Usted en 
original impreso, la siguiente Iniciativa suscrita por el Dr. Miguel Ángel Mancera Espinosa, Jefe de 
Gobierno del Distrito Federal: 

"INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
DEL DISTRITO FEDERAL". 

Lo anterior a efecto de que sirva someterla a consideración y, en su caso, aprobación de esa H. 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle un cordial y fraternal saludo. 

C.c.p. Dr. Miguel Ángel Mancera Espinosa.- Jefe de Gobierno del Distrito Federal.- Para su superior conocimiento. 

Mtro. José Ramón Amieva Gálvez.- Consejero Jurídico y de Servicios Legales del Gobierno del Distrito Federal.- En atención a su oficio CJSU598/2014. 

Lic. Silvia Marcela Arriaga Calderón.- Directora de Apoyo Jurídico de la Secretaria de Gobierno del Distrito Federal.- Para su 
COMISiÓN DE GOBIERNO el,~ 

PRESIDENCIA ~ODoS 

REF. 3326/360. 
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DIP. MANUEL GRANADOS COVARRUBIAS. 
PRESIDENTE DE LA COMISiÓN DE GOBIERNO DE LA 
H. ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, 
VI LEGISLATURA. 

PRESENTE. 

MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA, Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal, con fundamento en los artículos 122, Apartado C, Base Primera, 

fracción V, inciso h); y Base Segunda, fracción 11, inciso c), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 42, fracción XII, 46, 

fracción 111, 67, fracción 1, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 

someto a la consideración de esa Honorable Asamblea Legislativa la 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 

Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, de 

conformidad con la siguiente: 

EXPOSICiÓN DE MOTIVOS 

Uno de los principales objetivos estratégicos planteados en el Plan 

Institucional 2012-2015 del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, es el impulso de reformas judiciales para establecer un marco 

normativo-organizacional y de infraestructura, que genere una 

modernización del sistema de impartición de justicia del Distrito Federal y 

promueva una gestión más ágil, transparente y efectiva, a través de la 

incorporación de esquemas de oralidad procesal que ofrezcan mayor 

certeza a la ciudadanía. 

De cara a este reto, hemos elaborado para la materia familiar, un ambicioso 

proyecto que implica no sólo una transformación radical en su manera de 
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aplicar la justicia, sino que también establece un nuevo paradigma 

estructural, para dar paso a nuevas formas de organización y operación de 

los órganos jurisdiccionales de la materia familiar. 

En este sentido, la reforma al Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal en materia de oralidad familiar, implica el establecimiento 

de nuevas áreas que prestarán, de manera externa, apoyo a los nuevos 

juzgados de proceso oral en materia familiar, para aligerar a los jueces de 

las cargas de trabajo que entrañan las actividades propias de la gestión 

administrativa, promoviendo así que los jueces puedan concentrar su 

atención en su función primigenia que es, precisamente, la de impartir 

justicia. 

Del mismo modo, se establece la creación de nuevos cargos para atender 

las funciones de los juzgados de proceso oral en materia familiar, como son 

los de Secretarios Judiciales y Secretarios Auxiliares, quienes contarán con 

funciones y responsabilidades específicas dentro del proceso oral, y serán 

determinantes para apoyar a los jueces en el desarrollo de sus labores 

jurisdiccionales. 

Estos cambios, como ya se asentó en los párrafos precedentes, implica una 

transformación de fondo para el Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, por lo que es necesario que su marco jurídico quede alineado 

integralmente, para dar la debida certeza y seguridad jurídica a esta nueva 

forma de impartir justicia, y garantizar el esfuerzo desplegado para 

alcanzar los frutos esperados en beneficio de la sociedad. 

Por ello se plantea la siguiente modificación a la Ley Orgánica del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, con la finalidad de que en ésta 

queden comprendidos los nuevos cargos judiciales y las nuevas áreas que 

se proponen, estableciendo en cada caso y de manera expresa sus 

funciones, responsabilidades y alcances, de manera que la estructura y 

operación de los nuevos juzgados de proceso oral en materia familiar, 

2 

df. .mx 



~ 
~- '. -Jii; 

\~~;:- <{~~/ 
, CI\XlAD DE MÉXICO 
'. Il~·ti,f~)~l1t(.1~ 

CIUDAD DE MÉXICO 
Decidiendo Juntos 

cuenten con el soporte legal necesario y formal, para desarrollar sus 

funciones. 

Por otra parte, la citada modificación permitirá contar con el sustento de 

la Contaduría de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 

que ya se ha pronunciado en el sentido de que el Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, debe garantizar que cualquier modificación 

que implique la creación, extinción o modificación de plazas y áreas, debe 

contar con el debido sustento legal, previo a su inicio de operaciones. 

En este orden de ideas, se propone la inclusión de este nuevo esquema de 

impartición de justicia, modificando diversos artículos vigentes de la Ley 

Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, y 

aprovechando otros que actualmente se encuentran derogados, tales 

como los artículos 64, 65, 66 del Capítulo IV (Del juicio popular), así como 

los artículos 67; 68, 69 Y 70 del Capítulo V (De la justicia de paz). 

Esta iniciativa de reforma contempla la inclusión de tres áreas estratégicas 

destinadas a apoyar las labores de carácter administrativo de los nuevos 

juzgados de proceso oral en materia familiar, despresurizando sus cargas 

de trabajo y apoyando a que los juzgadores concentren su atención en el 

estudio de los asuntos que les son turnados para su resolución. 

La creación de estas áreas es producto del estudio y análisis de diversas 

experiencias emprendidas por otros órganos judiciales, lo que permite 

afirmar con mayor certeza que con las funciones que les serán 

encomendadas, permitirán una mayor fluidez en la substanciación de los 

procesos orales en materia familiar, con el consecuente ahorro económico 

y social, tanto para el propio Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, como para la ciudadanía. 

Por lo que en mérito de lo anteriormente expuesto, propongo la siguiente: 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR lA QUE SE REFORMAN 

Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE lA lEY ORGÁNICA DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 

En los términos siguientes: 

DECRETO 

ARTíCULO ÚNICO: SE REFORMAN: el primer párrafo del artículo 19; el 

primer párrafo del artículo 22; el primer párrafo y sus fracciones I y II del 

artículo- 56; las fracciones 111, IV, V, VI, VII, VIII Y IX del artículo 188; y SE 

ADICIONAN: los artículos 64; 65; 66 del Capítulo IV Del Juicio Popular; 

artículos 67; 68; 69 Y 70 del Capítulo V De la Justicia de Paz que 

actualmente se encuentran derogados; un segundo y quinto párrafo al 

artículo 76; un penúltimo párrafo al artículo 182; las fracciones X, XI, XII Y 

XIII del artículo 188; el artículo 226 Bis de la ley Orgánica del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, para quedar como sigue: 

CAPíTULO 11 

TíTULO SEGUNDO 

DE lAS CONDICIONES Y PROHIBICIONES 

PARA EJERCER FUNCIONES JUDICIALES 

DE lOS REQUISITOS 

Se modifica el primer párrafo del artículo 19 para quedar como sigue: 

"Artículo 19. Para ser Secretario de Acuerdos en los Juzgados y en las Salas 

del Tribunal Superior de Justicia, así como para Secretario Judicial de 

Proceso Oral en materia Familiar, y Secretario Proyectista de Segunda 

Instancia, se requiere: 
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1 .. . 

11 .. . 

11 1 .. . 

IV .. . 

" 

Se modifica el primer párrafo del artículo 22 para quedar como sigue: 

"Artículo 22. Para ser Secretario Proyectista de Juzgado, Secretario 

Conciliador, Secretario Auxiliar de Juzgado de Proceso Oral en materia 

Familiar y Oficial Notificador, se deberán reunir los mismos requisitos 

señalados en el artículo 19, con excepcion de la fracción 111. 

" 

CAPíTULO 111 

TíTULO CUARTO 

DE lA ORGANIZACiÓN DE lOS JUZGADOS 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 

DE lA ORGANIZACiÓN INTERNA DE lOS JUZGADOS 

Se modifican las fracciones I y 11, el primer párrafo del artículo 56 para 

quedar como sigue: 

"Artículo 56. Cada uno de los Juzgados a que se refiere este capítulo, 

tendrá: 
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1. Un Juez, que atenderá proporcional y equitativamente las cargas de 

trabajo con el objeto de lograr que el conocimiento de los asuntos a su 

cargo, se realice de manera inmediata y expedita; 

11. los Secretarios de Acuerdos, Conciliadores, Proyectistas y Actuarios 

que requiera el servicio, y tratándose de Juzgados de Proceso Oral en 

materia Familiar, los Secretarios Judiciales y Secretarios Auxiliares que 

requiera el servicio; y ... 

111. .. " 

Se aprovechan los artículos 64, 65, 66 del Capítulo IV (Del juicio popular), 

así como los artículos 67; 68, 69 y 70 del Capítulo V (De la justicia de paz) 

que actualmente se encuentran derogados, para quedar como sigue: 

"CAPíTULO IV 

DEL PROCESO ORAL EN MATERIA FAMILIAR" 

Se adicionan: 

"Artículo 64. los Juzgados de Proceso Oral en materia Familiar conocerán 

de los asuntos señalados en el artículo 1019 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal. 

los Jueces de Proceso Oral en materia Familiar tendrán a su cargo, 

además, la etapa de conciliación durante la celebración de la audiencia 

preliminar, en los términos del segundo párrafo del artículo 1065 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

los servidores públicos que integren los Juzgados de Proceso Oral en 

materia Familiar, señalados en las fracciones I y II del artículo 56 de la Ley, 
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así como los que integren las áreas establecidas en el artículo 67 tendrán, 

sin excepción, la categoría de personal de confianza. 

Artículo 65. Los Jueces de Proceso Oral en materia Familiar podrán 

habilitar a los servidores públicos adscritos a sus juzgados para que, 

cuando las necesidades del servicio así lo requieran, auxilien a la Central de 

Comunicaciones Procesales, ..dando constancia del cumplimiento de las 

órdenes de visitas para convivencia y entregas y regreso de menores. 

"Artículo 66. Además de las señaladas en el artículo 58, son obligaciones 

de los Secretarios Judiciales de Proceso Oral en materia Familiar: 

1. Dirigir la junta anticipada, en los términos dispuestos en los artículos 1061 

y 1064 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; 

11. Asistir al Juez en la celebración de las audiencias orales, emitiendo las 

constancias y las actas respectivas, en términos de los artículos 1058 y 1059 

. del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; 

111. Hacer constar por escrito el medio en donde se encuentre registradas 

las audiencias identificando dicho medio con el número de expediente que 

corresponda; 

IV. Tramitar, previo pago de los derechos correspondientes, la expedición 

de copias, simples o certificadas, de las actas o medio electrónico de los 

registros que obren en el procedimiento, en los términos dispuestos por el 

artículo 1059 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; 

V. Formular los proyectos de resolución que se dicten en los procesos 

orales en materia familiar; 

VI. Auxiliar al Juez en el control de la agenda de audiencias orales, y 

lsuperVisar su oportuna preparación; 
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VII. Dar aviso a la Central de Comunicaciones de las notificaciones 

practicadas por el personal del juzgado tanto en la sede jurisdiccional, 

como aquellas llevadas a cabo fuera de ésta por instrucción y habilitación 

expresa del Juez, en términos del artículo 64 de esta Ley; 

VIII. Certificar y dar constancia del cumplimiento de las partes en las 

órdenes de visitas para convivencia y entregas y regresos de menores, en 

los casos en que el Juez así lo ordene, en términos del tercer párrafo del 

artículo 64 de esta Ley; y 

IX. Las demás que determine la normatividad aplicable y el Juez." 

"Artículo 67. Los Secretarios Auxiliares de Juzgado de Proceso Oral en 

materia Familiar, asistirán a los Secretarios Judiciales en el desempeño de 

sus funciones y de las obligaciones consignadas en las fracciones 11, V, VI, 

VII y XI del artículo 58, teniendo además, las siguientes obligaciones: 

1. Preparar los proyectos de acuerdo que recaigan en los asuntos de nuevo 

ingreso que sean turnados a la atención y trámite del Juzgado; 

. 11. Asistir al Secretario Judicial en la atención y trámite inmediato a los 

juicios de amparo interpuestos, elaborando los proyectos de informe que 

ordene la autoridad federal, así como en la integración y despacho de las 

constancias correspondientes; 

111. Preparar los proyectos de acuerdo que recaigan a las promociones y 

solicitudes presentadas por los justiciables fuera de las audiencias orales; 

IV. Dar aviso al Secretario Judicial de las notificaciones practicadas en la 

sede del juzgado tanto, como de aquellas llevadas a cabo fuera de ésta por 

instrucción y habilitación expresa del Juez, en términos del artículo 64 de 

esta Ley; 

V. Dar fe y constancia del cumplimiento de las partes en las órdenes de 

visitas para convivencia y entregas y regresos de menores, en los casos en 
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que el Juez así lo ordene, en términos del tercer párrafo del artículo 64 de 

esta Ley; 

VI. Cuidar y vigilar que el archivo se arregle por orden alfabético, de 

a pellidos del actor o del promovente en asuntos de jurisdicción voluntaria; 

y 

VII. Las demás que determinen el Juez, el Secretario Judicial y la 

normatividad aplicable." 

"Artículo 68. Las comunicaciones procesales ordenadas por los Jueces de 

Proceso Oral en materia Familiar, y que en términos de ley deban realizarse 

de manera personal, serán practicadas por la Central de Comunicaciones 

Procesales, por conducto de su plantilla de Oficiales Notificadores. 

Los Oficiales Notificadores estarán obligados a asistir diariamente a la 

Central de Comunicaciones Procesales en el horario previsto, y tendrán 

bajo su responsabilidad: 

1. Recibir diariamente la asignación del turno de notificación que le 

corresponda, haciendo constar fecha y hora exacta de su recepción en el 

registro respectivo; 

11. Practicar las notificaciones personales que le sean asignadas, en los 

términos de las fracciones 111 y IV del artículo 61 de esta Ley y de la demás 

normatividad aplicable; 

111. Presentar las constancias de las diligencias de notificación realizadas a 

la Central de Comunicaciones Procesales, haciendo constar la fecha y hora 

exacta de entrega recepción en la Central, mediante el asiento del reloj 

checador; 

IV. Llevar el registro de las diligencias practicadas, cubriendo como mínimo 

los datos señalados en el artículo 62 de esta ley; 
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V. Realizar la entrega de oficios, exhortos, informes y demás documentos 

cuya tramitación sea ordenada por los jueces de proceso oral en materia 

familiar; 

VI. Rendir a la Central de Comunicaciones Procesales los informes que ésta 

le requiera, relativos a su gestión; 

VII. Certificar y dar constancia del cumplimiento de las partes en las 

órdenes de visitas para convivencia y entregas y regresos de menores, en 

los casos ordenados por la autoridad jurisdiccional, para lo cual todos los 

días y las horas se tendrán por hábiles; y 

VIII. La demás que determinen la Ley, el Consejo, el titular de la Central de 

Comunicaciones, y la normatividad aplicable. 

Quedará inhabilitado para asumir el cargo de Oficial Notificador quien haya 

sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de 

prisión, y cualquiera que haya sido la pena en caso de que se trate de robo, 

fraude, falsificación, abuso de confianza u cualquier otro que lastime 

seriamente la buena fama en el concepto público. De igual forma quedará 

impedido en el caso de haber sido sancionado con inhabilitación 

adniinistrativa por incurrir en responsabilidad durante el ejercicio del 

servicio público, sin importar la gravedad de la falta." 

"Artículo 69. Para su mejor desempeño, la operación de los Juzgados de 

Proceso Oral en materia Familiar, estará asistida en sus funciones por: 

1. Las Unidades de Gestión Administrativa que, conforme a las cargas de 

trabajo y las necesidades del servicio, determine el Consejo, y que tendrán 

a su cargo: 

a) El control, administración y supervlslon de las Unidades de Apoyo 

Tecnológico y de la Central de Comunicaciones Procesales; 
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b) Elaborar los despachos, exhortos, actas, diligencias y toda clase de 

documento cuya emisión sea ordenada por los Jueces de Proceso Oral en 

materia. Familiar, dentro de los asuntos a su cargo; 

c) Auxiliar a los Juzgados de Proceso Oral en materia Familiar en la 

digitalización de aquellos documentos, que por su volumen no puedan ser 

procesados en estos sin afectar su carga de trabajo; 

d) Auxiliar a los Juzgados de Proceso Oral en materia Familiar en el trámite 

y remisión de expedientes al Archivo Judicial, a la superioridad o al 

substituto legal, previo registro en sus respectivos casos, conforme a los 

lineamientos marcados en esta ley; 

e) Supervisar la adecuada, oportuna y eficientemente preparación de las 

salas de audiencia oral para llevar a cabo las audiencias programadas por 

los Juzgados de Proceso Oral en materia Familiar; 

f) El control de agenda y asignación de las salas de audiencia oral; 

g) El trámite, administración y distribución de los insumas necesarios para 

la operación y el mantenimiento de los Juzgados de Proceso Oral en 

materia Familiar, y de las salas de audiencia oral; y 

h) Las demás que determinen la normatividad aplicable, el Consejo y/o el 

Oficial Mayor. 

11. Una Central de Comunicaciones Procesales, bajo cuya responsabilidad 

estarán las siguientes actividades: 

a) El control, evaluación y supervisión de los oficiales notificadores a su 

cargo; 

b) Coordinar y organizar equitativamente el turno de las notificaciones 

ordenadas por los Jueces de Proceso Oral en materia Familiar, y que deban 

ser practicadas por los oficiales notificadores a su cargo; 
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c) Recibir y registrar, verificando que se cumpla con los términos legales, 

las constancias de las notificaciones practicadas por los oficiales 

notificadores, turnándolas al Juzgado de Proceso Oral en materia Familiar 

que corresponda; 

d) Diseñar y proponer al Consejo los mecanismos que hagan más eficiente 

el desarrollo de sus funciones; y 

e) Las demás que determine la normatividad aplicable, el Consejo y/o el 

Oficial Mayor; 

111. Las Unidades de Apoyo Tecnológico que, conforme a las cargas de 

trabajo y las necesidades del servicio, determine el Consejo, y que estarán 

encargadas de: 

a) La administración, control, operación y mantenimiento técnico de las 

Salas de Audiencia Oral; 

b) Preparar adecuada, oportuna y eficientemente las salas de audiencia 

oral para que se lleven a cabo las audiencias programadas por los 

Juzgados de Proceso Oral en materia Familiar; 

c) El auxilio técnico inmediato de los Jueces de Proceso Oral en materia 

Familiar durante la celebración de las audiencias orales; 

d) El auxilio de los Jueces de Proceso Oral en materia Familiar en la 

obtención de los soportes electrónicos de las audiencias que se celebren, 

identificándolos plenamente con el asunto al que pertenecen; 

e) Emitir los respaldos y las copias de seguridad de los soportes 

electrónicos de las audiencias que se celebren, y entregarlos al juez 

correspondiente para su debido resguardo; 

f) Emitir las copias de los soportes electrónicos de las audiencias que se 

celebren, y que le sean solicitadas por el Juzgado de Proceso Oral en 

materia Familiar que corresponda; 
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g) Llevar el registro de los soportes electrónicos que se generen de las 

audiencias orales celebradas, identificados por juzgado, número de 

expediente, número consecutivo, fecha de emisión, y en su caso número 

de copias emitidas; 

h) Rendir a la Unidad de Gestión Administrativa los informes que ésta le 

requiera; 

i) Diseñar y proponer al Consejo los mecanismos que hagan más eficiente 

el desarrollo de sus funciones; y 

j) la demás que determinen el Consejo, el Oficial Mayor y/o la Unidad de 

Gestión Administrativa. 

Estas áreas serán autónomas con relación a los Juzgados de Proceso Oral 

en materia Familiar y dependerán de la Oficialía Mayor. 

Artículo 70. El Titular de la Unidad de Gestión Administrativa tendrá nivel 

de Director de Área, y contará con la fe pública y la autoridad suficiente 

para firmar y dar curso a los despachos, exhortos, actas, diligencias, autos 

y toda clase de documento cuya emisión y/o certificación sea ordenada 

por los Jueces de Proceso Oral en materia Familiar, dentro de los asuntos 

a su cargo; 

Por su parte, el titular de la Central de Comunicaciones Procesales tendrá 

nivel de Subdirector, y el titular de la Unidad de Apoyo Tecnológico tendrá 

nivel de Jefe de Unidad." 

TíTULO QUINTO 

DEL PROCEDIMIENTO PARA SUPLIR AUSENCIAS 

DE lOS SERVIDORES DE lA ADMINISTRACiÓN DE JUSTICIA 
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CAPíTULO II 

DE lOS JUECES Y SERVIDORES PÚBLICOS DE 

lA ADMINISTRACiÓN DE JUSTICIA 

Se adicionan un segundo y quinto párrafo al artículo 76 para quedar como 

sigue: 

"Artículo 76 ... 

En tratándose de las ausencias de los Jueces de Proceso Oral en materia 

Familiar, éstas serán suplidas por el Secretario Judicial que estos 

determinen. 

De igual manera los Secretarios Judiciales, serán suplidos por los 

Secretarios Auxiliares de Juzgado de Proceso Oral en materia Familiar, que 

al efecto determine el Juez. 

" 

TíTULO OCTAVO 

DE lAS DEPENDENCIAS DEL TRIBUNAL SUPERIOR 

DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

CAPíTULO VIII 

DE lA OFICIAlíA MAYOR 

Se adiciona un penúltimo párrafo al artículo 182, para quedar como sigue: 

"Artículo 182 ... 
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Así mismo, yen apoyo de la función jurisdiccional, la Oficialía Mayor tendrá 

a su cargo la administración, supervisión y control de las Unidades de 

Gestión Administrativa, la Central de Comunicaciones Procesales y las 

Unidades de Apoyo Tecnológico, propondrá al Consejo las políticas, 

lineamientos y criterios a los que dichas áreas deberán de sujetarse. 

" 
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TíTULO NOVENO 

DE lA CARRERA JUDICIAL 

CAPíTULO ÚNICO 

Se modifican las fracciones 111, IV, V, VI, VII, VIII Y IX, Y se adicionan las 

fracciones X, XI, XII Y XIII del artículo 188, para quedar como sigue: 

"Artículo 188. los cargos judiciales son los siguientes: 

l. .. 

11. .. 

111. Oficial Notificador; 

IV. Secretario Proyectista de Juzgado; 

V. Secretario Conciliador; 

VI. Secretario Judicial de Juzgado de Proceso Oral en materia Familiar; 

VII. Secretario de Acuerdos de Juzgado; 

VIII. Secretario Auxiliar de Juzgado de Proceso Oral en materia Familiar; 

IX. Secretario Auxiliar de Sala; 

X. Secretario de Acuerdos de Sala; 

XI. Secretario Proyectista de Sala; 

XII. Juez, y 

XIII. Magistrado." 

Se adiciona el artículo 226 Bis para quedar como sigue: 

"Artículo 226 Bis. los Secretarios Judiciales, así como los Secretarios 

Auxiliares de Juzgado de Proceso Oral en materia Familiar incurrirán en 

faltas, si cometen alguna acción que pueda encuadrarse en cualquiera de 
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CIUDAD DE MÉXICO 
Decidiendo Juntos 

los supuestos señalados en las fracciones 11, 111, IV, V, VI, Y IX del artículo 

224 y en el artículo 224 bis de esta Ley. 

Por su parte, las faltas de los Oficiales Notificadores se sujetarán a lo 

dispuesto en el artículo 225 de esta Ley. 

Los servidores públicos adscritos a la Unidad de Gestión Administrativa, a 

la Unidad de Apoyo Tecnológico y a la Central de Comunicaciones 

Procesales, cometerán falta si incurren en alguno de los supuestos 

previstos en las fracciones 1, VI, VII y VIII del artículo 224; de la fracción 111 

del artículo 224 bis; de las fracciones 11 y 111 del artículo 225; así como los 

supuestos establecidos en el artículo 226 de la presente Ley." 

TRANSITORIOS 

Artículo Primero. Publíquese el presente Decreto en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal. 

Artículo Segundo. El presente decreto entrará en vigor a los treinta días 

hábiles siguientes de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal. 

Dado en la residencia oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en 

la Ciudad de México, a los cuatro días del mes de marzo de dos mil catorce. 

«;'~:~;SUFR6GIO'EFECTIVO NO REELECCiÓN 
EL JEFE olt"'Gl'BIERNO DEL DISTRITO FEDERAL 

f~ l· '.' t, {\ nI f:' ~ 
, \ t, ~ rili 
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CIUDAD DE MÉXICO 
DeddiendoJuntos 

DIPUTADO MANUEL GRANADOS cov ARRUBIAS 

Presidente de la Comisión de Gobierno de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal 

VI Legislatura 

PRESENTE 

MIGUEL ANGEL MANCERA ESPINOSA, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, con 

fundamento en los artículos 122, apartado C, Base Segunda, fracción 11, inciso c) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 67 fracción 1 del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal; 88 fracción 11 de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal y 85 fracción 11 del Reglamento para el Gobierno Interior de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal; someto a la Consideración de esta Honorable 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO 

DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DEL INSTITUTO DE VERIFICACIÓN 

ADMINISTRATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, de conformidad con la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal fue creado con la fmalidad de 

procurar el debido ejercicio de las visitas de verificación administrativa en las materias de 

Preservación del Medio Ambiente y Protección Ecológica; Anuncios; Mobiliario Urbano; 

Desarrollo Urbano; y Uso de Suelo; Cementerios y Servicios Funerarios; Turismo y 

Servicios de Alojamiento; Transporte público, mercantil y privado de pasajeros y de carga; 

así como las demás que establezcan las disposiciones legales y reglamentarias respectivas. 
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El objeto de este Instituto es velar en la esfera de su competencia por el debido 

cumplimiento de las leyes, reglamentos, qecretos, acuerdos, circulares y demás 

disposiciones jurídicas y administrativas vinculadas con las materias correspondientes. 

En este sentido, en todo nivel de trábajo, la autoevaluación es una herramienta necesaria e 

indispensable para la mejora de actividades y el correcto desarrollo de las mismas; en este 

orden de ideas, es prioritario establecer un control interno de carácter preventivo que 

facilite el cumplimiento de las actividades que llevan a cabo las áreas que integran el 

Instituto de Verificación Administrativa. 

Las revisiones y verificaciones preventivas son actividades sistemáticas, estructuradas y 

objetivas, orientadas a fortalecer el control interno, con el propósitb de asegurar de manera 

razonable el cumplimiento de las metas y objetivos institucionales. 

Con esto se busca alentar un alto sentido de colaboración y apoyo por parte de las áreas que 

integran el Instituto de Verificación Administrativa, a través de la evaluación, el 

fortalecimiento de valores y la implantación de sistemas de control, promoviendo la mejora 

continua. 

Para ello se hace necesaria la creación de un área especializada que verifique de manera 

permanente los procesos que se llevan a cabo en el Instituto, con la finalidad de detectar 

posibles deficiencias dentro de las áreas que conforman al mismo, y realizar acciones de 

mejora que garanticen el correcto ejercicio de actividades en beneficio de la ciudadanía, 

vigilando el debido cumplimiento de los· planes, programas y procedimientos a que deben 

sujetarse las actividades de verificación administrativa en el Instituto. 

Dicha área estandarizará y orientará la ejecución de las revisiones de control interno, desde 

su planeación hasta la presentación del informe de resultados y el seguimiento de las 

acciones correspondientes, mejorando de esta manera el ejercicio de las facultades de 

verificación administrativa que tiene el Instituto. 

Con ello se busca incrementar la eficiencia y efectividad del Instituto, previniendo la 

incidencia de errores y la recurrencia de observaciones por parte de los órganos de 

vigilancia, logrando la mayor satisfacción de los servidores públicos que en este laboran, 
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vigilando el cumplimiento a la normatividad de la materia Aunado a ello, se busca 

impulsar la administración y control de riesgos, aplicando sistemas internos de control, así 

como la evaluación permanente de las áreas que integran el Instituto como mecanismo que 

ayude a desarrollar nuevos esquemas de trabajo y eficienticen la actuación de todo el 

personal. 

Por otra parte este proyecto de reformas y/o adiciones a la Ley deLInstituto de Verificación 

Administrativa del Distrito Federal, pretende contribuir con la reforma de fecha 24 de 

Julio del 2012, mediante la cual se adiciona el artículo 49 bis a la Ley Orgánica del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal tendiente a resolver los 

juicios de lesividad en un plazo máximo de 6 meses y otorgar a solicitud de la autoridad 

promovente, la suspensión de las actividades de la persona fisica o moral, ejecutadas al 

amparo del acto administrativo de cuya lesividad se trate, para evitar afectaciones al 

entorno urbano, al medio ambiente y sobre todo no causar daños a terceros. 

En atención a lo anteriormente expuesto, es necesario que se vinculen las autoridades 

competentes para alcanzar el fm propuesto, es decir, tomando en cuenta que el Instituto 

atiende lo relacionado con las materias de desarrollo urbano y uso de suelo, es congruente 

que tenga la facultad expresa de ejecutar las suspensiones concedidas por el órgano 

jurisdiccional mencionado, esto con la finalidad de apoyar a todos los órganos de Gobierno 

de la Administración Pública del Distrito Federal. 

Es decir, cuando el Tribunal de.lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal conceda 

la suspensión como consecuencia del juicio de lesividad, a efecto de proteger a los terceros 

ante la posibilidad de generar derechos en un bien inmueble resultado de actos viciados de 

origen, el Instituto tendrá la posibilidad de ejecutar la suspensión del acto impugnado 

materia de la litis en el juicio de lesividad y que este guarde el estado que tiene hasta la 

conclusión del mismo, lo que traería como beneficio la protección justa y legal de los 

derechos patrimoniales de los ciudadanos. 

3 



DECRETO 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 9 fracción XIII, 16 fracciones V y X, 22 Y 34 

fracciones 1 y 11, se adicionan la fracción VII al artículo 2°, la :fracción VI al apartado A del 

artículo 7°, la fracción V al artículo 8, la fracción XIV al artículo 9, asimismo se adiciona 

el Capítulo III Bis, con los artículos 19 Bis, 19 Ter, 19 Quater, 19 Quintus y 19 Sextus, y se 

deroga la fracción XII del artículo 19, para quedar como sigue: 

Artículo r.- En la aplicación de la Ley se entenderá por: 

XIV. Coordinador.- Al Coordinador General. 

Artículo 7.- En materia de verificación administrativa el Instituto y las Delegaciones tienen 
la siguiente competencia: 

A. El Instituto tendrá las atribuciones siguientes: 

VI. El Instituto ejecutará las suspensiones otorgadas por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal, dictadas en los juicios de lesividad promovidos por la 
Administración Pública del Distrito Federal. 

Artículo 8°._ El Instituto estará integrado por los siguientes órganos: 

v. Coordinación General. 

Artículo 9.- El Consejo General estará integrado de la siguiente manera: 

XIII. El Titular de la Coordinación General de Control, Verificación y Evaluación, en su 
calidad de invitado permanente; y 

XlV. Los Titulares de los órganos Político Administrativos del Distrito Federal que serán 
invitados permanentes. 
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Cada miembro propietario podrá designar un representante, con jerarquía no menor a 
director de área 

Artículo 16.- Son atribuciones del Consejo General: 

V. Aprobar los programas anuales y trimestrales de verificaciones, de coordinación, 
supervisión y, en su caso, de auditoría que le sometan a su consideración el Director 
General y/o el Coordinador General; 

X. Aprobar, en su caso, las propuestas de nombramiento o remoción que le formule el 
Director General respecto de los servidores públicos que ocupen cargos en los dos niveles 
administrativos inferiores siguientes, así como de aquellas propuestas de remoción que 
formule el Coordinador General respecto a los servidores públicos mencionados; 

XII. Proponer reformas al reglamento que establezca el procedimiento de verificación 
administrativa, contando con la opinión de los titulares de los Órganos Político 
Administrativo del Distrito Federal y del Titular de la Coordinación General de Control, 
Verificación y Evaluación; 

Artículo 19.- Son atribuciones del titular de la Dirección General: 

XII. Se deroga; 

Capítulo 111 Bis 
De la Coordinación General 

Artículo 19 Bis.- El titular de la Coordinación General de Control verificación y 
Evaluación será designado y removido por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal y tendrá 
a su cargo las actividades relativas a la verificación y vigilancia preventivas de los 
procedimientos que realiza el Instituto, además de determinar posibles deficiencias en los 
procesos de las áreas, recomendando acciones de mejora en lós mismos, a efecto de 
garantizar el cumplimiento de los planes, programas y procedimientos, así como verificar el 
debido cumplimiento a la normatividad aplicable a la materia. El Coordinador General, 
deberá satisfacer los siguientes requisitos: . 

l. Residir en el Distrito Federal cuando menos seis meses antes de la designación; 

11. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso; 

111. Acreditar estudios terminados de licenciatura, cuando menos; y 
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Iv. No encontrarse destituido ni inhabilitado para el desempeño de empleo, cargo o 
comisión en el servicio público. 

Artículo 19 Ter.- Para el ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley, el titular de la 
Coordinación General se auxiliará de las unidades administrativas y órganos que establezca 
el Estatuto Orgánico. 

Artículo 19 Quater.- Son atribuciones del titular de la Coordinación General: 

l. Diseñar y aplicar indicadores para evaluar el desempeño del personal y eh general del 
Instituto, así como la observancia del programa de trabajo. 

11. Realizar propuestas de creación de los instrumentos normativos internos, así como de 
iniciativas de reforma, adición o modificación al estatuto orgánico para su análisis, 
discusión y en su caso aprobación 

III. Verificar el correcto cumplimiento de los instrumentos normativos internos; 

IV. Llevar a cabo programas preventivos tendientes a verificar el cumplimiento de las 
obligaciones a cargo de los servidores públicos que forman parte del Instituto, garantizando 
la mejora continua en los procesos; 

V. Dar seguimiento a las acciones que se implementen en las diversas áreas del Instituto 
para la mejora en sus procesos, a fm de apoyarlas en el cumplimiento de sus objetivos 
estratégicos; 

VI. Efectuar la evaluación de riesgos que puedan obstaculizar el cumplimiento de las metas 
y objetivos del Instituto; 

VII. Promover y fomentar dentro del Instituto el establecimiento de pronunciamientos de 
carácter ético, así como de programas orientados a la transparencia y el combate a la 
corrupción; 

VIII. Proponer al Consejo General acciones, programas y proyectos, encaminados al 
desarrollo, modernización y mejora de la gestión pública dentro del Instituto; 

IX. Proponer al Consejo General las intervenciones que en materia de evaluación, 
verificación preventiva y de control se deben de integrar al programa anual de trabajo; 

X. Establecer acciones preventivas y de transformación institucional a partir de los 
resultados de las distintas evaluaciones a los modelos, programas y demás estrategias 
establecidas en el Instituto. 
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XI. Proponer ante el Consejo General, para su aprobación, la remoción de los servidores 
públicos que integren Instituto. 

XII. Solicitar cualquier tipo de documentación, información o datos estadísticos que le 
permitan determinar los indicadores de gestión e impacto del Instituto, así como aquella 
que le sea necesaria para el ejercicio de sus funciones; 

XIII. Verificar la aplicación de los programas de modernización, simplificación, desarrollo 
y mejoramiento administrativo del Instituto; 

XIV. Instrumentar y coordinar trimestral y anualmente un programa de inspección de la 
actividad del Personal Especializado asignado a las Delegaciones y al Instituto, en el 
ámbito de su competencia; 

xv. Verificar el correcto desarrollo del proceso de selección de personal del Instituto, en su 
ingreso, permanencia y evaluación, de conformidad con los instrumentos, disposiciones, 
jurídicas y administrativas aplicables. 

XVI. Las demás que le atribuya esta ley y otros ordenamientos aplicables. 

Proponer los lineamientos con un enfoque preventivo, analizar y mejorar los registros que 
al efecto se requiera; 

Artículo 19 Quintus.- El Coordinador General podrá delegar cualquiera de sus facultades 
en otros Servidores Públicos del Instituto que le estén jerárquicamente subordinados, sin 
perjuicio de ejercerlas directamente, con excepción de aquellas que por disposición legal, 
expresa o por determinación del Consejo General le correspondan exclusivamente. 

Artículo 22.- Los titulares de las Direcciones Ejecutivas territoriales así como el personal 
adscrito a las mismas, no podrán permanecer más de un año en la misma demarcación, por 
lo que el Director General implementará el sistema de rotación correspondiente, previa 
aprobación del Consejo General, así como del seguimiento y vigilancia de la Coordinación 
General. 

Artículo 34.- Para permanecer en el Instituto como personal especializado en las funciones 
de verificación, se requiere: 

l. Participar en los programas de formación y actualización a que sean convocados, y 
aprobar los procesos de evaluación y cursos respectivos, que a solicitud del Director 
General y/o del Coordinador General determine el Consejo General; 

11. Someterse y aprobar las evaluaciones del desempeño, que a solicitud del Director 
General y/o del Coordinador General determine el Consejo General; 
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III. Someterse y aprobar las evaluaciones que se realicen para comprobar la conservación 
de los requisitos de ingreso. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Diario Oficial de 

la Federación para su mayor publicación. 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

TERCERO.- Se derogan todas aquellas qisposiciones que se opongan al presente Decreto. 

CUARTO.- El Jefe de Gobierno realizará las adecuaciones necesarias al Estatuto Orgánico 

del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal, Organismo Público 

Descentralizado. 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los diecinueve días del mes de 

marzo del año dos mil catorce. 

EL 
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Dip. Rubén Erik Alejandro  

Jiménez Hernández 
 

 

 

 
 
DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA     
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA    
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL  
VI LEGISLATURA  
PRESENTE  
 

El que suscribe Diputado Rubén Erik Alejandro Jiménez Hernández, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo 

dispuesto por los Artículos 122, Apartado C, Base Primera fracción V, inciso i) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 42 Fracción XIII del Estatuto 

de Gobierno del Distrito Federal, 10 Fracción I  y 17 Fracción IV de la Ley Orgánica 

de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; y 85 Fracción I del Reglamento para 

el Gobierno Interior de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, someto a 

consideración de este H. Órgano Legislativo, para su análisis y dictamen, la 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY 

DE SALUD DEL DISTRITO FEDERAL.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

En fechas recientes hemos sido testigos de situaciones lamentables, acontecidas en 

distintas entidades del país, por el trato inhumano, discriminatorio y negligente hacia 

mujeres en situación de parto a las que se les ha negado la atención de emergencia 

oportuna o un tratamiento posterior relacionado con el mismo.   
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A través de los medios de comunicación, se ha tenido conocimiento de casos 

deplorables en donde las mujeres han dado a luz en calles, vehículos, patios o 

sanitarios ante la negativa de los centros hospitalarios de recibirlas y teniendo que 

ser auxiliadas por familiares, paramédicos, taxistas o ciudadanos solidarios.    

 

Se sabe que el embarazo es un proceso fisiológico que genera algunas 

complicaciones en la salud de la mujer y que constituye una proporción considerable 

sobre las tasas de mortalidad materna; por ello, la Secretaria de Salud ha establecido 

como norma oficial que una mujer con embarazo de bajo riesgo debe recibir como 

mínimo cinco consultas prenatales. 

 

La dependencia federal señala que sólo el 30 por ciento de las mujeres residentes 

del Distrito Federal acude a consulta durante el primer trimestre del embarazo, cifra 

alarmante ya que es el periodo crucial para la detección y prevención de 

malformaciones congénitas y sus consecuentes repercusiones.   

 

La atención médica durante el parto es primordial para la prevención y atención de 

complicaciones. La Organización Mundial de la Salud (OMS) desde los años ochenta, 

propuso que el estándar de nacimientos por cesárea debe estar entre el 10 y 15 por 

ciento; a pesar de esta recomendación, durante 2010 el 43.9% de los nacimientos en 

el Distrito Federal fueron por cesárea (programadas o de emergencia). 

 

Esto permite configurar un escenario en donde existe una mayor incidencia de 

emergencias obstétricas en donde es necesario contar con personal capacitado para 

atender posibles partos. La Secretaria de Salud del Distrito Federal muestra que en 

2010, el 46.7 por ciento de mujeres capitalinas fueron hospitalizadas por 

complicaciones relacionadas con parto único espontaneo.   
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La negligencia médica es la imputación principal que se reprocha y exhibe cuando 

ocurren casos lamentables, aun cuando debieran considerarse otras situaciones y 

variables que no atañen únicamente al personal médico. Entre estas pueden 

mencionarse la poca disponibilidad de especialistas y enfermeras, la carencia de 

áreas y espacios adecuados, la falta de instrumental y equipo, entre otras.  

 

Las condiciones de servicios e infraestructura médica en la ciudad de México pueden 

catalogarse como suficientes, pero se han acentuado las denuncias de mujeres en 

situación de vulnerabilidad y marginación que deambulan por diversos hospitales 

dependientes del sector salud en búsqueda de asistencia médica, sin obtener una 

orientación o la ayuda profesional requerida.   

 

Aunque diversos especialistas coinciden en que el parto fortuito es un hecho común 

que se presenta por diversos factores que tienen que ver con el desarrollo mismo del 

embarazo; en muchas ocasiones la ausencia de una valoración médica profesional y 

adecuada puede poner en riesgo la salud de la mujer y su producto.   

 

Aunado a esto, es común encontrar un gran desconocimiento sobre las fases del 

embarazo por parte de muchas mujeres –adolescentes y jóvenes principalmente- que 

agudizan su estado de gravidez debido a sus condiciones personales, económicas, 

laborales y familiares que limitan una adecuada procuración y atención de su salud.  

 

Los casos de omisión o descuido hacia las mujeres en situación de parto, en su gran 

mayoría pueden evitarse, pero sin duda, son el reflejo de la injustica social ya que las 

mujeres pobres son las que tienen mayor riesgo de morir por embarazo, parto o 

puerperio, como lo expone la Organización Panamericana de la Salud.  
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Cuando los médicos, personal técnico y auxiliar de los servicios de salud no cumplen 

con las obligaciones que regulan el acto médico incurren en responsabilidades que, 

según el caso concreto, pueden ser de tipo penal, civil o administrativa. Estas 

consecuencias legales se establecen debidamente en la normatividad federal que 

define los elementos, alcances y obligaciones en la prestación de la atención médica.  

 

De acuerdo con informes de la Organización Mundial de la Salud, el panorama de la 

salud pública en México ha mejorado sustancialmente y es de los más adelantados 

en América Latina, pero la cifra de la mortalidad materna ronda las 50 muertes por 

1000 nacimientos debido a que todavía se registran muchos partos fuera de 

hospitales o clínicas, especialmente, en regiones de alta marginación y pobreza.  

 

En 2010, en el Distrito Federal la mortalidad materna fue de 47 fallecimientos por 

cada mil nacimientos. El embarazo de las mujeres que se encuentran al final de su 

periodo reproductivo es particularmente de alto riesgo, se observa que la razón de 

mortalidad materna en las mujeres de 35 a 39 años y en las mujeres de 40 a 44 años 

es de 10.3 y 8.7 defunciones por cada diez mil nacidos vivos, respectivamente. 

 

De acuerdo con cifras del  INEGI, La principal causa de muerte materna se vincula 

con el edema, proteinuria y trastornos hipertensivos en el embarazo, el parto y el 

puerperio (25.0%); la segunda se asocia con hemorragias posparto (13.2%) y la 

tercera  por hemorragia precoz del embarazo, placenta previa, desprendimiento 

prematuro de la placenta y hemorragia anteparto (5.3 por ciento). 

  

La Ley de Salud del Distrito Federal vigente, es una normatividad de avanzada y 

con una amplia visión conceptual, descriptiva y operativa sobre los distintos rubros de 

la salud. No obstante, se carece de una enunciación legal que obligue a prestar 

atención y servicios médicos de manera inmediata a mujeres en trabajo de parto.  
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El Capítulo VI de la normatividad local establece disposiciones relacionadas con la 

Atención Materno-Infantil otorgando un carácter de prioritario y precisando la 

atención a la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio. Asimismo se 

precisan los pormenores en cuanto a la atención del niño, su salud y alimentación 

además de las acciones del gobierno del Distrito Federal para procurar su pleno 

desarrollo.  

 

En el Artículo 17 de la mencionada Ley se establecen las atribuciones que tiene el 

gobierno para planear, organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación de los 

servicios de salud en materia de atención materno-infantil y que a la letra señala: 
 

Artículo 17.- En las materias de salubridad general el Gobierno tiene las siguientes 
atribuciones: 
 

I. Planear, organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación de los servicios de salud 
en materia de: 
 

a)… 
 

b)… 
 

c) La prestación de la protección social en salud, de conformidad a las 
disposiciones establecidas en la Ley General, la presente Ley y demás 
instrumentos jurídicos del Distrito Federal aplicables; 
 

d) La prestación de los servicios integrales de atención materno-infantil e 
infantil, que comprende, entre otros, la atención del niño y la vigilancia de 
su crecimiento, desarrollo, salud mental y la promoción de la vacunación 
oportuna, y la atención de la mujer durante el embarazo, el parto y el 
puerperio; 
 

e) La prestación de servicios de atención médica para la mujer; 
 

f) La prestación de servicios de salud visual, auditiva y bucal; 
 
g)… 

 

De la misma manera el Capítulo II que habla De la Atención de las Urgencias 

Médicas, especifica las características de ésta, además de la forma en cómo se 

organizará, operará y coordinará el sistema de emergencias médicas para garantizar 

una atención permanente, oportuna y efectiva. Se describen los términos operativos 

del sistema pero no se puntualiza la prioridad sobre el rubro de la atención materno-

infantil.   
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De aquí, nace la inquietud por reformar y establecer en la Ley una definición más 

concreta y precisa en lo que se refiere a la atención médica a mujeres en 

trabajo de parto. Con esto, no se pretende jerarquizar ni demeritar el servicio y la 

atención de emergencia hacia otros eventos, grupos o segmentos de la población. 

 

Concretamente, lo que se busca es enfatizar el carácter prioritario de la atención 

materno-infantil, en los casos particulares en donde es evidente la emergencia 

obstétrica y la situación de riesgo para la vida de la madre y su producto, 

estableciendo la obligación del sistema de salud del Distrito Federal para atender 

estas eventualidades.  

 

De la misma forma, se propone la adecuación de otros conceptos que complementen 

el espíritu del Capítulo VI de la normatividad local para armonizarlos con los 

postulados de la Ley General de Salud y con ello garantizar el acceso a servicios de 

salud para toda mujer embarazada con estricto apego a sus derechos humanos.    

      

Es en este tenor que se propone al Pleno de este Órgano Legislativo, la siguiente: 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA LEY 

DE SALUD DEL DISTRITO FEDERAL.  

 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 31 y 49 de la Ley de Salud del Distrito 

Federal, para quedar como sigue:  

 

Capítulo II 
De la Atención de las Urgencias Médicas 
 
Artículo 30.- La atención de urgencias médicas será prehospitalaria y hospitalaria. 
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Artículo 31.- Los servicios de urgencias a usuarios serán gratuitos en todas las 
unidades médicas del Gobierno del Distrito Federal, hasta su estabilización y 
traslado. 
 

La atención en materia de urgencia materno-infantil tendrá carácter prioritario y 
las dependencias del sistema de salud del gobierno brindaran atención 
inmediata a mujeres que presenten emergencia obstétrica hasta su 
estabilización y traslado.   
 

La Secretaría diseñará, organizará, operará, coordinará y evaluará el Sistema de 
Urgencias Médicas, el cual garantizará la atención prehospitalaria y hospitalaria de la 
población, de manera permanente, oportuna y efectiva. 
 
 
Capítulo VI 
Atención Materno-infantil 
 
Artículo 49.- El presente Capítulo tiene como finalidad la atención materno–
infantil y la protección de la salud materna, en la etapa que abarca el embarazo, 
parto, post-parto y puerperio, considerando la condición de vulnerabilidad en 
que se encuentra la mujer y el producto. 
 
La atención a la salud materno-infantil tiene carácter prioritario y comprende las 
siguientes acciones:  
 

I. La atención de la mujer durante el embarazo, el parto y el puerperio, incluyendo la 
atención psicológica que sea necesaria;  
 

II. La atención del niño y la vigilancia de su crecimiento y desarrollo, incluyendo la 
promoción de la vacunación oportuna y de su correcta nutrición; 
 

III. La realización de los estudios de laboratorio y gabinete y aplicación de 
indicaciones preventivas y tratamiento médico que corresponda, a fin de evitar, 
diagnosticar y controlar defectos al nacimiento; 
 

IV. La aplicación del tamiz neonatal; 
 

V. La atención de la salud visual, bucal, auditiva y mental; 
 

VI. La detección temprana de la sordera y su tratamiento, desde los primeros días del 
nacimiento; 
 

VII. Acciones para diagnosticar y ayudar a resolver el problema de salud visual y 
auditiva de los niños en edad escolar, y 
 

VIII. La prevención de la transmisión materno-infantil del VIH-SIDA y de la sífilis 
congénita, a través del ofrecimiento de pruebas rápidas de detección y, en su caso, 
atención y tratamiento de las mujeres embarazadas infectadas de VIH-SIDA o sífilis. 
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En relación a la fracción I del presente artículo será obligación de las 
dependencias del Gobierno brindar atención médica inmediata a mujeres que 
se presenten en sus instalaciones, solicitando asistencia una vez que se haya 
iniciado el trabajo de parto, brindándole las condiciones de salud básicas para 
su estabilización y la conclusión del embarazo.   
 
 
 
 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO-. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

la Gaceta Oficial del Distrito Federal.  

 

Dado en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los 22 días del mes de abril 

del 2014.  

  

Signa el Diputado Integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 

Institucional. 

 

 

DIP. RUBÉN ERIK ALEJANDRO JIMÉNEZ HERNÁNDEZ  

 

 

 

 _______________________________________  
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PRESIDENCIA DE LA MESA DIRECTIVA 
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
VI LEGISLATURA 
PRESENTE. 
 
El DIPUTADO GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA, integrante del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 46, fracción I, del Estatuto 
de Gobierno del Distrito Federal; 17, fracción IV, 88, fracción I, de la Ley Orgánica, 85, fracción I, y 86 
del Reglamento para el Gobierno Interior, ambos de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
someto a consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea Legislativa la siguiente INICIATIVA 
CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 2142, 2790 y 
2791, Y SE ADICIONA EL ARTÍCULO 2791 BIS AL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, en virtud de la siguiente: 
 

E X P O S I C I Ó N     D E     M O T I V O S1 
 
La presente iniciativa plantea diversas modificaciones a la regulación del contrato de renta vitalicia a 
efecto de corregir distintas situaciones que hoy constituyen un obstáculo para la celebración de este 
contrato. 
 
La renta vitalicia es un contrato aleatorio por virtud del cual una persona transmite la propiedad de 
uno o más bienes a otra persona, quien, a su vez, se obliga a pagar una pensión durante la vida de una 
o más personas determinadas. 
 
El contrato de renta vitalicia tiene una doble finalidad: (i) para el constituyente de la renta es, en la 
mayoría de los casos, proveer seguridad a sí mismo o a otra persona respecto a su subsistencia 
material; y (ii) para el deudor de la pensión es la obtención de una ganancia económica a través de la 
especulación. 
 
El Código Civil para el Distrito Federal (el “Código Civil”), define el contrato de renta vitalicia como 
sigue: 
 

“Artículo 2774.- La renta vitalicia es un contrato aleatorio por el cual el deudor se obliga a pagar 
periódicamente una pensión durante la vida de una o más personas determinadas, mediante la 
entrega de una cantidad de dinero o de una cosa mueble a raíz estimadas, cuyo dominio se le 
transfiere desde luego.” 

 
Del concepto legal se desprenden dos elementos básicos: 
 
(i) Pensión.- La pensión es el pago periódico de cualquier tipo de bien de forma temporal. Además, 
deberá ser fija y determinada, razón por la cual no deberá consistir vagamente en lo que necesite el 
pensionista para su subsistencia material; y 

                                                 
1  Cfr. RODRÍGUEZ Bustamante, Miguel Agustín. El contrato de Renta Vitalicia. en Temas de Derecho V, México: 

Escuela Libre de Derecho, 2012. pp. 195 a 214, en cuyo texto se ha basado esta iniciativa. 
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(ii) Capital.- El capital es la contraprestación que recibe el deudor de la pensión, es decir, “mediante la 
entrega de un bien cuyo dominio se transfiere desde luego”. Al igual que la pensión, puede consistir 
en cualquier tipo de bien. Además, el Código Civil agrega el requisito de la estimación del bien o 
bienes, incluido a efecto de saber si efectivamente hay riesgo o alea en el contrato, es decir, para 
evaluar la aleatoriedad del contrato al comparar el valor del capital con el valor de la pensión. Si bien 
es cierto ab origine puede advertirse una evidente desproporción en las prestaciones, la aleatoriedad 
del contrato impide el juicio objetivo a priori sobre el riesgo. 
 
La aleatoriedad del contrato aleatorio estriba en que el pago de la pensión está sujeto a un término 
extintivo incierto, de tal suerte que al momento en que se celebra el negocio se desconoce cuál de las 
partes será la que finalmente resultará beneficiada en detrimento de la otra. 
 
Ya habiendo mencionado las características de este contrato, las modificaciones al Código Civil que se 
plantean en la presente iniciativa están basadas en lo siguiente: 
 
1.- Saneamiento para el caso de evicción.- Si bien es cierto que las sanciones contempladas en la 
fracción I de los artículos 2126 y 2127 del Código Civil relativas a la buena fe y mala fe, 
respectivamente, están redactadas en función del contrato de compraventa, la figura del saneamiento 
para el caso de evicción no es privativa de los contratos conmutativos. Por el contrario, si bien por la 
naturaleza del contrato de renta vitalicia, la fracción I de los artículos citados no sería aplicable por 
incompatible, el resto de las sanciones sí lo serían. Además, en lugar de devolver el precio o el valor 
comercial contemplados en la fracción I de dichos artículos, el constituyente de la renta estaría 
obligado a indemnizar al deudor de la pensión por el monto de las pensiones pagadas hasta la fecha 
de la evicción. 
 
2.- Saneamiento por vicios ocultos.- Aún si no se pacta nada en el contrato, en términos del artículo 
2142 del Código Civil, en tratándose de contratos conmutativos, todo enajenante está obligado al 
saneamiento por vicios ocultos anteriores a la enajenación, de tal manera graves que a causa de ellos 
no pueda cumplir el bien con el fin al que está destinada, y el adquirente tendrá derecho a elegir entre 
la rescisión del contrato (actio redhibitoria) o la reducción proporcional de su obligación (actio quanti 
minoris) en los términos del artículo 2144 del Código Civil, salvo pacto en contrario. 
 
Ahora bien, si bien es cierto que el ya mencionado artículo 2142 se refiere a los contratos 
conmutativos, por su regulación, el legislador quiso hacer referencia a los contratos onerosos. La 
remisión a los contratos conmutativos es consecuencia de que, incluso hasta en el Código Civil de 
1884, el saneamiento por vicios ocultos estaba incluido en el capítulo relativo al contrato de 
compraventa, y el legislador no cambió su rango de aplicación al incluir la figura en el capítulo 
relativo al saneamiento para el caso de evicción del Código Civil de 1928. 
 
Por mayoría de razón, en virtud de que el monto de la pensión se establece en función del valor del 
capital, una variación en dicho valor impactaría severamente al contrato y la solución del artículo 2144 
es correcta al caso del contrato de renta vitalicia, sobre todo porque la modificación en la cuantía de la 
obligación debe ser determinada por peritos. 
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3.- Para poder exigir el pago de la pensión, el artículo 2790 del Código Civil impone la carga de la 
prueba al pensionista respecto a la subsistencia de la persona sobre la que se constituyó la renta. Sin 
embargo, es conveniente reformar dicho artículo a efecto de imponer al deudor de la pensión la carga 
de probar la muerte de la persona sobre cuya vida se constituyó la renta. 
 
4.- Muerte causada por el deudor de la pensión.- El Código Civil no hace referencia alguna a la 
culpabilidad de éste. En virtud de lo anterior, la muerte podrá ser causada, de manera enunciativa 
más no limitativa, por: (i) homicidio; (ii) aborto (en el supuesto de la estipulación en favor de un 
tercero concebido y no nacido, incluso antes de las doce semanas establecidas por el Código Penal 
para el Distrito Federal para la tipificación del delito); (iii) participación en el suicidio; y (iv) sedación 
controlada (en los términos de la Ley de Voluntad Anticipada para el Distrito Federal, cuando el 
deudor de la renta sea el que firme el documento de voluntad anticipada en términos del artículo 7 
fracciones III y IV de la citada ley). 
 
Además, el Código Civil no distingue entre dolo y culpa, por lo que, incluso la realización de una 
conducta de manera culposa que tenga como consecuencia la muerte del pensionista o de la persona 
sobre cuya vida se constituyó, será causa de terminación. También, toda vez que tampoco distingue el 
Código Civil, tendrían como consecuencia la terminación del contrato conductas encuadradas en 
supuestos de: (i) excluyentes de tipicidad; (ii) causas de justificación en relación con la antijuridicidad; 
y (iii) causas excluyentes de la culpabilidad. 
 
Dicha interpretación del alcance del artículo 2791 del Código Civil pone en evidencia la necesidad de 
reformar dicho artículo a efecto de clarificar su alcance con el fin de excluir su aplicación a supuestos 
en los que es irracional la sanción de la devolución del capital. 

 
 
Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta Asamblea la siguiente Iniciativa con 
proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos artículos 2142, 2790 y 2791, y se adiciona el 
artículo 2791 Bis al Código Civil para el Distrito Federal, en los siguientes términos: 
 

D E C R E T O 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 2142, 2790 y 2791 del Código Civil para el Distrito 
Federal, para quedar de la siguiente manera: 
 

“Artículo 2142.- En los contratos onerosos, el enajenante está obligado al saneamiento por los 
defectos ocultos de la cosa enajenada que la hagan impropia para los usos a que se la destina, 
o que disminuyan de tal modo este uso, que de haberlos conocido el adquirente no hubiere 
hecho la adquisición o habría dado menos precio por la cosa.” 

 
“Artículo 2790.- El deudor de la pensión tiene la carga de probar la muerte de la persona 
sobre cuya vida se constituyó la renta.” 

 
“Artículo 2791.- Si el deudor de la pensión causa la muerte del pensionista o de la persona 
sobre cuya vida se constituyó la renta vitalicia, deberá devolver el capital a la persona de la que 
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lo recibió, o a sus herederos en caso de que hubiese fallecido. Lo anterior, sujeto a la condición 
suspensiva de que el deudor sea sancionado penalmente por dicha conducta.” 

 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adiciona el artículo 2791 Bis al Código Civil para el Distrito Federal, en 
los siguientes términos: 

 
“Artículo 2791 Bis.- Al contrato de renta vitalicia le serán aplicables las disposiciones en 
materia de saneamiento para el caso de evicción, previstas en el Capítulo II "De la evicción y 
saneamiento" de la sección del "Incumplimiento de las obligaciones" del Título Cuarto de la 
Primera Parte del Libro Cuarto del presente Código, en tanto su aplicación sea compatible con 
la naturaleza del contrato de renta vitalicia.” 

 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de la fecha de su publicación. 
 
SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y, para su mayor difusión, en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 

 
Dado en el recinto legislativo, de Donceles y Allende a los veintitrés días del mes de abril del año dos 

mil catorce. 
 

ATENTAMENTE 
 
 
 

___________________________________________ 
DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA 

Integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional 
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INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL FONDO 
DE APOYO A LA DIGNIFICACIÓN POLICIAL DEL DISTRITO FEDERAL. 
 
 
DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA. 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA, 
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL,  
VI LEGISLATURA. 
PRESENTE. 
 
 

El que suscribe, Diputado SANTIAGO TABOADA CORTINA  

integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, Apartado C, Base 

Primera, fracción V, inciso g) de la Constitución Polít ica de los Estados 

Unidos Mexicanos; 42 fracción XI y 46 fracción I del Estatuto de Gobierno 

del Distr ito Federal; 10 fracción I y 17 fracción IV de la Ley Orgánica de la 

Asamblea Legislativa del Distr ito Federal; y 85 fracción I del Reglamento 

para el Gobierno Interior de la Asamblea Legislativa del Distr ito Federal, 

someto a consideración del Pleno de este Honorable Órgano Legislativo 

la presente  INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY 

DEL FONDO DE APOYO A LA DIGNIFICACIÓN POLICIAL DEL DISTRITO 

FEDERAL , conforme a la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La creación de una Ley del Fondo de Apoyo a la Dignif icación Policial del 

Distr ito Federal, destinado a cubrir gastos que se generen por la aplicación 

de los rubros que comprende la vert iente de fortalecimiento de la vida 

honesta y digna del policía; y para el incremento de salarios de la policía 

preventiva. 
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Conforme al artículo 21 Constitucional, la seguridad pública es una función 

a cargo de la Federación, el Distr ito Federal, los Estados y los Municipios, 

que comprende la prevención de los delitos, la i nvestigación y persecución 

para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones 

administrativas, además de que la actuación de las instituciones de 

seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos.  

 

El reto en materia de Seguridad Pública para el Distr ito Federal es 

impulsar mejores estrategias, incorporar nuevas tecnologías e 

intercambiar experiencias internacionales, así como el trabajo coordinado 

entre las autoridades; pero sobre todo, dignif icar la labor de los policías, 

reconociendo su invaluable labor.  

 

Recientemente me pronuncié en el sentido de que quienes conforman los 

cuerpos policiales de la Ciudad de México son servidores públicos dignos 

de ser galardonados y reconocidos por su admirable labor en el ejercicio 

de sus funciones, porque incluso l legan a exponer su integridad física para 

salvaguardar la integridad de otros, y que en algunos casos ha resultado 

en la entrega de sus propias vidas al servicio que les ha sido conferido.  

 

Para ello, propuse a esta Asamblea Legislativa del Distr ito Federal una 

Ley de Dignif icación Policial que constituye una herramienta a través de 

la cual los policías, la comunidad y la Secretaría de Seguridad Pública 

realizarán acciones para dignif icar a los servidores públicos que realizan 

funciones policiales en la referida Dependencia.  
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Sin embargo, como también he comentado anteriormente, cualquier 

iniciativa o propuesta que no cuente con un respaldo presupuestal  

suficiente, se convierte en demagogia. Por ello, el día de hoy propongo 

ante este honorable pleno, una iniciativa de Ley que propone la creación 

de un f ideicomiso que contenga los recursos suficientes que habrán de 

invert irse para los requerimientos económicos y el impacto presupuestal 

que conllevan algunas de las propuestas contenidas en la Ley de 

Dignif icación policial, porque dicho sea de paso, la dignif icación policial 

no es exclusivamente el incremento de sueldos y salarios de nuestros 

policías, pero si resulta fundamental realizarlo.  

 

Las y los elementos de las corporaciones policiacas son el primer frente 

de defensa de la Ciudad frente a las agresiones generadas por quienes 

han abusado del derecho a manifestar sus ideas, agrediéndolos 

físicamente e incluso poniendo en riesgo sus vidas.  

 

La labor de contención que la Policía Capitalina realiza a estas agresiones 

implica que sus elementos arriesguen su vida sin que a cambio reciban 

algún t ipo de compensación o apoyo económico, por lo que su labor en la 

defensa de las l ibertades de los habitantes del Distr ito Federal obliga a 

las y a los gobernantes a hacer una revisión de sus condiciones salariales 

y laborales a efecto de que cuenten con las mejoras económicas para que 

al mismo tiempo, se les exija la capacitación y la entrega a su labor como 

lo deseamos todos. 
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Hace algunos meses, en la discusión del Paquete económico 2014 para la 

ciudad, solicité que fuera del “Fondo de Capitalidad” que se otorgaran los 

recursos suficientes para dar vida a este requerimiento urgente de 

homologar los sueldos y salarios de la policía del Distr ito Federal, con los 

que gana en la mínima escala un policía federal; argumentando también 

que las corporaciones policiales del Distr ito Federal son las más afectadas 

por ser la sede de los Poderes de la Unión, razón por la cual la Federación 

otorgó Este Fondo a petición expresa del Jefe de Gobierno Capitalino. Sin 

embargo, ni un solo centavo del Fondo de Capitalidad fue ocupado para 

tal objeto. 

 

Con base en lo anteriormente expuesto y con propuestas f irmes basadas 

en un compromiso de austeridad y transparencia en el ejercicio de los 

recursos públicos del Distr ito Federal, es que propongo esta Ley, que t iene 

por objeto otorgar los recursos suficientes a la dignif icación de la la bor 

policial en su parte presupuestaria, teniendo como prioridad, la aplicación 

directa de los recursos en los sueldos y salarios de los elementos de la 

policía capitalina,  como un reconocimiento que esta Ciudad hacemos a su 

labor de persecución de los hechos antisociales que a diario nos aquejan, 

para que ello impacte en mejores condiciones para el pleno desarrollo de 

su función de salvaguarda del orden coactivo, la legalidad y el Estado de 

Derecho. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración d el Pleno de esta 

Asamblea Legislativa del Distr ito Federal, la presente iniciativa con 

proyecto de: 
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DECRETO 

 

PRIMERO.- Se crea la Ley del Fondo de Apoyo a la Dignif icación 

Policial del Distr ito Federal . 

 

LEY DEL FONDO DE APOYO A LA DIGNIFICACIÓN POLICIAL DEL 

DISTRITO FEDERAL. 

 
  

CAPITULO PRIMERO 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

  
 
Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden público e interés 
social y de aplicación y observancia general en el Distr ito Federal.  
  
Artículo 2.  La presente Ley t iene por objeto regular la constitución, 
integración y administración del Fondo de Apoyo a la Seguridad Pública 
del Distr ito Federal.  
  
Artículo 3.  Para los efectos de esta Ley se entenderá por:  
  
El Fondo, el Fondo de Apoyo a la Seguridad Pública del Distr ito Federal;  
  
La Secretaría, la Secretaría de Seguridad Pública del Distr ito Federal;  
  
El Fidecomiso, el contrato de f idecomiso que se celebre para la 
administración y operación del Fondo; y,  
  
La Ley, la Presente Ley.  
 
 
 
 
 
  



                       

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL FONDO DE APOYO A LA DIGNIFICACIÓN POLICIAL DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA CONSTITUCIÓN E INTEGRACIÓN DEL FONDO 

 
  
Artículo 4.  Se constituye el patrimonio social denominado Fondo de 
Apoyo a la Seguridad Pública del Distr ito Federal . 
  
Artículo 5.  El Fondo de Apoyo a la Seguridad Pública del Distr ito Federal, 
se integra con: 
  
I.  Fondo propio, constituido por:  
  
a) Los rendimientos que se generen por las inversiones de los depósitos 
en dinero o en valores que se efectúen ante la Secretaría. 
   
b) Las donaciones o aportaciones hechas a su favor por terceros; y,  
  
c) Las demás que señalen las leyes y reglamentos.  
  
 
Artículo 6.  De los recursos a que se refiere el artículo anterior, el Fondo 
tendrá exclusivamente la tenencia y administración, hasta en tanto se les 
otorgue el destino o aplicación que corresponda por mandam iento de la 
autoridad a cuya disposición se encuentren.  
  
Artículo 7.  Para los efectos de esta Ley, la Secretaría o el órgano 
dependiente de la Secretaría que por algún motivo reciba un depósito en 
dinero o en valores, deberá integrarlo al fondo, por conducto de la Oficialía 
Mayor, en un término no mayor a veinticuatro horas.  
  
La infracción o desobediencia a ésta disposición será causa de 
responsabil idad administrativa, sin perjuicio de las sanciones penales que 
para tal conducta prescriba la ley.  
  
Artículo 8.  Las sumas de dinero o en valores que se reciban en el fondo, 
serán reintegradas a los depositantes o beneficiarios, cuando así proceda 
legalmente, mediante orden por escrito de la autoridad ante quien se 
hubieran depositado, dir igida a la Oficia lía Mayor, quien remitirá a dicha 
autoridad un cheque con cargo al Fondo que ampare la cantidad 
depositada. 
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Artículo 9.  La Oficialía Mayor de la Secretaría de Seguridad Pública del 
Distr ito Federal tendrá a su cargo la vigilancia, administración y manejo 
del Fondo, conforme a las atribuciones que se establezcan en el 
Reglamento, de acuerdo a las siguientes bases:  
  
I.  Invert irá las cantidades que integran el Fondo en la adquisición de 
títulos de renta f i ja o a plazo f i jo, quedando prohibido realizar  inversiones 
de renta variable, en representación de la Secretaría, quien será la t itular 
de los cert if icados y documentos que expidan las instituciones de crédito 
con motivo de las inversiones, que serán siempre las de mayor 
rendimiento, constituyendo con las Instituciones Fiduciarias, los 
f ideicomisos necesarios para la administración de los recursos.  
  
II . En el informe que rinda el Secretario, comunicará el resultado de los 
ingresos y rendimientos de las inversiones, así como de las erogaciones 
efectuadas; y, 
  
II I. La Contaduría Mayor de Hacienda del Poder Legislativo ordenará la 
práctica de las auditorías internas o externas que considere necesarias 
para verif icar que el manejo del Fondo se haga en forma adecuada, 
conveniente, honesta y transparente, de acuerdo con los f ines 
establecidos en esta ley, esto sin perjuicio de las facultades de 
supervisión, control y f iscalización que correspondan legalmente a 
cualquier otra dependencia u organismo del Gobierno del Distr ito Federal.  
  
Artículo 10.  Los productos y rendimientos del Fondo de Apoyo, sólo 
podrán destinarse a los siguientes f ines:  
  
Adquisición, construcción o remodelación de inmuebles para el 
establecimiento de Sectores y oficinas, no consideradas en el presupuesto 
de la Secretaría; 
  
Compra de mobil iario y equipo que se requiera en los sectores de la 
Secretaría y oficinas de la Secretaría; 
  
Pago de renta de locales para los sectores, cuadrantes, módulos y oficinas 
cuyo gasto no esté considerado en el presupuesto; capacitación y 
especialización profesional de los servidores públicos de la Secretaría; 
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Pago de sueldos, mejora constante de salarios de policías, mandos 
inferiores de la Secretaría y gasto corriente de los sectores y oficinas no 
contemplados en el prepuesto de egresos; que sean nece sarios para el 
mejor desempeño de las funciones de la Secretaría de Seguridad Pública 
del Distr ito Federal ; y otorgamiento de estímulos económicos para el 
personal con motivo del desempeño relevante de sus funciones;  
 
A cubrir gastos que se generen por la aplicación de los rubros de la 
presente Ley, que comprenden la vertiente de fortalecimiento de la vida 
honesta y digna del policía;  
 
Para el incremento de salarios de la policía preventiva; y  
 
A cubrir los honorarios f iduciarios y los demás gastos que origine la 
administración y operación del Fondo.  
 
 
Constitución e incremento de fondos para el retiro del personal de la 
Secretaría; 
  
Pago de Primas de seguros de vida como compensación a viudas, hijos y 
dependientes económicos de servidores públicos de l a Secretaría caídos 
en cumplimiento de su deber; y de seguros que amparen la pérdida de 
órganos, de los que resulten lesionados en cumplimiento de su deber; y,  
  
Las demás que a juicio del Secretario se requieran para mejorar la 
seguridad pública. 
  
Artículo 11.  Los recursos que integren el Fondo deberán ser invert idos 
por la Institución Fiduciaria en valores de renta f i ja o a plazo f i jo del más 
alto rendimiento, siempre que éstos permitan la disponibil idad inmediata 
y suficiente de las sumas que resulte necesario reintegrar a los 
depositantes o part iculares que tengan derecho a ellas; y nunca podrá 
realizar inversiones de renta variable.  
  
Artículo 12.  Los estímulos económicos a que se refiere el párrafo quinto 
del artículo 10, que se otorguen con cargo al Fondo, no crean derecho 
alguno a favor de los servidores públicos de la Secretaría en cuyo favor 
se acuerden, ni generan obligación alguna al Fondo; razón por la que, el 
Secretario podrá otorgarlos, disminuirlos, aumentarlos, suspenderlos o 
suprimirlos, mediante acuerdo general que emita.  
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Artículo 13.  Los bienes muebles o inmuebles que sean adquiridos con 
recursos del Fondo para la Secretaría, acrecentarán el patrimonio del 
Distr ito Federal y quedarán sujetos a las normas que regulan el régimen 
patrimonial del mismo. 
 
  

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 
 
  

PRIMERO.  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de 
su publicación en la Gaceta Oficial del Distr ito Federal.  
  

SEGUNDO.  Los vehículos automotores de cualquier t ipo que se 
encuentran a disposición de las autoridades de seguridad pública en sus 
depósitos vehiculares destinados a tal efecto, y que no hayan sido 
reclamados por su propietarios hasta el mes de diciembre de dos m il once, 
se pondrán inmediatamente a la venta, conforme a las disposiciones 
administrativas aplicables, imponiendo la obligación a quienes los 
adquieran de destruir los totalmente, para hacer uso únicamente de los 
metales que de su compactación y reciclamiento se obtengan. 
  

TERCERO.  Los bienes muebles, tales como mobil iario, equipo, 
joyas, obras de arte, electrodomésticos y de cualquier otra especie, a 
disposición de las autoridades mencionadas en el transitorio precedente, 
no reclamados hasta diciembre de dos mil once, se pondrán también 
inmediatamente a la venta.  
  
Los productos de las enajenaciones relacionadas en los artículos 
transitorios anteriores, se depositarán en la cuenta de fondos propios del 
Fondo de Apoyo a la Dignificación Policial del Distr ito Federal, y treinta 
días naturales después de la constitución del f ideicomiso correspondiente. 
 
  

CUARTO.  Publíquese en la Gaceta Oficial del Distr ito Federal y para 
su mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación.  
 

QUINTO.  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 
presente Decreto 
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SEXTO.  El Jefe de Gobierno del Distr ito Federal, deberá expedir el 
reglamento de la presente Ley en el término de 30 días posteriores a la 
entrada en vigor del presente decreto.  

 
 

SÉPTIMO. La Constitución del Fondo de Apoyo a la Dignificación Policial  se hará 

dentro de los noventa días a partir de que entre en vigor el presente decreto. 

El patrimonio inicial del Fondo de Apoyo a la Dignificación Policial del Distrito Federal, 

se conformará de: 

I. Las economías que lleve a cabo el Gobierno del Distrito Federal como resultado de 

un programa de austeridad en el gasto corriente presupuestal, llevando a cabo acciones 

para generar economías durante el ejercicio fiscal 2014 y 2015 del 5 por ciento en la 

partida de sueldos correspondientes al personal de mando medios y superiores y del 5 

por ciento del gasto de operación del gasto corriente estructural que no esté relacionado 

con programas de atención a la población. 

Dichas economías en ningún momento irán en detrimento de la calidad en el desempeño 

de la función y administración pública. 

El resultado de la aplicación de las acciones descritas en el presente artículo deberán 

reportarse en los informes trimestrales. 

II. El 10 por ciento del monto correspondiente a la cancelación de las plazas vacantes 

registradas al cierre del ejercicio fiscal inmediato anterior, incluyendo las 

correspondientes a las plazas de honorarios; sin contemplar las correspondientes a las 

Delegaciones del Distrito Federal.  

III. La asignación presupuestal que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, apruebe 

en el ámbito de sus atribuciones, para el ejercicio del año 2015. 
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OCTAVO. Los bienes previstos en la Ley de Extinción de Dominio del Distrito 

Federal, para integrarse al Fondo de Apoyo a la Dignificación Policial del Distrito 

Federal, ingresarán dentro de los noventa días siguientes a la constitución del referido 

Fideicomiso. 

 

 

Dado en el Recinto Legislativo de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a 

los veintitrés días del mes de Abril de 2014. 

Firma, por el diputado Santiago Taboada Cortina integrante Grupo Parlamentario 

del Partido Acción Nacional. 

 

 

 

DIP. SANTIAGO TABOADA CORTINA  ________________________________ 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL. 
 

 
DIPUTADO GABRIEL GOMEZ DEL CAMPO GURZA. 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL. 
VI LEGISLATURA. 
P R E S E N T E. 
 

 

El suscrito Diputado SANTIAGO TABOADA CORTINA, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional; con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 113 segundo párrafo y 122, Apartado C, Base Primera, fracción V, incisos g) 

y p) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 fracción IV, 42 

fracciones XI y XX y 46 fracción I del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 10 

fracción I y 17 fracción IV de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal; y 85 fracción I del Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, me permito proponer a consideración del Pleno de esta 

Asamblea Legislativa la presente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA DE LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, bajo la siguiente: 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La fiscalización constituye un instrumento fundamental del Estado para evaluar los 

procesos que se generan como consecuencia de la gestión de gobierno y para verificar 

el cumplimiento de las metas y objetivos de los programas que ejecuta, pero también 

para corregir, ubicar y en su caso, sancionar las prácticas irregulares o que deriven en 

hechos constitutivos de delito, con lo que los gobernantes están en posibilidades de 

rendirle cuentas a la sociedad en cumplimiento a lo que establecen los principios 

plasmados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sobre todo en 

lo referente al principio de soberanía. 

 

Es precisamente la fiscalización, como atribución exclusiva de los Poderes Legislativos 

en los niveles Federal y Local,   la que debe entenderse como un acto soberano y 

representativo del pueblo que actúa a través del legislador para supervisar y asegurar 

que la labor de gestión de gobierno se realice siempre y en todo momento en beneficio 

de la sociedad. 

 

De ahí, que la fiscalización es garante del equilibrio de poderes en el ámbito en que se 

ubique, y su existencia, a pesar de que todavía se encuentra en un proceso permanente 

de diseño y perfeccionamiento, es consubstancial a la existencia misma del Estado 

Mexicano. 
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Desde sus orígenes en el Siglo XVI, como Tribunal de Cuentas hasta el año de 1824, 

en que se transformó a Contaduría Mayor de Hacienda, a nivel Federal, hemos visto 

una progresiva evolución de la fiscalización, que transita de manera obligada por las 

subsecuentes reformas Constitucionales y reglamentarias a su normatividad interna 

que llegamos al año de 1999 con el establecimiento de la denominada “Segunda Fase 

de la Fiscalización en Transición en el que, por influencia de la llamada “Declaración de 

Lima” y adoptando el modelo monocrático de fiscalización anglosajón, se establece un 

nuevo ente denominado Auditoría Superior de la Federación que, aunque dependiente 

aún de la Cámara de Diputados, le fue dotada la autonomía de gestión, técnica y con 

ello, la creación de la denominada Unidad de Evaluación y Control de la Comisión de 

Vigilancia de la Cámara de Diputados. 

 

Esta tendencia no fue ajena para las Entidades Federativas, sobre todo para el Distrito 

Federal y por ende para la Asamblea Legislativa, que durante la década de los noventa 

diseñó e implementó el esquema de fiscalización a través del establecimiento de la 

Contaduría Mayor de Hacienda con un esquema colegiado de tres Contadores Mayores 

cuya Presidencia del órgano sería rotativa. 

 

Fue hasta el año de 2007 y como consecuencia de una reforma llevada a cabo por la 

IV Legislatura que se estableció el esquema de Contador Mayor unipersonal y que hasta 

la fecha ha sido la reforma más trascendente al esquema de fiscalización en la capital.  
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Sin embargo, esta reforma aunque renovaba el mecanismo de nombramiento y 

estructura de la Contaduría Mayor de Hacienda, no trascendió a la homologación del 

esquema de Fiscalización Federal que cuenta con procedimientos, tiempos, calendarios 

y entidades que no existen en la normatividad del Distrito Federal. 

 

Con las reformas Constitucionales de 1999, el esquema de fiscalización resultante 

derivó, entre muchas otras, en la creación de la denominada “Unidad de Evaluación y 

Control de la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados” (UEC), órgano técnico 

no partidista que forma parte de la estructura de la Comisión y cuyas funciones 

principales son: 

 

1) Evaluación del Desempeño: 

 

Apoyar a la Comisión de Vigilancia en la evaluación del desempeño de la Auditoría 

Superior de la Federación, verificando que cumpla con las funciones de fiscalización 

encomendadas por la Constitución y la Ley. 

Analiza el Informe del Resultado de la Revisión y Fiscalización Superior de la Cuenta 

Pública. 

Aporta elementos para mejorar el sistema de Fiscalización del país. 

 

2) Control Interno: 

 

En funciones de contraloría, vigila el estricto cumplimiento de las atribuciones a cargo 

de los servidores públicos de la entidad de fiscalización superior de la Federación. 
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Puede aplicar, en su caso, responsabilidades y sanciones administrativas previstas en 

la Ley. 

 

La UEC es una instancia que a su vez, también rinde cuentas, a través de la elaboración 

y presentación de su Programa de Trabajo, su Informe de Ejercicio Presupuestal y su 

Informe Anual de Gestión, todos ellos, instrumentos remitidos a la propia Comisión de 

Vigilancia. 

 

A  partir de la antes citada reforma y con la creación de la UEC, se generaron beneficios 

a la fiscalización en ámbitos como la instrumentación de reformas adicionales al marco 

jurídico, la reorientación del enfoque de fiscalización superior, una sensible mejoría en 

el desempeño del órgano fiscalizador en los ejercicios de revisión de la Cuenta Pública 

y en el ejercicio de sus facultades, una mayor y mejor calidad de los informes que se 

remiten a la Cámara de Diputados y por ende, la difusión del modelo de fiscalización 

federal en los ámbitos locales. 

 

Aunque es preciso reconocer que la fiscalización en sus distintos niveles no ha llegado 

a su etapa de consolidación como el instrumento de evaluación que se requiere para 

garantizar el uso eficiente de los recursos públicos y elevar la calidad de vida de la 

población, también es importante reconocer que la implementación de herramientas y 

modelos exitosos de fiscalización y control que ya han dado resultado en otro ámbito, 

deben ser aprovechados en su totalidad, más aún porque la fiscalización es un ejercicio 

constante de búsqueda de mejores resultados. 
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Es en ese sentido, es preciso reconocer que aunque la UEC es la institución de más 

reciente creación dentro del ciclo de la fiscalización y la rendición de cuentas, su labor 

ha cobrado especial relevancia como apoyo técnico de la Comisión de Vigilancia, es 

por ello que el promovente de la presente iniciativa, consciente de que los modelos de 

fiscalización y control, cuando son exitosos y cuentan con probados resultados, deben 

ser replicados. 

 

Para la cultura de la fiscalización del Distrito Federal, no resulta ajena la posibilidad de 

replicar en su propio beneficio, procesos, instancias y mecanismos que han dado 

resultado en otros ámbitos de aplicación, sobre todo, porque el derecho vigente se 

alimenta del análisis comparado de otros casos donde la aplicación de una medida 

acorde y guardadas las respectivas proporciones, ha dado los resultados esperados en 

beneficio de la sociedad; es por ello, que en la presente, se propone crear una instancia 

de apoyo técnico, de evaluación y de control que permita coadyuvar a la Comisión de 

Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal, al mejor desempeño de su labor. 

 

A mayor abundamiento; en el Artículo 116, inciso II de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, se establece como parte del sistema de fiscalización 

nacional que las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de 

fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el 

ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, 

funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan las leyes. Asimismo, su 

función se desarrollará bajo los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, 

imparcialidad y confiabilidad. 
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Es decir; si desde el precepto constitucional se desdoblan las características y principios 

bajo los que debe llevarse a cabo la función fiscalizadora tanto federal como de las 

Entidades y contempla que la misma se establece como “un sistema”, es procedente y 

hasta necesario realizar una función de armonización entre lo que se ha venido 

estableciendo a nivel federal con lo que existe en el Distrito Federal, sobre todo porque 

la Capital del país no puede quedar rezagada en temas tan importantes como lo es el 

de la fiscalización. 

 

Proponemos, que a través de una adición a la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 

Hacienda, se establezca una entidad técnica denominada Unidad de Evaluación y 

Control Técnico de la Comisión de Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda de 

la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con facultades de estudio y análisis de la 

fiscalización del Distrito Federal y como ente coadyuvante de la Comisión de Vigilancia 

de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

 

En la presente iniciativa se contempla, además de la creación y establecimiento de las 

facultades de la Unidad, que su Titular sea propuesto por la Comisión y designado por 

la Asamblea, mediante el voto mayoritario de los miembros presentes en la sesión 

respectiva, debiendo cumplir los mismos requisitos que se establece actualmente para 

el Contador Mayor de Hacienda. 
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Se propone que el Titular de la Unidad dure en su encargo cuatro años, sin posibilidad 

de reelección, y no podrá ser removido del mismo, sino mediante resolución firme de la 

Contraloría General de la Asamblea, en la que se le destituya del cargo en términos de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; el titular deberá rendir 

un informe anual de su gestión, con independencia de que pueda ser citado por la 

Contaduría Mayor de Hacienda o por la Comisión, cuando lo requieran. 

 

Finalmente, se propone que los servidores públicos adscritos laboralmente a la Unidad 

deberán cumplir los perfiles académicos de especialidad que se determinen en su 

Reglamento, en materias de fiscalización, evaluación del desempeño, rendición de 

cuentas y control. 

 

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a consideración de está H. 

Asamblea la siguiente Iniciativa con: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona la fracción XVII del Artículo 3 y se adiciona el 

Capítulo Décimo Segundo denominado, De la Comisión de Vigilancia y de la Unidad, 

todos de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal, para quedar como sigue: 

 

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, salvo mención expresa, se entenderá por: 
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I. a XVI. … 

 

XVII. Unidad: La Unidad de Evaluación y Control Técnico de la Comisión de 

Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, así como para los Estudios de la Fiscalización, dependiente de 

la propia Comisión. 

 

 

CAPÍTULO DECIMO SEGUNDO 

DE LA COMISIÓN DE VIGILANCIA Y DE LA UNIDAD. 

 

Artículo 52.- Corresponde a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal la 

vigilancia, la evaluación del desempeño, el control interno y el control de la 

evaluación patrimonial de los servidores públicos de la Contaduría Mayor de 

Hacienda. 

 

Las funciones de vigilancia y de evaluación del desempeño de la Contaduría 

Mayor de Hacienda se ejercen por medio de la Comisión de Vigilancia y con el 

auxilio técnico y operativo de la Unidad. 

 

La Contraloría General de la Asamblea ejercerá las funciones de control interno, 

responsabilidades y control de la evolución patrimonial de los servidores 

públicos de la Contaduría Mayor de Hacienda, de conformidad con la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, esta Ley y la Ley Orgánica de 

la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
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Artículo 53.- Son atribuciones de la Comisión, sin menoscabo de la autonomía 

técnica y de gestión de la Contaduría Mayor de Hacienda: 

 

I. Recibir la Cuenta Pública por parte de la Comisión de Gobierno de la Asamblea 

y turnarla a la Contaduría Mayor de Hacienda para su revisión, así como a la 

Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento; 

 

II. Conocer y aprobar el Proyecto de Presupuesto de la Contaduría Mayor de 

Hacienda y turnarlo a la Comisión de Gobierno para su presentación de forma 

consolidada y de manera anual en el Proyecto de Presupuesto de la Asamblea; 

 

III. Proponer al Pleno de la Asamblea en los términos de esta Ley, los candidatos 

a Contador Mayor de Hacienda y la remoción del mismo cuando proceda en 

términos de Ley; 

 

IV. Proponer al Pleno de la Asamblea en los términos de esta Ley, los candidatos 

a Titular de la Unidad y la remoción del mismo cuando proceda en términos de 

Ley; 

 

V. Ser el vínculo entre la Asamblea y la Contaduría Mayor de Hacienda, buscando 

garantizar la debida coordinación entre ambos órganos; 

 

 

VI. Coordinar la realización de los estudios, proyectos de análisis y evaluación;  
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VII. Conocer el Programa General de Auditorías y emitir la opinión 

correspondiente, en un término de 15 días naturales siguientes a su presentación.  

 

VIII. Supervisar las funciones de evaluación del desempeño de la Contaduría 

Mayor de Hacienda que realice la Unidad; 

 

IX. Proponer ante el  Pleno de la Asamblea la integración de grupos de trabajo 

para el análisis, revisión, autorización de los aspectos presupuestales, 

administrativos y financieros que se requieran, derivadas de las revisiones de la 

Contaduría Mayor de Hacienda; 

 

X. Recibir de la Contaduría Mayor de Hacienda la opinión del Informe de Avance 

Programático Presupuestal el cual será enviado a la Comisión de Presupuesto y 

Cuenta Publica, a la Secretaría de Finanzas y a la Unidad; 

 

XII. Hacer del conocimiento de las y los habitantes del Distrito Federal y por los 

medios que estime convenientes, la Cuenta Pública y el Informe de Resultados;  

 

XIII. Designar al Enlace Legislativo y al Secretario Técnico, conforme a la 

normatividad aplicable; y 

 

 

XIV. Las demás que le otorgue la Ley Orgánica de la Asamblea, está Ley, y demás 

disposiciones Legales. 



                           

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA CONTADURÍA 
MAYOR DE HACIENDA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

Artículo 54.- Con la finalidad de brindar apoyo a la Comisión en el cumplimiento 

de sus atribuciones la Unidad, Órgano Técnico y de Control, encargada de vigilar 

el estricto cumplimiento de las funciones a cargo de los servidores públicos de 

la Contaduría Mayor de Hacienda, proporcionará elementos técnicos a la 

Comisión para la Evaluación de la Contaduría Mayor de Hacienda y realizará 

estudios en materia de Fiscalización, rendición de cuentas, transparencia y 

acceso a la información pública del Distrito Federal. 

 

La Unidad proporcionará apoyo técnico a la Comisión en la evaluación del 

desempeño de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

 

Artículo 55.- La Unidad tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I. Vigilar el cumplimiento de las funciones de los servidores públicos de la 

Contaduría Mayor de Hacienda; 

 

II. Realizar auditorías para verificar el desempeño y el cumplimiento de metas e 

indicadores de resultados de la Contaduría Mayor de Hacienda, así como de la 

debida aplicación de los recursos a cargo de ésta con base en el programa anual 

de trabajo que apruebe la Comisión; 

 

 

III. Auxiliar a la Comisión en la elaboración de los análisis y las conclusiones del 

Informe de Resultados; 
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IV. Proponer a la Comisión los sistemas de evaluación del desempeño de la 

Unidad y los que utilice para evaluar a la Contaduría Mayor de Hacienda; 

 

V. Asistir a la Comisión en el cumplimiento de las atribuciones que por ley le son 

asignadas;  

 

VI. Presentar denuncias o querellas ante la autoridad competente, en caso de 

conocer de conductas presumiblemente constitutivas de delito o de 

responsabilidad administrativa, por parte de los funcionarios de la Contaduría 

Mayor de Hacienda; 

 

VII. Elaborar y publicar estudios y análisis en materia de Fiscalización, rendición 

de cuentas así como transparencia y acceso a la información pública del Distrito 

Federal; y 

 

VIII. Las demás que le atribuyan expresamente las disposiciones legales y 

reglamentarias aplicables. 

 

 

 

 

 

Artículo 56.- El Titular de la Unidad será propuesto por la Comisión y electo 

mediante el voto mayoritario de los miembros presentes de la Asamblea, 
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debiendo cumplir los mismos requisitos que se solicitan para el Contador Mayor 

de Hacienda. 

 

El Titular de la Unidad durará en su encargo tres años, con posibilidad de una 

sola reelección por un periodo de tres años más, y no podrá ser removido sino 

mediante resolución firme de la Contraloría General de la Asamblea, por la que 

recaiga destitución. 

 

Artículo 57.- El titular de la Unidad deberá rendir un informe anual de su gestión, 

con independencia de que pueda ser citado por ésta o por la Comisión, cuando 

así se requiera, para dar cuenta del ejercicio de sus funciones. 

 

Artículo 58.- Los ocupantes de las plazas adscritas a la Unidad deberán cumplir 

con los perfiles académicos y requisitos de especialidad que se determinen en el 

Reglamento correspondiente, y deberán contar con áreas de experiencia y ramas 

de cargo vinculadas a los temas de Cuenta Pública, fiscalización, control y 

rendición de cuentas. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

SEGUNDO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que contradigan al 

presente decreto. 
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TERCERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y para su mayor 

difusión en el Diario Oficial de la Federación. 

 

CUARTO.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal deberá emitir el 

Reglamento de la Unidad en un plazo no mayor a sesenta días hábiles a partir de la 

entrada en vigor de este decreto. 

 

QUINTO. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal deberá designar al Titular 

de la Unidad en un plazo no mayor a ciento veinte días contados a partir de la entrada 

en vigor de este decreto. 

 

Dado en el Recinto Legislativo de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal a los 

veintitrés días del mes de Abril de 2014. 

 

Firma, por el diputado Santiago Taboada Cortina integrante Grupo Parlamentario del 

Partido Acción Nacional. 

 

 

DIP. SANTIAGO TABOADA CORTINA ________________________________ 
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PRESIDENCIA DE LA MESA DIRECTIVA 
ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
VI LEGISLATURA 
PRESENTE. 
 
El DIPUTADO GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 46, fracción I, del 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 17, fracción IV, 88, fracción I, de la Ley Orgánica, 85, 
fracción I, y 86 del Reglamento para el Gobierno Interior, ambos de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, someto a consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea Legislativa la 
siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL 
ARTÍCULO 19 BIS DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, en virtud de la siguiente: 
 

E X P O S I C I Ó N     D E     M O T I V O S 
 
La información sobre el destino de los recursos públicos es un bien de utilidad pública cuya 
publicidad (es decir, difusión a los ciudadanos) debe estar fuera de toda duda. Es importante que 
la ciudadanía pueda conocer de forma detallada cuál es el destino del dinero público, en virtud de 
que el acceso a la información pública es un derecho humano contenido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y en tratados internacionales ratificados por los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
El derecho de acceso a la información pública es un derecho fundamental y estructural de la 
sociedad mexicana contemporánea, por lo que es tiempo de que los partidos políticos en el Distrito 
Federal rindan cuentas a los ciudadanos, abriendo el ejercicio de los recursos públicos que reciben 
al escrutinio público, permitiendo una auténtica rendición de cuentas. 
 
Actualmente, el artículo 19 Bis de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
Distrito Federal (la “Ley de Transparencia”) prevé lo siguiente: 
 

“Artículo 19 Bis.- En el caso de los partidos políticos, deberán mantener actualizada, de 
forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información 
pública de oficio que se detalla en el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales 
del Distrito Federal.” 

 
La actual redacción del citado artículo 19 Bis no propicia prácticas de detallar el uso de los recursos 
públicos, causando opacidad en los reportes de su gasto por parte de los partidos políticos que los 
reciben, por lo que es necesario reformar la Ley de Transparencia a efecto de permitir a la 
ciudadanía conocer con certeza la forma en la que los recursos públicos, percibidos y erogados por 
los partidos políticos del Distrito Federal, llegan a su destino final. 
 
El citado artículo 19 Bis no especifica la información que deben contener los informes sobre el 
gasto de los recursos públicos que reciben los partidos políticos, sino que hace una referencia 
general al Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal (el “Código 
Electoral”). Como puede consultarse en la sección de Transparencia de los sitios de Internet de los 
siete partidos políticos con registro en el Distrito Federal, en la práctica, como lo dispone la 
fracción XXII del artículo 222 del Código Electoral, los partidos políticos actualmente están 
obligados, de manera general, a publicar información relacionada a su patrimonio, alianzas 
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electorales, aportaciones económicas personales, normatividad interna, finanzas, estructura y 
funcionamiento, informes, auditorías, sentencias y resoluciones. El texto vigente de dicha fracción 
es el siguiente: 
 

“Artículo 222.- Son obligaciones de los Partidos Políticos: 
I. a XXI. … 
XXII. Garantizar a las personas el acceso a la información que posean, administren o 
generen, en los términos establecidos en la Ley de Transparencia, así como, sin que medie 
petición, poner a disposición del público en sus oficinas, medios de difusión y en su sitio 
de Internet, en forma tal que se facilite su uso y comprensión por las personas y que 
permita asegurar su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad, la información 
actualizada de los temas, documentos y actos que se detallan: 
a) Estatutos, Declaración de Principios, Programa de Acción y demás normatividad 
interna; 
b) Estructura orgánica y funciones; 
c) Integración y mecanismos de designación de los órganos de dirección en los ámbitos del 
Distrito Federal, delegacional y distrital, según la estructura estatutaria establecida; 
d) Directorio de los órganos de dirección establecidos en la estructura orgánica incluyendo 
sus correos electrónicos, así como su domicilio oficial; 
e) Descripción y monto de los cargos, emolumentos, remuneraciones, percepciones, 
ordinarias y extraordinarias o similares, de (sic) total de sus dirigentes y su plantilla 
laboral; 
f) Contratos y convenios suscritos para la adquisición, arrendamiento, concesiones y 
prestación de bienes y servicios; 
g) Relación de bienes muebles e inmuebles adquiridos o enajenados; 
h) Monto de financiamiento público y privado, recibido durante el último semestre, y su 
distribución; 
i) Informes entregados a la autoridad electoral sobre el origen, monto y destino de los 
recursos; 
j) Resultados de revisiones, informes, verificaciones y auditorias de que sean objeto con 
motivo de la fiscalización de sus recursos, una vez concluidas; 
k) Sentencias de los órganos jurisdiccionales en los que el partido sea parte del proceso; 
l) Resoluciones dictadas por sus órganos de control interno; 
m) Los montos y recursos provenientes de su financiamiento que entreguen a sus 
fundaciones, así como los informes que presenten sobre el uso y destino de los mismos, 
sus actividades programadas e informes de labores; 
n) Las resoluciones relativas a garantizar los derechos de sus militantes, una vez que 
hayan causado estado; 
o) Convenios de Coalición y candidatura común en los que participen, así como los 
convenios de Frente que suscriban; 
p) Actividades institucionales de carácter público; 
q) El domicilio oficial y correo electrónico del área encargada de la atención de las 
solicitudes de acceso a la información, así como el nombre de su responsable; 
r) Las metas, objetivos y programas de sus diversos órganos; 
s) Los informes que tengan que rendir sus órganos con motivo de sus obligaciones legales 
y estatutarias, una vez que hayan sido aprobados por las instancias partidarias; 
t) Los acuerdos y resoluciones que emitan sus órganos de dirección en sus diversos 
ámbitos; 
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u) Los convenios de participación que realicen con las organizaciones de la sociedad civil; 
v) Las actas de las Asambleas ordinarias y extraordinarias; 
w) Los Informes de actividades del Presidente y Secretario de su Comité Ejecutivo, así 
como de sus homólogos en sus diversos ámbitos; 
x) El nombre del responsable de la obtención de los recursos generales y de campaña; y 
y) Los montos de las cuotas ordinarias y extraordinarias que establezcan para sus 
militantes, así como los límites a las cuotas voluntarias y personales que los candidatos 
podrán aportar exclusivamente a sus campañas. 
El procedimiento de acceso a la información, el relativo a la tutela de datos personales y la 
clasificación de la información de acceso restringido se realizarán de conformidad con lo 
previsto en la Ley de Transparencia y en la Ley de Protección de Datos. Tendrán 
igualmente la obligación de satisfacer los requerimientos que les formule el Instituto de 
Acceso a la Información Pública, y dar cumplimiento a las resoluciones recaídas a los 
recursos de revisión. Las inobservancias a estas disposiciones serán sancionadas por el 
Instituto Electoral, de oficio o como resultado de la vista que le remita el Instituto de 
Acceso a la Información Pública, una vez que venza el plazo concedido para tal efecto; y 
XXIII. y XXIV. …” 

 
Sin embargo, debemos modificar el artículo 19 Bis de la Ley de Transparencia a efecto de que se 
prevea expresamente que los partidos políticos están obligados a informar sobre el destino de 
todos los recursos públicos que reciban bajo la fracción I del artículo 249 el Código Electoral, 
identificando a los destinatarios finales de los recursos públicos, incluyendo la información sobre 
el financiamiento público en especie previsto en el artículo 254 del Código Electoral. 
 
Para efectos de claridad, se transcribe en lo conducente el texto vigente de los artículos del Código 
Electoral mencionados en el párrafo anterior: 
 

“Artículo 249.- El régimen de financiamiento público de los Partidos Políticos tendrá las 
siguientes modalidades: 
I. Financiamiento público local para Partidos Políticos; y 
II. Transferencias realizadas por la Dirección Nacional de los Partidos Políticos del 
financiamiento público federal, en su caso.” 

 
“Artículo 254.- El régimen de financiamiento público en especie de los Partidos Políticos 
tendrá las siguientes modalidades: 
I. Prerrogativas para Radio y Televisión, en los términos del artículo 41 Base III Apartado 
B de la Constitución Política; 
II. Franquicias postales, en los términos de la legislación aplicable; y 
III. Las relativas al régimen fiscal que establecen este Código y la legislación aplicable.” 

 
No rendir un informe detallado sobre el gasto de los recursos públicos entregados a los partidos 
políticos es incumplir con los principios de información, transparencia y máxima publicidad, 
principios que protegen el acceso a la información como uno de los elementos constitutivos en los 
que se fundó la inclusión del derecho humano de acceso a la información pública en el artículo 6° 
de nuestra Constitución Política y cuya reglamentación local se encuentra en la Ley de 
Transparencia y en el Código Electoral en materia de partidos políticos locales. 
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Lo aquí expuesto es de vital importancia para dar cumplimiento al texto del apartado A del 
artículo sexto de nuestra Constitución Política, en virtud de haberse modificado su texto mediante 
reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el pasado 07 de febrero y que incluyó en su 
fracción I, como principio general, que la información en posesión de partidos políticos en relación 
con los recursos públicos que reciban y ejerzan, es pública; además de establecer que en la 
interpretación del texto constitucional deberá prevalecer el criterio de máxima publicidad de la 
información. 
 
Académicos y servidores públicos especializados en el tema de Transparencia, han hecho hincapié 
en que a partir de la mencionada reforma constitucional ha cambiado el esquema aplicable a los 
partidos políticos, tal como fue expuesto en diversas mesas de las pasadas “Jornadas de 
Transparencia Electoral 2014”, cuya inauguración se llevó a cabo en la Sala Regional Distrito 
Federal del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (“TEPJF”) en febrero pasado. 
 
Durante su intervención en la mesa “Impacto de la reforma constitucional de transparencia en el 
ámbito electoral”, Armando Maitret Hernández, magistrado de la Sala Regional del TEPJF, hizo 
énfasis en que, para que la transparencia sea efectiva, es necesario que toda la información que 
publiquen en sus portales de Internet los sujetos obligados tenga claridad, oportunidad y esté bien 
estructurada. 
  
También en el marco de dicho evento, al dictar la conferencia magistral "Dimensiones de la 
reforma constitucional en materia de transparencia", Jaqueline Peschard Mariscal, ex-comisionada 
del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, y profesora en el Centro de 
Estudios Políticos de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la U.N.A.M., consideró que la 
transparencia en los partidos políticos debe ser un asunto central en la agenda pública y recalcó la 
necesidad de que la información sea garantizada por el Estado en atención al principio de máxima 
publicidad. 
 
 
Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta Asamblea la siguiente Iniciativa con 
proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 19 Bis de la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Distrito Federal, en los siguientes términos: 
 

D E C R E T O 
 
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 19 Bis de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Distrito Federal, para quedar como sigue: 
 

“Artículo 19 Bis.- En el caso de los partidos políticos, deberán mantener actualizada, de 
forma impresa para consulta directa y en los respectivos sitios de Internet, la información 
pública de oficio que se detalla en la fracción XXII del artículo 222, así como la 
información sobre el financiamiento público en especie previsto en el artículo 254, ambos 
del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, desglosando 
el gasto ejercido e identificando a los destinatarios finales.” 

 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación. 
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SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y, para su mayor difusión, en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 

 
Dado en el recinto legislativo, de Donceles y Allende a los veintitrés días del mes de abril del año 

dos mil catorce. 
 

ATENTAMENTE 
 
 
 

___________________________________________ 
DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA 

Integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido Acción Nacional 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DE 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL. 

 

DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL. 

VI LEGISLATURA. 

 

Los suscritos diputados Priscila Vera Hernández y Christian Damián Von Roehrich de la Isla, 

Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, de esta VI Legislatura 

de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, 

Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso h) de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 42 fracción XII y 46 fracción I del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 10 fracción I, 

17 fracción IV, 88 fracción I y 89 párrafos primero y segundo de la Ley Orgánica; y, 85 fracción I y 86 

párrafos primero y segundo del Reglamento para el Gobierno Interior, los dos últimos de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal, sometemos a la consideración del pleno de este Órgano 

Legislativo la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA 

LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL, conforme al tenor de la 

siguiente 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La regulación normativa de espacios de Participación Ciudadana en el Distrito Federal, implica 

resolver diversas y complejas problemáticas en la tarea de establecer contenidos precisos, claros y 

sencillos en el diseño de  las estructuras, instrumentos y mecanismos que orienten y faciliten a los 

habitantes, vecinos y ciudadanos del Distrito Federal, ejercer sus derechos de participación en 

tareas legislativas, administrativas, así como en la propuesta e implementación de políticas públicas, 

para que se reflejen en una convivencia armónica. 

 

La experiencia histórica en la materia, revela que en México, durante una larga etapa, se dio un  

manejo abusivo y clientelar de grupos de la sociedad para fines políticos y, en el caso del Distrito 

Federal además, la mengua de los derechos ciudadanos locales a sus habitantes. 

 

Para los habitantes del Distrito Federal ha sido largo y difícil transitar en dos vías para hacer 

efectivos sus derechos ciudadanos: a) elegir y contar con autoridades locales propias y exclusivas 

como sus representantes populares; y b) tener acceso a diversas formas directas de participación 

ciudadana. 

 

En este ambiente  se fue desarrollando poco a poco, una sociedad cada vez más exigente, crítica, 

participativa, dispuesta a colaborar en la atención y solución de sus problemas comunitarios. El 

impulso que dieron a la participación ciudadana los sismos de 1985 en la Ciudad de México, influyó 

para motivarla a exigir la reintegración de sus derechos ciudadanos locales. Fue por ello que cuando 

en 1986 la Secretaría de Gobernación convocó a un foro de consulta, grupos representativos de la 
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sociedad y diversos partidos políticos coincidimos en la urgente necesidad de crear un Congreso 

Local como inicio de esa reintegración.  

 

Un paso trascendental  fue la  Asamblea de Representantes del Distrito Federal, la que desde el 

inicio de su encargo justificó cabalmente su creación y con el testimonio de sus integrantes en tareas 

reglamentarias y de gestoría los capitalinos nos sentimos auténticamente representados. 

 

Sin embargo, es incuestionable que su tránsito hacia un Congreso Local se ha ido logrando a 

cuentagotas, sin que todavía cuente con facultades plenas, equiparables a los Congresos del resto 

de las Entidades Federativas. 

 

En cuanto a la participación ciudadana, es inobjetable la importancia de ocupar estos espacios, 

porque son formadores de  cultura cívica, constituyen un  gran valor en la construcción de nuestras 

instituciones democráticas y  son estructuras que legitiman en la práctica y encauzan el quehacer de 

los miembros de una comunidad. 

 

Sin duda alguna, la participación ciudadana es un laboratorio de la democracia. En su ejercicio 

repetitivo, en su continua representación, la sociedad civil conoce y distingue los límites y alcances 

de la democracia, se educa en ella y la promueve, enmienda y, en general, la adapta hasta mejorarla 

y perfeccionarla. La democracia no es una teoría impuesta, ni un sistema ajeno a las disyuntivas y 

necesidades particulares de la población. La participación ciudadana se convierte así en una forma 

cotidiana del ejercicio democrático, en un instrumento para la educación en la democracia.  

 

Pero también, este tipo de procesos, no están exentos de la tentación de quienes ocupan los 

espacios de poder, viéndolos en ocasiones como trajes a la medida para respaldar las decisiones 

personales o de grupo, de una autoridad administrativa central,  delegacional, o de alguna fuerza 

ideológica. 

 

En el tema de los Partidos Políticos, un objetivo fundamental de su creación, es fomentar la 

participación de los ciudadanos en la vida democrática, ello explica que la Ley aplicable en el Distrito 

Federal, establezca que en los procesos de participación ciudadana deben fungir como garantes de 

éstos. 

 

Es cierto, que han sido los Partidos Políticos los que han sumado los consensos para que de 

manera gradual se vaya logrando una real y completa democracia representativa en el marco 

constitucional y legal. Aunque los mismos representados reclaman más cercanía de sus 

representantes populares, para entender sus problemas y para gestionar de la mano con los vecinos 

su atención y solución. 

 

Es el ánimo de los autores de la presente iniciativa, facilitar la participación ciudadana, con 

contenidos que encaucen una auténtica expresión del sentir de las comunidades del Distrito Federal 

y sobre todo que se atiendan sus demandas por autoridades y representantes populares. 
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Esta iniciativa propone las bases para un cambio en la relación entre vecinos y autoridades políticas 

y representantes populares, propia de una sociedad democrática, donde todos son la misma 

sociedad en planos diferentes. 

 

En la historia del Distrito Federal, la conformación de  estructuras de participación ciudadana, fueron 

surgiendo  a partir del siglo XX: 

 

En 1928 se creó el órgano del Ejecutivo llamado desde entonces Departamento del Distrito Federal y 

trece delegados en las antiguas municipalidades. Funcionarios administrativos sin facultades 

decisorias, nombrados por el Presidente de la República a propuesta del Jefe del Departamento del 

Distrito Federal. 

 

También se establecieron Consejos Consultivos, uno para el Departamento que se llamó Central y 

otro para cada una de las trece Delegaciones. Estos Consejos se integraron por el sistema 

corporativo con representantes de los sectores económicos y sociales. Tuvieron mínimas facultades 

de aconsejar y de elaborar proyectos de reglamento. 

 

En 1941 se eliminaron los Consejos de las Delegaciones pero se mantuvo un Consejo, el Consultivo 

de la Ciudad de México, que funcionó como un órgano protocolario y de opinión, sin autoridad ni 

fuerza política en el que se recogen algunas ideas de descentralización de gobierno, que fueron 

propuestas en 1965, otorgando crecientes facultades a los Delegados. 

 

En la Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal de 1970, se insistió en “órganos de 

colaboración ciudadana”: un Consejo Consultivo sin participación real en el Gobierno del Distrito 

Federal y se crearon las Juntas de Vecinos, una por cada Delegación, cuyos Presidentes integraron 

el Consejo Consultivo. 

 

Aun cuando en 1970 el Partido Acción Nacional presentó en la Cámara de Diputados la propuesta 

para que el Consejo Consultivo no tuviera facultades simbólicas, que fuera electo popularmente, con 

facultades de veto frente a las decisiones del Jefe del Departamento del Distrito Federal y la facultad 

reglamentaria, subsistió la figura decorativa hasta 1995. 

 

En la Reforma Política de 1977, se adicionó al Artículo 73 Constitucional, en su fracción VI, la 

facultad para ordenar respecto al Distrito Federal que “Los ordenamientos legales y los reglamentos 

que en la ley de la materia se determine, serán sometidos al referéndum y podrán ser objeto de la 

iniciativa popular, conforme al procedimiento que la misma señale”. Sobre esta adición, el 

constitucionalista Jorge Carpizo refirió que se trató de una forma de compensar el no contar con la 

figura del Municipio Libre, introduciendo procedimientos de gobierno semidirecto para el Distrito 

Federal. 

 

En la Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal de 1978, bajo el rubro “órganos de 

colaboración vecinal y ciudadana”, se regula la creación de : Comités de Manzana, integrados por 

ciudadanos, un Comité por Manzana y entre ellos se designa un Jefe de Manzana; en cada colonia, 
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pueblo, barrio o unidad habitacional, los Comités de Manzana integrarán la correspondiente 

Asociación de Residentes; En cada Delegación, con participación de la Asociación de Residentes, 

se integra la Junta de Vecinos; y un Consejo Consultivo, con los Presidentes de las Juntas de 

Vecinos. 

 

A partir de la creación de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal en 1988, la regulación 

normativa para la democratización de la capital, giró en dos sentidos, el primero, ir avanzando hacia 

la reintegración de derechos ciudadanos locales, para contar con órganos propios y exclusivos; y el 

segundo, la creación de mayores instrumentos y mecanismos de participación ciudadana. 

 

El 26 de julio de 1994, se publica en el Diario Oficial de la Federación el Estatuto de Gobierno del 

Distrito Federal, cuyas disposiciones en él contenidas son norma fundamental de organización y 

funcionamiento del Gobierno del Distrito Federal, de conformidad con la Carta Magna. 

 

Posteriormente, el 12 de junio de 1995, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la primera 

Ley de Participación Ciudadana, cuyo objeto consiste en  proporcionar mecanismos institucionales 

que permiten una mejor comunicación entre la Administración Pública local y los gobernados, así 

como  crear instancias de gestoría y colaboración, que permitan la participación ciudadana en el 

gobierno de la Ciudad. 

 

Entre las novedades están los Consejos Ciudadanos al constituir nuevos órganos de representación 

vecinal y de participación ciudadana, para la atención de los intereses de la comunidad delegacional 

en relación a las necesidades y calidad de los servicios públicos, relativos al entorno del lugar de 

residencia de dicha comunidad, con facultades  para dinamizar el resto de instancias de 

participación que prevé esta Ley. 

 

En 1996 se modifica el Artículo 122 Constitucional y el Estatuto de Gobierno, anulándose los 

Consejos Ciudadanos. 

 

El 21 de diciembre de 1998, por virtud del Decreto publicado en esa fecha en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal, entra en vigor la segunda Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal 

dejando sin efectos la publicada en 1995. 

 

La Exposición de Motivos de la referida Ley, señaló que derivado de la Ley de Participación de 1995, 

se eligieron en diciembre de ese mismo año Consejos Ciudadanos, los cuales dos años más tarde, 

en agosto de 1997, dejaron de existir. Asimismo, se puntualizó en dicho documento que: “La 

participación de los ciudadanos se entiende como la intervención directa en la cosa pública por los 

ciudadanos, en forma individual o colectiva y de manera ordenada por medio de las instancias que 

garanticen el diálogo directo y libre de los ciudadanos con las autoridades territoriales que les 

corresponden.” 

 

El 17 de mayo de 2004, se publicó en la Gaceta Oficial  del Distrito Federal la Ley de Participación 

Ciudadana del Distrito Federal. Abroga la anterior del 21 de diciembre de l998, que fundamentó la 
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integración de Comités Vecinales; y dispone que los Comités Vecinales y formas de organización 

vecinal formalmente constituidas en el Distrito Federal, continúen en funciones hasta que entren en 

vigor las reformas que determinen las figuras, los plazos y procedimientos correspondientes. Esta 

fue la última ocasión en que hubo elección de representaciones vecinales. 

  

Es determinante para promover la presente iniciativa de Ley completa, que abrogue la anterior, el 

que la última Ley integral fue la de 2004, desde entonces a la fecha, ha sido reformada en 14 

(catorce) ocasiones, sumando en ellas,  un total de 337 (trescientas treinta y siete) disposiciones, 

entre reformas, adiciones y derogaciones a Títulos, Capítulos, Artículos y Transitorios. 

 

Esto convierte a la actual Ley desde el punto de vista de la técnica legislativa, en prácticamente 

inmanejable y confusa, circunstancias que motivan a realizar una “cirugía” completa, para expedir 

una nueva, sobre todo tratándose de una materia cuya legislación debe ser clara y sencilla, para que 

todos los sectores de la sociedad del Distrito Federal, la entiendan y utilicen. En el estado actual de 

la Ley, se corren altos riesgos que, a la postre, podrían desincentivar la participación ciudadana: 

cesará el ímpetu para representar a los miembros de las comunidades particulares, dejará de 

promoverse el conocimiento de los problemas colectivos (sociales, políticos, económicos e inclusive 

ambientales), y se suprimirá la labor consensuada de las comunidades. 

 

El siguiente cuadro refiere las fechas, disposiciones reformadas y el total de artículos modificados en 

cada reforma:  
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Fecha Títulos, Capítulos y artículos reformados, derogados o adicionados
Artículos 

reformados

349

28 de enero de 2005 Se deroga el artículo Cuarto Transitorio, se reforman los artículos Quinto y Sexto

Transitorios y se adiciona el artículo Séptimo Transitorio (AMLO).

4

16 de mayo de 2005 Reforma a los artículos 42, 44 del Capítulo IV del Título Tercero; fracción XV del

artículo 88 y 89 del Capítulo III del Título Cuarto; 97, 98, 101, 102, 103, 104, 106,

107, 108, 110, 111, 112, 115 y 116 del Capítulo IV del Título Cuarto; 126, 127, 128,

fracción I del 130 y 135 del Capítulo VII del Título IV; se adicionan un párrafo

tercero al artículo 75 del Capítulo XI del Título Tercero; una Sección Tercera

denominada de la Asamblea Ciudadana Electiva comprendida en los artículos 85

Bis y 85 Ter dentro del Capítulo XI del Título Tercero; y las fracciones XVI, XVII,

XVIII y XIX al artículo 88 del Capítulo II del Título IV; se derogan los artículos 133 y

134 del Capítulo VII, del Título Cuarto (AMLO).

29

13 de julio de 2005 Se deroga el artículo Tercero Transitorio y se adiciona el artículo Cuarto Transitorio

(AMLO).

2

15 de mayo de 2007 Reforma a los artículos 37 y 38 (MEC). 2

30 de diciembre de 2009 Reforma a los artículos 75, 85 Bis, 85 Ter, 97, 98,101, 111, 113 y 114; y se derogan

los artículos Cuarto, Sexto y Séptimo Transitorios (MEC).

12

27 de mayo de 2010 Reforma a los artículos 1, 2, 3, 4, 5, adición de los Títulos Segundo, De los

Habitantes, Vecinos y ciudadanos del Distrito Federal, Tercero, De las

Autoridades, Cuarto, De los Instrumentos de Participación Ciudadana, Título Quinto

de la Representación Ciudadana, Sexto, De los Consejos Ciudadanos

Delegacionales, Séptimo, De los Representantes de Manzana, Octavo, De la

Representación en los Pueblos y Barrios Originarios, conteniendo éstos los

artículos del 7 al 148, asimismo se deroga el artículo Tercero Transitorio y se

adiciona el artículo Décimo Tercero Transitorio (MEC).

149

30 de noviembre de 2010 Reforma a los artículos 84, 95 fracción VI, 97 fracción III, 99, 100, 101, 104, 105, 112

inciso i), 129, 130, 131 fracciones IV, VI, VIII, XII, 132, 134, décimo primero y

décimo tercero Transitorios, adición del Título Noveno, Décimo, Undécimo,

Décimo Segundo, conteniendo los artículos 149 al 192, 192 bis y del 193 al 262

(MEC).

131

20 de diciembre de 2010 Reforma al artículo 92 (MEC). 1

17 de enero de 2011 Reforma al artículo 132 (MEC). 1

16 de marzo de 2011 Adición de artículo Décimo Cuarto Transitorio (MEC). 1

26 de agosto de 2011 Reforma a los artículos 83 y 84. (MEC). 2

11 de noviembre de 2011 Reforma al artículo 132 (MEC). 1

3 de abril de 2013 Se reforman los artículos 10, 54 y 203 (MAME). 3

13 de mayo de 2013 Se reforman los artículos 92 párrafo primero, 94 párrafo primero, 149 fracciones I, II, 

III inciso d) y se adiciona un inciso d) recorriéndose el contenido de los incisos

subsecuentes del artículo 112 (MAME).

7

13 de mayo de 2013 Reforma el segundo párrafo del artículo 83 (MAME). 1

13 de mayo de 2013 Reforma el artículo 97 fracción VI y 171 fracción VI (MAME). 2

13 de mayo de 2013 Se adiciona un artículo Décimo Quinto Transitorio (MAME). 1

Fuente: Elaboración propia, con datos de la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

AMLO: Licenciado Andrés Manuel López Obrador.

MEC: Licenciado Marcelo Luis Ebrard Casaubon.

MAME: Doctor Miguel Ángel Mancera Espinosa.

Reformas a la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal                                                                                                    

(2004 a 2011)

TOTAL DE ARTÍCULOS REFORMADOS
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Así, la democracia en el Distrito Federal se encuentra en una inminente encrucijada,  con el riesgo 

de perder, si se toma el camino incorrecto, a su principal activo, el ciudadano. Es un deber primordial 

de esta Asamblea fijar bases claras de la participación ciudadana con el fin de incentivar su 

desarrollo en el grueso de la población. 

 

Además, en la historia de la evolución en la vida democrática del Distrito Federal, en la normatividad 

aplicable y en la realidad social, a las estructuras de participación ciudadana, no se les ha dado la 

oportunidad de crecer, madurar, convencer de las bondades de su actuación, ni menos aún 

consolidarse.  

 

En ocasiones, porque solo existen el tiempo que dura una legislación, para ser reformada o 

abrogada por nueva Ley, que apuesta por otras estructuras con andamiajes y procedimientos de 

elección distintos a las estructuras de la legislación que se cambia. Un ejemplo, es la apuesta por los 

Consejos Ciudadanos el 1995, los que desaparecen en la Ley de 1998. 

 

Otras ocasiones, porque la figura sobrevive en el tiempo solo en el texto normativo, más no se 

renueva en la realidad, en los períodos que establece la Ley aplicable, como el caso de los Comités 

Vecinales, creados en 1999, electos solo una ocasión, dejándolos en el limbo durante once años, 

antes de que se volvieran a realizar procesos electivos, bajo la Ley de 2004 reformada varias veces, 

para crear los Comités Ciudadanos y los Comités de Pueblo. 

 

Los autores de esta iniciativa tiene en cuenta, que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 

establece cuatro calidades ciudadanas; a) los originarios del Distrito Federal, que son las 

personas nacidas en su territorio (Artículo 4º); b) los habitantes, son todos los que residen en 

territorio del Distrito Federal, sean mexicanos o extranjeros (Artículo 5º); c) vecinos, son los 

habitantes que residan en el D.F., por más de seis meses Artículos 5º); d) ciudadanos, los varones 

y mujeres que teniendo la calidad de mexicanos, cumplan los requisitos del artículo 34 

constitucional, (18 años y modo honesto de vivir), y posean además la calidad de vecinos o que 

sean originarios del Distrito Federal (Artículo 6º). 

 

El Estatuto de Gobierno también establece los derechos y obligaciones de los habitantes y de los 

ciudadanos: 

 

Los habitantes tienen derecho a la protección de las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas 

que rijan en el Distrito Federal; la prestación de los servicios públicos; utilizar los bienes de uso 

común conforme a su naturaleza y destino; ser indemnizados por daños y perjuicios causados por 

servidores públicos de conformidad con lo establecido en la legislación civil y en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos; ser informados sobre leyes y decretos que emitan la 

Asamblea Legislativa y el Congreso de la Unión, en materias del Distrito Federal; reglamentos y 

demás actos administrativos de carácter general que expidan el Presidente de la República y el Jefe 

de Gobierno, así como sobre la realización de obras y prestación de servicios públicos e instancias 
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para presentar quejas y denuncias relacionadas con los mismos y con servidores públicos 

responsables (Artículo 17). 

 

Establece como obligaciones de los habitantes, cumplir con la Carta Magna, el Estatuto, leyes y 

demás disposiciones aplicables; cumplir los gastos públicos de la Federación y del Distrito Federal, 

de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes; utilizar las vías y espacios públicos 

conforme a su naturaleza y destino; ejercer derechos sin perturbar el orden y tranquilidad públicos, ni 

la continuidad del desarrollo normal de actividades de los demás habitantes (Artículo 18). 

 

Asimismo son derechos de los ciudadanos: 

 

Votar y ser votados, en términos de la Constitución, del Estatuto y leyes de la materia, para cargos 

de representación popular; la preferencia en igualdad de circunstancias, para ocupar cargos, 

empleos o desempeñar comisiones de carácter público cuando cumplan los requisitos de las leyes; 

los demás que establezcan el Estatuto y leyes (Artículo 20). 

 

Son obligaciones de los ciudadanos del Distrito Federal: 

 

Votar en las elecciones, en los términos de la Carta Magna, Estatuto y leyes, para cargos de 

representación popular; inscribirse en los padrones de contribuyentes del Distrito Federal; 

desempeñar los cargos de representación popular del Distrito Federal, para los que fueron electos, 

los que en ningún caso serán gratuitos; proporcionar información requerida en los censos efectuados 

por las autoridades; y las demás que establezca la Constitución, y otros ordenamientos (Artículo 23). 

 

Los instrumentos y mecanismos para promover, facilitar y ejercer la participación ciudadana en 

asuntos públicos, tomarán en cuenta estos catálogos de derechos, no pudiendo menguarlos en los 

contenidos de una legislación en la materia. 

 

El Estatuto de Gobierno, prevé que la participación ciudadana se desarrollará tanto en forma 

individual como colectiva, para ello se establecerán las normas, programas y acciones para fomentar 

la organización ciudadana en torno  a la discusión, análisis, investigación y elaboración de 

propuestas para solucionar problemas de interés público y el intercambio de opiniones sobre 

asuntos públicos de la Ciudad (Artículo 22). 

 

La primera experiencia fue la elección de órganos de representación vecinal para la Ciudad de 

México y se efectuó el 12 de noviembre de 1995, fecha en la cual se eligieron 365 consejeros 

ciudadanos. Posteriormente, con la creación del Instituto Electoral del Distrito Federal en 1999, un 

cuerpo de funcionarios profesionalizado se ocupó de organizar a mitad de ese mismo año la elección 

de Comités Vecinales en las que votaron 573,521 ciudadanos. El índice de participación en este 

proceso fue 9.5 por ciento del listado nominal de la capital que en ese entonces era de 6´036,486 

ciudadanos. 
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El propio organismo electoral, que a la fecha ha organizado cinco elecciones constitucionales, se 

encargó en 2002 del Plebiscito convocado por el Jefe de Gobierno para conocer la opinión de los 

habitantes del Distrito Federal sobre la construcción del segundo piso en el periférico. En esta 

ocasión, el nivel de participación fue del 6.63 por ciento de 6´336,261 ciudadanos registrados en la 

lista nominal, es decir, se obtuvieron 420,536 votos. 

 

A pesar de que la mayoría de los ciudadanos participantes en el Plebiscito 2002 votó a favor de la 

referida obra, el resultado no significó un mandato para las autoridades de la capital, ya que el 

porcentaje de participación quedó lejos de representar la tercera parte del padrón electoral de la 

ciudad. Sin embargo, al margen de este requisito legal, y considerando el sentido del voto de los 

ciudadanos que asistieron a las urnas, el Gobierno del Distrito Federal decidió llevar a cabo la 

construcción de los segundos pisos. 

 

El 24 de octubre de 2010, once años después de la elección de Comités Vecinales, el Instituto 

Electoral del Distrito Federal organizó el proceso electivo de los ahora Comités Ciudadanos y 

Comités de Pueblo. En la Ciudad de México hay un total de 1,815 colonias y pueblos originarios, de 

ellas 1,775 son colonias y 40 pueblos originarios. Sin embargo, sólo 1,740 colonias y pueblos 

realizaron la inscripción de 8,884 formulas ciudadanas interesadas en participar en la elección, 

quedando por tanto 75 colonias sin fórmulas registradas y por consiguiente sin órgano de 

representación. En este proceso se eligieron 15,048 integrantes de los Comités Ciudadanos y 

Comités de Pueblo de los cuales el 51.3 por ciento fueron mujeres y 48.7 por ciento hombres. Se 

contabilizaron 650 mil 428 votos de un Listado Nominal de 7´332,507 lo que representa el 8.87 por 

ciento de participación. 

 

En el año 2011 las autoridades del Distrito Federal convocaron a la ciudadanía a participar en la 

Consulta Ciudadana en materia de Presupuesto Participativo que se realizó el 27 de marzo de 2011, 

para definir los proyectos específicos en los que se aplicarían los recursos del presupuesto 

participativo correspondiente al ejercicio fiscal 2011, en las colonias y pueblos originarios en los que 

se divide la Ciudad de México. En dicha Consulta Ciudadana participó el 2.17 por ciento del listado 

nominal conformado por 6´570,938 ciudadanos de 1,721 colonias o pueblos. Se emitieron 142,332 

opiniones de un total de 6,330 proyectos. 

 

Los recursos aprobados por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para presupuesto 

participativo fue de $706,547,253.00 (equivalente a 3 por ciento del presupuesto de las 

Delegaciones). El rubro con mayor frecuencia de opiniones favorables fue el de Prevención del 

Delito. 

 

Por reformas a la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, del 26 de agosto de 2011, 

anualmente se convocará a una consulta ciudadana que se efectuará el segundo domingo de 

noviembre para definir los proyectos específicos en los que se aplicará el presupuesto participativo. 

En virtud de lo anterior el Instituto Electoral del Distrito Federal, el 13 de noviembre de 2011 realizó 

la consulta ciudadana, obteniendo un total de opiniones emitidas de 142,332 y una participación de 

2.17 por ciento de la lista nominal conformada por 6, 570,938 ciudadanos. Los recursos aprobados 
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por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para el presupuesto participativo en el ejercicio fiscal 

2012 fueron de $704’275,725.00 (equivalente a 3 por ciento del presupuesto de las Delegaciones). 

Esta vez el rubro con mayor frecuencia de opiniones favorables fue el de Obras y Servicios.1 

 

El 13 de noviembre de 2012, se realizó la consulta ciudadana 2012 para definir los proyectos 

específicos en los que se aplicarán los recursos del presupuesto participativo correspondiente al 

ejercicio fiscal 2013, en las colonias o pueblos originarios en que se divide el territorio del distrito 

federal, obteniendo un total de opiniones emitidas de 147, 737 y una participación de 2.25 por ciento 

de la lista nominal conformada por 7, 217,943. Se contabilizó un total de 4, 685 proyectos 

registrados, que fueron: obras y servicios, Equipamiento, Infraestructura urbana y Prevención del 

delito. De las colonias y pueblos originarios que hay en el Distrito Federal, en 1 751 (que representan 

el 96.47 por ciento) se registró por lo menos un proyecto; y en 64 (que representan 3.53 por ciento) 

no se registró alguno.2 

 

Los autores de la presente Iniciativa tomaron en cuenta para construir sus contenidos, el reto y la 

necesidad de armonizar y darles integralidad, orden y claridad. 

 

En las experiencias de legislaciones de participación ciudadana capitalina, esa participación ha sido 

escasa, comparada con el número total de ciudadanos en lista nominal y con  el gasto destinado a 

los procesos electivos. La falta de arraigo de las estructuras ciudadanas entre los vecinos de las 

colonias, se ha debido principalmente a dos factores: los cambios frecuentes que sufre la legislación, 

en la que modifican denominaciones e integración de estructuras, plazos, procedimientos de 

elección, etc.; y porque los períodos establecidos por la legislación aplicable, no son continuos en la 

renovación de  integrantes, además de que quienes prolongan sus funciones, son dejados en el 

olvido por autoridades y representantes populares.  

 

Por todo ello, se propone la creación de una nueva Ley, tomando fundamentalmente los contenidos 

de la vigente, que ha tenido 14 reformas y 337 modificaciones, respetando en lo posible  sus 

denominaciones, regulando con más concreción, precisión y sencillez su articulado. En suma, para 

que el ordenamiento jurídico de la participación ciudadana sea de fácil comprensión para todo 

habitante, vecino y ciudadano que desee hacer uso de los instrumentos y mecanismos adecuados, 

para promover la solución de los problemas comunitarios.  

 

La presente Iniciativa mantiene figuras y denominaciones de la Ley vigente, la que se propone 

abrogar, pero deja a las Bases que emita la Asamblea Legislativa el funcionamiento y operación de 

los Comités y Consejos. De esa manera regularía contenidos propios de una Ley, conservando el 

casuismo estrictamente necesario para establecer definiciones, estructuras, requisitos de su 

conservación, derechos y obligaciones, atribuciones y aspectos generales de los procedimientos 

para hacer uso de instrumentos y mecanismos de participación ciudadana. 

                                                            
1Página de internet: http://www.iedf.org.mx/sites/consulta2011/index.php, fecha de consulta 26 de septiembre 2013. 

2 Página de internet: http://www.iedf.org.mx/sites/consulta2013/index.php, fecha de consulta 26 de septiembre 2013. 

http://www.iedf.org.mx/sites/consulta2011/index.php
http://www.iedf.org.mx/sites/consulta2013/index.php
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Adicionalmente, se hacen incorporaciones a esta ley conforme a la recién promulgada Ley Federal 

de Consulta Popular, reglamentaria de la fracción VIII del artículo 35 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, con la cual se homologan porcentajes para su promoción por parte 

de particulares, (dos por ciento de la Lista Nominal de Electores), porcentaje para su vinculatoriedad 

(participación del cuarenta por ciento de la Lista Nominal de Electorales) y vigencia de las 

resoluciones de las consultas populares vinculares (tres años).  Con estas adiciones, el Distrito 

Federal se convierte en una de las entidades federativas que más rápidamente modificarían su 

marco regulatorio para empoderar a los ciudadanos en temas relevantes en la toma de decisiones 

por parte de los ciudadanos. 

 

Asimismo, posibilitaría que la mayor cantidad de modificaciones, una vez que las experiencias del 

funcionamiento de las estructuras electas lo ameritara, se hicieran en el Reglamento y no en una 

Ley, que requiere permanencia para que habitantes, ciudadanos y vecinos la conozcan y sobre todo 

para que en el desempeño de sus integrantes, las estructuras se sometan en diversos períodos a la 

prueba de su aplicación y derivado de esas experiencias, sería cuando de ameritarlo, se 

consideraría modificar la Ley aplicable. 

 

Por otra parte, resulta obligado que en una legislación como la que nos ocupa, se recoja un rubro 

sobre la cultura de participación ciudadana, por lo que el autor de esta Iniciativa, lo integra en un 

Título Tercero Capítulo Único “Cultura de la Participación Ciudadana”, la cual tiene como finalidad 

fomentar el diálogo permanente, respetuoso, tolerante, constructivo y civilizado entre el gobierno y la 

comunidad; la colaboración corresponsable, constructiva y armónica entre ambas partes, para 

prevenir y resolver los problemas de interés público; la libre asociación y organización de todos los 

sectores sociales y su participación democrática, representativa y legal en la vida pública del Distrito 

Federal. 

 

Para ello, se propone la creación de un Programa de la Cultura de Participación Ciudadana, a cargo 

del Gobierno del Distrito Federal, con objeto de impulsar la participación ciudadana, a través de 

talleres, conferencias, campañas informativas y formativas, donde se fomenten los derechos de los 

ciudadanos, habitantes y vecinos, así como las organizaciones ciudadanas, instrumentos de 

participación ciudadana y órganos de representación ciudadana que prevé la Ley. 

 

Por otra parte, los suscritos han reconocido que es importante reforzar en esta Iniciativa el tema de 

que los integrantes de los Comités Ciudadanos no puedan laborar en la Administración Pública 

Delegacional, Local o Federal o ser incorporados a un programa social, que no sea universal, 

durante el período por el que fueron electos representantes ciudadanos, ya que se comparte la 

preocupación que han externado los ciudadanos, las Sociedades Civiles y los medios de 

comunicación sobre el alto costo mensual que implica para las demarcaciones territoriales en pagar 

los salarios de las personas que se encuentran en esta situación, que bien pudiera ser utilizado para 

la prestación de servicios públicos y obras benéficas para los habitantes del Distrito Federal. 
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Es por ello, que se propone la creación de un segundo párrafo al artículo 21, para que la autoridad 

del Distrito Federal se abstenga de contratar tanto los integrantes de los Comités Ciudadanos, como 

a las personas que beneficien por interés personal, familiar o de negocios a los integrantes de dicho 

Comité, a sus cónyuges, parientes consanguíneos, terceros que tengan relación profesional, laboral 

o de negocios y a socios o sociedades que forman o hayan formado parte. Asimismo en el artículo 

237 se propone obligar a los integrantes del Comité Ciudadano que tengan conocimiento de este 

supuesto, para que lo hagan del conocimiento de la autoridad responsable. 

 

Aunado a esto, se reconoce los grandes esfuerzos que han realizado los integrantes de los Comités 

para mejorar la convivencia y la calidad de vida de sus colonias, pero se considera que es necesario 

contribuir a la formación de estos representantes ciudadanos, ya que son el vínculo entre los 

habitantes y las autoridades, por lo que se propone prever la obligación para que éstos se capaciten 

de manera anual, con la finalidad de que cuenten con los conocimientos necesarios para el ejercicio 

de sus funciones y puedan generar mayores resultados para los habitantes que representan. 

 

Asimismo, se considera que para mejorar la gestión de los integrantes de los Comités, es necesario 

que se realice una evaluación de su desempeño, por lo que se propone que el Instituto Electoral del 

Distrito Federal realice dicha evaluación de manera continua de acuerdo con el procedimiento que 

se establezca en el Reglamento de la Ley o en su caso los lineamientos que emita el propio Instituto. 

 

Finalmente, esta Iniciativa consta de 325 artículos, distribuidos en 11 Títulos, 47 Capítulos y 7 

Transitorios. 

 

Respecto a los Transitorios, el Artículo Sexto Transitorio, contiene el listado de los pueblos 

originarios, donde se mantiene la figura de autoridad tradicional de acuerdo a sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales, en el Distrito Federal, conforme a lo señalado en el Artículo 

Décimo Tercero de la vigente Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal. 

 

Por lo anterior, se propone a esta Soberanía el siguiente decreto: 

 

ÚNICO.- Se expide la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, en los siguientes 

términos: 

 

LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL 

 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés público y de observancia 

general en materia de Participación Ciudadana, tiene por objeto instituir, promover, facilitar y regular 



13 

los instrumentos y mecanismos de participación y los órganos de representación ciudadana, a través 

de los cuales los habitantes pueden organizarse para relacionarse entre sí y con los distintos 

órganos de Gobierno del Distrito Federal, con el fin primordial de fortalecer el desarrollo de una 

cultura ciudadana, en términos de lo dispuesto en el Estatuto, la presente Ley, su Reglamento, 

Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal y demás disposiciones 

aplicables. La participación ciudadana contribuirá a la solución de problemas de interés general y al 

mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la comunidad 

 

Artículo 2.- Para efectos de la presente Ley, la participación ciudadana es el derecho de los 

ciudadanos y habitantes del Distrito Federal a intervenir y participar, individual o colectivamente, en 

las decisiones públicas, en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y actos 

de gobierno. 

 

Artículo 3.- La participación ciudadana se desarrollará tanto en forma individual como colectiva, en 

los términos que establece el artículo 22 del Estatuto, de la presente Ley y demás disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 4.- Son principios rectores de la participación ciudadana: 

 

I. Democracia, entendida como la igualdad de oportunidades que los ciudadanos y habitantes de una 

localidad, poseen en la toma de decisiones públicas sin discriminaciones de carácter político, 

religioso, racial, ideológico, de género o de alguna otra especie; 

 

II. Corresponsabilidad, que significa el compromiso compartido entre la ciudadanía y el gobierno de 

obedecer las disposiciones mutuamente convenidas, reconociendo y garantizando el derecho 

ciudadano a proponer y decidir sobre los asuntos públicos, en el entendido de que la participación 

ciudadana es condición indispensable para un buen gobierno, sin que esto implique la sustitución del 

mismo; 

 

III. Inclusión, el fundamento de toda gestión pública socialmente responsable que tome en cuenta las 

diversas opiniones de quienes desean participar, que reconozca desigualdades y promueva un 

desarrollo armónico y equitativo de la sociedad y de los individuos que la integran; 

 

IV. Solidaridad, disposición de toda persona de asumir los problemas de otros como propios, 

contrario a todo egoísmo o interés particular, que propicie el desarrollo de relaciones fraternales 

entre los vecinos, eleva la sensibilidad acerca de la naturaleza de las propias situaciones adversas y 

las de los demás, así como nutre y motiva las acciones para enfrentar colectivamente los problemas 

comunes; 

 

V. Legalidad, como la garantía de que las decisiones de gobierno serán siempre apegadas a 

derecho, con seguridad para la ciudadanía en cuanto al acceso a la información y con la obligación 

expresa, por parte del gobierno, de informar, difundir, capacitar y educar a la sociedad en la cultura 

democrática; 
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VI. Respeto, reconocimiento pleno a la diversidad de visiones y posturas, asumidas libremente en 

torno a los asuntos públicos. En este caso comienza incluso por la libertad de elegir cuándo y cómo 

se participa en la vida pública del Distrito Federal; 

 

VII. Tolerancia, garantía de reconocimiento y respeto a la diferencia y a la diversidad de quienes 

conforman la sociedad y como un elemento esencial en la construcción de consensos; 

 

VIII. Sustentabilidad, responsabilidad de que las decisiones asumidas en el presente aseguren a las 

generaciones futuras el control y disfrute de los recursos naturales del entorno; y 

 

IX. Pervivencia, responsabilidad social de garantizar que las prácticas democráticas se generalicen y 

reproduzcan de modo que aseguren el desarrollo, ahora y en el futuro, de una cultura ciudadana 

crítica, activa, responsable y propositiva. 

 

Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

I. Asambleas: a las Asambleas Ciudadanas; 

 

II. Asamblea Legislativa: a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 

 

III. Autoridad Tradicional: Autoridad electa por los pueblos originarios de acuerdo a sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales; 

 

IV. Código: Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal. 

 

V. Colonia: La división territorial del Distrito Federal, que realiza el Instituto Electoral del Distrito 

Federal, para efectos de participación y representación ciudadana, que se hace con base en la 

identidad cultural, social, étnica, política, económica, geográfica, demográfica; 

 

VI. Comités: a los Comités Ciudadanos que se eligen en cada una de las colonias de las 

Delegaciones del Distrito Federal; 

 

VII. Comité del Pueblo: al Comité conformado en los pueblos originarios que mantienen la figura de 

autoridad tradicional de acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales que se 

encuentran enlistados en el Artículo Sexto Transitorio; 

 

VIII. Consejo: al Consejo Ciudadano Delegacional; 

 

IX. Delegación: al órgano político administrativo de cada demarcación territorial; 

 

X. Demarcación Territorial: a la división territorial del Distrito Federal para efectos de la organización 

político administrativa; 
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XI. Dependencias: a las Secretarías, la Procuraduría General de Justicia, la Oficialía Mayor, la 

Contraloría General y la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, todas ellas del Distrito Federal; 

 

XII. Dirección Distrital: al órgano desconcentrado del Instituto Electoral del Distrito Federal, en cada 

uno de los Distritos Electorales; 

 

XIII. Estatuto: al Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 

 

XIV. Gobierno: al Gobierno del Distrito Federal; 

 

XV. Instituto Electoral: al Instituto Electoral del Distrito Federal; 

 

XVI. Instrumentos de Participación Ciudadana: Herramientas de las que habitantes, vecinos y 

ciudadanos pueden disponer en forma individual o colectiva, según sea el caso, para expresar su 

aprobación, rechazo, opinión, propuestas, colaboración, quejas, denuncias, recibir información y en 

general expresar su voluntad respecto de asuntos de interés general; 

 

XVII. Jefe Delegacional: al titular del órgano político administrativo de cada demarcación territorial; 

 

XVIII. Jefe de Gobierno: al titular del órgano ejecutivo local del Distrito Federal; 

 

XIX. Ley: a la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal; 

 

XX. Ley de Planeación: a la Ley de Planeación del Distrito Federal; 

 

XXI. Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente: a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente del Distrito 

Federal; 

 

XXII. Manzana: área territorial mínima de representación ciudadana; 

 

XXIII. Mecanismos de Participación Ciudadana: los instrumentos, instituciones y procesos, 

ordenados adecuadamente, que facilitan la interacción entre el gobierno con habitantes, vecinos y 

ciudadanos del Distrito Federal, en función del interés público; 

 

XXIV. Organizaciones ciudadanas: aquellas personas morales sin fines de lucro que reúnan los 

requisitos exigidos en esta Ley y a través de las cuales integrantes de los sectores de la sociedad 

ejercen colectivamente su derecho a la participación ciudadana; 

 

XXV. Popular: a lo relativo a instrumentos y mecanismos de participación ciudadana del Distrito 

Federal, que involucra a los habitantes y en su caso a los ciudadanos; 
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XXVI. Pueblo Originario: Asentamiento que con base en la identidad cultural social, étnica, poseen 

formas propias de organización y cuyo ámbito geográfico es reconocido por los propios habitantes 

como un solo pueblo y que para efectos de la elección de Comités del Pueblo el Instituto Electoral 

del Distrito Federal realiza su delimitación; 

 

XXVII. Reglamento: al Reglamento de la Ley de Participación Ciudadana; 

 

XXVIII. Representante: al representante de cada manzana; y 

 

XXIX. Tribunal: al Tribunal Electoral del Distrito Federal. 

 

Artículo 6.- Son instrumentos de Participación Ciudadana: 

 

I. Plebiscito; 

 

II. Referéndum; 

 

III. Iniciativa Popular; 

 

IV. Consulta Popular; 

 

V. Colaboración Popular; 

 

VI. Rendición de cuentas; 

 

VII. Difusión Pública; 

 

VIII. Red de Contralorías Ciudadanas; 

 

IX. Audiencia Pública; 

 

X. Recorridos del Jefe Delegacional; 

 

XI. Organizaciones Ciudadanas; y 

 

XII. Asamblea Ciudadana. 

 

XIII. Presupuesto Participativo 

 

Artículo 7.- Son Órganos de Representación Ciudadana en las colonias del Distrito Federal: 

 

I. El Comité Ciudadano; 
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II. El Consejo Ciudadano Delegacional; 

 

III. El Comité del Pueblo; y 

 

IV. El Representante de manzana. 

 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS HABITANTES, VECINOS Y CIUDADANOS DEL DISTRITO FEDERAL 

 

CAPÍTULO I 

DE LOS HABITANTES, VECINOS Y CIUDADANOS 

 

Artículo 8.- Son habitantes del Distrito Federal las personas que residan en su territorio. 

 

Artículo 9.- Se consideran vecinos de la colonia o pueblo a los habitantes que residan por más de 

seis meses en algún barrio, fraccionamiento o unidad habitacional, de los que conformen alguna de 

las dos divisiones territoriales. 

 

La calidad de vecino de la colonia o pueblo se pierde por dejar de residir por más de seis meses en 

la división territorial, excepto por motivo del desempeño de cargos públicos, de representación 

popular o comisiones de servicio que les encomiende la Federación o el Gobierno fuera de su 

territorio. 

 

Artículo 10.- Son ciudadanos del Distrito Federal, las mujeres y los varones que teniendo calidad de 

mexicanos reúnan los requisitos constitucionales y posean, además, la calidad de vecinos u 

originarios del mismo. 

 

CAPÍTULO II 

DE LOS DERECHOS Y LAS OBLIGACIONES DE LOS HABITANTES 

 

Artículo 11.- Además de los que establezcan otras leyes, los habitantes del Distrito Federal tienen 

derecho a: 

 

I. Proponer la adopción de acuerdos o la realización de actos a la Asamblea Ciudadana y al Comité 

de su colonia; a la Delegación en que residan y al Gobierno por medio de la Audiencia Pública; 

 

II. Ser informados respecto de las materias relativas al Distrito Federal sobre Leyes, Decretos y toda 

acción de gobierno de interés público; 

 

III. Recibir la prestación de servicios públicos; 
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IV. Presentar quejas y denuncias por la incorrecta prestación de servicios públicos o por 

irregularidad en la actuación de los servidores públicos en los términos de ésta y otras leyes 

aplicables; 

 

V. Emitir opinión y formular propuestas para la solución de los problemas de interés público o 

general y para el mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la comunidad, mediante 

los instrumentos de participación ciudadana previstos en esta Ley; 

 

VI. Ser informados sobre la realización de obras y servicios de la Administración Pública del Distrito 

Federal mediante la difusión pública y el derecho a la información; 

 

VII. Utilizar los bienes de uso común conforme a su naturaleza y destino; y 

 

VIII. Ser informados y tener acceso a toda la información relacionada con la realización de obras y 

servicios de la Administración Pública del Distrito Federal, las cuales serán publicadas en los sitios 

de internet de cada Delegación, y proporcionados a través de los mecanismos de información 

pública establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito 

Federal. 

 

Los preceptos contenidos en el presente artículo serán aplicables en el ejercicio del presupuesto 

participativo. 

 

Artículo 12.- Los habitantes del Distrito Federal tienen las siguientes obligaciones: 

 

I. Cumplir con las disposiciones de esta Ley; 

 

II. Ejercer los derechos que les otorga esta Ley; 

 

III. Respetar las decisiones que se adopten en las Asambleas Ciudadanas de su colonia o 

demarcación territorial; y 

 

IV. Las demás que en materia de participación ciudadana les impongan esta y otras leyes. 

 

CAPÍTULO III 

DE LOS DERECHOS Y LAS OBLIGACIONES DE LOS CIUDADANOS 

 

Artículo 13.- Los ciudadanos del Distrito Federal tienen los siguientes derechos: 

 

I. Participar con voz y voto en la Asamblea Ciudadana; 

 

II. Integrar los órganos de representación ciudadana que señala el artículo 7 de esta Ley; 
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III. Promover la participación ciudadana a través de los instrumentos que establece el Título Quinto 

de esta Ley; 

 

IV. Aprobar o rechazar mediante plebiscito los actos o decisiones del Jefe de Gobierno que a juicio 

de éste sean trascendentes para la vida pública del Distrito Federal, salvo las materias señaladas en 

el artículo 68 del Estatuto; 

 

V. Presentar iniciativas populares a la Asamblea Legislativa sobre proyectos de creación, 

modificación, derogación o abrogación de leyes respecto de las materias que sean competencia 

legislativa de la misma y en los términos de esta Ley; 

 

VI. Opinar por medio de referéndum sobre la aprobación, modificación, derogación o abrogación, de 

leyes que corresponda expedir a la Asamblea Legislativa; excluyendo las materias señaladas en el 

artículo 43 de esta Ley; 

 

VII. Ser informado de las funciones y acciones de la Administración Pública del Distrito Federal; 

 

VIII. Participar en la planeación, diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las decisiones de 

gobierno en términos de esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables; 

 

IX. Ejercer y hacer uso en los términos establecidos en esta Ley de los instrumentos, órganos y 

mecanismos de participación ciudadana; y 

 

X. Los demás que establezcan esta y otras leyes. 

 

Artículo 14.- Los derechos de los ciudadanos contenidos en esta Ley, se suspenderán en los 

términos establecidos en el artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Artículo 15.- Los ciudadanos del Distrito Federal tienen las siguientes obligaciones: 

 

I. Cumplir con las funciones de representación ciudadana que se les encomienden; 

 

II. Ejercer sus derechos; y 

 

III. Las demás que establezcan esta y otras Leyes. 

 

TÍTULO TERCERO 

DE LA CULTURA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

DE LA FORMACIÓN DE UNA CULTURA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE LOS 

CIUDADANOS, HABITANTES Y VECINOS 
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Artículo 16.- El Gobierno, los ciudadanos, habitantes y vecinos deberán promover, fomentar e 

instrumentar de manera conjunta y permanente una cultura de participación ciudadana. 

 

Artículo 17.- La cultura de participación ciudadana, se basa en los siguientes principios: 

 

I. La educación democrática; 

 

II. El respeto a los derechos humanos; 

 

III. La cultura de la constitucionalidad y legalidad; 

 

IV. El diálogo permanente, respetuoso, tolerante, constructivo y civilizado entre gobierno y 

comunidad; 

 

V. La colaboración corresponsable, constructiva y armónica entre gobierno y comunidad, para 

prevenir y resolver los problemas de interés público; y 

 

VI. La libre asociación y organización de todos los sectores de la comunidad y su participación 

democrática, representativa y legal en la vida pública del Distrito Federal. 

 

Artículo 18.- El Gobierno elaborará el Programa de la Cultura de Participación Ciudadana, conforme 

a las siguientes bases: 

 

I. Se definirán los objetivos, estrategias y acciones particulares para alcanzar el desarrollo integral y 

democrático del ciudadano, habitante y vecino; 

 

II. Se definirá la participación que corresponderá a la Asamblea Legislativa, Jefes Delegacionales, 

Instituto Electoral y Tribunal Electoral; 

 

III. Este Programa deberá propiciar la colaboración y participación activa del Gobierno con las 

autoridades referidas en la fracción anterior y los ciudadanos, habitantes y vecinos en su conjunto, 

conforme a los siguientes lineamientos: 

 

a) Se instrumentarán cursos de capacitación, talleres, conferencias, campañas informativas y 

formativas, a fin de que las personas tengan la oportunidad real de ejercer los derechos que 

establece esta Ley, sobre los siguientes temas: 

 

1. Principios de la cultura de participación ciudadana referidos en esta Ley; 

 

2. Formación para la ciudadanía; 

 

3. Mejoramiento de la calidad de vida; y 
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4. Fomento a las organizaciones ciudadanas, instrumentos de participación ciudadana y órganos de 

representación ciudadana establecidos en esta Ley. 

 

b) El Gobierno y el Instituto Electoral se coordinarán para el diseño de materiales necesarios para la 

difusión de la cultura de participación ciudadana, a fin de que a los ciudadanos, habitantes y vecinos 

se les facilite la información necesaria acerca ejercicio de los instrumentos de participación y 

organización ciudadana; 

 

c) Promover la participación de las organizaciones o asociaciones que ofrezcan, en forma 

interdisciplinaria y profesional, cursos o talleres en materia de participación ciudadana; 

 

d) El Jefe de Gobierno, por conducto de la Subsecretaría de Participación Ciudadana, tendrá la 

obligación de prestar la asesoría, el apoyo o el auxilio necesario a las personas que pretendan 

ejercitar los instrumentos de participación y organización ciudadana. Para tal efecto, diseñará e 

instrumentará mecanismos que faciliten el ejercicio pleno de los derechos de los ciudadanos y 

habitantes; 

 

e) Se evaluará objetiva, sistemática y periódicamente, el avance del Programa y los resultados de su 

ejecución, así como su incidencia en la consecución de los objetivos previstos en esta Ley; y 

 

f) Con base en las evaluaciones, el Programa se modificará y/o adicionará en la medida en que el 

Instituto Electoral lo estime necesario. 

 

Artículo 19.- El Programa de la Cultura de Participación Ciudadana deberá publicarse en Gaceta 

Oficial del Distrito Federal. El Gobierno establecerá los mecanismos para su difusión. 

 

TÍTULO CUARTO 

DE LAS AUTORIDADES 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

DE LAS AUTORIDADES EN MATERIA DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

Artículo 20.- Son autoridades en materia de participación ciudadana las siguientes: 

 

I. El Jefe de Gobierno; 

 

II. La Asamblea Legislativa; 

 

III. Los Jefes Delegacionales; 

 

IV. El Instituto Electoral; y 

 

V. El Tribunal Electoral. 
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Artículo 21.- Las autoridades del Distrito Federal, en su ámbito de competencia, están obligadas a 

garantizar el respeto de los derechos previstos en esta Ley para los habitantes, los ciudadanos y los 

vecinos del Distrito Federal. 

 

Las autoridades del Distrito Federal se abstendrán de contratar a los integrantes de los Comités, así 

como cualquier persona que tenga interés personal, familiar o de negocios, que pueda resultar 

alguna ventaja o beneficio para los integrantes del Comité, sus cónyuges o parientes consanguíneos 

hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que tenga relaciones 

profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades que formen o hayan formado 

parte. El incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, conforme 

a lo establecido en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y demás 

normatividad aplicable. 

 

Artículo 22.- Las autoridades están obligadas a promover entre los servidores públicos, cursos de 

formación y sensibilización para dar a conocer los instrumentos de participación ciudadana y los 

órganos de representación ciudadana; la cooperación y acercamiento con la ciudadanía y la cultura 

de la participación ciudadana en general, como un espacio cívico de convivencia social y de una 

mejor gobernanza. 

 

Artículo 23.- El Instituto Electoral tendrá a su cargo la organización, desarrollo y cómputo de los 

instrumentos de participación ciudadana siguientes: 

 

I. Plebiscito;  

 

II. Referéndum; 

 

III. Consulta Ciudadana; y 

 

IV .Presupuesto Participativo. 

 

Además coordinará el proceso de elección de los Consejos, Comités y de los Comités del Pueblo. 

 

Artículo 24.- Respecto a los órganos de representación ciudadana previstos en esta Ley, el Instituto 

Electoral deberá implementar un programa permanente y continuo de capacitación, educación, 

asesoría y comunicación. Asimismo, capacitará una vez al año a los integrantes de los Comités y 

Comités del Pueblo conforme a lo previsto en el Capítulo II del Título Décimo de esta Ley. 

 

Artículo 25.- El Instituto Electoral hará evaluaciones anuales del desempeño de los Comités de 

acuerdo con el informe de labores presentado por dichos Comités. Las evaluaciones se realizarán 

conforme a lo establecido en el Reglamento y en su caso, los lineamientos que emita el Instituto 

Electoral. 
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Los resultados de dichas evaluaciones serán remitidos en el mes de octubre de cada año a la 

Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa, y de ésta a la Comisión de Participación 

Ciudadana en un término de 3 días hábiles, para efectos de la asignación de los recursos a que se 

refieren los artículos 125 y 126 de esta Ley. 

 

Para la implementación de los programas y las evaluaciones señaladas en este Capítulo, el Instituto 

invitará a participar a las instituciones de educación superior, a las organizaciones ciudadanas que 

considere convenientes, a las áreas de participación ciudadana de las Delegaciones y de las 

Dependencias del Gobierno. 

 

Artículo 26.- La aplicación y ejecución de las normas contenidas en esta Ley, dentro de su 

respectivo ámbito de competencia, corresponden al: Gobierno, la Asamblea Legislativa, a través de 

su Comisión de Participación Ciudadana, Delegaciones de la Administración Pública del Distrito 

Federal, y al Tribunal Electoral del Distrito Federal, coadyuvará con el Instituto Electoral para el 

cumplimiento de lo señalado en los artículos 21 y 22 de esta Ley. 

 

Para el desempeño de sus funciones el Instituto Electoral del Distrito Federal y al Tribunal Electoral 

del Distrito Federal ejercerán aquellas atribuciones y facultades que les otorgan otras leyes, siempre 

que no se contrapongan a esta Ley. 

 

Artículo 27.- A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicará de forma supletoria lo dispuesto 

en el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, la Ley Procesal 

Electoral para el Distrito Federal y los acuerdos del Consejo General del Instituto Electoral del 

Distrito Federal dictados dentro de su competencia, así como los criterios obligatorios que dicte el 

Tribunal Electoral del Distrito Federal y a los principios generales del derecho. 

 

TÍTULO QUINTO 

DE LOS INSTRUMENTOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

CAPÍTULO I 

DEL PLEBISCITO 

 

Artículo 28.- El plebiscito es un instrumento de participación ciudadana mediante el cual el Jefe de 

Gobierno somete a consideración de los ciudadanos, para su aprobación o rechazo y de manera 

previa a su ejecución, los actos o decisiones que a su juicio sean trascendentes para la vida pública 

del Distrito Federal. 

 

Artículo 29.- Podrán solicitar al Jefe de Gobierno que convoque a plebiscito en cualquiera de los 

siguientes supuestos: 

 

I. El 0.4% de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del Distrito Federal; 

 

II. El equivalente al 10% de los Comités; y 
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III. Al menos 8 de los Consejos. 

 

Para el caso de los ciudadanos, los interesados deberán anexar a su solicitud un listado con sus 

nombres, firmas y clave de su credencial de elector cuyo cotejo realizará el Instituto Electoral, el cual 

establecerá los sistemas de registro de iniciativas, formularios y dispositivos de verificación que 

procedan. 

 

En el cotejo de los Comités, los interesados deberán adjuntar las constancias de mayoría 

correspondientes. 

 

Los Consejos deberán presentar el acta en la que acordaron presentar la solicitud. 

 

Cuando el plebiscito sea solicitado en las hipótesis anteriores, los solicitantes deberán nombrar un 

Comité promotor integrado por cinco ciudadanos. 

 

Artículo 30.- Toda solicitud de plebiscito deberá contener, por lo menos: 

 

I. El acto de gobierno que se pretende someter a plebiscito, así como el órgano u órganos de la 

administración que lo aplicarán en caso de ser aprobado; 

 

II. La exposición de los motivos y razones por las cuales el acto se considera de importancia para el 

Distrito Federal y por las cuales debe someterse a plebiscito; 

 

III. Cuando sea presentada por los ciudadanos, Comités o Consejos Ciudadanos, el Jefe de 

Gobierno solicitará la certificación al Instituto Electoral de que se cumplieron con los requisitos de 

procedencia de la solicitud; 

 

IV. Los nombres de los integrantes del Comité promotor; así como un domicilio para oír y recibir 

notificaciones; y 

 

V. En los procesos de plebiscito solo podrán participar los ciudadanos del Distrito Federal que 

cuenten con credencial de elector expedida por lo menos 60 días antes del día de la consulta y que 

se hallen registrados en la lista nominal de electores del Distrito Federal. Ningún servidor público 

podrá intervenir en este proceso, solo podrá hacerlo para participar a título de ciudadano. Asimismo, 

a menos que tenga una función conferida para tal efecto, su intervención deberá constreñirse a los 

principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y equidad a que se refiere 

el artículo 3 del Código. 

 

En caso contrario, a dicho servidor público deberá iniciársele el correspondiente procedimiento 

disciplinario por infringir el artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de Servidores 

Públicos, ya sea de oficio o a petición de parte, ante la Contraloría General del Gobierno, en caso de 
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pertenecer a la Administración Pública Local o ante la Secretaría de la Función Pública Federal, en 

caso de tratarse de un servidor público del Gobierno Federal. 

 

Artículo 31.- El Jefe de Gobierno deberá analizar la solicitud presentada en un plazo de 60 días 

naturales, y podrá, en su caso: 

 

I. Aprobarla en sus términos, dándole trámite para que se someta a plebiscito; 

 

II. Proponer modificaciones técnicas al texto de la propuesta, sin alterar la sustancia de la misma e 

informar de ello al Comité promotor; y 

 

III. Rechazarla en caso de ser improcedente por violentar ordenamientos locales o federales. 

 

En caso de no haber determinación escrita de la autoridad en el plazo indicado, se considerará 

aprobada la solicitud. 

 

El Jefe de Gobierno hará la convocatoria respectiva y el Instituto Electoral le dará trámite de 

inmediato. 

 

Artículo 32.- El plebiscito se realizará conforme a lo que establece el artículo 68 del Estatuto, esta 

Ley, el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 33.- El Jefe de Gobierno podrá auxiliarse de los órganos locales de gobierno, instituciones 

de educación superior o de organismos sociales y civiles relacionados con la materia de que trate el 

Plebiscito para la elaboración de las preguntas. 

 

En el caso de que el plebiscito haya surgido de la iniciativa ciudadana o de los órganos de 

representación ciudadana facultados para ello, el Instituto Electoral respetará la redacción del texto 

del acto de gobierno y de su exposición de motivos tal y como hayan sido aprobados por el Jefe de 

Gobierno. 

 

El Instituto Electoral deberá emitir opinión de carácter técnico sobre el diseño de las preguntas. 

 

Artículo 34.- En los procesos de plebiscito, sólo podrán participar los ciudadanos del Distrito Federal 

que cuenten con credencial de elector, expedida por lo menos sesenta días antes al día del 

plebiscito, y que se encuentren registrados en la lista nominal de electores del Distrito Federal. 

 

Artículo 35.- El Instituto Electoral desarrollará los trabajos de organización, desarrollo del plebiscito 

y cómputo respectivo; garantizará la equitativa difusión de las opciones que se presenten a la 

ciudadanía. Asimismo declarará los efectos del plebiscito de conformidad con lo señalado en la 

convocatoria y la Ley. 
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Los resultados y la declaración de los efectos del plebiscito se publicarán en la Gaceta Oficial del 

Distrito Federal, y en al menos uno de los diarios de mayor circulación. 

 

CAPÍTULO II 

DEL REFERÉNDUM 

 

Artículo 36.- El referéndum es un instrumento de participación directa mediante el cual la 

ciudadanía manifiesta su aprobación o rechazo sobre la creación, modificación, derogación o 

abrogación de leyes propias de la competencia de la Asamblea Legislativa. 

 

Artículo 37.- Es facultad exclusiva de la Asamblea Legislativa decidir por acuerdo de las dos 

terceras partes de sus integrantes si somete o no a referéndum la creación, modificación, derogación 

o abrogación de leyes. 

 

Artículo 38.- La realización del referéndum estará sujeta a las siguientes reglas: 

 

I. Podrán solicitar a la Asamblea Legislativa la realización del referéndum uno o varios Diputados a la 

Asamblea. La solicitud de los legisladores se podrá presentar en cualquier momento del proceso 

legislativo, pero siempre antes de la aprobación de la ley o decreto, y 

 

II. También podrán solicitar a la Asamblea Legislativa la realización del referéndum en cualquiera de 

los siguientes supuestos: 

 

a) El 0.4% de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del Distrito Federal; 

 

b) El equivalente al 10% de los Comités; y 

 

c) Al menos 8 de los Consejos. 

 

Para el caso de los ciudadanos los interesados deberán anexar a su solicitud un listado con sus 

nombres, firmas y clave de su credencial de elector cuyo cotejo realizará el Instituto Electoral, el cual 

establecerá los sistemas de registro de iniciativas, formularios y dispositivos de verificación que 

procedan. 

 

En el cotejo de los Comités los interesados deberán adjuntar las constancias de mayoría 

correspondientes. 

 

Los Consejos deberán presentar el acta en la que acordaron presentar la solicitud. 

 

Cualquiera de éstos deberá nombrar un Comité promotor integrado por cinco ciudadanos. La 

solicitud podrá presentarse en cualquier momento del proceso legislativo, siempre y cuando sea 

antes de la aprobación de la ley o decreto. 
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Artículo 39.- La solicitud a que se refiere el artículo anterior deberá contener por lo menos: 

 

I. La indicación precisa de la ley o decreto o, en su caso, del o de los artículos que se proponen 

someter a referéndum; 

 

II. Las razones por las cuales el acto, ordenamiento o parte de su articulado deben someterse a la 

consideración de la ciudadanía, previa a la entrada en vigor del acto legislativo; 

 

III. Nombre, firma y clave de credencial de elector de los solicitantes; 

 

IV. Nombre y domicilio de los integrantes del Comité promotor; y 

 

V. Cuando sea presentada por los ciudadanos o los órganos de representación ciudadana facultados 

para ello, el Instituto Electoral deberá certificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia. 

 

Ningún servidor público podrá intervenir en este proceso, sólo podrá hacerlo para participar a título 

de ciudadano. Así mismo a menos que tenga una función conferida para tal efecto, su intervención 

deberá constreñirse a sus atribuciones. 

 

Artículo 40.- Una vez que se cercioren del cumplimiento de los requisitos de procedencia del 

referéndum, las comisiones de la Asamblea Legislativa respectivas harán la calificación de dicha 

propuesta, presentando su dictamen al Pleno, el cual podrá ser aprobado, modificado o rechazado. 

 

En caso de que la solicitud de referéndum sea modificada o rechazada, la Asamblea Legislativa 

enviará una respuesta por escrito, fundada y motivada, al Comité promotor. 

 

Artículo 41.- El procedimiento de referéndum deberá iniciarse por medio de la convocatoria que 

expida la Asamblea Legislativa en conjunto con el Instituto a través del Consejo General, misma que 

se publicará en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en al menos dos de los principales diarios de la 

Ciudad de México y en los medios de comunicación electrónicos que se consideren convenientes; 

en el término de treinta días naturales antes de la fecha de realización del mismo y, contendrá:  

 

I. La fecha en que habrá de realizarse la votación; 

 

II. El formato mediante al cual se consultará a las y los ciudadanos; 

 

III. La indicación precisa del ordenamiento, el o los artículos que se propone someter a referéndum; 

 

IV. El texto del ordenamiento legal que se pretende aprobar, modificar, reformar, derogar, o abrogar, 

para el conocimiento previo de los ciudadanos; y 

 

V. La presentación de los argumentos a favor y en contra de la ley o decreto sometidos a 

referéndum. 
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Artículo 42.- El Instituto, es el responsable de la organización y desarrollo del proceso de 

referéndum, así como la autoridad competente para calificar su procedencia y eficacia, efectuar el 

cómputo de los resultados y ordenar, en su caso, los actos necesarios en los términos de esta Ley. 

 

Artículo 43.- No podrán someterse a referéndum aquellas leyes o artículos que traten sobre las 

siguientes materias: 

 

I. Tributaria, fiscal o de egresos del Distrito Federal; 

 

II. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal; 

 

III. Regulación interna de la Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; 

 

IV. Regulación interna de los órganos de la función judicial del Distrito Federal; y 

 

V. Las demás que determinen las leyes. 

 

Artículo 44.- En el año en que tengan verificativo elecciones de representantes populares, no podrá 

realizarse procedimiento de referéndum alguno durante el proceso electoral, ni durante los sesenta 

días posteriores a su conclusión. No podrá realizarse más de un procedimiento de referéndum en el 

mismo año. 

 

Artículo 45.- En los procesos de referéndum sólo podrán participar los ciudadanos del Distrito 

Federal que cuenten con credencial de elector, expedida por lo menos sesenta días antes al día de 

la consulta, y que se encuentren registrados en la lista nominal de electores del Distrito Federal. 

 

El Instituto Electoral desarrollará los trabajos de organización del referéndum, el cómputo de los 

resultados anotados en las actas de cómputo y remitirá los resultados definitivos a la Asamblea 

Legislativa, ordenando su publicación en la Gaceta Oficial, en los diarios de mayor circulación de la 

entidad y en los medios electrónicos que se consideren necesarios. 

 

Artículo 46.- Los resultados del referéndum tendrán carácter vinculatorio para la Asamblea 

Legislativa, cuando una de las opciones obtenga la mayoría de la votación válidamente emitida y 

corresponda cuando menos a la décima parte del total de los ciudadanos inscritos en la lista nominal 

de electores del Distrito Federal. 

 

Artículo 47.- Cuando el resultado del referéndum no alcance los porcentajes requeridos para tener 

el carácter de vinculatorio, será solamente como elemento de valoración para la autoridad 

convocante. 

 

Los resultados del referéndum se publicarán en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en al menos 

uno de los diarios de mayor circulación. 
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Artículo 48.- Las controversias que se generen en cualquiera de las etapas del referéndum serán 

resueltas por el Tribunal Electoral del Distrito Federal de conformidad con las reglas previstas en la 

Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

 

CAPÍTULO III 

DISPOSICIONES COMUNES A LOS PROCESOS DE PLEBISCITO Y REFERÉNDUM 

 

SECCIÓN PRIMERA 

DE LA ORGANIZACIÓN 

 

Artículo 49.- El Instituto, según las necesidades del proceso, su naturaleza y el ámbito 

territorial de su aplicación, en su caso, establecerá la estructura requerida para su 

realización, previo acuerdo del Consejo General. 

 

El proceso de plebiscito y referéndum se realizará conforme a lo establecido en la presente 

Ley, su Reglamento y el Código. 

 

Artículo 50.- El Instituto desarrollará los trabajos de organización, consulta, cómputo 

respectivo, y declaración de validez de los resultados. Estos últimos los remitirá al órgano o 

autoridad competente cuando adquieran el carácter de definitivos. 

 

Artículo 51.- Los procesos de plebiscito y referéndum se componen de las siguientes 

etapas: 

 

I. Preparación: comprende desde la publicación del Acuerdo donde se declare la 

procedencia del proceso de que se trate y concluye al iniciarse la jornada de consulta; 

 

II. Jornada de consulta: inicia el día de la votación y concluye con la clausura de casillas; 

 

III. Cómputos y calificación de resultados: inicia con la remisión de los expedientes 

electorales al Consejo General y concluye con los cómputos de la votación; y 

 

IV. Declaración de los efectos: comprende desde los resultados y concluye con la 

notificación de los mismos a la autoridad. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

GENERALIDADES DEL PROCESO 

 

Artículo 52.- El proceso de plebiscito o de referéndum se inicia con la publicación en La 

Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
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Artículo 53.- En el proceso de plebiscito o de referéndum, se deberá aplicar en lo 

conducente, las disposiciones relativas a los observadores electorales, a la integración de las 

Mesas Directivas de Casilla, instalación y apertura de las mismas, votación, escrutinio, 

cómputo y clausura de la casilla, contenidas en la Código de Instituciones y Procedimientos 

Electorales del Distrito Federal y la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

 

Artículo 54.- El Instituto Electoral, a través de su órgano directivo, preparará el proyecto para 

la realización de los procesos de plebiscito o de referéndum, para ser aprobado por el 

Consejo General. 

 

Dicho proyecto podrá contemplar la utilización de nuevas tecnologías para su organización 

y votación, incluyendo la urna electrónica, el voto electrónico y la instalación de centros de 

votación. 

 

La instrumentación de la tecnología sólo podrá ser autorizada siempre y cuando 

garantice la autenticidad y el secreto del voto conforme a lo dispuesto en Código de 

Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal y la Ley Procesal Electoral 

para el Distrito Federal. 

 

Artículo 55.- Para las consultas que se celebren con motivo de los procesos de 

plebiscito o referéndum, no se aplicarán las disposiciones relativas al régimen de los partidos 

políticos que establece el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito 

Federal y la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

 

Artículo 56.- El Instituto Electoral difundirá a los ciudadanos los argumentos en favor y en 

contra, del acto o, de la norma objeto de consulta. Dentro de las actividades de divulgación 

que desarrolle, podrá contemplar la difusión en medios masivos de comunicación y, la 

organización y celebración de debates cuando lo considere conveniente. Lo anterior sin 

perjuicio de la divulgación que lleven a cabo los promoventes y las autoridades cuyo acto o 

norma sea objeto de consulta. 

 

Artículo 57.- Si durante el transcurso de la campaña de divulgación, la celebración de la 

consulta pudiere constituir desorden público o, se observare un ambiente de intimidación 

para los votantes, el Instituto Electoral, podrá suspender la realización de la consulta. 

 

Artículo 58.- Una vez efectuado el cómputo correspondiente, el Consejo General del 

Instituto Electoral dará el resultado final de la votación en los procesos de plebiscito o  de  

referéndum.  
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Artículo 59.- Los actos o resoluciones del Instituto Electoral dictados con motivo del plebiscito o 

del referéndum podrán ser impugnados ante el Tribunal Electoral del Distrito Federal de conformidad 

con lo establecido en la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

 

La interposición de los medios de impugnación se realizará conforme a lo establecido en la Ley 

Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LA INICIATIVA POPULAR 

 

Artículo 60.- La iniciativa popular es un instrumento mediante el cual los ciudadanos del Distrito 

Federal y los órganos de representación ciudadana a que hace referencia el artículo 7 de esta Ley, 

presentan a la Asamblea Legislativa proyectos de creación, modificación, reforma, derogación o 

abrogación de leyes y/o decretos propios del ámbito de su competencia. 

 

Artículo 61.- No podrán ser objeto de iniciativa popular las siguientes materias: 

 

I. Tributaria, fiscal o de egresos del Distrito Federal; 

 

II. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal; 

 

III. Regulación interna de la Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; 

 

IV. Regulación interna de los órganos encargados de la función judicial del Distrito Federal; y 

 

V. Las demás que determinen las leyes. 

 

Artículo 62.- Para que una iniciativa popular pueda ser admitida para su estudio, dictamen y 

votación por la Asamblea Legislativa se requiere: 

 

I. Escrito de presentación de iniciativa popular dirigido a la Asamblea Legislativa; 

 

II. Presentación de los nombres, firmas y claves de las credenciales de elector de un mínimo del 

0.4% de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del Distrito Federal; 

 

En caso de ser solicitada por el 10% de los Comités, deberán adjuntar las constancias de mayoría 

correspondientes. 

 

Para el caso de que sea solicitado por ocho Consejos, deberán presentar el acta en la que 

acordaron presentar la solicitud. 

 

En las tres hipótesis los promoventes deberán nombrar a un Comité promotor integrado por cinco 

personas que funjan como representantes comunes de la iniciativa; 
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III. Presentación de una exposición de motivos que señale las razones y fundamentos de la 

iniciativa; y 

 

IV. Presentación de un articulado que cumpla con los principios básicos de técnica jurídica. Estos 

requisitos serán verificados por la Comisión Especial que se nombre de acuerdo al artículo siguiente. 

 

Cuando la iniciativa popular se refiera a materias que no sean de la competencia de la Asamblea 

Legislativa, la Comisión o el Pleno podrán dar curso aunque el resultado del análisis, dictamen y 

votación sea sólo una declaración o una excitativa a las autoridades competentes. 

 

Artículo 63.- Una vez presentada la iniciativa popular ante la Mesa Directiva de la Asamblea 

Legislativa o en sus recesos ante la Comisión de Gobierno, se hará del conocimiento del Pleno o en 

su defecto de la Diputación Permanente y se turnará a una Comisión Especial, integrada por los 

Diputados de las Comisiones competentes en la materia de la propuesta. 

 

Artículo 64.- La Comisión Especial verificará el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el 

artículo 78, en caso de que no se cumplan desechará la iniciativa presentada. 

 

La Comisión Especial deberá decidir sobre la admisión o rechazo de la iniciativa dentro de los 15 

días hábiles siguientes a la fecha de su presentación. 

 

Artículo 65.- La Asamblea Legislativa deberá informar por escrito al Comité promotor de la iniciativa 

popular sobre el dictamen de la misma, señalando las causas y fundamentos jurídicos en los que se 

basa la decisión. Esta decisión se publicará en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en al menos 

uno de los diarios de mayor circulación de la Ciudad. 

 

Artículo 66.- Una vez declarada la admisión de la iniciativa popular se someterá al proceso 

legislativo que señala la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa, debiendo ser analizada, 

dictaminada y votada, de manera preferente al resto de las iniciativas, en el mismo período de 

sesiones en el que fue presentada. 

 

Artículo 67.- No se admitirá iniciativa popular alguna que haya sido declarada improcedente o 

rechazada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

 

CAPÍTULO V 

DE LA CONSULTA POPULAR 

 

Artículo 68.- La consulta popular es el instrumento a través del cual el Jefe de Gobierno, la 

Asamblea Legislativa, los Jefes Delegacionales, las Asambleas Ciudadanas, los Comités, la 

Autoridad Tradicional en coordinación con el Comité del Pueblo y los Consejos, por sí o en 

colaboración, someten a consideración de los habitantes, por medio de preguntas directas, foros o 
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algún otro instrumento de consulta, cualquier tema que tenga impacto trascendental en los distintos 

ámbitos temáticos y territoriales en el Distrito Federal. 

 

La consulta popular puede ser realizada en dos modalidades: 

 

I. Consulta vinculante, en la cual el resultado será obligatorio para las autoridades competentes si 
emiten su voto al menos el cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral del Distrito Federal o de la delegación, delegaciones, colonia o barrio sobre las cuales 
se realice la consulta. 
 

II. Consulta no vinculante, en la cual los resultados de la consulta popular serán elementos de 
juicio para el ejercicio de las funciones de la autoridad competente. 

 

No podrán ser objeto de consulta popular, ya sean vinculantes o no, las restricciones de los 

derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 

Tratados Internacionales suscritos por nuestro país, la materia electoral, los ingresos y gastos del 

Gobierno del Distrito Federal, del Gobierno Federal, temas de Seguridad Pública y Seguridad 

Nacional, así como la organización, funcionamiento y disciplina de los cuerpos de seguridad pública 

y fuerzas armadas.  

 

Artículo 69.- La consulta popular podrá ser dirigida a: 

 

I. Los habitantes del Distrito Federal; 

 

II. Los habitantes de una o varias Delegaciones; 

 

III. Los habitantes de una o varias colonias; 

 

IV. Los habitantes en cualquiera de los ámbitos territoriales antes mencionados, organizados por su 

actividad económica, profesional, u otra razón (sectores sindical, cooperativista, ejidal, comunal, 

agrario, agrícola, productivo, industrial, comercial, prestación de servicios, etc.); y 

 

V. Asambleas ciudadanas, Comités de una o varias colonias o Delegaciones y al Consejo. 

 

Artículo 70.- La consulta popular podrá ser convocada por el Jefe de Gobierno, la Asamblea 

Legislativa, los Jefes Delegacionales de las demarcaciones correspondientes, las Asambleas 

Ciudadanas, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Comité del Pueblo, los Comités y los 

Consejos, de manera individual o conjunta; así como por los ciudadanos en un número equivalente 

al dos por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores que podrán participar en la consulta. 

 

Los posibles convocantes estarán sujetos a los siguientes porcentajes: 

 

I. Asamblea Legislativa, a solicitud del equivalente de al menos el treinta y tres por ciento de los 
integrantes del órgano legislativo y la consulta versará sobre cualquier tema que tenga impacto 
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trascendental en los distintos ámbitos temáticos y territoriales en el Distrito Federal. 
 

II. Ciudadanos, a solicitud del equivalente de al menos el dos por ciento de los inscritos en la lista 
nominal de electores que podrán participar en la consulta correspondientes al ámbito territorial 
donde se someta consulta popular. 

 
III. Para el caso del Jefe de Gobierno o los Jefes Delegacionales, bastará que presenten su 

solicitud por escrito al Instituto Electoral. Los Jefes Delegacionales sólo podrán presentar 
solicitud de consultas respecto a las delegaciones que gobiernen. 

 

El Instituto Electoral es la autoridad facultada para verificar los requisitos señalados en el Apartado A 

de este artículo, los porcentajes establecidos en este artículo y para emitir la convocatoria, 

organización, desarrollo y vigilancia del proceso de celebración de la consulta, así como el cómputo 

del resultado. 

 

Apartado A.  Requisitos de las consultas populares ante el Instituto Electoral 

 

Toda solicitud de consulta popular deberá presentarse ante el Instituto Electoral y deberá contener 

por lo menos: 

 

I. Nombre y firma del solicitante o solicitantes. En el caso de que sea una petición de ciudadanos, 
deberá entregarse un anexo que contengan los nombres completos y firma, así como la clave 
de elector y copia de la credencial para votar con fotografía vigente que represente al menos el 
dos por ciento de los electores de la Lista Nominal que podrán participar en la consulta; 

II. El asunto o tema de impacto trascendental, que se pretende someter a consulta, así como el 
órgano u órganos de la administración que aplicarán los resultados; 

III. La exposición de los motivos y razones por las cuales el asunto o tema de se considera de 
impacto trascendental, en su ámbito territorial o para el Distrito Federal, y por las cuales debe 
someterse a consulta; 

IV. Establecer la naturaleza de la consulta como vinculante o no vinculante, y la justificación de 
dicha opción;  

V. La propuesta de pregunta, la cual deberá ser elaborada sin contenidos tendenciosos o juicios 
de valor y formulada de tal manera que produzca una respuesta categórica en sentido positivo o 
negativo; 

VI. Nombre completo y domicilio de el o los representantes para recibir notificaciones y;  
VII. En los procesos de la consulta solo podrán participar los ciudadanos del Distrito Federal que 

cuenten con credencial de elector y que aparezcan en la Lista nominal.  
 

Ningún servidor público podrá intervenir en este proceso, solo podrán hacerlo para participar a título 

de ciudadano. Asimismo, a menos que tenga una función conferida para tal efecto, su intervención 

deberá constreñirse a los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y 

equidad a que se refiere el artículo 2 del Código Electoral del Distrito Federal.  En caso contrario, a 

dicho servidor público deberá iniciársele el correspondiente procedimiento disciplinario por infringir el 

artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de Servidores Públicos, ya sea de oficio o a 

petición de parte, ante la Contraloría General del Gobierno del Distrito Federal, en caso de 
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pertenecer a la Administración Pública Local o ante la Secretaría de la Función Pública Federal, en 

caso de tratarse de un servidor público del Gobierno Federal. 

 

Artículo 71.- El Instituto Electoral tendrá a su cargo la organización, desarrollo, cómputo y 

declaración de resultados de la consulta popular.  

 

Se podrán realizar consultas populares ciudadanas en el periodo de elecciones de los órganos de 

representación ciudadana establecidos en esta Ley. 

 

Artículo 72.- La convocatoria para la consulta popular deberá expedirse por el Instituto Electoral por 

lo menos cuarenta y cinco días naturales antes de la fecha de su realización misma que se publicará 

en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y colocarse en los lugares de mayor afluencia de habitantes 

estableciendo lugar, fecha y modo de realización de la misma. 

 

Para el cómputo de los resultados de las consultas populares, sean o no vinculantes, se estará al 

menos a lo siguiente:  

 
a) Si se realizan en una fecha en la que no se hubiera realizado alguna jornada electoral, ya 

sea ésta federal o local, el cómputo de los votos iniciará en la o las juntas distritales el 
miércoles inmediato siguiente a la celebración del mismo. 
 

b) Si se realiza en una fecha en la que se hubiera realizado alguna jornada electoral, ya sea 
ésta federal o local, el cómputo de los votos iniciará en la o las juntas distritales el segundo 
miércoles inmediato siguiente a la celebración de la jornada electoral. 
 

c) En caso que la diferencia de los resultados de las Consultas populares vinculantes sea igual 
o menor al uno por ciento, procederá el recuento total a petición de cualquier interesado.  

 

Artículo 73.- Para que la Consulta Popular sea vinculante, deberán participar al menos el cuarenta 

por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores, ya sea del Distrito Federal, o 

de la delegación, o colonia, o barrio o del ámbito territorial sobre el cual se hubiera realizado la 

consulta y obligará a la autoridad convocante a respetarlo y acatarlo, y se difundirán en el ámbito en 

que haya sido realizada, en un plazo no mayor de treinta días naturales contados a partir de su 

celebración. 

 

Los resultados de la consulta popular se publicarán en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y se 

difundirán en el ámbito en que haya sido realizada, en un plazo no mayor de diez días naturales 

contados a partir de su celebración.  Si la consulta popular tiene impacto en todo el Distrito Federal, 

en adición a la publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, deberá publicarse en al menos 

uno de los diarios de mayor circulación, en un plazo no mayor de treinta días naturales contados a 

partir de su celebración. 
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Lo resuelto en la Consulta Popular vinculante tendrá validez por tres años contados a partir de la 

celebración de la misma, salvo que en menor periodo se realice nueva consulta sobre el mismo tema 

que modifique los resultados.  

 

Artículo 74.- La autoridad convocante deberá informar, a más tardar sesenta días luego de 

publicados sus resultados, acerca del modo en que el ejercicio de sus funciones fue afectado por los 

resultados de la misma. Lo anterior se hará por medio de la Gaceta Oficial del Distrito Federal, los 

diarios de mayor circulación de la Ciudad, los medios masivos de comunicación, los medios 

electrónicos oficiales de la autoridad convocante u otros mecanismos. 

 

Cuando se trate de una consulta con carácter vinculante, la autoridad competente ejecutará el 

resultado de la misma y deberá informar, a más tardar treinta días naturales después de la 

publicación de los resultados, sobre las acciones que realizó para su cumplimiento.   

 

En el caso de que se trate de una consulta no vinculante, la autoridad competente deberá difundir, a 

más tardar sesenta días naturales después de la publicación de los resultados, la motivación y 

fundamentación de sus decisiones, conforme a la opinión expresada en la consulta. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LA COLABORACIÓN POPULAR 

 

Artículo 75.- Los habitantes del Distrito Federal, los Comités, los Consejos, los Comités del Pueblo y 

las organizaciones ciudadanas podrán colaborar con las Dependencias y Delegaciones de la 

Administración Pública del Distrito Federal, en la ejecución de una obra o la prestación de un servicio 

público, colectivo o comunitario, aportando para su realización recursos económicos, materiales o 

trabajo personal. 

 

Artículo 76.- Toda solicitud de colaboración deberá presentarse por escrito y firmada por el o los 

habitantes solicitantes, por los integrantes del Comité, Comités del Pueblo, los Consejos, y por los 

representantes de las organizaciones ciudadanas, señalando su nombre y domicilio. En el escrito 

señalarán la aportación que se ofrece o bien las tareas que se proponen aportar. 

 

Artículo 77.- Las Dependencias y Delegaciones de la Administración Pública del Distrito Federal 

resolverán si procede aceptar la colaboración ofrecida y, de acuerdo a su disponibilidad financiera o 

capacidad operativa, concurrirán a ella con recursos presupuestarios para coadyuvar en la ejecución 

de los trabajos que se realicen por colaboración. En todo caso, cuando se trate de la aplicación de 

recursos públicos bajo la hipótesis prevista en los artículos 125 y 126 de esta Ley, la autoridad 

fomentará y procurará que el ejercicio de dichos recursos se haga bajo el esquema previsto por este 

instrumento de participación ciudadana. 

 

La autoridad tendrá un plazo no mayor de 15 días naturales para aceptar, rechazar o proponer 

cambios respecto de la colaboración ofrecida. En cualquiera de las tres hipótesis anteriores, la 

autoridad deberá fundamentar y motivar su resolución. 
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CAPÍTULO VII 

DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS 

 

Artículo 78.- Los habitantes de la Ciudad tienen el derecho de recibir de las autoridades señaladas 

en las fracciones I a III del artículo 20 de esta Ley, los informes generales y específicos acerca de la 

gestión de éstas y, a partir de ellos, evaluar la actuación de sus servidores públicos. Asimismo, las 

autoridades locales del gobierno rendirán informes por lo menos una vez al año y al final de su 

gestión para efectos de evaluación sobre su desempeño por parte de los habitantes del Distrito 

Federal. 

 

Cuando se trate de la aplicación de los recursos públicos establecidos en los artículos 125 y 126 de 

la presente ley, los órganos político administrativos deberán enviar a cada Comité y Comité del 

Pueblo a través de su coordinador, un informe  pormenorizado sobre el ejercicio del presupuesto 

participativo, el cual deberá ser enviado en un plazo no mayor a treinta días naturales posterior a su 

ejecución. 

 

Los informes generales y específicos a que se refiere este artículo se harán del conocimiento del 

Consejo y de los Comités. 

 

Artículo 79.- Si de la evaluación que hagan los ciudadanos, por sí o a través de las Asambleas 

Ciudadanas, se presume la comisión de algún delito o irregularidad administrativa la harán del 

conocimiento de las autoridades competentes. De igual manera se procederá en caso de que las 

autoridades omitan el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo anterior. 

 

Artículo 80- El Jefe de Gobierno, los diputados integrantes de la Asamblea Legislativa y los Jefes 

Delegacionales están obligados a rendir informes generales y específicos sobre su gestión. 

 

Los informes generales se rendirán en forma anual, constarán por escrito y serán entregados a los 

Comités a más tardar en la primera quincena de febrero de cada año y corresponderán al año fiscal 

inmediato anterior. 

 

Artículo 81.- Los informes específicos constarán por escrito y serán presentados por las autoridades 

a los Comités cuando consideren que la trascendencia de un tema o asunto así lo ameriten, o 

cuando medie solicitud por escrito de algún o algunos Comités. En este último caso la solicitud debe 

ser aprobada por el pleno del o de los Comités. La autoridad contará con un plazo de 30 días 

naturales para enviar el informe específico al Comité o Comités solicitantes. 

 

La omisión en lo preceptuado en el presente artículo será hecha del conocimiento de la Contraloría 

General del Distrito Federal y sancionada en términos de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos. 
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CAPÍTULO VIII 

DE LA DIFUSIÓN PÚBLICA 

 

Artículo 82.- El Jefe de Gobierno, las Dependencias, la Asamblea Legislativa y los Jefes 

Delegacionales están obligados a establecer un programa semestral de difusión pública acerca de 

las acciones y funciones a su cargo en los términos de este Capítulo y de acuerdo a los artículos 6 y 

320 del Código. 

 

Artículo 83.- El programa semestral de difusión pública será aprobado por el Jefe de Gobierno, 

tomando en cuenta las opiniones de los Jefes Delegacionales, los Consejos, los Comités del Pueblo 

y los Comités, y contendrá información sobre los planes, programas, proyectos y acciones a cargo 

de la Administración Pública. 

 

En ningún caso los recursos presupuestarios se utilizarán con fines de promoción de imagen de 

servidores públicos, partidos políticos o integrantes a puestos de elección popular. 

 

Artículo 84.- En las obras que impliquen a más de una demarcación territorial, así como las que 

sean del interés de toda la Ciudad, la difusión estará a cargo de las Dependencias de la 

Administración Pública del Distrito Federal. 

 

Artículo 85.- Las comunicaciones que emitan las autoridades administrativas conforme a este 

Capítulo, no tendrán efectos de notificación para ningún procedimiento administrativo o judicial. 

 

Artículo 86.- La difusión se hará vía los Comités y Consejos, a través de los medios informativos 

que permitan a los habitantes de la demarcación territorial tener acceso a la información respectiva. 

Esta disposición también aplicará para cuando se trate de obras o actos que pudieran afectar el 

normal desarrollo de las actividades en una zona determinada o de quienes circulen por la misma. 

 

CAPÍTULO IX 

DE LA RED DE CONTRALORÍAS CIUDADANAS 

 

Artículo 87.- La red de contralorías ciudadanas es el instrumento de participación por el que los 

ciudadanos en general, los integrantes de los Comités, Comités del Pueblo en coadyuvancia con la 

autoridad tradicional, de los Consejos y de las organizaciones ciudadanas, voluntaria e 

individualmente, asumen el compromiso de colaborar de manera honorífica con la Administración 

Pública del Distrito Federal, para vigilar, supervisar y garantizar la transparencia, eficacia y eficiencia 

del gasto público, de acuerdo al artículo 112 fracción II del Reglamento Interior de la Administración 

Pública del Distrito Federal. 
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Artículo 88.- Los ciudadanos que participen en la red de contralorías ciudadanas, tendrán el 

carácter de contralores ciudadanos y serán acreditados por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 

 

Artículo 89.- Los contralores ciudadanos estarán organizados e integrados, para los efectos de esta 

Ley, en la red de contralorías ciudadanas, de acuerdo a los lineamientos establecidos en el 

Programa de Contraloría Ciudadana de la Contraloría General, y sus acciones serán coordinadas y 

supervisadas por ésta. 

 

Artículo 90.- La Contraloría General designará dos contralores ciudadanos por cada órgano 

colegiado existente en la Administración Pública, quienes durarán en su encargo dos años. La 

Contraloría General del Distrito Federal convocará a los Comités, a los Consejos, a la ciudadanía, a 

las organizaciones ciudadanas y a las instituciones académicas y profesionales, a presentar 

propuestas de integrantes a Contralores Ciudadanos. 

 

Al término de su encargo y en tanto no se designe a los nuevos, los contralores permanecerán en 

funciones. 

 

Artículo 91.- Los ciudadanos, los Comités, los Consejos y las organizaciones ciudadanas podrán 

instar a la Contraloría General para que emita las convocatorias y realice las designaciones 

respectivas, en caso de que ésta sea omisa. 

 

Artículo 92.- Son derechos de los contralores ciudadanos: 

 

I. Integrar la red de contralorías ciudadanas y participar en sus grupos de trabajo; 

 

II. Recibir formación, capacitación, información y asesoría para el desempeño de su encargo; 

 

III. Ser convocados a las sesiones de los órganos colegiados en que hayan sido designados; 

 

IV. Participar con voz y voto en las decisiones de los órganos colegiados de la Administración 

Pública del Distrito Federal; y 

 

V. En caso de tener conocimiento de actos que contravengan las normas que rigen la administración 

o de actos que afecten el presupuesto, hacer las denuncias ante las autoridades correspondientes. 

 

Artículo 93.- Son obligaciones de los contralores ciudadanos: 

 

I. Asistir puntualmente a las sesiones ordinarias y extraordinarias del órgano colegiado en el que 

hayan sido asignados; 

 

II. Conducirse con respeto y veracidad durante las sesiones del órgano colegiado y al expresar sus 

puntos de vista, sugerencias o propuestas sobre los asuntos tratados; 
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III. Vigilar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales aplicables en los 

casos que tenga conocimiento por motivo de su encargo; 

 

IV. Emitir su voto en los asuntos que se presenten durante las sesiones del órgano colegiado; 

 

V. Conocer de la adquisición de bienes y servicios por parte de la Administración Pública del Distrito 

Federal, supervisar obras y servicios públicos y evaluar el cumplimiento de los programas 

gubernamentales; y 

 

VI. Las demás que expresamente se le asignen a través del Programa de Contraloría Ciudadana de 

la Contraloría General. 

 

Artículo 94.- Los interesados en el Programa de Contraloría Ciudadana de la Contraloría General 

deberán cubrir los siguientes requisitos y demás disposiciones que considere la Contraloría General: 

 

I. Ser mexicano por nacimiento o naturalización, residente en el Distrito Federal; 

 

II. Contar con una edad mínima de 18 años; 

 

III. Tener estudios mínimos de educación básica: primaria o secundaria; 

 

IV. Residir en la Localidad o Comunidad en la que desea participar; 

 

V. Participar en la entrevista de selección que llevará a cabo la Dirección General de Contralorías 

Ciudadanas, dependiente de la Contraloría General;  

 

VI. Acreditar el programa de capacitación que será coordinado por la Dirección General de 

Contralorías Ciudadanas dependiente de la Contraloría General; 

 

VII. No estar sujeto a proceso penal, ni haber sido sentenciado por delito grave; 

 

VIII. No desempeñar ni haber desempeñado en los últimos cinco años, algún empleo, cargo o 

comisión públicos en las Delegaciones, Dependencias, Entidades, Órganos Desconcentrados y 

Organismos de la Administración Pública del Distrito Federal, en el Tribunal Superior de Justicia del 

Distrito Federal, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Junta Local de Conciliación y Arbitraje, 

Tribunal de lo Contencioso y Administrativo del Distrito Federal y en el Tribunal Electoral del Distrito 

Federal; No desempeñar ni haber desempeñado, cargos de elección popular, federales, estatales o 

del Distrito Federal, ni formar parte de los Órganos de Dirección, Nacionales, Estatales, Regionales, 

Municipales o Distritales de Partidos Políticos, ni de Asociaciones Políticas o Sindicatos de 

trabajadores al servicio del Estado o del Gobierno; 

 

IX. En caso de ex servidores públicos, no haber sido inhabilitados por la Contraloría General, por la 

Secretaría de la Función Pública o por sentencia judicial; 
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X. Como persona física o moral, no ser ni haber sido durante los últimos cinco años, proveedor de 

bienes y/o servicios, ni contratista de las Delegaciones, Dependencias, Entidades, Órganos 

Desconcentrados y Organismos de la Administración Pública del Distrito Federal, del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, de la Junta 

Local de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de lo Contencioso y Administrativo del Distrito Federal 

y del Tribunal Electoral del Distrito Federal; y 

 

XI. No tener ni haber tenido durante los últimos cinco años, intereses en litigio con el Gobierno, ni 

haber participado en procesos legales como representante legal, defensor o persona de confianza 

de persona física o moral. 

 

Artículo 95.- Lo no previsto para formar parte de la red de contralorías ciudadanas, será resuelto por 

la Contraloría General del Distrito Federal, a través de la Dirección General de Contralorías 

Ciudadanas. 

 

CAPÍTULO X 

DE LA AUDIENCIA PÚBLICA 

 

Artículo 96.- La audiencia pública es el instrumento de participación por medio del cual los 

habitantes, los ciudadanos, los Comités, los Comités del Pueblo, los Consejos y las organizaciones 

ciudadanas del Distrito Federal podrán: 

 

I. Proponer de manera directa al Jefe de Gobierno, a los Jefes Delegacionales y a los titulares de las 

Dependencias de la Administración Pública del Distrito Federal, la adopción de determinados 

acuerdos o la realización de ciertos actos; 

 

II. Recibir información sobre las actuaciones de los órganos que integran la Administración Pública; 

 

III. Presentar al Jefe de Gobierno o al Jefe Delegacional las peticiones, propuestas o quejas en todo 

lo relacionado con la Administración Pública a su cargo; y 

 

IV. Evaluar junto con las autoridades el cumplimiento de los programas y actos de gobierno. 

 

En todo momento las autoridades garantizarán el derecho de petición de los ciudadanos, de manera 

ágil y expedita. 

 

Artículo 97- La audiencia pública podrá celebrarse a solicitud de: 

 

I. Los Comités, las Asambleas Ciudadanas, los Consejos, la Autoridad Tradicional en coordinación 

con el Comité del Pueblo y las organizaciones ciudadanas; 
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II. Representantes de los sectores que concurran en el desarrollo de actividades industriales, 

comerciales, de prestación de servicios, de bienestar social, ecológicos y demás grupos sociales 

organizados; y 

 

III. Los representantes populares electos en el Distrito Federal. En este caso las audiencias públicas 

se celebrarán, de preferencia, en plazas, jardines o locales de fácil acceso, a fin de propiciar el 

acercamiento con la población. Las autoridades de la Administración Pública local deberán 

proporcionar a los representantes populares las facilidades necesarias para la celebración de estas 

audiencias. 

 

Artículo 98.- La audiencia pública podrá ser convocada por el Jefe de Gobierno, Jefes 

Delegacionales y por los titulares de las Dependencias de la Administración Pública, para tal caso se 

convocará a todas las partes interesadas en el asunto a tratar. La convocatoria se ajustará, en lo 

aplicable, a las disposiciones de este Capítulo. En todo caso, se procurará que la agenda sea creada 

por consenso de todos los interesados. 

 

Artículo 99.- En toda solicitud de audiencia pública se deberá hacer mención del asunto o asuntos 

sobre los que ésta versará. 

 

Artículo 100.- Recibida la solicitud de audiencia pública, la autoridad tendrá siete días naturales 

para notificar la respuesta por escrito, fundada y motivada, a los solicitantes. La contestación que 

recaiga a las solicitudes de audiencia pública deberá señalar el día, hora y lugar para la realización 

de la audiencia. La contestación mencionará en caso de que el titular del área no pueda asistir, el 

nombre y cargo del funcionario que lo hará. 

 

En el escrito de contestación se hará saber si la agenda propuesta por los solicitantes fue aceptada 

en sus términos, modificada o substituida por otra. 

 

La autoridad podrá requerir a los solicitantes que clarifiquen su petición en aquellas circunstancias 

en que esta sea obscura e imprecisa. 

 

Artículo 101.- La audiencia pública se llevará a cabo en forma verbal en un solo acto y podrán 

asistir: 

 

I. Los solicitantes; 

 

II. Los habitantes y vecinos del lugar, dándose preferencia a los interesados en la agenda; 

 

III. El Jefe de Gobierno o quien lo represente; 

 

IV. Jefes Delegacionales o quien los represente; 
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V. Los Comités, los Consejos, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Comité del Pueblo y 

las organizaciones ciudadanas interesados en el tema de la audiencia; y 

 

VI. En su caso, podrá invitarse a asistir a servidores públicos de la demarcación territorial de que se 

trate, de otras demarcaciones, de las Dependencias de la Administración del Distrito Federal, o de 

otras Dependencias Federales e incluso de otras Entidades Federativas vinculadas con los asuntos 

de la audiencia pública. 

 

Artículo 102.- En la audiencia pública los habitantes interesados expresarán libremente sus 

peticiones, propuestas o quejas en todo lo relacionado con la administración del Distrito Federal o de 

la Demarcación Territorial. 

 

Artículo 103.- En la audiencia pública se podrán presentar los documentos y constancias necesarias 

para que los interesados cuenten con mayores elementos para discusión de los asuntos de la 

agenda. 

 

Artículo 104.- El Jefe de Gobierno, los titulares de las Dependencias de la Administración Pública 

del Distrito Federal, los Jefes Delegacionales o quien los represente, después de haber oído los 

planteamientos y peticiones de los asistentes a la audiencia, de los que se levantará un registro, 

planteará: 

 

I. Los plazos en que el asunto será analizado; 

 

II. Las facultades, competencias y procedimientos existentes, por parte de la autoridad, para resolver 

las cuestiones planteadas; 

 

III. Si los asuntos tratados son competencia de Dependencias de las Delegaciones, de la 

Administración Central, de entidades descentralizadas, de Gobiernos de otras entidades o de la 

Federación; y 

 

IV. Compromisos mínimos que puede asumir para enfrentar la problemática planteada. 

 

Artículo 105.- Cuando la naturaleza del asunto lo permita, el Jefe de Gobierno, el Jefe Delegacional, 

el titular de la Dependencia de la Administración Pública o sus representantes, instrumentarán lo 

necesario para la resolución inmediata del asunto planteado. Para tal efecto, en la misma audiencia 

pública se levantará una minuta de trabajo, en la cual se designará al servidor o servidores públicos 

responsables de la ejecución de las acciones decididas, de acuerdo a sus atribuciones. 

 

De ser necesaria la realización de subsecuentes reuniones entre la autoridad y la comunidad, se 

informará del o de los funcionarios responsables que acudirán a las mismas por parte del Jefe de 

Gobierno, del Jefe Delegacional o del Titular de la Dependencia de la Administración Pública. 
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Artículo 106.- El servidor o servidores públicos referidos en el párrafo primero del artículo anterior, 

tendrán que informar a los solicitantes de la audiencia pública, los resultados de la ejecución de las 

acciones decididas. 

 

Artículo 107.- Los Jefes Delegacionales independientemente de la solicitud a que se refiere este 

Capítulo, darán audiencia pública por lo menos dos veces al mes a los habitantes de la Delegación, 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 114 del Estatuto y se realizaran conforme al 

procedimiento contenido en este Capítulo. 

 

CAPÍTULO XI 

DE LOS RECORRIDOS DEL JEFE DELEGACIONAL 

 

Artículo 108.- Los recorridos de los Jefes Delegacionales son un instrumento de participación 

directa para los habitantes de una demarcación, que les permiten formular a éste, de manera verbal 

o escrita, sus opiniones y propuestas de mejora o solución sobre la forma y las condiciones en que 

se prestan los servicios públicos y el estado en que se encuentren los sitios, obras e instalaciones en 

que la comunidad tenga interés. 

 

La autoridad correspondiente, durante la realización de un recorrido, podrá acordar, basado en la 

necesidad y peticiones que oiga, que se realice una audiencia pública y se sujetará las reglas del 

Capítulo anterior. 

 

Artículo 109.- Los recorridos de los Jefes Delegacionales se harán de forma periódica conforme a lo 

dispuesto por el artículo 113 del Estatuto. 

 

Artículo 110.- Los Jefes Delegacionales realizarán un programa mensual de recorridos, que harán 

del conocimiento del mismo a los Comités, Consejos y Comités del Pueblo. 

 

Artículo 111.- Podrán solicitar al Jefe Delegacional, la realización de un recorrido: 

 

I. La Asamblea Ciudadana, los Comités, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Comité del 

Pueblo, Consejos y las organizaciones ciudadanas; 

 

II. Representantes de los sectores que concurran en la demarcación territorial en el desarrollo de 

actividades industriales, comerciales, de prestación de servicios y de bienestar social; y 

 

III. Los representantes de elección popular. 

 

Artículo 112.- En toda solicitud de recorridos se deberá hacer mención del objeto y el lugar o 

lugares que deban ser visitados. El Jefe Delegacional tendrá siete días naturales para notificar la 

respuesta por escrito, señalando fecha y hora en la que se realizará el recorrido. 
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Cuando un recorrido sea solicitado por alguno de los referidos en la fracción I del anterior artículo, 

podrán designar a las personas que acompañarán al Jefe Delegacional en los recorridos 

programados. 

 

Artículo 113.- Las medidas que como resultado del recorrido acuerde el Jefe Delegacional, serán 

llevadas a cabo por el o los servidores públicos que señale el propio titular como responsables para 

tal efecto; además, se harán del conocimiento de los habitantes del lugar por los medios públicos y 

electrónicos adecuados. 

 

CAPÍTULO XII 

DE LA PARTICIPACIÓN COLECTIVA Y LAS ORGANIZACIONES 

CIUDADANAS 

 

Artículo 114.- Para efectos de esta Ley, se considerarán organizaciones ciudadanas a todas 

aquellas personas morales sin fines de lucro que cumplan con los siguientes requisitos: 

 

I. Que su ámbito de actuación esté vinculado a los intereses de las colonias del Distrito Federal; y 

 

II. Que tengan reconocido en sus estatutos, al menos, alguno de los siguientes objetivos: estimular la 

participación ciudadana en la vida pública, bien actuando como cauce, mecanismo o instrumento de 

dicha participación, o bien implantando y desarrollando dichos mecanismos; gestionar, representar y 

defender ante los órganos de gobierno del Distrito Federal los intereses de sus miembros y de la 

ciudadanía en general, y promover el desarrollo de actuaciones de carácter cívico o social dirigidas a 

mejorar la calidad de vida de la ciudadanía y a fortalecer su cultura ciudadana. 

 

Las organizaciones ciudadanas tienen prohibido promover, participar o llevar a cabo actividades de 

carácter proselitista o electoral en favor de persona, fórmula o partido político alguno. 

 

Artículo 115.- Son derechos de las organizaciones ciudadanas: 

 

I. Obtener su registro como organización ciudadana en términos del artículo 116 de esta Ley; 

 

II. Participar activamente en los instrumentos de participación ciudadana a que se refiere esta Ley; 

 

III. Participar como tal en las reuniones de las Asambleas Ciudadanas, a través de un representante 

con voz y con voto; 

 

IV. Formar parte de los Consejos de conformidad con lo establecido en esta Ley; 

 

V. Recibir información por parte de los órganos de gobierno del Distrito Federal sobre el ejercicio de 

sus funciones; así como, sobre los planes, programas, proyectos y acciones de gobierno en términos 

de esta Ley y demás ordenamientos aplicables; 

 



46 

VI. Opinar respecto a los planes, programas, proyectos y acciones de gobierno; 

 

VII. Presentar propuestas para las decisiones, planes, políticas, programas y acciones de los 

órganos de gobierno en términos de lo establecido en esta Ley y demás ordenamientos legales 

aplicables; 

 

VIII. Recibir capacitación por parte del Instituto Electoral de conformidad con lo establecido en el 

artículo 24 de esta Ley; 

 

IX. Participar, a invitación y en coordinación con el Instituto Electoral, en los programas de 

educación, capacitación, asesoría y evaluación que señalan los artículos 24 y 25 de esta Ley; y 

 

X. Las demás que establezca el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 116.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 114 y 115 de esta Ley, se establecerá un 

registro de organizaciones ciudadanas a cargo del Instituto Electoral, quien expedirá la constancia 

de registro correspondiente. 

 

El registro de organizaciones ciudadanas será público en todo momento y deberá contener, por lo 

menos, los siguientes datos generales de cada una de las organizaciones ciudadanas: 

 

I. Nombre o razón social; 

 

II. Domicilio legal; 

 

III. Síntesis de sus estatutos; 

 

IV. Sus objetivos; 

 

V. Mecanismos y procedimientos para formar parte de la organización; 

 

VI. Representantes legales; 

 

VII. Nombres de los integrantes de sus órganos internos; y 

 

VIII. Los demás que se consideren necesarios. 

 

Artículo 117.- Lo no previsto para el registro de organizaciones ciudadanas, será resuelto por el 

Instituto Electoral del Distrito Federal. 

 

CAPÍTULO XIII 

DE LAS ASAMBLEAS CIUDADANAS 
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Artículo 118.- Las Asambleas Ciudadanas son el máximo órgano de decisión, en cada una de las 

colonias en que el Instituto Electoral divide al Distrito Federal. 

 

En aquellas colonias donde no exista Comité, bien porque no se haya realizado la jornada electiva o 

por cualquier otra causa, el Consejo en coordinación con las organizaciones ciudadanas 

debidamente registradas correspondientes al ámbito territorial en cuestión, designarán una comisión 

encargada de las tareas aplicables de este ordenamiento. 

 

Artículo 119.- En cada colonia habrá una Asamblea Ciudadana que se reunirá a convocatoria del 

Comité, al menos cada tres meses y de forma rotativa en las distintas manzanas, que en su caso, 

compongan la colonia. 

 

No se podrá impedir la participación de ningún vecino en la Asamblea Ciudadana. En éstas podrán 

participar niños y jóvenes con derecho a voz. 

 

Artículo 120.- La Asamblea Ciudadana será pública y abierta y se integrará con los habitantes de 

colonia, los que tendrán derecho a voz y con los ciudadanos de ésta que cuenten con credencial de 

elector actualizada, los que tendrán derecho a voz y voto. También podrán participar de manera 

colectiva las personas congregadas por razón de intereses temáticos, sectoriales o cualquier otro 

cuyo domicilio corresponda a la colonia en la que se efectúe la Asamblea Ciudadana. Esta 

participación tendrá carácter consultivo. 

 

Artículo 121.- Las organizaciones ciudadanas podrán participar en las Asambleas Ciudadanas, a 

través de un representante y tendrán derecho a voz y voto, de acuerdo con lo establecido en esta 

Ley. 

 

Artículo 122.- Las personas físicas o morales cuyas actividades, ya sean económicas, sociales o 

ambas, que se realicen para el beneficio de la comunidad de una colonia, podrán participar en la 

Asamblea Ciudadana siendo escuchadas. 

 

No se podrá impedir la participación de ningún vecino en la Asamblea Ciudadana. En éstas podrán 

participar niños y jóvenes con derecho a voz. 

 

Artículo 123.- Los Jefes Delegacionales y el Gobierno están obligados a facilitar a los Comités los 

espacios públicos que requieran para la celebración de las Asambleas Ciudadanas, para lo cual los 

Comités y las áreas de participación ciudadana de las Delegaciones acordarán el calendario anual 

de Asambleas Ciudadanas, en el cual se atenderá el principio de administración de tiempos y 

espacios, a efecto de garantizar los lugares públicos que se requieran para la celebración de éstas. 

De igual manera, les proporcionarán la logística para la celebración de las mismas. 

 

En caso de que las autoridades delegacionales omitan u obstaculicen el cumplimiento de la 

obligación establecida en el párrafo anterior, la Coordinación Interna lo hará del conocimiento de la 
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Comisión de Participación Ciudadana de la Asamblea Legislativa, para efectos de que ésta exhorte a 

los funcionarios públicos a tomar las medidas conducentes. 

 

SECCIÓN PRIMERA 

FUNCIONES DE LA ASAMBLEA CIUDADANA 

 

Artículo 124.- La Asamblea Ciudadana tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Emitir opiniones y evaluar los servicios públicos, los programas y las políticas aplicadas por las 

autoridades de su Demarcación Territorial y del Gobierno en su colonia; 

 

II. Realizar consultas populares a las que se refieren ésta y otras leyes; 

 

III. Aprobar o modificar el programa general de trabajo del Comité, así como los programas de 

trabajo específicos; 

 

IV. Aprobar los diagnósticos y propuestas de desarrollo integral que se le presenten, los que podrán 

ser tomados en cuenta en los términos de los artículos 125 y 126 de esta Ley; 

 

V. Decidir sobre la aplicación de los recursos públicos correspondientes a programas específicos de 

las Dependencias o las Delegaciones y cuyas reglas de operación, así lo establezcan; 

 

VI. Formar comisiones ciudadanas de administración y supervisión; 

 

VII. Crear comisiones de apoyo comunitario; y 

 

VIII. Las demás que establezcan el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 125.- En el Distrito Federal existe el presupuesto participativo, que es aquel sobre el cual 

los ciudadanos deciden respecto a la forma en que se aplican recursos en proyectos específicos en 

las colonias y Pueblos Originarios en que se divide el territorio del Distrito Federal. 

 

Los recursos del presupuesto participativo corresponderán al 3 por ciento del presupuesto anual de 

las Delegaciones. Los rubros generales a los que se destinará la aplicación de dichos recursos serán 

los de obras y servicios, equipamiento, infraestructura urbana y prevención del delito. 

 

Los recursos de presupuesto participativo serán ejercidos en los capítulos 2000, 3000, 4000, 5000 y 

6000 conforme a lo dispuesto en el Clasificador por Objeto del Gasto vigente. 

 

El Jefe de Gobierno y la Asamblea Legislativa están respectivamente obligados a incluir y aprobar 

en el decreto anual de presupuesto de egresos: 
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I. El monto total de recursos al que asciende el presupuesto participativo por Delegación, el que 

corresponderá al tres por ciento del presupuesto total anual de aquéllas; 

 

II. Los recursos de presupuesto participativo correspondientes a cada una de las colonias y pueblos 

originarios en que se divide el territorio del Distrito Federal. 

 

Para tal efecto, el monto total de recursos de presupuesto participativo de cada una de las 

Delegaciones se dividirá entre el número de colonias y pueblos originarios que existan en aquéllas, 

de modo que la asignación de recursos sea igualitaria; 

 

III. Los rubros específicos en que se aplicarán los recursos del presupuesto participativo en todas y 

cada una de las colonias y pueblos originarios en que se divide el territorio del Distrito Federal, de 

conformidad con los resultados de la consulta ciudadana que sobre la materia le remita el Instituto 

Electoral; y 

 

IV. Se establecerá que las autoridades administrativas del Gobierno y Jefes Delegacionales tienen la 

obligatoriedad de ejercerlo. 

 

Artículo 126.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior y con arreglo a lo dispuesto en la 

Ley de Planeación, la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente y demás normatividad aplicable, el 

Instituto Electoral convocará el segundo domingo de noviembre de cada año a la consulta ciudadana 

sobre presupuesto participativo, cuyo objeto será definir los proyectos específicos en que se 

aplicarán los recursos de presupuesto participativo correspondiente al ejercicio fiscal inmediato en 

todas y cada una de las colonias y pueblos originarios en que se divide el territorio del Distrito 

Federal. 

 

El Instituto Electoral es la autoridad con facultades para emitir la convocatoria, organizar, desarrollar 

y vigilar el proceso de celebración, así como computar el resultado de las consultas.  

 

Para la celebración de la consulta ciudadana a que se refiere el párrafo anterior, el Instituto Electoral 

podrá solicitar la cooperación del Gobierno, las Delegaciones y la Asamblea Legislativa. En todo 

caso, la difusión de dicha consulta se hará de manera conjunta entre el Instituto Electoral, el 

Gobierno, las Delegaciones y la Asamblea Legislativa. 

 

Las consultas ciudadanas a que se refiere el presente artículo se realizarán de conformidad con lo 

establecido en esta Ley y demás disposiciones aplicables. 

 

Artículo 127.- El nombramiento y remoción de los integrantes de las comisiones a que se refieren la 

fracción VI del artículo 124, se llevará a cabo en la Asamblea Ciudadana que se cite para ese solo 

efecto y por mayoría de votos de los asistentes. Tratándose de remoción los integrantes afectados 

deberán ser citados previamente, pudiendo presentar pruebas y manifestar lo que a su derecho 

convenga. 
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Artículo 128.- Las comisiones ciudadanas de administración y supervisión tendrán las facultades y 

obligaciones que establezcan las reglas de operación de los programas referidos en la fracción V del 

artículo 124 de esta Ley. 

 

Artículo 129.- La Asamblea Ciudadana elegirá, de entre los ciudadanos reconocidos por su 

honorabilidad, independencia, vocación de servicio y participación en labores comunitarias, a la 

comisión de vigilancia. Esta comisión estará integrada por cinco ciudadanos que podrán ser los 

representantes de manzana preferentemente, los que durarán en su encargo tres años. 

 

La comisión de vigilancia estará encargada de supervisar y dar seguimiento a los acuerdos de la 

Asamblea Ciudadana, evaluar las actividades del Comité y emitir un informe anual sobre el 

funcionamiento de éstos, mismo que hará del conocimiento de la Asamblea Ciudadana respectiva. 

 

Artículo 130.- Para fomentar y organizar la participación libre, voluntaria y permanente de los 

habitantes, vecinos y ciudadanos, en la Asamblea Ciudadana se podrán conformar comisiones de 

apoyo comunitario para temas específicos, coordinadas por el Comité. El reglamento establecerá los 

detalles de su funcionamiento. 

 

Estas comisiones podrán efectuar reuniones temáticas con las comisiones de otras Unidades 

Territoriales, a efecto de intercambiar experiencias y elaborar propuestas de trabajo. Además, 

podrán proponer los programas y proyectos de carácter comunitario y colectivo, así como participar 

activamente en su instrumentación. 

 

Los habitantes son libres de integrarse a una o varias comisiones de apoyo comunitario, así como 

para dejar de participar en ellas. 

 

Artículo 131.- Las resoluciones de las Asambleas Ciudadanas serán de carácter obligatorio para los 

Comités y para los vecinos de la colonia que corresponda. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA CONVOCATORIA DE LA ASAMBLEA CIUDADANA 

 

Artículo 132.- La Asamblea Ciudadana será convocada de manera ordinaria cada tres meses por el 

Comité; y en el caso de los pueblos originarios enlistados en el Artículo Sexto Transitorio, por el 

Comité del Pueblo conjuntamente con la autoridad tradicional. Dicha convocatoria deberá ser 

expedida por el Coordinador Interno del Comité y estar firmada, cuando menos, por la mitad más 

uno de los integrantes de éste. 

 

De igual manera, podrá reunirse en forma extraordinaria a solicitud de 100 ciudadanos residentes en 

la colonia respectiva o del Jefe de Gobierno y los Jefes Delegacionales, en caso de emergencias por 

desastre natural o inminente riesgo social. 
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En el caso de la primera parte del párrafo anterior, la solicitud se hará al Comité, que deberá dar 

respuesta a dicha solicitud en un plazo máximo de 3 días y, en caso de ser procedente, emitir la 

convocatoria respectiva. Respecto a la segunda parte del párrafo anterior, no será necesario emitir 

convocatoria alguna y la asamblea se reunirá de manera inmediata. 

 

Artículo 133.- La convocatoria a la Asamblea Ciudadana deberá ser abierta, comunicarse por medio 

de avisos colocados en lugares de mayor afluencia de la colonia y publicarse con al menos diez días 

de anticipación a la fecha de su realización. 

 

La convocatoria deberá contener: 

 

I. Los temas tratados en la Asamblea Ciudadana anterior y los principales acuerdos y resoluciones; 

 

II. La agenda de trabajo propuesta por el convocante; 

 

III. El lugar, fecha y hora en donde se realizará la sesión; 

 

IV. El nombre y cargo, en su caso, de quién convoca; 

 

V. Las dependencias y organizaciones a las que se invitará a la sesión por razones de la agenda 

propuesta, especificando el carácter de su participación. 

 

Se exceptúa de lo anterior lo previsto en la parte final del segundo párrafo del artículo 89 de esta 

Ley. 

 

El Gobierno y las Delegaciones otorgarán las facilidades suficientes para la organización y 

realización de las Asambleas Ciudadanas. 

 

CAPÍTULO XIV 

DEL PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 

 

 

TITULO SEXTO 

DE LA REPRESENTACIÓN CIUDADANA 

 

CAPÍTULO I 

DEL COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 134.- El Comité Ciudadano es el órgano de representación ciudadana de la colonia. 

 

Artículo 135.- En cada colonia se elegirá un Comité conformado por nueve integrantes, salvo lo 

dispuesto en el inciso i) del párrafo segundo del artículo 156 de esta Ley. 
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En el caso de los Comités del Pueblo, el ámbito territorial para la elección será el que corresponda al 

Pueblo Originario enlistado en el Artículo Sexto Transitorio. 

 

La representación será honorífica y el tiempo de duración de los cargos del Comité será de tres 

años, con posibilidad de reelección por una sola vez para el periodo inmediato posterior. 

 

Los Comités no podrán recibir apoyos económicos de particulares, salvo que sean en especie. 

 

CAPÍTULO II 

DE LAS FUNCIONES DEL COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 136.- El Comité tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I. Representar los intereses colectivos de los habitantes de la colonia, así como conocer, integrar, 

analizar y promover las soluciones a las demandas o propuestas de los vecinos de su colonia; 

 

II. Instrumentar las decisiones de la Asamblea Ciudadana; 

 

III. Elaborar, y proponer programas y proyectos de desarrollo comunitario en su ámbito territorial; 

 

IV. Coadyuvar en la ejecución de los programas de desarrollo en los términos establecidos en la 

legislación correspondiente; 

 

V. Participar en la elaboración de diagnósticos y propuestas de desarrollo integral para la colonia, 

que deberán ser aprobados por la Asamblea Ciudadana, los que podrán ser tomados en cuenta en 

términos de los artículos 125 y 126 de esta Ley, para la elaboración del presupuesto para la 

demarcación territorial y para el Programa General de Desarrollo del Gobierno del Distrito Federal; 

 

VI. Dar seguimiento a los acuerdos de la Asamblea Ciudadana; 

 

VII. Supervisar el desarrollo, ejecución de obras, servicios o actividades acordadas por la Asamblea 

Ciudadana para la colonia; 

 

VIII. Conocer, evaluar y emitir opinión sobre los programas y servicios públicos prestados por la 

Administración Pública del Distrito Federal; 

 

IX. Desarrollar acciones de información, capacitación y educación cívica para promover la 

participación ciudadana; 

 

X. Promover la organización democrática de los habitantes para la resolución de los problemas 

colectivos; 
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XI. Proponer, fomentar y coordinar la integración y el desarrollo de las actividades de las comisiones 

de apoyo comunitario conformadas en la Asamblea Ciudadana; 

 

XII. Convocar y presidir las Asambleas Ciudadanas; 

 

XIII. Convocar y presidir reuniones de trabajo temáticas y por zona; 

 

XIV. Emitir opinión y supervisar los programas de las Coordinaciones Territoriales de Seguridad 

Pública y Procuración de Justicia; 

 

XV. Informar a la Asamblea Ciudadana sobre sus actividades y el cumplimiento de sus acuerdos; 

 

XVI. Recibir información por parte de las autoridades de la Administración Pública del Distrito 

Federal en términos de las leyes aplicables, así como los espacios físicos necesarios para realizar 

sus reuniones de trabajo; 

 

XVII. Establecer acuerdos con otros Comités para tratar temas de su demarcación; 

 

XVIII. Recibir capacitación, asesoría y educación en términos del artículo 24 de esta Ley; 

 

XIX. Representar a la Asamblea Ciudadana en los procesos que señalan los artículos 125 y 126 de 

esta Ley; 

 

XX. El Gobierno y los Jefes Delegacionales otorgarán las facilidades suficientes para la organización 

y reunión de los Comités; 

 

XXI. Informar a los habitantes de la colonia sobre sus actividades, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 147, fracción VIII de esta Ley; 

 

XXII. Ser evaluado por el Instituto Electoral en términos del artículo 25 de esta Ley; y 

 

XXIII. Las demás que le otorguen esta ley y otros ordenamientos aplicables. 

 

 

CAPÍTULO III 

DE LA INTEGRACIÓN Y ORGANIZACIÓN DEL COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 137.- Los integrantes de los Comités serán electos en jornada electiva y por votación 

universal, libre, directa y secreta. 

 

Artículo 138.- Para ser integrante del Comité, del Comité del Pueblo y representante de manzana, 

se necesita cumplir con los siguientes requisitos: 
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I. Ser ciudadano del Distrito Federal en pleno ejercicio de sus derechos; 

 

II. Contar con credencial para votar con fotografía, con domicilio en la colonia correspondiente; 

 

III. Estar inscrito en la lista nominal de electores; 

 

IV. Acreditar residencia en la colonia o pueblo de que se trate, de cuando menos seis meses antes 

de la elección; 

 

V. No haber sido condenado por delito doloso; y 

 

VI. No desempeñar ni haber desempeñado hasta un mes antes de la emisión de la convocatoria a la 

renovación de los Comités algún cargo dentro de la Administración Pública Federal, local y/o 

Delegacional desde el nivel de enlace hasta el máximo jerárquico, así como los contratados por 

honorarios profesionales y/o asimilables a salario que tengan o hayan tenido bajo su responsabilidad 

programas de carácter social. 

 

El Instituto Electoral, definirá la acreditación de los incisos antes señalados conforme a la 

convocatoria que emita.  

 

Artículo 139.- Para la organización interna y el cumplimiento de sus tareas y trabajos, el Comité 

asignará una coordinación o área de trabajo específica a cada uno de sus integrantes. 

 

Artículo 140.- El Reglamento establecerá las disposiciones necesarias para el mejor funcionamiento 

y desempeño de las coordinaciones de trabajo. 

 

Artículo 141.- Las coordinaciones de trabajo para la organización interna del Comité de manera 

enunciativa más no limitativa serán: 

 

I. Coordinación Interna. 

 

II. Coordinación de Seguridad Ciudadana y Prevención del Delito. 

 

III. Coordinación de Desarrollo Social, Educación y Prevención de las Adicciones. 

 

IV. Coordinación de Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente. 

 

V. Coordinación de Presupuesto y Planeación Participativa y de Desarrollo Económico y Empleo. 

 

VI. Coordinación de Desarrollo, Movilidad y Servicios Urbanos. 

 

VII. Coordinación de Capacitación y Formación Ciudadana y de Comunicación y Cultura Cívica. 

 



55 

VIII. Coordinación de Fomento a los Derechos Humanos. 

 

IX. Coordinación de Fomento a la Transparencia y Acceso a la Información. 

 

X. Coordinación de Equidad y Género. 

 

Artículo 142.- Todos los integrantes del Comité y sus coordinaciones o áreas de trabajo son 

jerárquicamente iguales. La Coordinación Interna del Comité recaerá en la fórmula que obtenga la 

mayoría relativa en la votación, y  tendrá la representación del Comité. 

 

Artículo 143.- El Comité privilegiará el consenso como método de decisión. Ante la ausencia de 

éste, las decisiones se tomarán por la mayoría del Pleno, teniendo voto de calidad el Coordinador 

Interno. 

 

Artículo 144.- Las reuniones del Pleno del Comité se efectuarán por lo menos una vez al mes, y 

serán convocadas por la mayoría simple de sus integrantes o por la Coordinación Interna. 

 

Los titulares de coordinaciones de trabajo podrán convocar al Pleno del Comité exclusivamente para 

desahogar asuntos relacionados con su coordinación. 

 

La convocatoria deberá ser entregada por escrito a cada uno de los miembros con acuse de recibo, 

mínimo con dos días naturales previos a la fecha de la reunión. 

 

Artículo 145.- Las controversias que se susciten al interior y entre los Comités serán atendidas y 

resueltas en primera instancia por sus integrantes, y en segundo lugar por el Instituto Electoral de 

conformidad con lo previsto en el Capítulo XII de este Título. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS INTEGRANTES DEL 

COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 146.- Son derechos de los integrantes del Comité: 

 

I. Hacerse cargo de una Coordinación de trabajo del Comité; 

 

II. Promover y coordinar las comisiones de apoyo comunitario formadas en la Asamblea Ciudadana; 

 

III. Participar en los trabajos y deliberaciones del Comité; 

 

IV. Presentar propuestas relativas al ejercicio de las funciones del Comité; 

 

V. Solicitar, recibir capacitación, asesoría y educación de conformidad con lo establecido en el 

artículo 24 de esta Ley; 
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VI. Recibir los apoyos materiales que requiera para el ejercicio de sus funciones y con arreglo a lo 

dispuesto en esta Ley; y 

 

VII. Las demás que prevean esta Ley, el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 147.- Son obligaciones de los integrantes del Comité: 

 

I. Promover la participación ciudadana; 

 

II. Consultar a los habitantes de la colonia en términos de esta Ley; 

 

III. Cumplir las disposiciones y acuerdos del Comité; 

 

IV. Asistir a las sesiones del Pleno del Comité; 

 

V. Concurrir a las reuniones de las comisiones de apoyo comunitario; 

 

VI. Asistir a las sesiones de la Asamblea Ciudadana y acatar y ejecutar sus decisiones; 

 

VII. Participar en los trabajos de las coordinaciones o áreas de trabajo a las que pertenezcan; 

 

VIII. Informar de su actuación a los habitantes de la colonia rindiendo un informe de su labor. Dicho 

informe deberá  ser entregado por escrito a la Dirección Distrital correspondiente del Instituto 

Electoral del Distrito Federal, quien lo integrará a las evaluaciones indicadas en el artículo 25 de esta 

Ley; 

 

IX. Fomentar la educación y capacitación en materia de participación ciudadana; 

 

X. Colaborar en los procesos de evaluación señalados en el artículo 25 de esta Ley; 

 

XI. Capacitarse una vez al año de acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de esta Ley; y 

 

XII. Las demás que esta Ley, el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 148.- Son causas de separación o remoción de los integrantes del Comité las siguientes: 

 

I. Faltar sin causa justificada a tres sesiones consecutivas del Pleno o de las comisiones de trabajo 

que coordine; 

 

II. Pretender u obtener lucro por las actividades que realice en el ejercicio de sus funciones; 

 

III. Incumplir con las funciones y responsabilidades que le correspondan; y 
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IV. Dejar de cumplir con cualquiera de los requisitos establecidos en esta Ley para ser integrante del 

Comité. 

 

Las diferencias al interior, responsabilidades, sanciones y el procedimiento sancionador de los 

integrantes del Comité en el desempeño de sus funciones se regirán por lo establecido en lo previsto 

en el Capítulo XII de este Título. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LA ELECCIÓN DE LOS COMITÉS 

 

Artículo 149.- La elección de los Comités se realizará a través del voto universal, libre, secreto y 

directo de los ciudadanos que cuenten con credencial para votar con fotografía, cuyo domicilio 

corresponda a la colonia de que se trate y que estén registrados en la lista nominal de electores 

respectiva. 

 

Artículo 150.- El proceso para la elección de los integrantes de los Comités es un proceso tendiente 

a lograr la representación vecinal.  

 

En consecuencia los integrantes de los Comités no son representantes populares, no forman parte 

de la Administración Pública del Distrito Federal, ni tienen el carácter de servidores públicos. 

 

La participación del Instituto Electoral en dichos procesos se limita a la colaboración institucional 

para darles certeza y legalidad, conforme a lo que establece el Código. 

 

Artículo 151.- Los Comités serán electos cada tres años, mediante jornada electiva a verificarse 

durante el primer domingo del mes de agosto. 

 

Los ciudadanos acudirán, en el transcurso del día y en los horarios señalados en la convocatoria, a 

depositar su voto en la mesa receptora de votación que les corresponda conforme a su colonia. 

 

Artículo 152.- Los Comités iniciarán sus funciones el primero de octubre del año de la elección. 

 

Artículo 153.- El proceso de elección de los Comités y Comités del Pueblo en cada demarcación 

territorial será coordinado por el Instituto Electoral, conforme a lo establecido en el artículo 281 del 

Código. 

 

El Instituto Electoral a través de sus órganos internos se encargará de expedir la convocatoria, de 

instrumentar el proceso de registro, elaboración y entrega de material y documentación para la 

jornada electiva y de la publicación de los resultados en cada colonia. 

 

La etapa de preparación del proceso de participación ciudadana iniciará con la convocatoria 

respectiva y concluirá con la jornada electoral. 
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Artículo 154.- El Instituto Electoral coordinará la difusión sobre la elección de los Comités, con el 

apoyo y colaboración de las autoridades del Distrito Federal, de manera gratuita en sus respectivos 

ámbitos de competencia. 

 

Artículo 155.- La convocatoria para la elección será expedida por el Instituto Electoral, cuando 

menos setenta y cinco días antes de la fecha en que se realice la jornada electiva de los Comités, y 

deberá contener como mínimo lo siguiente: 

 

I. El Catálogo de colonias de cada una de las Delegaciones que las integran; 

 

II. Los requisitos y plazo para el registro de las fórmulas; y 

 

III. El periodo de campaña, fecha y horario de la jornada electiva. 

 

Artículo 156.- El registro de fórmulas para la elección se realizará en los términos y durante los 

plazos que se establezcan en la convocatoria respectiva. 

 

Los aspirantes a integrar el Comité deberán registrarse por fórmulas conforme a lo siguiente: 

 

I. Cada fórmula estará integrada por cinco ciudadanos; 

 

II. De estos cinco ciudadanos se registrará a un presidente, un secretario y tres vocales, en orden de 

prelación; 

 

III. En el registro de la fórmula se observará el principio de equidad de género, por lo que no podrán 

exceder tres integrantes del mismo género. En caso de incumplimiento de tal principio se negará el 

registro a la fórmula; 

 

IV. Cada formula contará con al menos una persona joven, cuya edad se encuentre entre los 18 y 29 

años cumplidos al día de la elección. En caso de incumplimiento, se negará el registro a la fórmula; 

 

V. A la fórmula que obtenga el mayor número de votos en la elección se le otorgarán cinco 

integrantes del Comité, entre ellos al presidente de éste; 

 

VI. A la fórmula que obtenga el segundo lugar, se le otorgarán dos lugares en el Comité, conforme al 

orden de prelación; 

 

VII A las fórmulas que obtengan el tercer y cuarto lugar se les otorgará un lugar dentro del Comité, 

que será ocupado por quien haya sido registrado como presidente de fórmula; 

 

VIII. En caso de que en alguna colonia se registre un empate en primer lugar, el Comité se 

conformará por el presidente, secretario y el primer vocal de cada una de las fórmulas empatadas. 
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Los tres espacios restantes se otorgarán: uno a cada una de las fórmulas que ocupe el segundo, 

tercero y cuarto lugar. En este supuesto la Coordinación Interna se elegirá en su seno en la primer 

sesión que celebren; 

 

IX. En caso de que en alguna colonia solo se registre una fórmula, el Comité se integrará por cinco 

miembros, es decir, la totalidad de la fórmula registrada; 

 

X. Cuando en alguna colonia se registren sólo dos fórmulas, a la que obtenga la mayoría de votos se 

le otorgarán cinco integrantes del Comité, entre ellos al presidente de éste, los restantes cuatro 

integrantes se le darán a la otra fórmula; 

 

XI. Si se registran tres fórmulas, la fórmula ganadora se le otorgarán cinco integrantes al segundo y 

tercer lugar dos integrantes; 

 

XII. Para la sustitución de los integrantes electos o de los integrantes del Comité por cualquier 

motivo o causa, se recurrirá en primer lugar a los integrantes de la fórmula de que fuera parte aquél, 

respetando el orden de prelación. En caso de que por ninguno de los métodos indicados pueda 

subsanarse la ausencia quedará vacante el lugar, y 

 

XIII. Lo no previsto en el presente artículo será resuelto por el Instituto Electoral. 

 

No procederá el registro de la fórmula cuando un integrante o más hayan solicitado su registro en 

otra fórmula, salvo renuncia expresa entregada en tiempo y forma a las Direcciones Distritales del 

Instituto Electoral. En este caso, dentro de los plazos establecidos en la convocatoria, se notificará a 

las fórmulas involucradas para que sustituyan al integrante en cuestión. 

 

Artículo 157.- Para la sustitución de integrantes, el representante de la fórmula lo solicitará por 

escrito a la Dirección Distrital observando las siguientes disposiciones: 

 

I. Dentro del plazo establecido para el registro de integrantes podrán sustituirlos libremente 

presentando el escrito de renuncia del integrante de la fórmula; 

 

II. Vencido el plazo a que se refiere la fracción anterior, exclusivamente podrán sustituirlos por 

causas de fallecimiento, inhabilitación decretada por autoridad competente, incapacidad declarada 

judicialmente, y 

 

III. En los casos de renuncia del integrante, la sustitución podrá realizarse siempre que ésta se 

presente a más tardar 30 días antes de la elección. En este caso el integrante deberá notificar a la 

fórmula que lo registró, para que proceda a su sustitución, sujetándose a lo dispuesto para el registro 

de integrantes. 
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Las fórmulas al realizar la sustitución de integrantes a que se refiere el presente artículo tendrán la 

obligación de cumplir en todo momento con lo ordenado en la presente ley respecto de las cuotas de 

género. 

 

Cualquier sustitución de integrantes de fórmulas que no se sujete a lo estipulado en el párrafo 

anterior no podrá ser registrada. 

 

Artículo 158.- Una vez que se aprueben los registros de las fórmulas se les asignará en forma 

aleatoria el número con que se identificará. Posteriormente, no se harán modificaciones a las boletas 

y actas de las mesas receptoras de votación. 

 

Artículo 159.- Las fórmulas deberán al efectuar su registro nombrar un representante ante la 

Dirección Distrital, para recibir notificaciones e interponer recursos durante el proceso de elección 

vecinal, quien a su vez tendrá la representación de la fórmula en la jornada electiva. 

 

Estarán impedidos para ser representantes ante la Dirección Distrital los servidores públicos de 

cualquier poder y nivel de gobierno, ya sea del ámbito local o federal, así como los dirigentes y 

militantes de cualquier partido político. 

 

Artículo 160.- Las fórmulas que hayan obtenido su registro deberán de proponer a un ciudadano de 

la misma colonia, para registrarlo como representante de la planilla ante las mesas receptoras de 

votación. 

 

Artículo 161.- Las fórmulas que hayan obtenido su registro sólo podrán realizar actos de promoción 

en los términos y plazos que prevea la convocatoria y el Reglamento de propaganda para el proceso 

de Elección de los Comités y los Comités de Pueblo en sus respectivas colonias respecto a sus 

proyectos y propuestas para mejorar su entorno, debiendo concluir tres días antes de la celebración 

de ésta. Cualquier promoción fuera de ese período podrá ser sancionada conforme a la presente 

Ley. 

 

Artículo 162.- Las fórmulas que obtengan su registro, únicamente podrán difundir sus propuestas 

por los siguientes medios: 

 

I. La distribución de propaganda impresa, la cual podrá ser repartida en las calles o en reuniones 

celebradas en domicilios particulares; 

 

II. Módulos de información fijos; 

 

III. Reuniones celebradas en domicilio particulares; y 

 

IV. Redes sociales. 
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La propaganda impresa de las fórmulas deberá contenerse en papel trípticos y materiales análogos, 

el contenido será en blanco y negro identificando el número respectivo de fórmula, la propuesta y los 

perfiles de los integrantes, así como una leyenda que promueva la participación ciudadana en la 

elección de los Comités, además de sujetarse a lo dispuesto por el Reglamento de propaganda para 

el proceso de Elección de los Comités y los Comités de Pueblo. 

 

En ningún caso las fórmulas, los integrantes o los ciudadanos que deseen participar en las 

campañas como voluntarios, podrán: 

 

a) Colocar o fijar, pegar, colgar, o adherir en forma individual o conjunta, elementos de propaganda 

tanto al interior como al exterior de edificios públicos; en áreas de uso común, accidentes 

geográficos o equipamiento urbano; y 

 

b) Otorgar despensas, regalos de cualquier clase o naturaleza. 

 

La propaganda únicamente podrá circularse de mano en mano entre los ciudadanos. 

 

Artículo 163.- Está prohibido hacer alusión a siglas o denominaciones de partidos políticos, así 

como la utilización del nombre, imagen o cualquier alusión religiosa, de servidores o programas 

públicos y locales. Así como emular a siglas, lemas o frases utilizadas por cualquier poder y nivel de 

gobierno, ya sea del ámbito local o federal para divulgar sus programas o actos de gobierno. 

 

Queda prohibida la utilización de recursos públicos o de partidos políticos en las campañas. 

 

Los recursos empleados para las campañas deberán provenir del patrimonio de los contendientes. 

Se prohíbe y en consecuencia se sancionará la utilización en las campañas de recursos públicos, de 

partidos, de agrupaciones políticas locales y de asociaciones civiles o religiosas. 

 

Por la contravención de lo dispuesto en los párrafos anteriores, El Instituto Electoral aplicará de 

conformidad con el procedimiento que al efecto emita, las siguientes sanciones: 

 

I. Amonestación pública; 

 

II. Cancelación del registro del integrante infractor, y 

 

III. Cancelación del registro de la fórmula infractora. 

 

Artículo 164.- La emisión y recepción de votos para la Elección de los Comités y los Consejos se 

llevará a cabo a través de: 

 

I. El Sistema Electrónico, el cual permitirá a la ciudadanía de cada una de las colonias o pueblos, 

emitir su voto en alguno de los centros de votación que será ubicados en lugares públicos y de fácil 
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acceso, donde se podrá emitir su voto desde alguna de las computadoras que serán instaladas, 

dentro del plazo establecido en la convocatoria que emita el Instituto Electoral; y 

 

II. Las mesas, en donde se utilizarán boleras para la emisión del voto, se llevarán a cabo en la 

jornada electiva en cada colonia, la cual se realizará en un espacio público, ubicado en una zona de 

fácil y libre acceso dentro de cada ámbito territorial. En cada mesa receptora de votación habrá 

urnas que garanticen el voto universal, libre, secreto y directo. 

 

Queda estrictamente prohibido a los servidores públicos de cualquier orden o nivel de gobierno del 

ámbito local o federal participar en el proceso y jornada electoral si no son vecinos del lugar. En caso 

de conferida para tal efecto, Su intervención deberá constreñirse a los principios de certeza, 

legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y equidad a que se refiere el artículo 3 del 

Código. En caso contrario a dicho servidor público deberá iniciarse el correspondiente disciplinario 

por infringir el artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, Ley 

federal de Responsabilidades Administrativa o en su caso la Ley aplicable. 

 

Artículo 165.- La recepción y cómputo de los sufragios que se realicen en las mesas receptoras de 

votación estará a cargo de los funcionarios designados por el Instituto Electoral del Distrito Federal. 

 

Al término de la jornada electiva y posterior al procedimiento e escrutinio, el presidente de la mesa 

receptora exhibirá y fijará para conocimiento público, la cantidad de votos obtenida por cada fórmula 

participante. 

 

Artículo 166.- El Instituto Electoral, en el marco de sus atribuciones, podrá suspender de manera 

temporal o definitiva la votación total en la mesa receptora correspondiente, por causas fortuitas o de 

fuerza mayor que impidan el desarrollo adecuado de la votación. 

 

Artículo 167.- El cómputo total de la elección e integración del Comité por colonia, se efectuará en 

las Direcciones Distritales en la semana siguiente a la fecha de la realización de la jornada electiva. 

 

Cuando del resultado del cómputo total de la elección, exista una diferencia menor a 1 punto 

porcentual entre la planilla ganadora y el segundo lugar, el representante de la última podrá solicitar 

al Instituto Electoral que se realice un recuento. Su procedimiento se sujetará a lo previsto en el 

Reglamento. 

 

Artículo 168.- El Instituto Electoral del Distrito Federal entregará las constancias de asignación y los 

integrantes de los Comités iniciarán funciones el primero de octubre del año de elección. 

 

Artículo 169.- Las nulidades que determine el Tribunal Electoral serán motivo para la celebración de 

una jornada electiva extraordinaria. 

 

La jornada electiva extraordinaria se realizará 30 días posteriores a que el Tribunal Electoral 

resuelva la última controversia que se haya presentado sobre la jornada electiva ordinaria. 
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Para la celebración de la jornada electiva extraordinaria, se reducirán en lo que sean aplicables los 

plazos de registro, campañas, impugnaciones y demás relativos a la organización que hayan sido 

considerados en la convocatoria de la jornada electiva ordinaria. 

 

De acuerdo a la gravedad de la falta acreditada, el Tribunal Electoral podrá definir que la fórmula o 

integrantes sancionados no participarán en la jornada electiva extraordinaria. 

 

En todo momento las Direcciones Distritales procurarán dirimir los conflictos que se susciten entre 

fórmulas y/o ciudadanos con fórmulas por medio de la conciliación 

 

Artículo 170.- Los integrantes de los Comités electos de manera extraordinaria terminarán sus 

funciones en la misma fecha que los electos de manera ordinaria. 

 

Artículo 171.- El proceso de elección de los integrantes de los Comités y Comités del Pueblo se 

regirá en términos de lo dispuesto por el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

CAPÍTULO V 

DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN Y NULIDADES 

 

Artículo 172.- Las controversias que se generen con motivo de la elección de los Comités, serán 

resueltas por el Tribunal Electoral. 

 

Artículo 173.- Son causales de nulidad de la jornada electiva: 

 

I. Instalar o recibir la votación en un lugar o fecha distinta a la señalada en la convocatoria 

respectiva, sin que medie causa justificada; 

 

II. Impedir por cualquier medio el desarrollo de la votación durante la jornada electiva; 

 

III. Hacer proselitismo durante el desarrollo de la votación; 

 

IV. Expulsar durante el desarrollo de la votación a los funcionarios del Instituto Electoral; 

 

V. Impedir el acceso o expulsar durante el desarrollo de la votación a los representantes de las 

fórmulas registradas, sin que medie causa justificada; 

 

VI. Ejercer violencia o presión sobre los electores o los funcionarios del Instituto Electoral y que 

éstas sean determinante para el resultado de la elección; 

 

VII. Permitir sufragar a quien no tenga derecho, en los términos de la Ley y siempre que ello sea 

determinante para el resultado de la votación; 
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VIII. Impedir, sin causa justificada, ejercer el derecho de voto a los ciudadanos y esto sea 

determinante para el resultado de la votación; y 

 

IX. Se presenten irregularidades graves, plenamente acreditadas y no reparables durante la Jornada 

Electiva que, en forma evidente, pongan en duda la certeza de la votación. 

 

Artículo 174.- El Tribunal Electoral sólo podrá declarar la nulidad de la votación recibida en una 

mesa receptora de votación o de la elección en una colonia, por las causales que expresamente se 

establecen en este ordenamiento. 

 

Será causa de nulidad de la elección en una colonia, cuando se declare nula por lo menos el veinte 

por ciento de la votación recibida. 

 

En caso de que el Tribunal Electoral determine anular la votación en alguna colonia, el Instituto 

Electoral convocará a una Jornada Electiva Extraordinaria, en un plazo no mayor a quince días 

posteriores a que cause estado la sentencia respectiva. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LA INSTALACIÓN DE LOS COMITÉS CIUDADANOS 

 

Artículo 175.- A los integrantes del Comité y Comités del Pueblo se les denominará representantes 

ciudadanos. 

 

Artículo 176.- Dentro de los siguientes quince días de la fecha en que se haya realizado la elección 

si no existen impugnaciones o dentro del plazo de veinticuatro horas posteriores a que se notifique la 

resolución definitiva de la impugnación de la jornada electiva correspondiente, las Direcciones 

Distritales, notificarán mediante estrados físicos y electrónicos, a los ciudadanos que resultaron 

electos para integrar al Comité de cada colonia, quienes acudirán a las Direcciones Distritales a 

recoger las constancias de asignación las cuales servirán como un medio de identificación ante las 

autoridades competentes. 

 

Las Direcciones Distritales llevarán un registro actualizado de los integrantes de cada Comité. 

 

Artículo 177.- Con el objeto de que los representantes ciudadanos electos puedan identificarse, el 

Instituto Electoral deberá proporcionarles, a más tardar el tercer domingo del mes de septiembre del 

año en que tenga verificativo la jornada electiva, la credencial que los acredite como tales. Dicho 

documento contendrá como mínimo el nombre del representante ciudadano, su domicilio, su 

fotografía, la colonia a la que representa, el Comité del que es integrante, el Consejo al que 

pertenecen, tratándose de los Coordinadores Internos, y demás elementos que se consideren 

pertinentes. 
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Artículo 178.- El Instituto Electoral es el encargado de organizar y efectuar la instalación de los 

Comités y de los Comités del Pueblo. Las sesiones de instalación de los Comités se realizarán en la 

primera quincena de octubre del año en que se efectúe la jornada electiva. 

 

Las sesiones de instalación podrán ser colectivas o individuales. 

 

Artículo 179.- Las instalaciones colectivas serán por Distrito Electoral, por Delegación o por 

cualquier otra subdivisión territorial que determine el Instituto Electoral. Las individuales serán por 

Comité y se llevarán a cabo cuando por falta de quórum alguno o algunos de éstos no se instalen en 

la sesión colectiva. 

 

La convocatoria para la instalación colectiva de los Comités la realizará el Instituto Electoral, de 

manera personal y por escrito, a los representantes ciudadanos electos en forma simultánea a la 

entrega de la credencial a que se refiere el artículo anterior, debiendo indicar la fecha, hora y lugar 

en que se llevará a cabo la sesión de instalación. 

 

Artículo 180.- El Jefe de Gobierno y las y los Jefes Delegacionales, de manera conjunta, deberán 

proporcionar un listado de espacios para: 

 

I. Las sesiones de instalaciones colectivas e individuales de los órganos de representación 

ciudadana, un mes antes de su realización; y 

 

II. Para la celebración de las sesiones ordinarias y extraordinarias de los órganos de representación 

ciudadana según lo requiera el Instituto Electoral. 

 

Estos listados se proporcionarán al Instituto Electoral, según lo requiera, para la distribución óptima 

de los espacios entre los órganos de representación ciudadana. 

 

En los espacios que proporcionen el Jefe de Gobierno y las y los Jefes Delegacionales queda 

prohibido hacer alusión a siglas o denominaciones, así como utilizar los colores referentes a un 

partido político. 

 

Artículo 181.- En las sesiones colectivas de instalación de los Comités estarán presentes 

funcionarios del Instituto Electoral, quienes verificarán su correcta instalación e integración de 

conformidad con las siguientes reglas: 

 

I. Pasarán lista de asistencia de los integrantes de cada Comité; 

 

II. Tomarán protesta y declararán instalados a los Comités cuyo número de integrantes presentes 

sean cuando menos la mitad más uno; 
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III. Elaborarán el acta de instalación de cada Comité para lo que recabarán las firmas de sus 

integrantes. El original del acta se resguardará en la Dirección Distrital correspondiente, 

remitiéndose copia simple de ésta al Coordinador Interno del Comité respectivo; 

 

IV. Los integrantes de los Comités que sean declarados instalados, acordarán fecha, hora y lugar 

para su primera sesión; y 

 

V. Los Comités que no sean instalados en la sesión colectiva por no reunir el quórum señalado en la 

fracción II de este artículo, lo serán en sesiones individuales convocadas por el Instituto Electoral 

dentro del plazo señalado en el primer párrafo del artículo 178 de esta Ley. 

 

CAPÍTULO VII 

DEL PLENO DEL COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 182.- El Comité funcionará en Pleno y en Coordinaciones de trabajo, de conformidad con 

las previsiones de la presente Ley y el Reglamento. 

 

El Pleno estará conformado por los nueve o cinco representantes ciudadanos que según sea el caso 

integren al Comité. 

 

Artículo 183.- Los trabajos del pleno serán dirigidos y coordinados por la Coordinación Interna. 

 

Artículo 184.- Será Coordinador Interno quien haya ostentado la figura de presidente en la fórmula 

que obtenga la mayoría de la votación en la jornada electiva de la colonia respectiva. Las 

Direcciones Distritales darán cuenta de tal situación al momento de expedir las constancias de 

asignación a los ciudadanos que resulten electos para integrar al Comité de cada colonia. 

 

En caso de que como resultado de la jornada electiva las Direcciones Distritales no puedan 

determinar la existencia del Coordinador Interno, porque haya empate en primer lugar entre dos 

fórmulas o por alguna otra causa, los representantes ciudadanos lo designarán por mayoría de 

votos, en la sesión de instalación del Comité, de entre los integrantes asignados de las fórmulas 

respectivas que hayan ocupado los dos primeros lugares en la jornada electiva. 

 

En el desempeño de sus funciones el Coordinador Interno se auxiliará de un secretario, quien será 

designado de manera libre por éste de entre los integrantes del Comité. 

 

Artículo 185.- Corresponde al Coordinador Interno: 

 

I. Coordinar los trabajos del Pleno; 

 

II. Preservar la libertad y el orden durante el desarrollo de los trabajos del Pleno; 

 

III. Presidir al Comité, a la Coordinación Interna de éste y a la Asamblea Ciudadana; 
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IV. Presidir las reuniones, dirigir los debates y discusiones del pleno y la Coordinación Interna; 

 

V. Programar y elaborar en consulta con el secretario el desarrollo general y el orden del día de las 

sesiones del Pleno; 

 

VI. Expedir la convocatoria para las reuniones del Pleno; 

 

VII. Iniciar y clausurar las reuniones del Pleno; 

 

VIII. Adoptar las decisiones y medidas que se requieran para la organización del trabajo del Pleno; 

 

IX. Dar cumplimiento a los acuerdos tomados por el Pleno, efectuando los trámites necesarios; 

 

X. Llamar al orden a los integrantes del Comité, dictando las medidas necesarias para conservarlo; 

 

XI. Participar en el Consejo; 

 

XII. Someter a consideración del Pleno del Comité la convocatoria para la realización de la 

Asamblea Ciudadana; 

 

XIII. Suspender las sesiones del Pleno del Comité en términos de lo establecido en esta Ley; 

 

XIV. Convocar al menos una vez al mes a reuniones del Pleno del Comité con los representantes de 

manzana, a efecto de canalizar las demandas ciudadanas que éstos le remitan; 

 

XV. Requerir a los integrantes del Comité faltistas a concurrir a las reuniones del Pleno de éste; y 

 

XVI. Las demás que le confiera esta Ley o el Reglamento. 

 

Artículo 186.- Corresponde al Secretario: 

 

I. Auxiliar al Coordinador Interno en la preparación del orden del día de las sesiones del pleno; 

 

II. Firmar y notificar a los integrantes del Comité y a la Dirección Distrital que corresponda las 

convocatorias a las sesiones del pleno; 

 

III. Pasar lista de asistencia y verificar la existencia del quórum legal; 

 

IV. Dar lectura durante las reuniones de trabajo a los documentos que le sean indicados; 

 

V. Elaborar las actas de las sesiones del pleno; 

 



68 

VI. Distribuir el acta de la sesión entre los integrantes del Comité y la Dirección Distrital que le 

corresponda; 

 

VII. Recoger y computar las votaciones a fin de comunicar los resultados; y 

 

VIII. Las demás que le confiera la presente Ley y el Reglamento. 

 

Artículo 187.- Las sesiones del pleno serán ordinarias y extraordinarias. 

 

Las sesiones ordinarias se celebrarán por lo menos una cada mes. Para tal efecto, la Presidencia  

del Comité elaborará programas trimestrales de sesiones ordinarias, los cueles serán aprobados con 

efectos de notificación por la mayoría del Pleno del Comité en los meses de diciembre, marzo, junio 

y septiembre de cada año. 

 

Artículo 188.- Las convocatorias a las sesiones ordinarias serán expedidas y firmadas por el 

Coordinador Interno, el secretario y algún integrante más del Comité. Deberán ser notificadas de 

manera personal o a través de medios electrónicos, vía telefónica, o por avisos en el domicilio de los 

integrantes del Comité, con cinco días de anticipación, y a la Dirección Distrital que corresponda a la 

colonia donde tenga su asiento el Comité. De igual manera las convocatorias serán hechas del 

conocimiento de los habitantes de las colonias, para lo cual serán publicadas en los lugares de 

mayor afluencia de éstas. 

 

Artículo 189.- Las convocatorias deberán contener el lugar, fecha y hora de la sesión, el orden del 

día y los documentos anexos que así se requieran. El lugar donde habrán de celebrarse las sesiones 

deberá estar ubicado en la colonia que represente el Comité. 

 

El personal del Instituto Electoral podrá acudir a las sesiones de los Comités para verificar su 

correcto funcionamiento. 

 

Artículo 190.- Las sesiones extraordinarias tendrán verificativo cuando la naturaleza o urgencia de 

la atención de los asuntos así lo ameriten. 

 

Podrán solicitar la realización de sesión extraordinaria una tercera parte de los integrantes del 

Comité o el Coordinador Interno de éste. Si en un plazo de 72 horas el Coordinador Interno omite 

citar a la sesión solicitada, ésta se llevará a cabo con la convocatoria de la mayoría de los 

integrantes del Comité. 

 

Salvo que se trate de asuntos de extrema urgencia, en tal circunstancia se convocará a la sesión 

para realizarse de inmediato, en caso de negativa del Coordinador Interno a convocar, podrán 

convocar la mayoría de integrantes. Asimismo, para tomar decisiones válidas, deberán estar 

presentes la mayoría de integrantes del Comité. 
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Artículo 191.- Las reuniones del Pleno del Comité se desarrollarán conforme al orden del día que 

elaboren conjuntamente el Coordinador Interno y el Secretario, tomando en cuenta las propuestas 

de temas y en el formato y previsiones del Reglamento. 

 

Artículo 192.- Para que puedan celebrarse las sesiones ordinarias o extraordinarias del Pleno en 

primera convocatoria es necesaria la presencia de la mayoría simple de los representantes 

ciudadanos que conforman el Comité. 

 

En caso de que después de treinta minutos no se reúna el quórum a que hace referencia el párrafo 

anterior, se atenderá una segunda convocatoria en la que la sesión dará inicio con los 

representantes ciudadanos presentes. 

 

Al inicio de la sesión el secretario pasará lista de asistencia y dará cuenta del número de integrantes 

del Comité presentes, acto seguido el Coordinador Interno declarará abierta la sesión. 

 

Artículo 193.- Instalada la sesión, el Coordinador Interno, a través del secretario, pondrá a 

consideración de los integrantes del Comité el proyecto de orden del día. 

 

El orden del día será aprobado por mayoría de votos, pudiendo ser modificado total o parcialmente a 

petición de alguno de los integrantes del Comité. 

 

Durante la sesión serán discutidos, sometidos a votación y, en su caso, aprobados los asuntos 

contenidos en el orden del día. 

 

Artículo 194.- Aprobado el orden del día, el Coordinador Interno solicitará al secretario poner a 

consideración de los integrantes del Comité el acta de la sesión anterior, los que la aprobarán por 

mayoría de votos, pudiendo cualquiera de ellos solicitar su modificación total o parcial. 

 

El acta de la sesión deberá contener la fecha, hora y lugar en la que se realizó la reunión, su 

duración, los puntos del orden del día, los acuerdos tomados y el nombre y firma de los integrantes 

del Comité en todas y cada una de sus fojas. 

 

Dentro de los tres días posteriores a la aprobación del acta por el pleno del Comité, el secretario 

entregará una copia de ésta a la Dirección Distrital competente. 

 

El Instituto Electoral elaborará y distribuirá entre las Coordinaciones Internas los formatos y formas 

impresas de convocatorias, órdenes del día, actas y demás documentos necesarios para el correcto 

desempeño de las funciones del Comité. 

 

Artículo 195.- Los integrantes del Comité sólo podrán hacer uso de la palabra con la autorización 

del Coordinador Interno, no pudiendo ser interrumpidos, salvo por éste, para señalarles que su 

tiempo ha concluido o para exhortarlos a que se conduzcan en los términos previstos en esta Ley. 
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Si el integrante del Comité se aparta del asunto en debate o hace alguna referencia que ofenda a 

cualquiera de los presentes, el Coordinador Interno le advertirá. Si el orador es reiterativo en su 

conducta, el Coordinador Interno le retirará el uso de la palabra y no podrá otorgársela sino hasta el 

siguiente punto del orden del día. 

 

Salvo el supuesto señalado en el párrafo anterior, por ningún motivo y bajo ningún supuesto le podrá 

ser negada el uso de la palabra a los integrantes del Comité. El Reglamento desarrollará en detalle 

la organización y desarrollo de las sesiones del Pleno. 

 

Artículo 196.- El Coordinador Interno podrá declarar la suspensión de la sesión, por cualquiera de 

las causas siguientes: 

 

I. Cuando por la ausencia de alguno de los integrantes del Comité se interrumpa el quórum para 

sesionar; 

 

II. Cuando no existan las condiciones que garanticen el buen desarrollo de la sesión, la libre 

expresión de las ideas o la seguridad de los representantes ciudadanos; y 

 

III. Cuando exista alteración del orden. 

 

La suspensión de la sesión tendrá los efectos de dar por concluida la misma, asentándose en el acta 

los motivos, causas o razones por los cuales se suspendió, y los asuntos ya estudiados, revisados, 

discutidos y en su caso votados. Los puntos del orden del día pendientes de tratar serán incluidos en 

la sesión inmediata siguiente. 

 

Artículo 197.- El Coordinador Interno, previa consulta con los integrantes del Comité, podrá declarar 

en receso la sesión y el tiempo para su reanudación. 

 

CAPÍTULO VIII 

DE LAS COORDINACIONES DE TRABAJO DEL COMITÉ CIUDADANO 

 

Artículo 198.- Las Coordinaciones de trabajo estarán integradas por un representante ciudadano. 

 

El Pleno del Comité designará por mayoría de votos a los titulares de las coordinaciones de trabajo, 

debiéndose reflejar la pluralidad del Comité. Los titulares de las coordinaciones de trabajo durarán 

tres años en sus funciones, pudiendo ser removidos en una sola ocasión por acuerdo del pleno, 

como resultado de las evaluaciones anuales que haga el pleno del Comité o por motivos de salud o 

cambio de dirección. 

 

Artículo 199.- La elección de los titulares de las Coordinaciones de trabajo se realizará en la sesión 

del Pleno del Comité posterior a la de instalación. La Coordinación Interna deberá notificar a la 

Dirección Distrital correspondiente, en un plazo no mayor de cinco días hábiles posteriores a su 

realización, la integración de las coordinaciones de trabajo. 
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Artículo 200.- Las coordinaciones de trabajo serán competentes para conocer de la materia que se 

derive conforme a su denominación, a efecto de proponer, recibir y analizar los asuntos que le sean 

formulados al interior del Comité o en la Asamblea Ciudadana. 

 

De igual manera y a efecto de desahogar los asuntos de su competencia podrán coordinarse en 

forma directa con las autoridades respectivas, quienes tendrán la obligación de atenderlos en tiempo 

y forma. 

 

Artículo 201.- Las coordinaciones de trabajo tendrán cuando menos las siguientes atribuciones 

específicas: 

 

I. Integrar las actividades de cada coordinación de trabajo en el Programa General de Trabajo; 

 

II. Someter a consideración del Pleno del Comité la realización de consultas ciudadanas sobre temas 

que tengan impacto trascendental en los distintos ámbitos temáticos y territoriales del Distrito 

Federal; 

 

III. Someter a consideración del Pleno del Comité la opinión sobre el programa semestral de difusión 

pública a cargo de la Administración Pública del Distrito Federal; 

 

IV. Someter a consideración del Pleno del Comité el programa de difusión de las acciones y 

funciones de la Administración Pública, a través de los medios de comunicación comunitarios que 

permitan a los habitantes de la colonia tener acceso a esa información; 

 

V. Someter a consideración del Pleno del Comité las propuestas de contralores ciudadanos; 

 

VI. Poner a consideración del Pleno del Comité la solicitud de audiencia pública; 

 

VII. Poner a consideración del Pleno del Comité las solicitudes de recorridos del Jefe Delegacional; 

 

VIII. Integrar el informe de actividades del Comité; y 

 

IX. Las demás que se establezcan en esta Ley, el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 202.- Las Coordinaciones tendrán cuando menos las siguientes funciones: 

 

I. Elaborar una agenda en la que se contemplen los problemas identificados en la colonia que 

representan, para darlos a conocer a las autoridades competentes con el fin de implementar 

acciones; 

 

II. Conocer y opinar respecto a la implementación de los planes, programas, proyectos y acciones en 

su materia; 
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III. Coadyuvar con las autoridades de la Administración Pública; 

 

IV. Elaborar un diagnóstico y un programa que integre y vaya dirigido a la participación del sector 

juvenil en las actividades del Comité según la propia dinámica de la colonia; 

 

V. Promover la participación de los habitantes de la colonia en los planes programas, proyectos y 

acciones en su materia; 

 

VI. Instrumentar las acciones para el cumplimiento de los programas de capacitación, formación 

ciudadana, de comunicación y cultura cívica dirigidos a los habitantes de la colonia o pueblo que 

representan; 

 

VII. Evaluar, por conducto de las Asambleas Ciudadanas, las actividades de capacitación, formación 

ciudadana, comunicación y cultura cívica de los habitantes de la colonia o pueblo que representan; y 

 

VIII. Las demás que se establezcan en esta Ley, el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

CAPÍTULO IX 

DE LA RELACIÓN CON LA ASAMBLEA CIUDADANA 

 

Artículo 203.- Para que la Coordinación Interna pueda emitir la convocatoria a la Asamblea 

Ciudadana, deberá someterla a previa aprobación por parte del Pleno del Comité. La convocatoria 

deberá ser firmada por la mayoría del Comité e incluir al Coordinador Interno. Dicha convocatoria 

incluirá las propuestas de puntos del orden del día que formulen los representantes de manzana. 

 

Artículo 204.- El Instituto Electoral, a través de sus Direcciones Distritales, dotará a los Comités de 

formatos específicos para la difusión de las convocatorias y demás actividades a desarrollar en la 

Asamblea Ciudadana. 

 

La Coordinación Interna deberá notificar la convocatoria a la Dirección Distrital que le corresponda 

con cuando menos diez días de anticipación. El personal del Instituto Electoral podrá estar presente 

en la Asamblea Ciudadana. 

 

Artículo 205.- El Comité tendrá las siguientes atribuciones en materia de Asambleas Ciudadanas: 

 

I. Convocar al menos cada tres meses a la Asamblea Ciudadana; 

 

II. Dirigir y coordinar, por conducto de la Coordinación Interna, las reuniones de la Asamblea 

Ciudadana; 

 

III. Implementar y dar seguimiento a los acuerdos de la Asamblea Ciudadana; 
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IV. Elaborar, por conducto del secretario, las minutas de las Asambleas Ciudadanas, las que 

contendrán la fecha, hora y lugar en la que se realizó, su duración, los puntos del orden del día, los 

acuerdos y resoluciones tomados y el nombre y firma del presidente y secretario de la Asamblea 

Ciudadana en todas sus fojas. El Instituto Electoral deberá proporcionar a los Comités los formatos 

específicos de las actas y minutas. Una copia de la minuta deberá ser entregada por el secretario, 

en un plazo de cinco días hábiles posteriores a la realización de la Asamblea referida, a la comisión 

de vigilancia de la Asamblea Ciudadana y a la Dirección Distrital competente; 

 

V. Presentar para su aprobación el programa general de trabajo del Comité. Este programa será 

elaborado por el Coordinador Interno y aprobado con antelación por el Pleno del Comité; 

 

VI. Presentar para su aprobación los programas parciales de trabajo de las Coordinaciones de 

trabajo de los Comités. Dichos programas serán elaborados por los titulares de las Coordinaciones 

de trabajo y aprobados con antelación por el Pleno del Comité; 

 

VII. Presentar informes semestrales sobre el ejercicio de sus atribuciones y el desarrollo de sus 

actividades; 

 

VIII. Informar, por conducto de su Coordinador Interno, de los temas tratados, las votaciones, los 

acuerdos alcanzados y demás asuntos de interés del Consejo; 

 

IX. Convocar en coordinación con la Asamblea Legislativa, el Jefe de Gobierno y el Jefe 

Delegacional correspondiente, a las consultas ciudadanas que establece el artículo 126 de esta Ley; 

 

X. Coordinar, a través de la Coordinación de trabajo competente, a las comisiones de apoyo 

comunitario que constituya la Asamblea Ciudadana; y 

 

XI. Las demás que establece esta Ley. 

 

Artículo 206.- La Asamblea Ciudadana se celebrará en la fecha, hora y lugar señalado en la 

convocatoria. Cualquier modificación la invalidará. 

 

El día y la hora señalados para la verificación de la Asamblea Ciudadana, la Coordinación Interna la 

declarará instalada y procederá de inmediato a la lectura del orden del día. El procedimiento para el 

desahogo de la Asamblea Ciudadana se regirá por el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 207.- La Asamblea Ciudadana podrá ser suspendida por el Coordinador Interno del Comité 

cuando no existan las condiciones que garanticen el buen desarrollo de la sesión, la libre expresión 

de las ideas o la seguridad de los representantes ciudadanos. 

 

La suspensión de la Asamblea Ciudadana dará por concluida a ésta, los puntos del orden del día 

pendientes de tratar serán incluidos en la siguiente. 
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Artículo 208.- El Comité será el responsable de dar a conocer los acuerdos y resoluciones 

adoptados en la Asamblea Ciudadana a las y los niños, jóvenes, vecinos y ciudadanos de la colonia 

correspondiente, debiendo divulgarlos en los lugares públicos de mayor afluencia en la colonia y a 

través de los medios de comunicación comunitarios a su alcance. 

 

Artículo 209.- La elección de la comisión de vigilancia del Comité se realizará en la primera 

Asamblea Ciudadana a que convoque el Comité, una vez que éste entre en funciones el primero de 

octubre de cada tres años. Dicha elección será incluida en el orden del día de la Asamblea 

Ciudadana. Las propuestas de integrantes de la comisión de vigilancia serán presentadas ante la 

Asamblea por las y los niños, jóvenes, vecinos y ciudadanos. 

 

Artículo 210.- Los integrantes de la comisión de vigilancia duran tres años en su encargo y son 

inamovibles, salvo por renuncia presentada ante la Asamblea Ciudadana. 

 

En caso de renuncia, dicha Asamblea realizará la sustitución observando el procedimiento 

establecido en el artículo anterior. 

 

Artículo 211.- La evaluación del Comité que realice la comisión de vigilancia lo hará en coordinación 

con el personal que para tal efecto designe el Instituto Electoral; se sustentará en la opinión de los 

vecinos y ciudadanos de la colonia respectiva, para lo cual, en el mes de junio de cada año se 

levantará una encuesta de opinión. 

 

El cuestionario constará en un formato claro y sencillo, en el que se consultará a los vecinos y 

ciudadanos su parecer respecto del desempeño del Comité en atención a las obligaciones que le 

otorga esta Ley, así como el desarrollo de proyectos y acciones de mejoramiento y metas 

alcanzadas en la colonia. 

 

Artículo 212.- Para cumplir con lo señalado en el párrafo segundo del artículo anterior, el Instituto 

Electoral contará con un Programa Anual de Evaluación del Desempeño que será el instrumento con 

el cual capacitará a la comisión de vigilancia.  

 

El Instituto Electoral contará con los manuales, instructivos y formatos, que podrán ser elaborados 

con la colaboración de instituciones públicas de educación superior, centros públicos de 

investigación, organizaciones académicas y de la sociedad civil, con los cuales el Instituto Electoral 

suscribirá convenios para tal fin. 

 

Artículo 213.- El resultado anual sobre el funcionamiento y desempeño del Comité que elabore la 

comisión de vigilancia se hará del conocimiento de la Asamblea Ciudadana para su aprobación, de 

conformidad con el artículo 129 de esta Ley, asimismo será turnado para su conocimiento en el mes 

de julio al Instituto Electoral, el cual a partir del momento en que lo reciba lo enviará a la Comisión de 

Gobierno de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en un término no mayor de cinco días 

hábiles. 
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CAPÍTULO X 

DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS COMITÉS EN EL 

PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 

 

Artículo 214.- El presupuesto participativo es aquel sobre el que los ciudadanos deciden respecto a 

su aplicación en las colonias que conforman al Distrito Federal, y que se haya establecido en los 

artículos 125 y 126 de esta Ley. 

 

Artículo 215.- El presupuesto participativo ascenderá en forma anual al 3% de los presupuestos de 

egresos totales anuales de las Delegaciones que apruebe la Asamblea Legislativa. Estos recursos 

serán independientes de los que las Delegaciones contemplen para acciones de gobierno o 

programas específicos de cualquier tipo que impliquen la participación de los ciudadanos en su 

administración, supervisión o ejercicio. 

 

Artículo 216.- Son autoridades en materia de presupuesto participativo las siguientes: 

 

I. El Jefe de Gobierno; 

 

II. La Asamblea Legislativa; y 

 

III. Los Jefes Delegacionales. 

 

En materia de presupuesto participativo el Instituto Electoral y los Comités fungirán como 

coadyuvantes de las autoridades. 

 

Artículo 217.- Al Jefe de Gobierno le corresponde en materia de presupuesto participativo lo 

siguiente: 

 

I. Incluir en el apartado de Delegaciones del proyecto de presupuesto de egresos que de manera 

anual remita a la Asamblea Legislativa, los montos y rubros en que habrán de aplicarse los recursos 

del presupuesto participativo; 

 

II. Vigilar, a través de las Dependencias competentes, el ejercicio del presupuesto participativo; 

 

III. Participar, en coordinación con las demás autoridades y con los Comités, así como con los 

Comités del Pueblo y su respectiva autoridad tradicional, en las consultas ciudadanas que establece 

el artículo 126 de esta Ley; 

 

IV. Tomar en cuenta para la elaboración del proyecto de presupuesto de egresos, los resultados de 

las consultas ciudadanas que dispone el artículo 126 de esta Ley; y 

 

V. Las demás que establezcan esta Ley y otros ordenamientos aplicables. 
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Artículo 218.- A la Asamblea Legislativa le compete en materia de presupuesto participativo, a 

través del Pleno y de sus comisiones de Gobierno, Participación Ciudadana, Presupuesto y 

Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda, lo que a continuación se indica: 

 

I. Aprobar en forma anual en el decreto de Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, los recursos 

para el presupuesto participativo. 

 

Dicha asignación se hará por Delegación y por colonia conforme a la división que efectúe el Instituto 

Electoral, y se basará en las evaluaciones de desempeño de los Comités que realice el Instituto 

Electoral en términos de esta Ley, así como en los resultados de las consultas ciudadanas que 

establece el artículo 126 de esta Ley; 

 

II. Vigilar, a través de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa, el ejercicio de 

los recursos del presupuesto participativo. 

 

Los integrantes de los órganos de representación ciudadana que establece el artículo 7 de esta Ley 

podrán presentar quejas, ante las comisiones de participación ciudadana, presupuesto y cuenta 

pública y vigilancia de la contaduría mayor de hacienda, sobre el ejercicio y aplicación de los 

recursos del presupuesto participativo. 

 

Las comisiones harán del conocimiento de la Contaduría Mayor de Hacienda y demás instancias 

competentes el contenido de las quejas para los efectos a que haya lugar; 

 

III. Participar, en coordinación con las demás autoridades y con los Comités, en las consultas 

ciudadanas que establece el artículo 126 de esta Ley; 

 

IV. Tomar en cuenta para la aprobación de los recursos del presupuesto participativo los resultados 

de las consultas ciudadanas que dispone el artículo 126 de esta Ley; y 

 

V. Las demás que establecen esta Ley y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 219.- Corresponde a los Jefes Delegacionales en materia de presupuesto participativo: 

 

I. Incluir en los programas operativos y anteproyectos anuales de presupuestos de egresos que 

remitan al Jefe de Gobierno, entre el uno y el tres por ciento del total de su presupuesto para 

presupuesto participativo. 

 

Los Jefes Delegacionales indicarán el monto de recursos que se destinará a cada una de las 

colonias que conforman la demarcación de acuerdo con la división que realice el Instituto Electoral, 

de modo que su suma ascienda a los porcentajes señalados en el párrafo anterior. 

 

La distribución de recursos entre las colonias tendrá que ser proporcional según los criterios 

establecidos en esta Ley, no pudiendo ser excluida colonia alguna; 
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II. Indicar en los programas operativos y anteproyectos anuales de presupuestos de egresos los 

rubros en que en cada colonia de la Delegación se aplicarán los recursos del presupuesto 

participativo. 

 

La determinación de los rubros en que se aplicará el presupuesto participativo en cada colonia, se 

sustentará en los resultados de las consultas ciudadanas que establece el artículo 126 de esta Ley; 

 

III. Participar en coordinación con las demás autoridades y con los Comités en las consultas 

ciudadanas que establece el artículo 126 de la presente Ley; 

 

IV. Aplicar, preferentemente por colaboración ciudadana, el presupuesto participativo que por colonia 

le apruebe la Asamblea Legislativa; 

 

V. La forma en como habrán de aplicarse el presupuesto participativo en cada colonia se basará en 

los resultados de las consultas ciudadanas que establece el artículo 126 de esta Ley; y 

 

V. Las demás que establecen en esta Ley y otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 220.- El Instituto Electoral tendrá las siguientes atribuciones en materia de presupuesto 

participativo: 

 

I. Educar, asesorar, capacitar y evaluar a los integrantes de los Comités en materia de presupuesto 

participativo; 

 

II. Coordinar a las autoridades y Comités para la realización de las consultas ciudadanas que 

dispone el artículo 126 de la presente Ley; 

 

III. Emitir en forma anual las convocatorias para las consultas ciudadanas a que se refiere el artículo 

126 párrafo segundo de esta Ley, en conjunto con la Asamblea Legislativa, el Jefe de Gobierno, los 

Jefes Delegacionales y los Comités. Debiendo ser difundidas de manera amplia en los medios 

masivos y comunitarios de comunicación del Distrito Federal. 

 

En aquellas colonias donde no exista Comité, porque no se haya realizado la jornada electiva o por 

cualquier otra causa, los Consejos en coordinación con las organizaciones ciudadanas debidamente 

registradas correspondientes al ámbito territorial en cuestión, designarán a una comisión encargada 

de realizar todos los trámites tendientes a dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 125 y 

126 del presente artículo y demás disposiciones aplicables; y 

 

IV. Las demás que establecen esta Ley y otras disposiciones aplicables. 

 

Artículo 221.- En las convocatorias referidas en la fracción III del artículo anterior, se indicarán las 

fechas, lugares y horas de realización de las consultas ciudadanas en todas y cada una de las 
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colonias en que se divida el Distrito Federal. Así como las preguntas de que constará la consulta 

ciudadana. 

 

Artículo 222.- El Jefe de Gobierno y los Jefes Delegacionales facilitarán los espacios necesarios 

para la realización de las consultas, además de la logística para su implementación. El Instituto 

Electoral, en conjunto con los Comités, será el encargado de validar los resultados de las consultas 

ciudadanas. Los resultados de las consultas serán públicos en todo momento. 

 

Para el supuesto previsto en el inciso a) del párrafo primero del artículo 126 de la presente Ley, la 

convocatoria deberá ser emitida dentro de los primeros quince días del mes de mayo de cada año. 

Para el supuesto previsto en el inciso b) del párrafo primero del artículo 126 referido, la convocatoria 

será lanzada dentro de los primeros quince días del mes de diciembre de cada año. 

 

Artículo 223.- El desarrollo de la Consulta Ciudadana iniciará con la recepción de opiniones de la 

ciudadanía a través del Sistema Electrónico por Internet, y concluirá con el cierre de las Mesas que 

serán instaladas para la emisión de la opinión presencial, por medio de papeletas, en cada una de 

las colonias o pueblos en que se divide el Distrito Federal. 

 

Artículo 224.- Para la emisión y recepción de la opinión, la ciudadanía podrá utilizar sólo una de las 

modalidades siguientes: 

 

I. El Sistema Electrónico por Internet; y 

 

II. La Mesa que le corresponda, de acuerdo con la sección de la colonia o pueblo por el que 

participa, de las 9:00 a las 18:00 horas. 

 

Artículo 225.- La validación de resultados de la Consulta por colonia o pueblo estará a cargo de las 

Direcciones Distritales. 

 

Artículo 226.- El Instituto Electoral entregará copia certificada de las constancias de validación que 

se expidan, al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a las Comisiones de Presupuesto y Cuenta 

Pública, de Hacienda y de Participación Ciudadana de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a 

las 16 Jefaturas Delegaciones y, en su caso, a los Consejos, a través de los Presidentes de las 

Mesas Directivas, para su difusión y efectos a que haya lugar. 

 

CAPÍTULO XI 

DE LA COORDINACIÓN DE LOS COMITÉS 

 

Artículo 227.- Los Comités podrán realizar reuniones periódicas de trabajo con otros Comités, las 

que podrán ser temáticas o regionales. 
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Artículo 228.- Los Comités cuando identifiquen la existencia de problemáticas o temas comunes 

que involucren a dos o más colonias, podrán concertar reuniones para discutirlos y, en su caso, 

tomar los acuerdos necesarios. 

 

Artículo 229.- Las reuniones entre diversos Comités serán plenarias o de Coordinaciones de 

trabajo, temáticas o regionales. Los coordinadores internos serán los responsables de proponer y 

concertar las reuniones plenarias con otro u otros. 

 

Los titulares de las Coordinaciones de trabajo serán los encargados de proponer y concertar 

reuniones con las Coordinaciones de trabajo de otro u otros Comités. 

 

Artículo 230.- Las reuniones del Pleno o de Coordinaciones de trabajo de dos o más Comités serán 

presididas por cualquiera de los coordinadores internos de los Comités o los titulares de las 

coordinaciones de trabajo, para lo cual éstos deberán ponerse de acuerdo. De igual modo se 

procederá con el secretario. 

 

Las reuniones, convocatorias, el quórum, las intervenciones y debates de las reuniones entre 

diversos Comités, en Pleno o de sus Coordinaciones de trabajo, se regirán en lo conducente por lo 

establecido en el Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

El personal del Instituto Electoral podrá estar presente en las reuniones a que hace referencia este 

artículo. 

 

Artículo 231.- Los Comités, por conducto de la Coordinación Interna o de los titulares de las 

Coordinaciones de trabajo, según corresponda, cada uno hará del conocimiento de la Asamblea 

Ciudadana, para su evaluación, las acciones emprendidas y los acuerdos tomados de las reuniones 

plenarias o de coordinaciones internas que hubiesen celebrado con otro u otros Comités. 

 

CAPÍTULO XII 

DE LAS DIFERENCIAS AL INTERIOR Y LAS RESPONSABILIDADES, 

SANCIONES Y EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

 

Artículo 232.- Las diferencias al interior, responsabilidades, sanciones y procedimiento sancionador 

de los representantes ciudadanos se regirán por lo establecido en este Capítulo, el Reglamento y 

otros ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 233.- Son diferencias al interior de los Comités las acciones u omisiones realizadas por 

cualquiera de los integrantes de éstos y que a continuación se señalan: 

 

I. Hacer referencias o alusiones que ofendan a alguno o algunos de los integrantes del Comité o de 

la Asamblea Ciudadana; 

 



80 

II. Ausentarse sin causa justificada de las sesiones o reuniones de trabajo del Pleno o 

coordinaciones de trabajo del Comité o de la Asamblea Ciudadana; 

 

III. Retirarse sin causa justificada de las sesiones o reuniones de trabajo del Pleno o de las 

Coordinaciones de trabajo del Comité o de la Asamblea Ciudadana; 

 

IV. Presentarse en estado de ebriedad o bajo la influencia de enervantes o psicotrópicos al 

cumplimiento de sus tareas; 

 

V. Impedir u obstaculizar la presencia del personal del Instituto Electoral en las sesiones o reuniones 

de trabajo del Pleno o de las Coordinaciones de trabajo del Comité o de la Asamblea Ciudadana; 

 

VI. Contravenir u obstaculizar el desarrollo de las actividades del Comité, las Coordinaciones de 

trabajo o las Asambleas Ciudadanas; 

 

VII. Invadir o asumir las atribuciones, actividades o trabajos de la Coordinación del Comité, de los 

titulares de las Coordinaciones Internas de trabajo o del personal del Instituto Electoral; 

 

VIII. Omitir la entrega de actas y demás documentos a las Direcciones Distritales; y 

 

IX. Ocasionar daños de manera deliberada a los apoyos materiales que establece el Capítulo I del 

Título Décimo y demás bienes. Sin demerito de los demás tipos de responsabilidades que haya lugar 

a fincar. 

 

Las conductas previstas en este artículo serán sancionadas con apercibimiento, consistente en la 

llamada de atención enérgica a un representante ciudadano por haber incurrido en la falta y para 

conminarlo a que no reitere la conducta respectiva. 

 

Artículo 234.- El procedimiento para la resolución de las diferencias al interior de los Comités e 

imposición de sanciones consiste en la secuencia de actos desarrollados con el fin de determinar si 

se encuadra en las acciones u omisiones consideradas como diferencias al interior y, en 

consecuencia, resolver si ha lugar o no a sancionar al o los representantes ciudadanos. 

 

Artículo 235.- El procedimiento establecido en el artículo anterior se sujetará a los principios de: 

 

I. Buena fe; 

 

II. Amigable composición; 

 

III. Conciliación; 

 

IV. Publicidad; 
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V. Agilidad; 

 

VI. Definitividad de las resoluciones; 

 

VII. Audiencia previa y debido proceso; y 

 

VIII. Individualización de la sanción. 

 

Artículo 236.- El procedimiento para la imposición de sanciones será sustanciado y resuelto en 

primera instancia ante el Pleno del Comité, promoviendo la conciliación y la amigable composición 

de las controversias. En caso de inconformidad o de persistir la controversia conocerá y resolverá en 

segunda instancia la Dirección Distrital competente. 

 

Las resoluciones dictadas por las Direcciones Distritales serán definitivas. 

 

El Instituto Electoral dará seguimiento y revisará el cumplimiento de las sanciones dictadas a los 

integrantes del Comité. 

 

Artículo 237.- Son responsabilidades de los integrantes del Comité y, en consecuencia, se 

sancionarán con la separación o remoción las acciones u omisiones que a continuación se señalan: 

 

I. Las señaladas en el artículo 148 de esta Ley; 

 

II. Hacer uso del cargo de representante ciudadano para realizar proselitismo en favor de algún 

partido político, coalición, precandidato, candidato, fórmula de candidatos o representantes 

populares; 

 

III. Utilizar los apoyos materiales que establece el Capítulo I del Título Décimo para beneficio propio, 

para obtener lucro o para fines distintos al desempeño de sus funciones; y 

 

IV. Integrarse a laborar en la Administración Pública Delegacional, local o federal o ser incorporado a 

un programa social, que no sea universal, durante el período por el que fueron electos 

representantes ciudadanos. 

 

El o los integrantes del Comité que se ubiquen en el supuesto contenido en la fracción IV de este 

artículo, será sujeto al procedimiento y las sanciones que correspondan de conformidad con lo 

establecido en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y demás 

normatividad aplicable. 

 

En caso que algún integrante del Comité tenga conocimiento de que algún miembro se sitúe en 

alguno de los supuestos previstos en este artículo, deberá denunciar inmediatamente lo anterior ante 

la autoridad competente. 
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Artículo 238.- Para efectos de esta Ley se entenderá por remoción o separación a la pérdida de la 

calidad de representante ciudadano por haber incurrido en las conductas que establece el artículo 

anterior. 

 

Artículo 239.- El procedimiento para la determinación de las responsabilidades y su correspondiente 

imposición de sanciones consiste en la secuencia de actos desarrollados con el fin de determinar si 

se encuadra en las acciones u omisiones consideradas como responsabilidades y, en consecuencia, 

resolver si ha lugar o no a sancionar a algún representante ciudadano. 

 

Dicho procedimiento se regirá por los principios señalados en el artículo 235 de esta Ley, con 

excepción del establecido en la fracción II. 

 

El procedimiento será sustanciado y resuelto en los términos previstos por los artículos 145 y 236 de 

esta Ley. 

 

Artículo 240.- Dentro del procedimiento sancionador previsto en la presente Sección podrán ser 

ofrecidos y, en su caso, admitidos, los siguientes medios de prueba: 

 

I. Documentales públicas; 

 

II. Documentales privadas; 

 

III. Testimonial; 

 

IV. Presuncional legal y humana; 

 

V. Instrumental de actuaciones; y 

 

VI. Cualquier otro medio de convicción no contrario a la moral y a las buenas costumbres. 

 

Artículo 241.- Los plazos establecidos en el presente Capítulo se computarán en días hábiles. 

 

Artículo 242.- Para el inicio del procedimiento establecido se requerirá de denuncia por escrito ante 

la Coordinación Interna. 

 

La denuncia podrá ser presentada por los representantes ciudadanos o por los vecinos y ciudadanos 

de la colonia respectiva. 

 

Artículo 243.- El escrito de denuncia deberá contener como mínimo el nombre y domicilio del 

denunciante, el nombre del presunto infractor, la descripción clara de las presuntas faltas, las 

pruebas con que cuente y la firma autógrafa del accionante. El Instituto Electoral elaborará y pondrá 

a disposición de los ciudadanos los formatos que podrán ser utilizados para le presentación de 

denuncias. 
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La Coordinación Interna verificará que el escrito de denuncia cumpla con los requisitos señalados en 

el párrafo anterior, en caso contrario prevendrá al denunciante para que lo subsane en un término de 

tres días hábiles. 

 

Artículo 244.- Si no existen prevenciones al escrito de denuncia o éstas ya fueron subsanadas, la 

Coordinación Interna remitirá copia de la denuncia, dentro de los tres días siguientes de la recepción 

de ésta, a él o los representantes ciudadanos denunciados, así como al resto de los integrantes del 

Comité. 

 

Él o los representantes ciudadanos denunciados formularán por escrito lo que a su derecho 

convenga en un plazo de cinco días después de que les sea notificada la denuncia. Dicho 

documento deberá reunir los requisitos que establece el artículo 243 de esta Ley y será entregado 

en el plazo referido a la mesa directiva del Comité. 

 

La mesa directiva correrá traslado del escrito de él o los denunciados, en un término de dos días 

después de recibido, al resto de los integrantes del Comité y al denunciante. 

 

Artículo 245.- En el supuesto de que el denunciado no formule por escrito lo que a su derecho 

convenga o lo haga de manera extemporánea, perderá su derecho para hacerlo, dejándose 

constancia de ello y se continuará con el procedimiento. 

 

Artículo 246.- Una vez recibidos los escritos del denunciante y del denunciado, la Coordinación 

Interna convocará a sesión del Pleno de éste para resolver la controversia planteada. 

 

En la sesión del Pleno en que se resuelva el procedimiento sancionador se escuchará a él o los 

denunciados, desarrollándose la discusión y votación respectiva. 

 

Artículo 247.- La resolución que emita el Pleno del Comité tendrá como efecto el determinar si él o 

los representantes ciudadanos cometieron alguna falta y si procede la remoción o separación del 

representante ciudadano. 

 

Artículo 248.- Las resoluciones del Pleno del Comité deberán hacerse del conocimiento de la 

Asamblea Ciudadana, del denunciante, de la Dirección Distrital y del denunciado. En estos dos 

últimos casos se les notificará la resolución en los dos días después de aprobada para los efectos 

legales a que haya lugar. 

 

Las resoluciones surtirán sus efectos inmediatamente después de que la Dirección Distrital emita la 

resolución definitiva del caso o bien cuando expire el plazo para la interposición del recurso de 

revisión sin que se haya interpuesto el escrito respectivo. 

 

Artículo 249.- La resolución del Pleno del Comité deberá constar por escrito y contendrá: 
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I. La fecha, lugar y órgano que la emite; 

 

II. La exposición cronológica y sucinta de los actos desarrollados en la substanciación del asunto; 

 

III. Los razonamientos que sustenten el sentido de la resolución; y 

 

IV. Los puntos resolutivos. 

 

El Instituto Electoral elaborará y pondrá a disposición de los Comités los formatos de resoluciones. 

 

Artículo 250.- La resolución del Pleno del Comité podrá ser recurrida por el denunciante o el 

denunciado por escrito presentado ante la Dirección Distrital competente. El plazo para la 

interposición del recurso de revisión será de cinco días después de que se les haya notificado la 

resolución. La Coordinación Interna está obligada a remitir a la Dirección Distrital todos los 

documentos del procedimiento sancionador desahogado ante el Pleno del Comité. 

 

La Dirección Distrital podrá confirmar, revocar o modificar la resolución del Pleno del Comité. 

 

El procedimiento ante la Dirección Distrital se sustanciará conforme a lo previsto en el presente 

Capítulo y en las disposiciones que para tal efecto emita el Instituto Electoral. 

 

Artículo 251.- La remoción o separación de alguno o algunos de los representantes ciudadanos 

tendrá como efecto su sustitución en el Comité. Para tal efecto, se observarán las siguientes reglas: 

 

I. La resolución de remoción o separación deberá tener carácter definitivo conforme a lo establecido 

en el párrafo segundo del artículo 248 de esta Ley; 

 

II. El Instituto Electoral, a través de la dirección distrital competente, designará al ciudadano que 

sustituirá al representante ciudadano removido; 

 

III. Para la designación del representante ciudadano sustituto, el Instituto Electoral recurrirá en 

primera instancia a los integrantes de la fórmula o planilla de la que fuera parte el representante 

ciudadano removido, respetando el orden de prelación. En segunda instancia se recurrirá a los 

integrantes de las fórmulas o planillas que hayan obtenido los lugares subsecuentes en la jornada 

electiva. El representante ciudadano sustituto ocupará el cargo por el tiempo que reste para concluir 

los tres años de ejercicio del Comité, recibirá credencial, gozará de los derechos y obligaciones 

conforme esta Ley, y asumirá los cargos que tuviere el representante ciudadano en las 

coordinaciones de trabajo del Comité; 

 

IV. En caso de que bajo el método de sustitución indicado en el inciso anterior no pueda subsanarse 

la remoción del representante ciudadano, el Instituto Electoral declarará vacante el lugar; y  
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V. Cuando algún representante ciudadano renuncie o fallezca se procederá en términos de lo 

establecido en los párrafos II, III y IV del presente artículo. 

 

TITULO SÉPTIMO 

DE LOS CONSEJOS CIUDADANO DELEGACIONALES 

 

CAPÍTULO I 

DE LOS CONSEJOS CIUDADANOS DELEGACIONALES 

 

Artículo 252.- El Consejo Ciudadano Delegacional es la instancia de carácter consultivo y de 

coordinación de los Comités y las organizaciones ciudadanas con las autoridades de cada una de 

las 16 Delegaciones. 

 

Artículo 253.- Los Consejos se integrarán con los Coordinadores Internos de cada uno de los 

Comités, los Coordinadores de concertación comunitaria de los Comités del Pueblo, las autoridades 

tradicionales y los representantes de cada una de las organizaciones ciudadanas debidamente 

registradas en la demarcación territorial que corresponda. 

 

Los Consejos se instalarán durante el mes de enero del año inmediato posterior al que tenga 

verificativo la jornada electiva de los Comités. La convocatoria para su instalación y la designación 

de sus integrantes estará a cargo del Instituto Electoral. 

 

Artículo 254.- Los Consejos funcionarán en Pleno o en Comisiones de Trabajo. 

 

El Pleno de los Consejos estará integrado de conformidad con lo establecido en el párrafo primero 

del artículo anterior de esta Ley. 

 

El Pleno de los Consejos sesionará públicamente y de manera ordinaria al menos cada tres meses. 

De manera extraordinaria se podrá reunir por acuerdo de la mayoría, cuando lo consideren 

necesario. 

 

Artículo 255.- El Pleno de los Consejos designará, de entre de sus integrantes y por mayoría de 

votos de los Coordinadores de los Comités y de los Comités del Pueblo, a una Mesa Directiva 

formada por un presidente y cinco vocales, quienes estarán encargados de dirigir las sesiones, 

representar al Consejo y las demás que se establezcan en este Título. La Mesa Directiva se 

renovará en forma semestral. 

 

Artículo 256.- El Instituto Electoral es el órgano encargado de instrumentar la elección de la Mesa 

Directiva, está se conformará de manera proporcional y se elegirá mediante el sufragio universal, 

libre, directo y secreto de los integrantes del Consejo por medio de planillas de seis integrantes, 

otorgándole la presidencia y dos vocales a la planilla ganadora, dos vocales a la que quede en 

segundo lugar y un vocal a la planilla que quede en tercer lugar. 
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Se podrán relegir los integrantes de la Mesa Directiva por una sola vez para el periodo inmediato 

posterior y en todo momento se procurará la equidad de género. 

 

Artículo 257.- El Instituto Electoral designará, de entre sus integrantes, a un secretario ejecutivo, 

quien tendrá atribuciones para llevar el registro de asistencia, elaborar y distribuir las convocatorias, 

elaborar las actas de la sesión y las demás atribuciones establecidas en este Título. 

 

Artículo 258.- A las sesiones de los Consejos podrá asistir cualquier ciudadano que así lo desee. La 

convocatoria al Consejo deberá ser abierta, comunicarse por medio de avisos colocados en las 

zonas de mayor afluencia de la demarcación respectiva y hacerse del conocimiento de los Comités. 

 

Artículo 259.- La convocatoria deberá contener por lo menos: 

 

I. El lugar, fecha y hora donde se realizará la sesión; 

 

II. Los temas, acuerdos y resoluciones, si las hubo, tratados en la reunión de Consejo inmediato 

anterior; 

 

III. Orden del día propuesto para la reunión; 

 

IV. Las Dependencias de gobierno a las que se invitará a la sesión por razones de la agenda 

propuesta, especificando el carácter de su participación; y 

 

V. Las demás que establezca la legislación sobre la materia. 

 

La convocatoria deberá ir firmada por los integrantes de la Mesa Directiva y tendrá que ser 

distribuida, con cuando menos 5 días de anticipación, a todos los miembros del Consejo. 

 

Artículo 260.- Para el mejor funcionamiento y operación de los Consejos, se conformarán 

comisiones de trabajo por tema y/o territorio, considerando, al efecto, la división territorial de cada 

una de las Delegaciones. 

 

Artículo 261.- Los integrantes de las comisiones serán designados por el Pleno. Cada comisión 

contará con una Mesa Directiva integrada por un presidente y 2 vocales, quienes serán nombrados 

por el Pleno del Consejo. En su integración participarán tanto los Coordinadores Internos de los 

Comités, como los representantes de las organizaciones ciudadanas. 

 

Artículo 262.- Las comisiones de trabajo, cuando menos se integrarán conforme a los siguientes 

temas: 

 

I. Seguridad pública;  

 

II. Servicios e infraestructura urbana;  
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III. Medio ambiente;  

 

IV. Transparencia y rendición de cuentas;  

 

V. Economía y empleo;  

 

VI. Vida comunitaria; 

 

VII. Vivienda; y 

 

VIII. Asuntos internos. 

 

Las comisiones de trabajo sesionarán de manera ordinaria una vez al mes. También podrán 

sesionar de manera extraordinaria. 

 

Artículo 263.- Los Consejos recibirán por parte de las autoridades las facilidades necesarias para el 

desempeño de sus funciones. Así mismo, a través del Instituto Electoral, recibirán los espacios y 

apoyos materiales indispensables para la ejecución de sus labores. La Asamblea Legislativa está 

obligada a incluir en el presupuesto del Instituto Electoral los recursos económicos necesarios para 

hacer efectivo dicho derecho. El Jefe de Gobierno y los Jefes Delegacionales coadyuvarán con el 

Instituto para el cumplimiento de lo señalado en el presente artículo. 

 

CAPÍTULO II 

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS CONSEJOS CIUDADANOS DELEGACIONALES 

 

Artículo 264.- Los Consejos actuarán como órganos de representación ciudadana para el fomento 

de la participación ciudadana, atendiendo y canalizando las necesidades colectivas y los intereses 

comunitarios en las colonias que integran cada demarcación territorial en el Distrito Federal. 

 

Artículo 265.- Los Consejos iniciarán sus funciones dentro de los primeros quince días del mes de 

enero del año posterior a la celebración de la elección de los Comités y los Comités del Pueblo, 

concluyendo sus trabajos el 30 de septiembre del año en que tengan verificativo las elecciones 

referidas en la primera parte de este párrafo. 

 

Artículo 266.- El cargo de integrante del Consejo es honorífico, sin embargo recibirán de parte del 

Instituto Electoral los apoyos materiales a que se hacen referencia esta Ley. 

 

Todos integrantes de los Consejos son jerárquicamente iguales, ninguno de los cuales puede ser 

excluido de participar en sus reuniones y discusiones. 

 

Artículo 267.- Los Coordinadores Internos de los Comités y los de concertación comunitaria de los 

Comités del Pueblo cuentan con voz y voto en el Consejo, los representantes de las organizaciones 
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ciudadanas debidamente registradas y las autoridades tradicionales de los pueblos originarios en 

donde se elige Comités del Pueblo, participarán en el Consejo únicamente con derecho a voz. 

 

Las decisiones del Consejo se tomarán por mayoría de votos de sus integrantes. 

 

Artículo 268.- Las sesiones, reuniones de trabajo, acuerdos y resoluciones de los Consejos son 

públicas y de acceso a cualquier ciudadano.  

 

El personal del Instituto Electoral estará presente en las sesiones del Consejo. 

 

CAPÍTULO III 

DE LA INSTALACIÓN 

 

Artículo 269.- Para la instalación de los Consejos, el Instituto Electoral emitirá y publicará la 

convocatoria respectiva durante los primeros quince días del mes de diciembre del año de la 

elección de los Comités y los Comités del Pueblo. 

 

La convocatoria contendrá la fecha, hora y lugar donde se realizarán las sesiones de instalación de 

los Consejos, así como los nombres de sus integrantes, quienes además serán notificados por el 

Instituto Electoral. 

 

Artículo 270.- En la fecha, hora y lugar señalados en la convocatoria para la sesión de instalación, 

el Instituto Electoral verificará su correcta integración y los declarará formalmente instalados. De 

igual modo, constatará la elección de la primera Mesa Directiva del Pleno del Consejo. 

 

El Instituto Electoral conseguirá los espacios físicos y demás elementos necesarios para la 

celebración de la sesión de instalación de los Consejos, para tal efecto el Jefe de Gobierno y los 

Jefes Delegacionales facilitarán los espacios donde se realizarán las sesiones de instalación y las 

demás sesiones de los Consejos. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS INTEGRANTES DEL 

CONSEJO CIUDADANO DELEGACIONAL 

 

Artículo 271.- A los integrantes de los Consejos se les denominará de manera genérica Consejeros 

Ciudadanos. El Jefe Delegacional y demás servidores públicos delegacionales podrán concurrir a las 

sesiones del Pleno únicamente a exponer asuntos relacionados con sus atribuciones, sin contar con 

voto en los acuerdos o decisiones de los Consejos. 

 

Artículo 272.- Son derechos de los integrantes de los Consejos: 

 

I. Participar con voz y voto, en el caso de los Coordinadores Internos de los Comités y de los 

Coordinadores de concertación comunitaria de los Comités del Pueblo y sólo con voz, en el caso de 
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los representantes de las organizaciones ciudadanas y de la autoridad tradicional, en los trabajos y 

deliberaciones del Pleno o de las comisiones de trabajo del Consejo; 

 

II. Ser electos integrantes de la Mesa Directiva del Pleno o de las comisiones de trabajo del Consejo; 

 

III. Ser electos como secretario ejecutivo del Pleno del Consejo; 

 

IV. Ser designados integrantes de las comisiones de trabajo del Consejo; 

 

V. Presentar propuestas relativas al ejercicio de las funciones del Consejo; 

 

VI. Recibir capacitación, asesoría y educación de conformidad con lo establecido en esta Ley; 

 

VII. Conocer y opinar sobre los anteproyectos de presupuestos de egresos delegacionales, los 

programas operativos delegacionales y los informes trimestrales de los Jefes Delegacionales; 

 

VIII. Proponer al Pleno del Consejo la presencia de servidores públicos delegacionales; 

 

IX. Proponer al Pleno del Consejo la solicitud de información a las autoridades delegacionales; 

 

X. Recibir los apoyos materiales que requieran para el ejercicio de sus funciones de conformidad con 

lo establecido en esta Ley; y 

 

XI. Las demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

 

Artículo 273.- Son obligaciones de los integrantes de los Consejos: 

 

I. Asistir a las reuniones del Pleno o de las comisiones de trabajo del Consejo; 

 

II. Cumplir con las disposiciones y acuerdos del Consejo; 

 

III. Informar de su actuación al Comité o Comité del Pueblo del que sean miembros y a la Asamblea 

Ciudadana de su colonia; 

 

IV. Fomentar la educación y capacitación en materia de participación ciudadana; 

 

V. Concurrir a los cursos de capacitación, educación y asesoría que imparta el Instituto Electoral; y 

 

VI. Los demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

 

CAPÍTULO V 

DEL PLENO DEL CONSEJO CIUDADANO DELEGACIONAL 

 



90 

Artículo 274.- El Pleno de los Consejos está integrado por la totalidad de los Coordinadores Internos 

de los Comités y los Comités del Pueblo, así como por los representantes de las organizaciones 

ciudadanas. 

 

Los trabajos del Pleno serán dirigidos por una Mesa Directiva que estará integrada en términos de lo 

dispuesto en el artículo 255 de esta Ley y que será electa por mayoría de votos de los integrantes 

del Consejo y mediante votación por cédula. El secretario ejecutivo será electo por el Pleno en los 

mismos términos que la Mesa Directiva. 

 

La Mesas Directivas serán renovadas en forma anual dentro de entre los integrantes que las 

conformen. 

 

Artículo 275.- La mesa directiva del Pleno del Consejo contará con las siguientes atribuciones: 

 

I. Coordinar los trabajos del Pleno; 

 

II. Preservar la libertad y el orden durante el desarrollo de los trabajos del Pleno; 

 

III. Requerir a los faltistas a concurrir a las sesiones del Consejo; 

 

IV. Solicitar por escrito a los integrantes del Consejo su asistencia a las sesiones del Pleno; 

 

V. Solicitar y dar seguimiento a los requerimientos de recursos materiales y apoyos necesarios para 

el desarrollo de las funciones del Consejo y de sus integrantes; 

 

VI. Analizar y presentar ante el Pleno propuestas o proyectos de consulta ciudadana, colaboración 

ciudadana, difusión pública, de participación en la red de contralorías ciudadanas, audiencia pública, 

recorridos del Jefe Delegacional y demás atribuciones que tenga el Consejo; 

 

VII. Citar a los servidores públicos para que acudan a las sesiones del Pleno o de las comisiones de 

trabajo del Consejo; 

 

VIII. Recibir y canalizar a los integrantes y a las comisiones de trabajo del Consejo la información 

que reciban por parte de las autoridades; y 

 

IX. Las demás que le confieran esta Ley y otras disposiciones legales aplicables. 

 

Artículo 276.- Corresponde al presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Consejo: 

 

I. Dirigir las reuniones, sesiones y debates del Pleno; 

 

II. Representar al Consejo ante las autoridades; 

 



91 

III. Fungir como enlace entre el Consejo y las autoridades; 

 

IV. Elaborar, de común acuerdo con los vocales, el orden del día de las sesiones; 

 

V. Expedir, junto con el secretario y los vocales, las convocatorias para las sesiones del Pleno; 

 

VI. Elaborar el plan de trabajo semestral del Consejo y someterlo a consideración y aprobación del 

Pleno de éste; 

 

VII. Programar y elaborar, en consulta con el secretario y los vocales, el desarrollo general y el orden 

del día de las sesiones del Consejo; y 

 

VIII. Las demás que le confiera esta Ley. 

 

Artículo 277.- Los vocales de la Mesa Directiva del Pleno del Consejo tendrán las atribuciones 

siguientes: 

 

I. Suplir en sus ausencias al presidente del Consejo; 

 

II. Participar, en conjunto con el presidente, en la elaboración y expedición de las convocatorias, 

órdenes del día y demás actos necesarios para el desarrollo de las sesiones; 

 

III. Opinar sobre el programa semestral de difusión y comunicación comunitaria de los trabajos del 

Consejo; 

 

IV. Dar seguimiento a los requerimientos de recursos materiales y apoyos necesarios para el 

desarrollo de las funciones del Consejo; 

 

V. Canalizar y dar seguimiento a los acuerdos por los que se citan a servidores públicos ante el 

Pleno de los Consejos; 

 

VI. Conocer y opinar sobre el funcionamiento de las comisiones de trabajo del Consejo; y 

 

VII. Colaborar con el presidente de la Mesa Directiva en la canalización y seguimiento de las 

propuestas o proyectos sobre instrumentos de participación ciudadana que acuerde el Pleno del 

Consejo. 

 

Artículo 278.- El secretario ejecutivo contará con las atribuciones siguientes: 

 

I. Llevar el registro de asistencia en las sesiones y reuniones del Pleno; 

 

II. Recabar las votaciones del Pleno; 
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III. Elaborar y difundir las convocatorias para las sesiones de Pleno; 

 

IV. Elaborar las actas de la sesión y dar seguimiento a los acuerdos tomados por el Pleno; 

 

V. Remitir a la Dirección Distrital cabecera de la demarcación territorial de que se trate, copias de las 

convocatorias para las sesiones del Pleno del Consejo y de las actas de dichas sesiones. Las 

convocatorias deberán ser hechas del conocimiento de la Dirección Distrital cuando menos cinco 

días de anticipación a la celebración de la sesión del Pleno, las actas dentro de los cinco días 

siguientes a la celebración de la sesión del Pleno. El Instituto Electoral elaborará y pondrá a 

disposiciones de los Consejos los formatos de convocatorias, actas, órdenes del día y demás 

necesarios para su correcto funcionamiento; 

 

VI. Vincular las acciones y planes de trabajo de las comisiones de trabajo con la Mesa Directiva; 

 

VII. Elaborar e implementar un programa semestral de difusión y comunicación comunitaria sobre el 

funcionamiento y actividades del Consejo; 

 

VIII. Auxiliar en sus funciones a la Mesa Directiva; y 

 

IX. Las demás que le imponga el Pleno del Consejo. 

 

Artículo 279.- Las sesiones del Pleno del Consejo serán ordinarias y extraordinarias. 

 

Las sesiones se desarrollarán en lugares ubicados en la demarcación territorial que represente el 

Consejo, para lo cual el Instituto Electoral conseguirá los espacios físicos y demás elementos 

necesarios, estando el Jefe de Gobierno y los Jefes Delegacionales obligados a facilitarlos. 

 

Artículo 280.- Las sesiones ordinarias se celebrarán por lo menos cada tres meses. Las 

convocatorias para las sesiones ordinarias deberán observar lo establecido en los artículos 258 y 

259 de esta Ley. 

 

Las sesiones extraordinarias tendrán verificativo cuando la naturaleza o urgencia de atención de los 

asuntos así lo ameriten. 

 

Artículo 281.- Podrán solicitar la realización de sesión extraordinaria una décima parte de los 

integrantes con voz y voto del Consejo. Dicha solicitud se hará ante la Mesa Directiva, la que 

verificará que se cumplen con los requisitos de procedencia y emitirá la convocatoria respectiva con 

un mínimo de 48 horas de anticipación y en términos de lo dispuesto en el párrafo segundo del 

anterior artículo. 

 

En caso de que la Mesa Directiva del Consejo sea omisa en convocar a éste, la tercera parte de los 

integrantes con voz y voto del Consejo podrán realizar la convocatoria respectiva. 
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Artículo 282.- Para que puedan celebrarse las sesiones ordinarias o extraordinarias del Pleno es 

necesaria la presencia de la mitad más uno de los integrantes del Consejo. El procedimiento para 

llevar a cabo las sesiones se realizará conforme al Reglamento y otros ordenamientos aplicables. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LAS COMISIONES DE TRABAJO 

 

Artículo 283.- Para el mejor desarrollo de sus atribuciones el Consejo contará con las comisiones de 

trabajo por tema o territorio, las primeras serán aquellas que establece el artículo 262 de esta Ley y 

las segundas las que determine el Pleno del Consejo. 

 

Las comisiones de trabajo serán competentes para conocer de la materia que se derive conforme a 

su denominación, a efecto de proponer, recibir y analizar los asuntos que le sean formulados por el 

Pleno del Consejo. 

 

Artículo 284.- El Pleno del Consejo designará a quienes hayan de ser los miembros de las distintas 

comisiones de trabajo, así como de sus Mesas Directivas. 

 

Para determinar el número de integrantes de cada comisión de trabajo se tendrá en cuenta el 

número de integrantes del Consejo, de tal modo que se incluya a la totalidad de éstos en las 

distintas comisiones. 

 

La elección de los integrantes de las comisiones de trabajo se realizará por votación por cédula. 

 

Artículo 285.- Los presidentes de las mesas directivas de las comisiones de trabajo tendrán las 

siguientes atribuciones: 

 

I. Presidir y dirigir los trabajos de la comisión; 

 

II. Expedir, junto con los vocales, las convocatorias para las sesiones de la comisión; 

 

III. Programar y elaborar, en consulta con los vocales, el desarrollo general y el orden del día de las 

sesiones de la comisión; 

 

IV. Adoptar las medidas que se requieran para la organización del trabajo de la comisión; 

 

V. Requerir a los faltistas a concurrir a las sesiones de la comisión; 

 

VI. Recibir, analizar y resolver las propuestas de programas, acciones y demás asuntos turnados 

para su estudio por el pleno del Consejo; 

 

VII. Coordinar los trabajos de la comisión con las demás instancias del Consejo; 
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VIII. Elaborar y presentar ante el pleno el plan anual de trabajo de la comisión; 

 

IX. Recibir y canalizar las demandas o quejas ciudadanas relacionados con su materia; y 

 

X. Las demás que le imponga el pleno del Consejo. 

 

Artículo 286.- Corresponde a los vocales de las mesas directivas de las comisiones de trabajo: 

 

I. Auxiliar al presidente en la preparación del orden del día de las sesiones del pleno; 

 

II. Rubricar junto con el presidente las convocatorias para las sesiones de la comisión; 

 

III. Notificar a los integrantes de la comisión las convocatorias a las sesiones; 

 

IV. Pasar lista de asistencia y verificar la existencia del quórum legal; 

 

V. Dar lectura durante las reuniones de trabajo a los documentos que sean indicados; 

 

VI. Elaborar las actas de las sesiones; 

 

VII. Distribuir el acta de la sesión entre los integrantes de la comisión y la mesa directiva del pleno; 

 

VIII. Sustituir en sus ausencias al presidente de la mesa directiva; 

 

IX. Recoger y computar las votaciones a fin de comunicar los resultados; y 

 

X. Las demás que le confiera la presente Ley. 

 

Artículo 287.- Las Mesas Directivas de las comisiones de trabajo elaborarán un plan anual de 

labores en donde se consideren las acciones prioritarias, metas y objetivos, así como las 

resoluciones y propuestas que decidan formular al Pleno. El Pleno del Consejo evaluará el plan de 

trabajo y el grado de desarrollo de las comisiones. 

 

Artículo 288.- Las sesiones de las comisiones de trabajo se realizarán por lo menos una vez al mes 

de manera ordinaria y, de manera extraordinaria cuando la Mesa Directiva así lo acuerde. 

 

Artículo 289.- Las convocatorias, discusiones, votaciones y, en general, el desarrollo de las 

sesiones de las comisiones de trabajo se regirán por lo dispuesto en esta Ley y el Reglamento, para 

el Pleno de los Consejos y de los Comités. 

 

CAPÍTULO VII 

DE LAS DIFERENCIAS AL INTERIOR Y DE LAS RESPONSABILIDADES, 

SANCIONES Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
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Artículo 290.- Las diferencias al interior del Pleno o de las comisiones de trabajo de los Consejos 

serán las mismas que señala el artículo 233 de esta Ley, las que serán sustanciadas y resueltas 

conforme al procedimiento que establece el Capítulo XII del Título Sexto de esta Ley. La 

sustanciación y resolución del procedimiento se realizará en primera instancia por la comisión de 

asuntos internos del Consejo, y en segunda instancia por la Dirección Distrital que el Instituto 

Electoral determine como cabeza delegacional. 

 

Las responsabilidades, sanciones y procedimiento sancionador en que incurran los integrantes de 

los Consejos en el ejercicio de sus funciones, se regirá por lo establecido en el Capítulo XII del Título 

Sexto de esta Ley. La sustanciación y resolución se efectuará en primera instancia por la comisión 

de asuntos internos del Consejo, y en segunda instancia por la Dirección Distrital que el Instituto 

Electoral determine como cabeza delegacional. En caso de que como resultado del procedimiento 

sancionador se determine la remoción del algún integrante de los Consejos, para su sustitución se 

recurrirá en primer lugar al secretario del Comité del que el removido fuere integrante y, en segundo 

lugar, a los demás integrantes del dicho Comité respetando el orden de prelación en que fueron 

electos. 

 

TITULO OCTAVO 

DE LOS REPRESENTANTES DE MANZANA 

 

CÁPITULO ÚNICO 

DE LOS REPRESENTANTES DE MANZANA 

 

Artículo 291.- El Comité contará con tres meses a partir de su conformación para convocar a 

Asambleas Ciudadanas por manzana en las que los ciudadanos elegirán a un representante por 

cada una de las manzanas que integren la respectiva colonia. 

 

Artículo 292.- Se reunirán al menos una vez por mes a convocatoria del Comité. 

 

Artículo 293.- Los representantes de manzana, coadyuvarán con el Comité o en su caso el Comité 

del Pueblo para supervisar el desarrollo, ejecución de obras sociales, servicios o actividades 

proporcionadas por el gobierno en sus diferentes niveles. 

 

Articulo 294.- Emitirán opinión sobre la orientación del presupuesto participativo. Asimismo, 

canalizarán la demanda de los vecinos al Comité. 

 

Artículo 295.- La Coordinación Interna del Comité o del Comité del Pueblo en coordinación con la 

autoridad tradicional convocará a las Asambleas Ciudadanas en donde habrá de designarse a los 

representantes de cada manzana. En la sesión de la asamblea, el secretario registrará a los vecinos 

que se propongan para asumir la representación de la manzana, quienes deberán ser vecinos 

reconocidos por su honorabilidad, independencia, vocación de servicio, participación en labores 

comunitarias y cubrir los requisitos que prevé el artículo 138 de esta Ley, que son acreditar mediante 
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credencial para votar con fotografía que radican en esa colonia, con un mínimo de seis meses de 

antigüedad de manera continua, no haber sido condenado por delito doloso y estar inscrito en la lista 

nominal de electores. 

 

Artículo 296.- La designación del representante de manzana se efectuará por el voto libre y directo 

de la mayoría de los ciudadanos de la manzana reunidos en la asamblea, quienes expresarán su 

votación de manera verbal y a mano alzada a favor del vecino de su preferencia para ocupar el 

cargo. 

 

En caso de empate entre los vecinos propuestos como representantes de manzana se realizarán las 

rondas de votación necesarias para obtener un triunfador. Las designaciones de los representantes 

son definitivas e inatacables. 

 

Artículo 297.- Los representares de manzana actuarán como enlace entre los vecinos de la 

manzana que representen y el Comité o el Comité del Pueblo. Tendrán las atribuciones siguientes: 

 

I. Supervisar y emitir opiniones sobre la aplicación de programas, proyectos, obras y políticas 

públicas en su manzana y colonia; 

 

II. Emitir opiniones sobre la aplicación del presupuesto participativo en su manzana o colonia; 

 

III. Proponer al Comité o al Comité del Pueblo proyectos de consulta ciudadana, colaboración 

ciudadana, difusión pública, de participación en la red de contralorías ciudadanas, audiencia pública 

y recorridos del Jefe Delegacional relacionados con su manzana o colonia; 

 

IV. Canalizar las demandas y solicitudes de sus vecinos ante los Comités o Comités del Pueblo; 

 

V. Participar en las sesiones del Comité o del Comité del Pueblo a las que sean convocados; 

 

VI. Proponer al Comité y a los Comité del Pueblo proyectos sobre presupuesto participativo relativos 

a su manzana, para lo que podrá organizarse con otros representantes de manzana; 

 

VII. Enviar al Comité o al Comité del Pueblo las necesidades y proyectos a ejecutar en beneficio de 

la colonia; 

 

VIII. Solicitar información al Comité o al Comité del Pueblo sobre asuntos de su competencia o 

relacionada con su funcionamiento; y 

 

IX. Las demás que le confiera la Asamblea Ciudadana. 

 

Artículo 298.- Los representantes de manzana de cada colonia deberán reunirse al menos una vez 

por mes a convocatoria del Comité o del Comités del Pueblo. En las reuniones de trabajo que se 
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realicen se desarrollarán los temas y se dará seguimiento a las acciones y programas que se 

implementen en la colonia de que se trate. 

 

Artículo 299.- Los representantes de manzana estarán sujetos al mismo régimen de faltas y 

sanciones al que se encuentran los miembros de los Comités o de los Comités del Pueblo de 

conformidad con las disposiciones que sobre la materia establece el Capítulo XII del Título Sexto de 

esta Ley. En consecuencia, podrán ser removidos por las mismas causales previstas para los 

integrantes de los Comités o Comités del Pueblo. 

 

TÍTULO NOVENO 

DE LA REPRESENTACIÓN EN LOS PUEBLOS Y BARRIOS ORIGINARIOS 

 

CAPÍTULO I 

GENERALIDADES DEL COMITÉ DEL PUEBLO 

 

Artículo 300.- El Comité del Pueblo es el órgano de representación ciudadana en los pueblos 

originarios que se encuentran enlistados en el Artículo Sexto Transitorio, donde se mantiene la figura 

de autoridad tradicional de acuerdo a sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales. 

 

Artículo 301.- El Comité del Pueblo contará con las mismas condiciones que enmarca esta Ley para 

los Comités, con excepción de las aplicables en los artículos 142 y 144, donde la Coordinación 

Interna  será sustituida por la Coordinación de Concertación Comunitaria. 

 

Para fines de organización de los Comités del Pueblo, esta se realizará a iniciativa de la autoridad 

tradicional quien podrá convocarlos para sesionar. 

 

CAPÍTULO II 

DE LAS FUNCIONES DEL COMITÉ DEL PUEBLO 

 

Artículo 302.- El Comité del Pueblo tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Mantener vinculación estrecha con la autoridad tradicional correspondiente en el pueblo originario; 

 

II. Representar los intereses colectivos de las y los habitantes de los pueblos originarios, así como 

conocer, integrar, analizar y promover las soluciones a las demandas o propuestas de los vecinos en 

su comunidad; 

 

III. Elaborar, y proponer programas y proyectos de desarrollo comunitario integral en su ámbito 

territorial en coadyuvancia con la autoridad tradicional; 

 

IV. Coadyuvar en la ejecución de los programas de desarrollo en los términos establecidos en la 

legislación correspondiente; 
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V. Participar junto con la autoridad tradicional en la elaboración de diagnósticos y propuestas de 

desarrollo integral para el ámbito territorial del pueblo correspondiente, que deberán ser aprobados 

por la Asamblea Ciudadana, los que podrán ser tomados en cuenta en la elaboración del 

presupuesto para la demarcación territorial y para el Programa General del Desarrollo del Gobierno 

del Distrito Federal; 

 

VI. Dar seguimiento a los acuerdos de la Asamblea Ciudadana; 

 

VII. Supervisar junto con la autoridad tradicional el desarrollo, ejecución de obras, servicios o 

actividades acordadas por la Asamblea Ciudadana; 

 

VIII. Conocer, evaluar y emitir opinión sobre los programas y servicios públicos prestados por la 

Administración Pública del Distrito Federal; 

 

IX. Desarrollar acciones de información, capacitación y educación cívica para promover la 

participación ciudadana junto con la autoridad tradicional; 

 

X. En coadyuvancia con la autoridad tradicional, promover la organización democrática de los 

habitantes para la resolución de los problemas colectivos; 

 

XI. Proponer, fomentar y promover junto con la autoridad tradicional el desarrollo de las actividades 

de las comisiones de apoyo comunitario conformadas en la Asamblea Ciudadana; 

 

XII. Convocar y presidir en coadyuvancia con la autoridad tradicional las Asambleas Ciudadanas; 

 

XIII. Convocar y presidir en coadyuvancia con la autoridad tradicional las reuniones de trabajo 

temáticas y por zona; 

 

XIV. Emitir opinión sobre los programas de las Coordinaciones Territoriales de Seguridad Pública y 

Procuración de Justicia; 

 

XV. Informar junto con la autoridad tradicional a la Asamblea Ciudadana sobre sus actividades y el 

cumplimiento de sus acuerdos; 

 

XVI. Recibir información por parte de las autoridades de la Administración Pública del Distrito 

Federal en términos de las leyes aplicables, así como los espacios físicos necesarios para realizar 

sus reuniones de trabajo; 

 

XVII. Establecer acuerdos con otros Comités del Pueblo para tratar temas de su demarcación; 

 

XVIII. Conformar junto con la autoridad tradicional a representantes por cada manzana del pueblo de 

acuerdo al Título Octavo; y 
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XIX. Las demás que le otorguen esta Ley, el Reglamento y demás ordenamientos del Distrito 

Federal. 

 

CAPÍTULO III 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS INTEGRANTES DEL 

COMITÉ DEL PUEBLO 

 

Artículo 303.- Son derechos de los integrantes del Comité del Pueblo los siguientes: 

 

I. Hacerse cargo de una coordinación o área de trabajo del Comité del Pueblo; 

 

II. Promover y coordinar las comisiones de apoyo comunitario formadas en la Asamblea Ciudadana; 

 

III. Participar en los trabajos y deliberaciones del Comité del Pueblo; 

 

IV. Presentar propuestas relativas al ejercicio de las funciones del Comité del Pueblo; y 

 

V. Las demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

 

Artículo 304.- Son obligaciones de los integrantes del Comité del Pueblo: 

 

I. Mantener una estrecha coordinación con la autoridad tradicional del pueblo originario 

correspondiente; 

 

II. Consultar a las y los habitantes del pueblo originario correspondiente; 

 

III. Asistir a las sesiones del Pleno; 

 

IV. Asistir a las sesiones de la Asamblea Ciudadana, acatar y ejecutar sus decisiones; 

 

V. Participar en los trabajos de las coordinaciones o áreas de trabajo a las que pertenezcan. 

 

VI. Informar de su actuación a los habitantes del pueblo originario correspondiente; y 

 

VII. Las demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

 

Artículo 305.- Son causas de separación o remoción de las y los integrantes del Comité del Pueblo 

las siguientes: 

 

I. Faltar sin causa justificada a tres sesiones consecutivas del Pleno o de las comisiones de trabajo 

que coordine; 

 

II. Pretender u obtener lucro por las actividades que realice en el ejercicio de sus funciones; 
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III. Incumplir con las funciones y responsabilidades que le correspondan; 

 

IV. Dejar de cumplir con cualquiera de los requisitos para ser integrante del Comité, establecidos en 

esta Ley. 

 

Artículo 306.- Los Comités del Pueblo sesionarán a convocatoria de la autoridad tradicional 

correspondiente. 

 

Artículo 307.- La separación o remoción de algún integrante del Comité del Pueblo se atendrá al 

mismo procedimiento que se utiliza en el caso del Comité o por solicitud de la autoridad tradicional. 

 

CAPÍTULO IV 

DEL FUNCIONAMIENTO Y OPERACIÓN DEL COMITÉ DEL PUEBLO 

 

Artículo 308.- El funcionamiento y operación de los Comités del Pueblo; los derechos, atribuciones y 

obligaciones de sus integrantes; el régimen de responsabilidades, sanciones y sustituciones; la 

participación en los instrumentos de participación ciudadana; las intervención en el presupuesto 

participativo; los recursos materiales; sus funciones en las Asambleas Ciudadanas; la coordinación 

con otros Comités del Pueblo y demás se regirán por lo establecido en el Título Sexto, Séptimo, 

Décimo y el presente, así como por el Reglamento en lo que les sea aplicable. 

 

Artículo 309.- Los Comités del Pueblo contarán con una Coordinación de concertación comunitaria 

que estará integrada por un Coordinador, que serán quienes hayan ostentado la figura de presidente 

en la fórmula que haya obtenido la mayoría de la votación en la jornada electiva de los Comités del 

Pueblo. Las Direcciones Distritales darán cuenta de tal situación al momento de expedir las 

constancias de asignación a los ciudadanos que resulten electos para integrar al Comité del Pueblo. 

 

En caso de que como resultado de la jornada electiva las Direcciones Distritales no puedan 

determinar la existencia de Coordinador de concertación comunitaria, porque haya empate en primer 

lugar entre dos fórmulas o por alguna otra causa, los representantes ciudadanos los designarán por 

mayoría de votos en la sesión de instalación de los Comités del Pueblo. 

 

Artículo 310.- Las atribuciones de la Coordinación de concertación comunitaria son las siguientes: 

 

I. Fungir como Coordinador del Comité del Pueblo ante la autoridad tradicional y la Asamblea 

Ciudadana; 

 

II. Coadyuvar con la autoridad tradicional en el desarrollo de las reuniones del Pleno del Comité del 

Pueblo; 

 

III. Programar y elaborar, en conjunto con la autoridad tradicional, las convocatorias, el orden del día 

y el desarrollo general de las sesiones del Pleno; 
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IV. Expedir a solicitud de la autoridad tradicional o de la mayoría simple de los integrantes del 

Comité del Pueblo, las convocatorias para las reuniones del Pleno; 

 

V. Implementar las decisiones y medidas que se requieran para la organización del trabajo del 

Pleno; 

 

VI. Dar cumplimiento a los acuerdos tomados por el Pleno efectuando los trámites necesarios; 

 

VII. Llamar al orden a los representantes ciudadanos, dictando las medidas necesarias para 

conservarlo; 

 

VIII. Participar en conjunto con la autoridad tradicional en el Consejo; 

 

IX. Convocar en coadyuvancia con la autoridad tradicional a la realización de las Asambleas 

Ciudadanas; 

 

X. Fungir junto con la autoridad tradicional como Mesa Directiva en las Asambleas Ciudadanas y en 

las sesiones del Pleno, alternándose las funciones de presidente y secretario; 

 

XI. Requerir a los representantes ciudadanos faltistas a concurrir a las reuniones del Pleno del 

Comité del Pueblo; y 

 

XII. Las demás que establezca esta Ley, el Reglamento y otras disposiciones aplicables. 

 

Artículo 311.- Las convocatorias, discusiones y desarrollo de las sesiones de los Comités del 

Pueblo se regirán por lo dispuesto en esta Ley para los Comités. 

 

El Coordinador de concertación comunitaria coordinará sus labores con la autoridad tradicional, la 

cual tendrá derecho a voz en las discusiones y acuerdos del Pleno del Comité del Pueblo, sujetando 

su participación en los Consejos sólo a coadyuvar en el desempeño de sus funciones. 

 

TÍTULO DÉCIMO 

DE LOS APOYOS MATERIALES Y LA CAPACITACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE 

REPRESENTACIÓN CIUDADANA 

 

CAPÍTULO I 

DE LOS APOYOS MATERIALES 

 

Artículo 312.- Los órganos de representación ciudadana establecidos en las fracciones I a III del 

artículo 7 de esta Ley, tienen derecho a recibir los apoyos materiales necesarios para el desempeño 

de sus funciones. 
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El Instituto Electoral estará encargado de otorgar los apoyos materiales referidos a los 

Coordinadores Internos, a la Mesa Directiva y al Coordinador de concertación comunitaria 

respectivamente. 

 

Artículo 313.- Para efectos de esta Ley, se entenderá por apoyos materiales lo siguiente: 

 

I. Material de papelería. Las cantidades se entregarán de forma trimestral conforme a las 

necesidades y justificaciones de cada Comité y Consejo, según sea el caso, y en todo momento el 

Instituto Electoral garantizará la suficiencia; 

 

II. Formatos y formas impresas para la realización de las funciones de los Comités y Consejos a que 

se refiere la presente ley; 

 

III. La Administración Pública del Distrito Federal, a través de los órganos competentes, establecerá 

programas en los que los representantes ciudadanos que integran los órganos mencionados en el 

párrafo primero del artículo anterior, debidamente acreditados con la identificación otorgada por el 

Instituto Electoral y de manera unipersonal e intransferible, sean beneficiados en obtener exenciones 

de pago al hacer uso del servicio público de transporte del Distrito Federal a cargo del Gobierno; 

 

IV. Acceso para la utilización de espacios e instalaciones públicas: se refiere al otorgamiento del uso 

y facilidades de acceso a la infraestructura pública como auditorios, plazas públicas, centros 

sociales, centros comunitarios, deportivos y demás instalaciones para el desarrollo de actividades 

relacionadas con el desempeño de sus funciones previa solicitud y autorización correspondiente; y 

 

V. Colaboración de estudiantes a través de programas de servicio social: a la posibilidad de que el 

Instituto Electoral, la Asamblea Legislativa y las Delegaciones, mediante acuerdos con instituciones 

de educación media y superior implementen programas para la prestación del servicio social por 

parte de estudiantes de estas instituciones en los órganos de representación ciudadana del Distrito 

Federal. 

 

Artículo 314.- El Instituto Electoral está obligado a incluir en su proyecto de presupuesto de egresos 

los montos de recursos suficientes para otorgar los apoyos materiales a los representantes 

ciudadanos. 

 

La Asamblea Legislativa está obligada a aprobar, en el presupuesto anual del Instituto Electoral, los 

recursos económicos suficientes para dar apoyos materiales a los representantes ciudadanos. Los 

recursos aprobados serán publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

CAPÍTULO II 

DE LA CAPACITACIÓN 
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Artículo 315- El Instituto Electoral elaborará e implementará un Programa Anual de Capacitación, 

Educación, Asesoría y Comunicación dirigido a los órganos de representación ciudadana indicados 

en el artículo 7 de esta Ley. 

 

De igual manera, diseñará e implementará un Programa Anual de Fomento a las organizaciones 

ciudadanas constituidas en términos del Capítulo XI del Título Quinto de esta Ley. 

 

Artículo 316.- En la elaboración e implementación de los programas señalados en el artículo 

anterior, así como en los planes de estudio, manuales e instructivos que se deriven de éstos, el 

Instituto Electoral contará con el apoyo y colaboración, a través de convenios de cooperación, de 

instituciones públicas de educación superior, centros públicos de investigación, organizaciones 

académicas y de la sociedad civil. 

 

Los programas, planes de estudio, manuales e instructivos serán públicos. 

 

Artículo 317.- Con el propósito de contar con elementos objetivos sobre la pertinencia de los 

contenidos de los planes de estudio, materiales, manuales e instructivos de los programas 

establecidos en el artículo 315 de este Ley, el Instituto Electoral, diseñará e implementará un 

programa anual de evaluación de éstos. Los resultados de dichas evaluaciones servirán de base 

para las modificaciones que se consideren pertinentes. 

 

Artículo 318.- Los programas anuales a que hace referencia el artículo 315 de esta Ley contarán 

con un plan de estudios que deberá abordar de acuerdo a quienes van dirigidos, cuando menos, los 

temas siguientes: 

 

I. Democracia, valores democráticos y derechos humanos; 

 

II. Promoción y desarrollo de los principios de la participación ciudadana; 

 

III. Concepto y marco jurídico de la participación ciudadana en el Distrito Federal; 

 

IV. Derechos y obligaciones de los ciudadanos y habitantes del Distrito Federal; 

 

V. Marco jurídico de los órganos de gobierno del Distrito Federal; 

 

VI. Desarrollo de proyectos y propuestas para el fomento de la participación ciudadana y bienestar 

comunitario; 

 

VII. Instrumentos de participación ciudadana, requisitos de procedencia y desarrollo; 

 

VIII. Formación para la ciudadanía y mejoramiento de la calidad de vida; 

 

IX. Atribuciones y funciones de los órganos de representación ciudadana; 



104 

 

X. Mecanismos de participación colectiva en asuntos de interés general y desarrollo comunitario; 

 

XI. Representación y promoción de los intereses generales, sectoriales y comunitarios; 

 

XII. Cooperación y creación de redes de apoyo entre organizaciones ciudadanas; 

 

XIII. Planeación y presupuesto participativo; y 

 

XIV. Mecanismos y estrategias de comunicación y difusión comunitaria. 

 

Artículo 319.- Los integrantes de los órganos de representación ciudadana y los representantes de 

las organizaciones ciudadanas podrán participar y cumplir íntegramente los planes de capacitación 

de cada programa. 

 

Los órganos de representación ciudadana y los representantes de las organizaciones ciudadanas 

difundirán entre la población en general los temas desarrollados en los planes de estudio de los 

programas de capacitación, con el fin de contribuir al fortalecimiento de la ciudadanía y la cultura. 

 

Artículo 320.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal por medio de la Comisión de 

Participación Ciudadana, contará con atribuciones para allegarse de información sobre los órganos 

de representación ciudadana en materia de sus funciones y obligaciones, metas y acciones 

efectuadas, el grado de desarrollo de proyectos y acciones de mejoramiento en las colonias, el nivel 

de incidencia en el mejoramiento comunitario de la colonia, y sus fortalezas y debilidades. 

 

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS COMITÉS EN LOS 

INSTRUMENTOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

 

CAPÍTULO I 

DEL PLEBISCITO, REFERÉNDUM, INICIATIVA POPULAR Y DIFUSIÓN PÚBLICA 

 

Artículo 321.- Las solicitudes de los Comités de realización de los instrumentos de participación 

ciudadana denominados plebiscito, referéndum e iniciativa popular, deberán ser aprobados por los 

plenos de los Comités solicitantes, situación que se hará constar en las actas de las sesiones 

respectivas. El Instituto Electoral realizará el cómputo del número de Comités solicitantes y verificará 

las actas de las sesiones para determinar la procedencia de la solicitud. 

 

Artículo 322.- En el caso de la petición de plebiscito, una vez recibida la solicitud, el Jefe de 

Gobierno remitirá de inmediato copia de ésta al Instituto Electoral para que determine, en un plazo 

de 15 días naturales, si se reúne el porcentaje requerido de Comités para su procedencia. 
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Artículo 323.- La solicitud de referéndum e iniciativa popular la formularán los Comités que la 

promuevan ante la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa. 

 

Recibida la solicitud por parte de la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa, remitirá de 

inmediato copia de ésta al Instituto Electoral para que determine, en un plazo de 15 días naturales, si 

se reúne el porcentaje requerido de Comités. 

 

Artículo 324.- Los integrantes de los Comités podrán participar como observadores ciudadanos en 

las diferentes etapas de desarrollo de los instrumentos de participación ciudadana previstos en el 

Título Quinto de la presente Ley. 

 

Artículo 325.- El Jefe de Gobierno, las Dependencias, la Asamblea Legislativa y los Jefes 

Delegacionales están obligados a implementar en los meses de mayo y noviembre de cada año 

programas de difusión pública sobre las acciones de gobierno y el ejercicio de sus funciones. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Remítase al Jefe de Gobierno para su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal. 

 

SEGUNDO.- Las disposiciones contenidas en el presente decreto entrarán en vigor al día siguiente 

de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

TERCERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto. 

 

CUARTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá emitir el Reglamento de la presente Ley, 

en un plazo que no exceda los 120 días contabilizados a partir de su publicación en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal. 

 

QUINTO.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal elaborará el Programa de la Cultura de 

Participación Ciudadana en un plazo de 90 días posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley. 

 

SEXTO.- Los pueblos originarios, donde se mantiene la figura de autoridad tradicional de acuerdo a 

sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, en el Distrito Federal, se encuentran en cuatro 

Delegaciones, a saber: 

 

XOCHIMILCO 

 

1. San Luis Tlaxialtemalco 

2. San Gregorio Atlapulco 

3. Santa Cecilia Tepetlapa 

4. Santiago Tepalcatlalpan 

5. San Francisco Tlalnepantla 

6. Santiago Tulyehualco 

7. San Mateo Xalpa 

8. San Lucas Xochimanca 

9. San Lorenzo Atemoaya 

10. Santa María Tepepan 

11. Santa Cruz Acalpixca 

12. Santa Cruz Xohitepec 
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13. Santa María Nativitas 

14. San Andrés Ahuayucan 

 

TLÁHUAC 

 

1. San Francisco Tlaltenco 

2. Santiago Zapotitlán 

3. Santa Catarina Yecahuizotl 

4. San Juan Ixtayopan 

5. San Pedro Tláhuac 

6. San Nicolás Tetelco 

7. San Andrés Mixquic 

 

MILPA ALTA 

 

1. San Pedro Atocpan 

2. San Francisco Tecoxpa, 

3. San Antonio Tecómitl 

4. San Agustín Ohtenco 

5. Santa Ana Tlacotenco 

6. San Salvador Cuauhtenco 

7. San Pablo Oztotepec 

8. San Bartolomé Xicomulco 

9. San Lorenzo Tlacoyucan 

10. San Jerónimo Miacatlán 

11. San Juan Tepenahuac 

 

TLALPAN 

 

1. San Andrés Totoltepec 

2. San Pedro Mártir 

3. San Miguel Xicalco 

4. Magdalena Petlacalco 

5. San Miguel Ajusco 

6. Santo Tomás Ajusco 

7. San Miguel Topilejo 

8. Parres el Guarda 

 

Se entiende que no son todos los pueblos originarios del Distrito Federal, sólo se enlistan los que 

guardan la característica descrita en la fracción VII del artículo 5 de la presente Ley. 

 

Las Comisiones de Participación Ciudadana y de Asuntos Indígenas, Pueblos y Barrios Originarios y 

Atención a Migrantes, evaluarán y analizarán la incorporación de figuras de coordinación territorial. 

 

SÉPTIMO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal elaborará los lineamientos para el ejercicio del 

Presupuesto Participativo, en un plazo de 90 días posteriores a la entrada en vigor de la presente 

Ley. Dichos lineamientos deberán ser publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, 

 

Dado en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintitrés días del mes de abril del dos mil 

catorce. 

 

 

_______________________________________ 

Dip. Christian Damián Von Roehrich de la Isla 

 

 

________________________________ 

Dip. Priscila Vera Hernández 
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DIP. GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO 

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA ASAMBLEA 

LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL, VI LEGISLATURA 

P R E S E N T E 

 

La que suscribe Diputada Miriam Saldaña Cháirez del Grupo Parlamentario 

del Partido del Trabajo, de la VI Legislatura de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, 

Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso i) de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 42 fracción XIII y 46 fracción I del Estatuto de 

Gobierno del Distrito Federal; 10 fracción I, 11, 17 fracción IV, 88 fracción I y 89 

párrafos primero y segundo de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal; 85 fracción I, 86 párrafo primero y 93 del Reglamento para el 

Gobierno Interior de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; someto a la 

consideración la siguiente: INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 

LA QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 13 Y EL 

ARTÍCULO 20, DE LA LEY DE PUBLICIDAD EXTERIOR DEL DISTRITO 

FEDERAL, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La vitalidad de una ciudad está estrechamente relacionada con la presencia de 

personas en las calles, que se desplazan a pie con fines diversos. Además de 

caminar para acceder a bienes y servicios, en el espacio urbano tienen lugar 

otras actividades que en conjunto significan los diversos usos peatonales de la 

vía pública.  

 

En este sentido, los desplazamientos a pie y los usos peatonales de la vía 

pública conforman la esencia de la vida urbana y contribuyen a la existencia de 

ciudades habitables, atractivas, prósperas y sostenibles. 



 

 

DIP. MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ 
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Asimismo, caminar, es la forma fundamental de desplazarse; no es costosa, no 

produce emisiones de gases de efecto invernadero, utiliza energía humana en 

lugar de combustibles fósiles, proporciona beneficios importantes para la salud, 

es accesible a todos por igual, independientemente de su nivel de ingresos, y 

para las y los ciudadanos, resulta una actividad muy placentera. Prácticamente 

todo el mundo, es peatón.  

 

Por otra parte, caminar, como modo de transporte original, es el más natural e 

importante para mantener un buen estado de salud, ya que la inactividad física 

constituye uno de los principales factores de riesgo para el bienestar de las 

personas. Caminar 30 minutos diarios ayuda a prevenir la aparición de 

numerosas enfermedades relacionadas con la inactividad física. Según reporta 

la Organización Mundial de la Salud (OMS), los beneficios globales de caminar 

superan cualquier desventaja relacionada con la seguridad y la exposición a la 

contaminación. Asimismo, las personas con movilidad reducida, que utilizan 

sillas de ruedas, tienen necesidades similares a las de los peatones, en cuanto 

a la necesidad de disponer de un entorno que facilite la accesibilidad. 

 

El tránsito peatonal se encuentra previsto en el artículo 1º del Reglamento de 

Tránsito Metropolitano y señala que el peatón tendrá prioridad en el espacio 

público, sobre los ciclistas; usuarios y prestadores del servicio de transporte de 

pasajeros, masivo, colectivo o individual; usuarios de transporte particular 

automotor; y usuarios y prestadores del servicio de transporte de carga. Este 

derecho de preferencia de los peatones, sobre el tránsito vehicular, es para 

garantizar su integridad física. 

 

En este orden de ideas, se debe considerar como infraestructura para el 

tránsito peatonal, las siguientes: Banquetas o aceras, isletas, pasos a desnivel, 

escaleras mecánicas, calles, andadores, pasillos, pasajes, puentes peatonales, 

así como todas aquellas áreas exclusivas para los transeúntes. 
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Es importante destacar, que la colocación de puentes peatonales tuvo como 

finalidad, evitar el cruce intempestivo de los transeúntes por las avenidas de 

alto flujo vehicular, reduciendo o eliminando, de esta forma, el riesgo de 

accidentes de tránsito, es decir, permitir de manera segura, el paso de una vía 

a la otra. 

 

De igual modo, los mismos son un recurso para el beneficio del uso y el paso 

de los automovilistas, lo cual obedece a políticas que dan a estos una prioridad, 

fundamentalmente, en vialidades primarias. 

 

A decir de un diario de circulación nacional, la Secretaría de Obras y Servicios 

del Distrito Federal, informó que existen actualmente en la Ciudad de México, 

890 puentes peatonales, según el “Diagnóstico y Programa de Mantenimiento 

de Puentes Peatonales 2013”, realizado por la misma. Del total de las 

estructuras, el 85% son de uso mixto de acceso al Sistema de Transporte 

Colectivo (STC), Metro, Metrobús y Tren Ligero. 

 

De igual modo, 805 son puentes que se utilizan para el cruce de vialidades 

primarias en las 16 Delegaciones de la capital, de los cuales únicamente 77 

cuentan con accesibilidad para personas con discapacidad motriz; de ellos 50 

cuentan con rampa para su acceso, 11 fueron adaptados para que estuvieran a 

nivel y sólo 16 cuentan con tecnología de elevador para auxiliar a las y los 

usuarios, con alguna discapacidad o personas adultas mayores.    

 

Por otra parte, y de acuerdo con un diagnóstico realizado por el Instituto de 

Políticas para el Transporte y Desarrollo, existen en la capital un total de 630 

estructuras, de las cuales sólo el 10% se encuentra en buenas condiciones, 

mientras que el 60% no recibía mantenimiento desde hace más de 10 años, y 

un 30% incumplía con las reglas de seguridad peatonal, que establece el 

Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal. 
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Es válido mencionar, que las principales problemáticas que actualmente 

presentan los puentes peatonales en el Distrito Federal, son:  

 Presentar deficiencias en el tamaño de la pasarela;  

 Deficiencias en la forma en la que se estructura la accesibilidad, es 

decir, en la colocación de las escaleras (en sentido contrario a la 

circulación del peatón, restándole espacio a banquetas);  

 La falta de alumbrado público, lo que los convierte en un lugar propicio 

para cometer actos delictivos por las noches; 

 Escalones rotos; 

 Barandales incompletos; 

 Estructuras fracturadas;  

 Los elevadores para las personas con discapacidad, están 

descompuestos; 

 Es incorrecta la distancia con el cableado elevado, entre otras. 

 

Aunado a lo anterior y al deterioro por falta de mantenimiento, también se debe 

destacar, que la mayoría de los puentes peatonales han cumplido su vida útil, 

cuyo tiempo oscila entre los 30 y 40 años.  

 

Es necesario destacar que, aunado a lo anterior, en ocasiones los peatones 

deben caminar tramos relativamente largos, para llegar a muchos de estos 

puentes, además de que algunos carecen de la iluminación necesaria, 

convirtiéndolos en lugar propicios para cometer actos delictivos por las noches.  

 

En este sentido, se considera que este tipo de situaciones trae consigo que, en 

algunos casos, los transeúntes prefieran correr el riesgo de cruzar las calles o 

avenidas, en lugar de utilizar los puentes destinados para tal fin, provocando 

ello que el 61% de las muertes por accidentes de tránsito, sean por 



 

 

DIP. MIRIAM SALDAÑA CHÁIREZ 

 

 

 

 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal, VI Legislatura 

Plaza de la Constitución número 7, Tercer Piso, Oficina 301, Centro Histórico, Deleg. Cuauhtémoc 

C.P. 03000 Teléfonos 5130-1900 ext. 2303 y 2304 

 

 

5 

atropellamiento, de acuerdo con el Centro de Estudios para la Movilidad 

Urbana. 

 

Por tanto, son innegables los beneficio que conllevan la existencia de puentes 

peatonales aptos para satisfacer las necesidades de la ciudadanía, para que 

garanticen la seguridad de los peatones que transitan por las calles y avenidas 

del Distrito Federal; evitándose así los accidentes de tránsito, que no se 

entorpezcan las vialidades, mejorando la circulación vial en avenidas 

concurridas, además de que se propicia la activación física y el ejercicio. 

 

Afortunadamente, el Gobierno del Distrito Federal, a través de la Secretaría de 

Obras y Servicios, ha llevado a cabo acciones encaminadas al mejoramiento y 

remozamiento de los puentes peatonales; solventando las necesidades con un 

monto de 10 millones de pesos, los cuales fueron autorizados por el Fondo 

Metropolitano. 

 

Sin embargo, ello no es suficiente para garantizar la protección y seguridad de 

las y los usuarios de la infraestructura para el tránsito peatonal en nuestra 

capital, lo cual es la finalidad de las mismas; en virtud de que la Ciudad de 

México está ubicada en una zona vulnerable a fenómenos naturales 

perturbadores, como los sismos; además, de que se necesita una inversión 

considerable, para renovar la totalidad de los puentes peatonales existentes en 

el Distrito Federal.   

 

Un factor importante es, sin lugar a dudas, la prevención, para garantizar la 

seguridad de las y los capitalinos, a través de las acciones, planes y 

mecanismos que se puedan llevar a cabo, para disminuir los riesgos por falta 

de mantenimiento, así como, los efectos destructivos causados por fenómenos 

naturales. 
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En otro orden de ideas, es válido destacar que el 20 de agosto de 2010, fue 

publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el Decreto de Ley de 

Publicidad Exterior del Distrito Federal, la cual tenía como objeto: “… dotar a la 

entidad, de un instrumento de mayor efectividad que los reglamentos y 

programas existentes hasta entonces, que permitiese a los servidores públicos 

del Gobierno central y de las Delegaciones, reordenar la publicidad en la 

Ciudad; a los empresarios del ramo el desarrollar su actividad con mayor 

certidumbre y, por lo tanto, el de impulsar su mejoramiento y modernización: ya 

los habitantes del Distrito Federal, el de disfrutar de un entorno urbano más 

saludable”. 

 

Bajo esta óptica, si bien es cierto que el exceso de elementos publicitarios 

degrada la imagen urbana, fomentando el estrés en las y los capitalinos, siendo 

altamente contaminante para la vista en los espacios públicos y generando un 

entorno urbano turbio y difícil de habitar con tranquilidad; también lo es que en 

la actualidad se pueden desplegar anuncios publicitarios con tecnologías tales 

como pantallas de LEOS (Ught diode emiting) o diodos emisores de luz, 

acordes a las modernos desarrollos publicitarios utilizados en naciones 

desarrolladas; tecnologías que son más amables con el ambiente y 

ahorradoras de energía eléctrica.  

 

De la misma manera, la utilización de viniles PSV (pressure sensitive vinil) o 

también viniles multiperforados autoadheribles, que brindan mayor seguridad, 

los cuales son más estéticos, no producen ruidos por fricción del viento, 

protegen las estructuras de los edificios o estructuras, donde se coloquen y no 

obstruyen la visibilidad del paisaje urbano. 

 

En este sentido, la modificación de la actual Ley de Publicidad Exterior del 

Distrito Federal, para eliminar la prohibición de colocar publicidad en puentes 

peatonales vehiculares y peatonales, pasos a desnivel y bajopuentes; daría 
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certidumbre a los pequeños y medianos empresarios para desarrollar su 

actividad, y estimularía el desarrollo económico en la reglón, en virtud de que 

muchas pequeñas y medianas empresas dependen de esta actividad, la cual 

contribuye a dinamizar la economía y, por consiguiente, estimularía la 

generación de fuentes de empleo. 

 

Por lo que el objeto de la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto, radica en 

reformar la fracción XI del artículo 13 y el artículo 20, de la Ley de Publicidad 

Exterior del Distrito Federal, debido a que, derivado del análisis lógico jurídico, 

se puede aseverar que lo señalado en dichos artículos, referente a la 

prohibición de colocar publicidad exterior, en los puentes peatonales 

vehiculares y peatonales, pasos a desnivel y bajopuentes; resulta innecesario, 

puesto que, al permitir la publicidad exterior en los mismos, el Gobierno de la 

Ciudad tendría mayores recursos para realizar las acciones necesarias, a fin de 

dar mantenimiento y rehabilitar dichas estructuras, además de avalar el uso 

adecuado de estos espacios públicos, garantizando la seguridad e integridad 

física de las y los usuarios de los mismos. 

 

Asimismo, la publicidad exterior en espacios públicos, permitirá la obtención de 

recursos para el estado, los cuales se pueden reinvertir en los propios 

espacios; mejorando además, la imagen urbana, las redes de infraestructura y 

de servicios urbanos, generar un impacto positivo en las expectativas de vida y 

de desarrollo personal en los habitantes de las demarcaciones beneficiadas, a 

través del mejoramiento de su entorno inmediato. 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción XI del artículo 13 y el artículo 20, 

de la Ley de Publicidad Exterior del Distrito Federal, para quedar como sigue:  

 

Artículo 13. En el territorio del Distrito Federal quedan prohibidos los anuncios 

de propaganda comercial e institucional: 
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I al X… 

 

DICE DEBE DECIR 

XI. Instalados, colgados, adheridos o 

pintados en presas, canales, puentes 

vehiculares y peatonales, pasos a 

desnivel, bajopuentes, muros de 

contención, taludes, antenas de 

telecomunicación y sus soportes, 

postes, semáforos, y en general, en 

elementos de la infraestructura 

urbana, salvo los que determine 

expresamente la presente Ley; 

XI. Instalados, colgados, adheridos 

o pintados en presas, canales, 

muros de contención, taludes, 

antenas de telecomunicación y sus 

soportes, postes, semáforos, y en 

general, en elementos de la 

infraestructura urbana, salvo los 

que determine expresamente la 

presente Ley; 

 

 

DICE DEBE DECIR 

Artículo 20. En ningún caso la 

propaganda institucional podrá 

instalarse en muros, bardas o 

fachadas de edificaciones públicas o 

privadas, presas, canales, puentes 

vehiculares, pasos a desnivel, bajo-

puentes, muros de contención, 

taludes, antenas de telecomunicación 

y sus soportes, postes, semáforos, y 

en general, en elementos de la 

infraestructura urbana. 

Artículo 20. En ningún caso la 

propaganda institucional podrá 

instalarse en muros, bardas o 

fachadas de edificaciones públicas 

o privadas, presas, canales, muros 

de contención, taludes, antenas de 

telecomunicación y sus soportes, 

postes, semáforos, y en general, en 

elementos de la infraestructura 

urbana. 
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TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su 

publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 

 

SEGUNDO.- Publíquese en la Gaceta Oficial  del Gobierno del Distrito Federal 

para su conocimiento y en el Diario Oficial de la Federación para su mayor 

difusión. 

 

Dado en el Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los 

veinticuatro días del mes de abril del año dos mil catorce. 
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C. DIPUTADO GABRIEL GÓMEZ DEL CAMPO GURZA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL PLENO DE  
LA H. ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL  
VI LEGISLATURA 
P R E S E N T E S 
 
 LUCILA ESTELA HERNÁNDEZ, Diputada Presidenta de la Comisión de 
Participación Ciudadana de esta H. Asamblea Legislativa del Distrito Federal, e 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, párrafos primero y segundo, y el 
Apartado C, Base primera, fracción V, inciso h, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 36, 42, fracción XII, y 46, fracción I, del Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federal; 1º, 7º, 10, fracción I, 17, fracción IV, 88, fracción I, 
89, y demás aplicables de la Ley Orgánica que rige a esta H. Autoridad 
Legislativa, así como los diversos 85, fracción I, 86, y demás relativos del 
Reglamento para el Gobierno Interior de este Órgano Colegiado Soberano, 
pongo a consideración del Pleno la presente INICIATIVA CON PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA NUEVA LEY DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL, con base en la siguiente 
  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

 A principios de la década de los años ochentas comenzó a manifestarse 
una crisis, misma por la que hoy día, nuevamente, atraviesan las instituciones 
democráticas tradicionales.  
 
 Uno de los indicadores a través de los cuales ha sido posible cuantificar esa 
problemática lo es, claramente, el proceso electoral, momento este cuando los 
electores pueden y deben ejercitar su derecho y cumplir su obligación al voto. 
 
 El descontento en el actual esquema político queda de manifiesto en la 
reiterada abstención de los ciudadanos quienes en el extremo del desagrado 
deciden no actualizar su derecho político. 
 
 Esta actitud en los referidos momentos de crisis, se entiende, pero no se 
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justifica. Ello es así porque, como ya fue señalado, votar en las elecciones es tanto 
un derecho que debe ser ejercido, como una obligación que debe ser 
cumplimentada, lo anterior al tenor de lo dispuesto por los artículos 35, fracción I, y 
36, fracción III, de la Constitución Política Federal. 
 
 Por otro lado, la actividad pública del ciudadano parecía inscrita 
exclusivamente, en cierto modo, a ser solo un sujeto activo del voto, lo que debe 
entenderse en razón del monopolio que detentaban hasta hace poco los partidos 
político en lo relativo al acceso a cargos de elección popular, siendo esa la vía para 
que habitantes y ciudadanos, de manera indirecta, estuvieran en aptitud de 
exponer y demandar en la tribuna diversos tópicos. Lo anterior, claramente, seguía 
siendo limitativo en cuanto a la participación directa de las mayorías.  
 
 Con base en lo anterior, en México y, particularmente, en el Distrito Federal, 
se fueron dando cambios en el sistema político-jurídico que desembocaron en el 
nacimiento de instrumentos, órganos y mecanismos de democracia semidirecta 
que han permitido hoy día una importante participación activa de la población 
capitalina. 
 
 En este orden de ideas, el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal 
reconoció dos mecanismos de participación ciudadana: iniciativa popular y 
plebiscito. Sin embargo dicha enumeración no fue limitativa y, al respecto, y dada 
la necesidad de una más amplia toma de decisiones sobre asuntos públicos por 
parte de habitantes y ciudadanos, se hizo necesario generar un esquema legal 
más amplio que comprendiera más instrumentos y permitiera garantizar una mayor  
participación directa de la población en los procesos de toma de decisiones, lo que 
motivó la expedición, promulgación y publicación de la Ley de Participación 
Ciudadana del Distrito Federal. En la exposición de motivos de dicha Ley se lee 
con claridad lo siguiente:  
 

 “Son cada vez más las corrientes de expresión popular que demandan, en 

nombre de cada individuo, una mayor incidencia en las decisiones de gobierno, 
respecto de la forma en que deseamos vivir.” 
 

 En esta tesitura, la Ley de Participación garantizó a hombres y mujeres la 
participación efectiva en diversos niveles de organización: asambleas ciudadanas, 
representante de manzana, comité ciudadano, consejo del pueblo y consejo 
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ciudadano, órganos todos que de acuerdo a su facultades permiten la 
manifestación de ideas, la exposición de problemas comunes, la proposición de 
soluciones y la propuesta de proyectos.    

 

 En este sentido, la participación ciudadana ahora va más allá de la sola 
emisión de un voto “aislado” en un proceso electoral. Actualmente, habitantes, 
vecinos y ciudadanos, que se relacionan todos los días y se vinculan de muy 
diversas formas, se benefician de manera directa a través de la integración de 
todos y cada uno de sus miembros, de su actividad conjunta en la toma de 
decisiones y en la resolución de problemas comunes. 
 
 La participación ciudadana que esquematiza la Ley de la Materia que ahora 
se analiza, se materializa en diversos instrumentos de participación directa los 
cuales son enumerados en el artículo 4º de dicha normativa: Plebiscito, 
Referéndum, Iniciativa Popular, Consulta Ciudadana, Colaboración Ciudadana, 
Rendición de Cuentas, Difusión Pública, Red de Contralorías Ciudadanas, 
Audiencia Pública, Recorridos del Jefe Delegacional, Organizaciones Ciudadanas 
y Asamblea Ciudadana. 
 
 Cada uno de estos instrumentos tiene una reglamentación particular en la 
Ley que ahora nos ocupa. Sin embargo, lamentablemente, es necesario manifestar 
que su aplicación no ha sido amplia y en ese sentido no han sido invocados, salvo 
un par de ellos y de manera mínima. 
 
 Por ejemplo, en la primer Ley de Participación Ciudadana promulgada en el 
año mil novecientos noventa y cinco, no fue considerado el Plebiscito, sino hasta 
dos mil cuatro, en los artículos 12 a 22. Actualmente, dicho instrumentos se ubica 
en los diversos 17 a 27 de la Ley de la Materia.  
 
 De lo anterior se colige que el plebiscito tiene una existencia legal de casi 
diez años. Sin embargo, durante todo ese tiempo no ha habido una experiencia 
amplia y significativa respecto de este mecanismo de participación ciudadana. 
 
 Al respecto, en el año de mil novecientos noventa y tres, un grupo de 
Asambleístas de la entonces Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 
convocaron a un plebiscito que planteaba la reforma política del Distrito Federal, en 
la especie, si había acuerdo para que los ciudadanos capitalinos eligieran a sus 
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propios gobernantes mediante voto universal, libre, secreto y directo, además de 
constituir su propio Poder Legislativo. Sin embargo, al no estar contemplado en la 
Ley de Participación Ciudadana, no existía el fundamento legal que diera las bases 
para su aplicación, por lo que dicho ejercicio se dio más en la tesitura de una 
consulta pública.  
 
 Posteriormente, en febrero de mil novecientos noventa y cinco, una 
organización ciudadana denominada Alianza Cívica convocó a un plebiscito cuya 
participación, si bien fue amplia, sus resultados no fueron inmediatos ni sus efectos 
se vieron concretizados completamente. 
  
 El día diecinueve de junio de dos mil dos, fue publicado en la Gaceta Oficial 
la convocatoria al plebiscito que se realizaría el día veintidós de septiembre de ese 
mismo año, para consultar a la ciudadanía sobre su aprobación o rechazo a la 
construcción de segundos niveles de vialidad en el Viaducto y Periférico. Para esta 
consulta se instalaron 6 mil 166 mesas de votación, distribuidas en 5 mil 532 
centros de votación. La participación ciudadana fue del 64 por ciento, de la cual 
dos terceras partes de los electores se manifestaron por la construcción de los 
segundos pisos.  
 
 De lo anterior se colige que el plebiscito en mención fue realizado con base 
en el Estatuto de Gobierno y no así en la Ley de Participación, toda vez que la 
segunda aún no se expedía y únicamente era contemplado por el primero. 
 
 En síntesis, ninguna ley o decreto ha sido sometido al plebiscito 
reconocido en la Ley de Participación Ciudadana de esta Ciudad.  
 
 Asimismo, la Ley de mil novecientos noventa y cinco no incluyó el 
Referéndum. Posteriormente, en la Ley de dos mil cuatro se contempló en los 
numerales 22 a 33. En la actual Ley, dicho instrumento se localiza en los arábigos 
28 a 38. 
 
 Sin embargo, similarmente a lo acontecido con el Plebiscito, el referéndum 
no ha sido un instrumento de participación que se haya aplicado, hasta la fecha, en 
términos de la Ley de Participación Ciudadana. 
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 Hasta el día de hoy no se ha presentado ningún referéndum y, 
consecuentemente, no ha existido trámite legislativo alguno en esa materia. 
 Finalmente, respecto de la Iniciativa Popular, la Ley de Participación 
Ciudadana de mil novecientos noventa y cinco no conoció dicho instrumento. Ya 
en el año dos mil cuatro se reguló en los artículos 31 a 41 y, actualmente, la Ley lo 
ubica en los diversos 39 a 46. 
 
 Por lo que respecta a este Instrumento participativo, fue hasta el año dos 
mil siete, cuando esta Asamblea Legislativa registró en el Diario de los Debates de 
fecha seis de noviembre, la lectura, votación y aprobación de un acuerdo de la 
Comisión de Gobierno para solicitar al Pleno la instalación de una Comisión 
Especial encargada de verificar que la Iniciativa Popular con proyecto de Decreto 
para crear la Ley de Manifestaciones Públicas para el Distrito Federal, cumpliera 
con los requisitos previstos por la Ley de Participación Ciudadana, Comisión que 
se integró por los entonces Diputados Xiuh Guillermo Tenorio Antiga, Humberto 
Morgan Cólon, Kenia López Rabadán, Armando Tonatiuh Gonzáles Case, Sergio 
Miguel Cedillo Fernández, Enrique Perea Correa y Nazarino Norberto Sánchez, y a 
quienes se turnó la iniciativa original y las ochenta y siete cajas que contenían las 
firmas ciudadanas correspondientes. 
 
 Asimismo, en el Diario de los Debates de fecha veintidós de octubre de dos 
mil ocho, se publico el acuerdo de la Comisión de Gobierno de este Órgano 
Legislativo, para solicitar al Pleno la instalación de una Comisión Especial 
encargada de verificar que la Iniciativa Popular con proyecto de Decreto por el que 
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley para el Funcionamiento 
de Establecimientos Mercantiles y de la Ley de Protección a la Salud de los no 
Fumadores, ambas del Distrito Federal, cumpliera con los requisitos previstos por 
la Ley de Participación Ciudadana, Comisión formada por los Diputados Humberto 
Morgan Cólon, Xiuh Guillermo Tenorio Antiga, Enrique Perea Correa, Tomas 
Pliego Calvo, Marco Antonio García Ayala y Celina Saavedra Ortega. 
 
 Finalmente, un grupo de organizaciones (Bartola Axayácatl, A.C., Grupo 
Cultural Culhuacán, Causa Común por Iztapalapa, Lugar de Casas Blancas A.C. y 
la Asamblea Autónoma de los Pueblos y Barrios Originarios del Distrito Federal) 
convocaron a diversas organizaciones a sumarse a una iniciativa ciudadana en 
defensa de los pueblos y barrios originarios del Distrito Federal, a efecto de 
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reformar la Norma 26 que forma parte de la Ley de Desarrollo Urbano de Distrito 
Federal y del Programa General de Desarrollo Urbano, cuyo objeto es incentivar la 
producción de vivienda de interés social y popular, lo anterior toda vez que en 
septiembre de dos mil diez, el Diputado Horacio Martínez Meza presento al Pleno 
de la Asamblea Legislativa una reforma a dicha Norma 26 para que dicha medida 
no tuviera aplicación en los pueblos y barrios originarios, reforma que no prospero 
en términos de los plazos legislativos respectivos, situación que motivó la 
movilización de dichas organizaciones para su iniciativa en enero de dos mil doce. 
 
 En conclusión, sólo se ha presentado dos iniciativas populares de las que 
fue acordado constituir una Comisión Especial para efectos de su análisis y 
resolver si dicha iniciativa cumplía con lo establecido en la Ley de Participación 
Ciudadana y darle curso legislativo, lo que en ninguno de los dos primeros casos 
aconteció, mientras que la última de las citadas no fue presentada.  
 
 Lo anterior robustece lo afirmado en relación a la casi nula participación 
ciudadana a través de los instrumentos de democracia semidirecta enlistados. 
 
 A esto se suman las diversas y múltiples manifestaciones recabadas por la 
Comisión de Participación Ciudadana en los Foros delegacionales llevados a cabo 
en las diversas demarcaciones territoriales del Distrito Federal. En dichos Foros 
fue posible conocer diversas demandas relativas a la aplicación de la Ley que 
ahora nos ocupa: 
 

1) que los instrumentos de participación son vínculos irreales con la 
autoridad; 

2) la necesidad de reforzar y garantizar dichos principios; 
3) aperturar canales institucionales para generar políticas de fomento a la 

participación, y 
4) reestructurar el funcionamiento de comités y consejos.  

 
 De lo anterior se colige una problemática multifactorial que no es soslayada 
por la suscrita legisladora, menos aún en mi carácter de Presidenta de la Comisión 
de Participación Ciudadana. 
 
 Por ello, la signante de la presente iniciativa ha analizado amplia y 
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puntualmente las demandas ciudadanas expresadas en los diecisiete Foros 
delegacionales, así como lo relativo a la ausencia de una verdadera, efectiva, 
eficaz y eficiente participación ciudadana a la luz de la Ley de la Materia. 
 
 En consecuencia, la suscrita considera la necesidad no sólo de ampliar y 
reforzar la difusión de los instrumentos de participación de la multicitada Ley, 
sino la modificación de algunos de estos instrumentos a efecto de reforzarlos y, 
consecuentemente, sean instrumentos participativos reales y efectivos para 
habitantes, vecinos y ciudadanos del Distrito Federal. 
 
 La promovente no desestima que el tema de la Participación Ciudadana 
debe abordar, al menos, cuatro aspectos: 
 
 Primero: La democratización del Estado y del sistema político. 
 
 Segundo: La descentralización, es decir, el traspaso de competencias o 
capacidades de decisión sobre distintas materias. 
 
 Tercero: El mejoramiento de las políticas sociales de superación de la 
desigualdad y de la pobreza. 
 
 Cuarto: La modernización de la administración, para lograr el traspaso 
de una cultura de súbditos a una de ciudadanos titulares de derechos. 
 
 Asimismo cobra aplicación lo preceptuado en el párrafo primero del artículo 
2º de la Ley que ahora se reforma y que a la letra dice: 
 

 “Para efectos de la presente ley, la participación ciudadana es el 
derecho de los ciudadanos y habitantes del Distrito Federal a intervenir y 
participar, individual o colectivamente, en las decisiones públicas, en la 
formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y actos de 
gobierno.”  

 
 Lo anterior explicita la naturaleza jurídica de la participación ciudadana y la 
motivación de la Ley que regula los órganos e instrumentos participativos.   
 
 En esta tesitura, queda en evidencia la necesidad de reforma o, mejor 
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dicho, abrogar la presente Ley de Participación Ciudadana y expedir una diversa 
Ley, nueva, que amplié y regule con mayor detalle los instrumentos y órganos de 
democracia semidirecta contemplados en la aún vigente Ley de la Materia.  
  
 No debe pasar inadvertido que el mecanismo regulado en los artículos 
83, 84, 85 y en los diversos 199 a 205, entre otros, referente al presupuesto 
participativo, dada su importancia y necesidad de una regulación específica, 
motivaron su exclusión en la Ley de Participación Ciudadana y, con ello, es 
necesario y obligado reestructurar la Ley en cita. 
 
   Dicha reestructuración también se considera necesaria a la luz de la 
exégesis de la norma en estudio, de la que se coligen diversas situaciones: 
 
1) Desorden en la estructura dispositiva, y 
 
2) Amplitud de la norma en análisis  
    
 Lo primero se induce claramente de la revisión del capitulado de la Ley: 
 
1.1. De los representantes de manzana: Título Séptimo (arts. 136-140) y Título 

Décimo Primero (arts. 231-234) 
1.2. De los Comités Ciudadanos: Título Quinto (arts. 91-128) y Título Noveno 

(arts. 149-226) 
1.3. De los Consejos del Pueblo: Título Octavo (arts. 141-148) y Título Décimo 

(arts. 227-230) 
        
 En cuanto a la amplitud de la Ley en cita, ello se deduce con base en lo 
antes indicado y en la confrontación del articulado respectivo. 
 
 Al respecto es posible conceptualizar que dicha amplitud puede ser “propia” 
o “impropia”. La primera es la que se funda en el exceso de regulación de un tópico 
de la norma y que se correspondería más a un Reglamento. Recordemos que una 
ley es siempre general mientras que el reglamento tendrá un carácter particular, 
además de ampliar lo preceptuado en dicha ley.  
 
 Se funda lo anterior en lo señalado en la fracción I del artículo 89 de la 
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Constitución Política Federal que establece que es facultad del Ejecutivo Federal 
“promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en 
la esfera administrativa a su exacta observancia”, lo que significa tanto la facultad 
reglamentaria del Ejecutivo como la finalidad que cumple el reglamento. 
 
 Misma facultad y obligación se atribuye al Ejecutivo Local, conforme al 
inciso b, fracción II, base segunda, apartado c, del artículo 122 de la Carta Magna, 
mismo que se trascribe a continuación: 
 

“Promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expida la Asamblea Legislativa, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia, mediante la 
expedición de reglamentos, decretos y acuerdos. Asimismo, podrá hacer 
observaciones a las leyes que la Asamblea Legislativa le envíe para su 
promulgación, en un plazo no mayor de diez días hábiles. Si el proyecto observado 
fuese confirmado por mayoría calificada de dos tercios de los diputados presentes, 
deberá ser promulgado por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal” 

  
 En este orden de ideas, la amplitud “propia” que detenta la Ley de 
Participación Ciudadana implica necesariamente una regulación accesoria 
que atraiga las disposiciones amplias y específicas que se contienen en la 
multicitada Ley. Ejemplo de lo dicho son los artículos 209 a 212 de la Ley de 
la Materia referentes a las diferencias al interior de los Comités Ciudadanos y 
que por su especificidad se considera deben ser dispositivos que al ampliar 
lo establecido en la Ley deben ser tomados para la disposición reglamentaria 
correspondiente. 
 
 Con base en lo anterior se estima necesario que el Jefe de Gobierno emita 
el Reglamento de la Nueva Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal 
para que la nueva norma que ahora se propone pueda ser efectivamente 
observada y ejecutada. 
 
 Por otro lado, la amplitud “impropia” es la que se deduce de una repetición 
de preceptos en la ley y que, evidentemente, no debe ser soslayado en razón de 
metodología y técnica jurídica. Ejemplo de lo anterior son los artículos 92 y 94, 
mismos que se trascriben para pronta referencia: 
 

Artículo 92. En cada colonia se elegirá un Comité Ciudadano conformado por nueve 
integrantes, salvo lo dispuesto en el inciso h) del párrafo segundo del artículo 112 
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de esta Ley. 
(…) 
 
Artículo 94. El Comité Ciudadano se conformará por nueve integrantes, salvo las 
hipótesis previstas en el inciso h) párrafo segundo del artículo 112. 
(…)   

 No siendo óbice lo anterior, la Ley en análisis también evidencia un 
articulado que podría ser sintetizado, es decir, existen artículos que podrían ser 
integrados en uno solo, por ejemplo: 
 

Artículo 136. El Comité Ciudadano contará con tres meses a partir de su 
conformación para convocar a asambleas ciudadanas por manzana en las que los 
ciudadanos elegirán a un representante por cada una de las manzanas que integren 
la respectiva colonia. 
 
Artículo 137. Se reunirán al menos una vez por mes a convocatoria del Comité 
Ciudadano. 

  
  De la lectura de los dispositivos trascritos es fácil colegir que los mismos 
podrían ser integrados en un solo artículo, proponiéndose al respecto, por ejemplo, 
la siguiente redacción: 
 

Artículo 136. El Comité Ciudadano contará con tres meses a partir de su 
conformación para convocar a asambleas ciudadanas por manzana en las que los 
ciudadanos elegirán a un representante por cada una de las manzanas que integren 
la respectiva colonia. 
 
Dichos representantes de manzana se reunirán al menos una vez por mes a 
convocatoria del Comité Ciudadano. 

 
 Lo mismo sucede con los diversos 138, 139 y 140 de la misma Ley los 
cuales podrían ser sintetizados en un solo artículo como se indica a continuación: 
 

Artículo 138. Los representantes de manzana, coadyuvarán con el Comité 
Ciudadano o en su caso el Consejo del pueblo para supervisar el desarrollo, 
ejecución de obras sociales, servicios o actividades proporcionadas por el gobierno 
en sus diferentes niveles. 
 
Asimismo, emitirán opinión sobre la orientación del presupuesto participativo y 
canalizarán las demandas de los vecinos al Comités Ciudadanos. 
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 Finalmente, la Ley que ahora se propone  importa la figura de Barrio que es 
categoría social en la conformación real de la comunidad. Asimismo se actualizan 
algunos preceptos a la luz de las reformas que esta normatividad ha tenido, por 
ejemplo, en lo relativo a la reelección de los Comités Ciudadanos, lo que denota 
en el presente proyecto el antagonismo ante el sustento de una Ley anacrónica. 
 En efecto, la necesidad de una Nueva Ley de Participación Ciudadana se 
verifica de manera natural y lógica y, jurídicamente, es viable la propuesta que 
ahora se pone a consideración de este Poder Legislativo Local a efecto de que sea 
analizada, dictaminada, votada y aprobada y con ello se promulgue y publique una 
disposición fundamental para la participación de habitantes, vecinos y ciudadanos 
de esta gran Ciudad Capital. 
 
 Por todo lo expuesto, se estima procedente, fundado y operante la 
abrogación de la vigente Ley de Participación Ciudadana y la expedición de 
la Nueva Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal que ahora se 
pone a consideración de ésta Soberanía.   
 

 
CONSIDERANDOS 

 
 I. Que de conformidad con el artículo 37, en relación con el diverso 42, 
fracción XII, ambos del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, es facultad de los 
Diputados de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, legislar en la materia de 
participación ciudadana. 
 
 II. Que en mi carácter de Diputada, es derecho de la suscrita iniciar leyes y 
decretos ante dicho Órgano Legislativo, lo anterior de conformidad con el numeral 
46, fracción I, del Estatuto de Gobierno, en relación con los arábigos 17, fracción 
IV, y 88, fracción I, de la Ley Orgánica de este Órgano Colegiado. 
 
 III. Que la fracción I del artículo 85, del Reglamento para el Gobierno Interior 
de la Asamblea Legislativa, faculta a la signante para iniciar leyes y conforme al 
procedimiento señalado en el diverso 86 del mismo Reglamento. 
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 Por lo anteriormente expuesto, se estima fundado someter a consideración 
de esa Alta Representación Popular, para su análisis, discusión y, en su caso, 
aprobación de considerarla procedente, la siguiente iniciativa de: 
 

 
 
 

NUEVA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL DISTRITO FEDERAL 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIÓNES GENERALES 

Capítulo Único 

Objeto, Definiciones y Principios 

Artículo 1o.- Las disposiciones de esta Ley son de orden público e  interés social, y de 

observancia general en el Distrito Federal en materia de Participación Ciudadana. 

Artículo 2o. El presente ordenamiento tiene por objeto instituir y regular los instrumentos de 

participación y los órganos de representación ciudadana previstos en la Ley Suprema que 

gobierna a la Ciudad de México y a través de los cuales los habitantes pueden organizarse 

para relacionarse entre sí y con los distintos órganos de gobierno del Distrito Federal 

contemplados en la presente Ley con el fin primordial de fortalecer el desarrollo de una 

cultura ciudadana participativa. 

Artículo 3o.- Para efectos de la presente Ley, la participación ciudadana es el derecho 

de los habitantes, vecinos y ciudadanos del Distrito Federal a intervenir y participar, 

individual o colectivamente, en las decisiones públicas y en la formulación, ejecución y 

evaluación de las políticas, programas y actos de gobierno. 

La participación ciudadana contribuirá tanto a la integración de los miembros de las 

colonias, pueblos originarios, barrios y, en general, de todos los habitantes, vecinos y 

ciudadanos del Distrito Federal, como a la solución de problemas de interés general y al 

mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la comunidad, para lo que 

deberá considerarse la utilización de los medios de comunicación y las tecnologías de la 

información para la difusión, capacitación y educación para el desarrollo de una cultura 

democrática de la participación ciudadana así como su capacitación en el proceso de una 

mejor gobernanza de la Ciudad Capital. 
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Artículo 4o.- Son principios rectores de la Participación Ciudadana, los siguientes: 

I. Democracia, entendida como un sistema de vida en que habitantes y ciudadanos son titulares 

del derecho de participar en la toma de decisiones públicas;  

II.  Igualdad, como un principio por el cual todas y todos los habitantes participan en igualdad de 

oportunidades sin discriminación de ninguna especie; 

III. Legalidad, como garantía que obliga a la autoridad a actuar conforme la ley la faculta y la 

obliga para difundir la participación ciudadana y capacitar a la ciudadanía en ese tema 

IV. Corresponsabilidad, que es el compromiso entre el gobierno y la ciudadanía para el 

cumplimiento de los acuerdos conjuntos en la sinergia de la participación ciudadana; 

V. Pluralidad, como una condición en la que existen diversas opiniones que sustentan una 

sociedad abierta y dinámica;   

VI. Solidaridad, entendida como la inclinación de toda persona para colaborar en la resolución 

de problemas comunes que permitan el desarrollo armónico de la convivencia entre los 

integrantes de la comunidad; 

VII. Responsabilidad Social, como un compromiso real asumido por los miembros de la sociedad 

y de cada comunidad en particular, de manera individual o colectiva, y que conlleva su 

cumplimiento;  

VIII. Respeto, que es el reconocimiento y defensa a la heterogeneidad de ideas en el contexto 

social y de las decisiones públicas; 

IX. Tolerancia, entendida como el respeto a la multiplicidad de opiniones de todas y todos los 

integrantes de la comunidad y de la sociedad en su conjunto; 

X. Autonomía, como una categoría que capacita a mujeres y varones a una racional toma de 

decisiones que los beneficie en lo individual y como integrantes de una comunidad política; 

XI. Capacitación para la ciudadanía plena, entendida como la actividad a través de la cual se 

informa a habitantes y ciudadanos de los conocimientos y conductas necesarias para formar  

ciudadanos con una amplia cultura cívica participativa; 

XII. Cultura de la Transparencia y Rendición de Cuentas, como elementos básicos para la 

existencia de una ciudadanía informada y participativa, y 

XIII. Derechos Humanos, como categoría fundamental en el actual Estado constitucional y 
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democrático de derecho y que conlleva la protección y defensa de las garantías de la 

participación ciudadana. 

Artículo 5o.- Son instrumentos de Participación Ciudadana: 

I. Plebiscito; 

II. Referéndum; 

III. Iniciativa Popular; 

IV. Consulta Ciudadana; 

V. Colaboración Ciudadana; 

VI. Rendición de Cuentas; 

VII. Difusión Pública; 

VIII. Red de Contralorías Ciudadanas; 

IX. Audiencia Pública; 

X. Recorridos del Jefe Delegacional; 

XI. Organizaciones ciudadanas, y 

XII. Asamblea Ciudadana. 

Artículo 6o.- Son Órganos de Representación Ciudadana en las colonias, pueblos originarios y 

barrios del Distrito Federal: 

I. El Representante de Manzana; 

II. El Representante de Barrio; 

III. El Comité Ciudadano; 

IV. El Consejo del Pueblo, y 

V. El Consejo Ciudadano. 

Artículo 7o.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Asambleas: a las Asambleas Ciudadanas; 
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II. Asamblea Legislativa: a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 

III. Autoridad Tradicional: Autoridad electa por los pueblos originarios de acuerdo a sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales; 

IV. Barrio: División territorial que se caracteriza por conformarse de miembros con una identidad propia y 

con un sentido de pertenencia de sus integrantes;  

V. Colonia: La división territorial del Distrito Federal, que realiza el Instituto Electoral, 

para efectos de participación y representación ciudadana, que se hace con base en la 

identidad cultural, social, étnica, política, económica, geográfica, demográfica; 

VI. Comités: a los Comités Ciudadanos; 

VII. Consejo del pueblo: al comité conformado en los pueblos originarios que mantienen 

la figura de autoridad tradicional de acuerdo a sus normas, procedimientos y 

prácticas tradicionales que se encuentran enlistados en el artículo transitorio décimo 

tercero; 

VIII. Consejos: a los Consejos Ciudadanos Delegacionales; 

IX. Delegación: al órgano político administrativo de cada demarcación territorial; 

X. Demarcación Territorial: a la división territorial del Distrito Federal para efectos de la 

organización político administrativa; 

XI. Dependencias: a las Secretarías, la Procuraduría General de Justicia, la Oficialía 

Mayor, la Contraloría General y la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, todas ellas 

del Distrito Federal; 

XII. Dirección Distrital: al órgano desconcentrado del Instituto Electoral en cada uno de los 

Distritos Electorales; 

XIII. Estatuto: al Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 

XIV. Jefe Delegacional: al titular del órgano político administrativo de cada 

demarcación territorial; 

XV. Jefe de Gobierno: al titular del órgano ejecutivo local del Distrito Federal; 

XVI. Instituto Electoral: al Instituto Electoral del Distrito Federal; 

XVII. Ley: a la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal; 
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XVIII. Ley de Planeación: a la Ley de Planeación del Distrito Federal; 

XIX. Ley de Presupuesto Participativo: a la Ley de Presupuesto Participativo del Distritito 

Federal; 

XX. Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente: a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente del 

Distrito Federal; 

XXI. Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos: a la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos; 

XXII. Manzana: área territorial mínima de representación ciudadana; 

XXIII. Organizaciones ciudadanas son aquellas personas morales sin fines de lucro que 

reúnan los requisitos exigidos en el Capítulo Onceavo del Título Cuarto de la presente Ley y 

a través de las cuales la ciudadanía ejerce colectivamente su derecho a la participación 

ciudadana; 

XXlV. Representante: al representante de cada manzana; 

XXV. Representante barrial: Representante o autoridad de Barrio;  

XXVI. Tribunal: al Tribunal Electoral del Distrito Federal; 

XXVII. Pueblo originario: Asentamientos que con base en la identidad cultural social, 

étnica, poseen formas propias de organización y cuyo ámbito geográfico es reconocido por los 

propios habitantes como un solo pueblo y que para efectos de la elección de consejos de los 

pueblos el Instituto electoral realiza su delimitación. 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS HABITANTES, VECINOS Y CIUDADANOS DEL DISTRITO FEDERAL 

Capítulo I 

De los Habitantes, Vecinos y Ciudadanos 

Artículo 8o.- Son habitantes del Distrito Federal las personas que residan en su territorio. 

Artículo 9o.- Se consideran vecinos de la colonia, pueblo originario o barrio a los habitantes 

que residan por más de seis meses en dicha división territorial. 

La calidad de vecino de la colonia, pueblo originario o barrio se pierde por dejar de residir en 
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ésta por más de seis meses, excepto por motivo del desempeño de cargos públicos, 

de representación popular o comisiones de servicio que les encomiende la federación o el 

Gobierno del Distrito Federal fuera de su territorio. 

Artículo 10.- Son ciudadanos del Distrito Federal las mujeres y los varones que teniendo 

calidad de mexicanos reúnan los requisitos establecidos en la Constitución Política Federal y 

en la Ley Suprema Local y, además, posean la calidad de vecinos u originarios del mismo. 

Capítulo II 

De los Derechos y las Obligaciones de los Habitantes 

Artículo 11.- Además de los derechos que establezcan otras leyes, los habitantes del Distrito 

Federal tienen derecho a: 

I. Participar con voz y proponer la adopción de acuerdos o la realización de actos a la 

asamblea ciudadana o barrial, al Comité Ciudadano, al Consejo del Pueblo o al 

representante de barrio de su colonia, pueblo originario o barrio, respectivamente, además 

del Jefe Delegacional de la demarcación territorial en que residan y al Jefe de Gobierno y 

titulares de la Administración Pública del Distrito Federal, lo anterior por medio de la audiencia 

pública; 

II. Ser informados respecto de las materias relativas al Distrito Federal en lo referente a 

Leyes, Decretos y toda acción de gobierno de interés público; 

III. Recibir la prestación de servicios públicos; 

IV. Presentar quejas y denuncias por la incorrecta prestación de servicios públicos o por 

irregularidad en la actuación de los servidores públicos en los términos de ésta Ley y demás 

disposiciones aplicables; 

V. Emitir opinión y formular propuestas para la solución de los problemas de interés 

público o general y para el mejoramiento de las normas que regulan las relaciones en la 

comunidad, mediante los instrumentos de participación ciudadana previstos en esta Ley, y 

VI. Ser informados y tener acceso a toda la información relacionada con la realización 

de obras y servicios de la Administración Pública del Distrito Federal, las cuales serán 

publicadas en los sitios de internet de cada Delegación, y proporcionados a través de 

los mecanismos de información pública establecidos en la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. 
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VII. Elaborar, elegir, dar seguimiento y, en su caso, ejecutar, controlar y evaluar por si o a través 

de los órganos de representación ciudadana contemplados en esta Ley y los establecidos en la 

Ley de la Materia, lo relativo al presupuesto participativo, siendo aplicable para su ejercicio lo 

señalado en las fracciones que anteceden y con base en lo dispuesto en la Ley de Presupuesto 

Participativo.  

Artículo 12.- Los habitantes del Distrito Federal tienen las siguientes 

obligaciones: 

I. Cumplir con las disposiciones de la presente Ley; 

II. Ejercer los derechos que les otorga la presente Ley; 

III. Respetar las decisiones que se adopten en las asambleas ciudadanas de su colonia, 

pueblo originario o barrio, y 

IV. Las demás que en materia de participación ciudadana les impongan ésta y otras leyes. 

Capítulo III 

De los Derechos y las Obligaciones de los Ciudadanos 

Artículo 13.- Los ciudadanos del Distrito Federal tienen los siguientes derechos: 

I. Participar con voz y voto en la asamblea ciudadana; 

II. Integrar los órganos de representación ciudadana establecidos en la presente Ley y, en su 

caso, los contemplados en la Ley de Presupuesto Participativo; 

III. Ejercer y hacer uso de los instrumentos de participación ciudadana establecidos en esta 

Ley y del sistema de presupuesto participativo en términos de la Ley de la Materia; 

IV. Aprobar o rechazar mediante plebiscito los actos o decisiones del Jefe de Gobierno o 

de los Jefes Delegacionales que sean trascendentes para la vida pública del Distrito 

Federal, salvo las materias señaladas en el artículo 21 de esta Ley; 

V. Opinar por medio de referéndum sobre la aprobación, adición, reforma, derogación o 

abrogación, de leyes que corresponda expedir a la Asamblea Legislativa, excluyendo 

las materias señaladas en el artículo 35 de esta Ley; 

VI. Presentar iniciativas populares a la Asamblea Legislativa sobre proyectos de creación, 

adición, reforma, derogación o abrogación de leyes respecto de las materias que sean 
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competencia legislativa de la misma y en los términos de esta Ley; 

VII. Ser informado de las funciones y acciones de la Administración Pública del Distrito 

Federal; 

VIII. Participar en la planeación, diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

decisiones de gobierno en términos de la presente Ley y demás disposiciones jurídicas 

aplicables; 

IX. Ejercer y hacer uso en los términos establecidos en esta Ley de los instrumentos y 

órganos de participación ciudadana y del presupuesto participativo en términos de la Ley de la 

Materia, y 

X. Los demás que establezcan ésta y otras leyes. 

Artículo 14.- Los ciudadanos del Distrito Federal tienen las siguientes 

obligaciones: 

I. Cumplir con las funciones de representación ciudadana que se les 

encomienden; 

 

II. Ejercer sus derechos, y 

 

III. Promover la participación ciudadana a través de los instrumentos contemplados en la 

presente Ley 

 

IV. Las demás que establezcan ésta y otras Leyes. 

 

TÍTULO TERCERO 

DE LAS AUTORIADES 

 

Capítulo Único 

De las Autoridades 

 

Artículo 15.- Son autoridades en materia de participación ciudadana las 

siguientes: 

I. Jefe de Gobierno; 

II. Asamblea Legislativa o Legislatura de la Ciudad de México; 
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III. Jefes Delegacionales o Titulares de las Demarcaciones territoriales; 

IV. El Instituto Electoral, y 

V. El Tribunal Electoral. 

Artículo 16.- Las autoridades del Distrito Federal, en su ámbito de competencia, están 

obligadas a garantizar el respeto de los derechos previstos en esta Ley para los habitantes, 

vecinos y ciudadanos del Distrito Federal. 

Artículo 17. Las autoridades promoverán entre los habitantes, ciudadanos y vecinos 

del Distrito Federal, a través de campañas informativas y formativas, programas de: 

formación para la ciudadanía, mejoramiento de la calidad de vida, representación y promoción 

de los intereses generales, sectoriales y comunitarios, promoción y desarrollo de los 

principios de la participación ciudadana, fomento a las organizaciones ciudadanas, 

instrumentos de participación ciudadana, órganos de representación ciudadana y el sistema de 

presupuesto participativo. 

Asimismo, dichas autoridades están obligadas a promover entre los servidores públicos 

cursos de formación y sensibilización para dar a conocer los instrumentos de participación 

ciudadana y los órganos de representación ciudadana; la cooperación y 

acercamiento con la ciudadanía y la cultura de la participación ciudadana en general, 

como un espacio cívico de convivencia social y de una mejor gobernanza. 

Artículo 18.- El Instituto Electoral tendrá a su cargo la organización, desarrollo y cómputo 

de los instrumentos de participación ciudadana siguientes: 

a) plebiscito  

b) referéndum 

 

Además, coordinará el proceso de elección de los comités ciudadanos y de los consejos de los 

pueblos. 

Para el cumplimiento de lo establecido en el párrafo primero del artículo que antecede, el 

Instituto Electoral, en coordinación con Universidades e Instituciones de educación superior y, 

en su caso, con organizaciones ciudadanas, áreas de participación ciudadana de las 

Delegaciones o Alcaldías  y las Dependencias del Gobierno del Distrito Federal, implementará 

programas de capacitación, educación y asesoría en las materias señaladas en dicho párrafo, 

además de su comunicación y difusión. 
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En lo relativo a la difusión, el Instituto Electoral hará monitoreos anuales a los Comités 

Ciudadanos y los Consejos de los Pueblos a efecto de conocer y documentar el desarrollo y la 

ejecución de sus atributos u obligaciones y los resultados obtenidos por estos, previa la 

calificación de los reactivos con base en la opinión de la Asamblea Legislativa a través de su 

Comisión de Participación Ciudadana. Los resultados de dichas evaluaciones serán remitidos en 

el mes de octubre de cada año a la Comisión de Gobierno de la Asamblea Legislativa, y de ésta 

a la Comisión de Participación Ciudadana  en un plazo no mayor a cinco días hábiles sin 

posibilidad de prórroga.  

 

La Asamblea Legislativa, a través de su Comisión de Participación Ciudadana y en el ámbito de 

sus atribuciones, coadyuvará con el Instituto Electoral para el cumplimiento de lo señalado en el 

presente artículo y en el artículo 17 de esta Ley. 

 

TÍTULO CUARTO  

DE LOS INTRUMENTOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Capítulo I 

Del Plebiscito 

Artículo 19.- El plebiscito es un instrumento de participación ciudadana mediante el cual el 

Jefe de Gobierno o los Titulares de las Demarcaciones territoriales someten a consideración 

de los ciudadanos, para su aprobación o rechazo y de manera previa a su ejecución, los 

actos o decisiones que sean trascendentes para la vida pública del Distrito Federal o, en su 

caso, de la Demarcación territorial respectiva. 

 

En los procesos de plebiscito sólo podrán participar los ciudadanos del Distrito Federal que 

cuenten con credencial de elector expedida por lo menos sesenta días antes del proceso 

plebiscitario y que estén registrados en la lista nomina de electores. 

Artículo 20.- Podrán solicitar al Jefe de Gobierno que convoque a plebiscito en cualquiera 

de los siguientes supuestos: 

a) El 0.4 por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores, quienes deberán 

anexar a su solicitud un listado con sus nombres, firmas y clave de su credencial de elector 

cuyo cotejo realizará el Instituto Electoral, el cual establecerá los sistemas de registro de 
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iniciativas, formularios y dispositivos de verificación que procedan. 

b) El equivalente al 10 por ciento de los Comités Ciudadanos, quienes deberán adjuntar las 

constancias de mayoría correspondientes. 

c) Al menos 8 de los consejos ciudadanos delegacionales, quienes deberán presentar el acta 

en la que acordaron presentar la solicitud. 

Cuando el plebiscito sea solicitado en las hipótesis anteriores, los solicitantes deberán 

nombrar un Comité promotor integrado por cinco ciudadanos. 

 

Artículo 21. El Jefe de Gobierno deberá analizar la solicitud presentada en un plazo de 45 días 

naturales, y podrá, en su caso: 

I. Aprobarla en sus términos, dándole trámite para que se someta a plebiscito; 

II. Proponer modificaciones técnicas al texto de la propuesta, sin alterar la sustancia 

de la misma e informando de ello al Comité promotor, y 

III. Rechazarla, debiendo fundar y motivar la causa para dicha determinación 

En caso de no haber determinación escrita de la autoridad en el plazo indicado, se considerará 

aprobada la solicitud. 

El Jefe de Gobierno hará la convocatoria respectiva y el Instituto Electoral le dará trámite de 

inmediato. 

Artículo 22. La solicitud de plebiscito al Jefe Delegacional o Titular de la Demarcación territorial 

que corresponda, deberá ser realizada por el 0.1 por ciento de los ciudadanos inscritos en la 

lista nominal de electores correspondiente a dicha Demarcación territorial quienes deberán 

anexar a su solicitud un listado con sus nombres, firmas y clave de su credencial de elector 

cuyo cotejo realizará el Instituto Electoral, el cual establecerá los sistemas de registro de 

iniciativas, formularios y dispositivos de verificación que procedan. 

Los solicitantes deberán nombrar un Comité promotor integrado por cinco ciudadanos. 

Artículo 23. El Jefe Delegacional o Titular de la Demarcación territorial deberá analizar la 

solicitud presentada en un plazo de 30 días naturales, y podrá, en su caso: 

I. Aprobarla en sus términos, dándole trámite para que se someta a plebiscito; 
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II. Proponer modificaciones técnicas al texto de la propuesta, sin alterar la sustancia 

de la misma e informando de ello al Comité promotor, y 

III. Rechazarla en caso de ser improcedente por violentar ordenamientos locales o federales. 

En caso de no haber determinación escrita de la autoridad en el plazo indicado, se considerará 

aprobada la solicitud. 

El Jefe Delegacional o Titular de la Demarcación territorial hará la convocatoria respectiva y el 

Instituto Electoral le dará trámite de inmediato. 

Artículo 24.- Toda solicitud de plebiscito deberá contener, por lo menos: 

I. El acto de gobierno que se pretende someter a plebiscito, así como el órgano u órganos de 

la administración que lo aplicarán en caso de ser aprobado; 

II. La exposición de los motivos y razones por las cuales el acto se considera de importancia 

para el Distrito Federal o, en su caso, para la Demarcación territorial correspondiente y por las 

cuales debe someterse a plebiscito; 

III. Cuando sea presentada por los ciudadanos, por los Comités o Consejos Ciudadanos, el 

Jefe de Gobierno y, en su caso, el Jefe Delegacional o Titular de la Demarcación territorial, 

solicitarán la certificación al Instituto Electoral de que se cumplieron con los requisitos de 

procedencia de la solicitud; 

IV. Los nombres de los integrantes del Comité promotor; así como un domicilio para oír y 

recibir notificaciones, y 

V. En los procesos de plebiscito solo podrán participar los ciudadanos del Distrito Federal y, 

en su caso, de la Demarcación territorial correspondiente, que cuenten con credencial 

de elector expedida por lo menos 60 días antes del día de la consulta. Ningún servidor 

público podrá intervenir en este proceso, solo podrán hacerlo para participar a título de 

ciudadano. Asimismo, a menos que tenga una función conferida para tal efecto, su 

intervención deberá constreñirse a los principios de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, objetividad y equidad a que se refiere el artículo 2 del Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Distrito Federal. 

En caso contrario, a dicho servidor público deberá iniciársele el correspondiente 

procedimiento disciplinario por infringir el artículo 47 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de Servidores Públicos, ya sea de oficio o a petición de parte, ante la 

Contraloría General del Gobierno del Distrito Federal, en caso de pertenecer a la 
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Administración Pública Local o ante la Secretaría de la Función Pública Federal, en caso de 

tratarse de un servidor público del Gobierno Federal. 

Artículo 25.- No podrán someterse a Plebiscito, los actos de autoridad del Jefe de Gobierno 

relativos a: 

I. Materias de carácter tributario, fiscal o de egresos del Distrito Federal; 

II. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal, y 

III. Los demás que determinen las leyes. 

Artículo 26.- El Jefe de Gobierno y en su caso el Jefe Delegacional o Titular de la 

Demarcación territorial iniciará el procedimiento de plebiscito mediante convocatoria que 

deberá expedir cuando menos noventa días naturales antes de la fecha de su realización. 

La convocatoria se hará del conocimiento del Instituto Electoral, con la finalidad de que éste 

inicie la organización del proceso plebiscitario. Se publicará en la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, en el Diario Oficial de la Federación y en al menos dos de los principales diarios de 

circulación en la Ciudad y contendrá: 

I. La descripción del acto de autoridad sometido a Plebiscito, así como su exposición 

de motivos; 

II. La explicación clara y precisa del mecanismo de aplicación del acto de gobierno, 

así como de los efectos de aprobación o rechazo; 

III. La fecha en que habrá de realizarse la votación, y 

IV. La pregunta o preguntas conforme a los electores expresarán su aprobación o rechazo. 

Artículo 27.- El Jefe de Gobierno y los Jefes Delegacionales o Titulares de las 

Demarcaciones territoriales podrán auxiliarse de los órganos locales de gobierno, 

instituciones de educación superior o de organismos sociales y civiles relacionados con la 

materia de que trate el Plebiscito para la elaboración de las preguntas. 

En el caso de que el plebiscito haya surgido de la iniciativa ciudadana o de los órganos de 

representación ciudadana facultados para ello, el Instituto Electoral respetará la redacción 

del texto del acto de gobierno y de su exposición de motivos tal y como hayan sido 

aprobados por el Jefe de Gobierno o en su caso por los Jefes Delegacionales o Titulares de las 

Demarcaciones territoriales. 
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Artículo 28.- En el año en que tengan verificativo elecciones de representantes populares, 

no podrá realizarse plebiscito alguno. 

Artículo 29.- El Instituto Electoral desarrollará los trabajos de organización, desarrollo 

del plebiscito y cómputo respectivo; garantizará la equitativa difusión de las opciones que se 

presenten a la ciudadanía. Asimismo declarará los efectos del plebiscito de conformidad con lo 

señalado en la convocatoria y la Ley. 

Los resultados y la declaración de los efectos del plebiscito se publicarán en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal, y en al menos uno de los diarios de mayor circulación. 

 

Artículo 30.- Los resultados del plebiscito tendrán carácter vinculatorio para el Jefe de 

Gobierno y en su caso para los Jefes Delegacionales o Titulares de las Demarcaciones 

territoriales cuando una de las opciones obtenga la mayoría de la votación válidamente 

emitida y corresponda cuando menos al 10  p o r  c i en t o  del total de los ciudadanos inscritos 

en la lista nominal de electores del Distrito Federal o en su caso de la Demarcación territorial 

respectiva. 

En este caso, los titulares del Ejecutivo Local y de las Demarcaciones territoriales no podrán 

emitir decreto o acuerdo que se oponga al sentido del acto o decisión aprobado o rechazado 

durante los tres años siguientes a partir de su publicación.  

En caso contrario sólo tendrá carácter indicativo y de valoración para los convocantes. 

Artículo 31.- Las controversias que se generen en cualquiera de las etapas del plebiscito 

serán resueltas por el Tribunal Electoral de conformidad con las reglas previstas en la Ley 

Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

CAPÍTULO II 

Del Referéndum 

Artículo 32.- El referéndum es un instrumento de participación directa mediante el cual la 

ciudadanía manifiesta su aprobación o rechazo sobre la creación, adición, reforma, 

derogación o abrogación de leyes o  d e c r e t o s  e x p e d i d o s  p o r  la Asamblea Legislativa o 

Legislatura Local. 

Artículo 33.- Es facultad exclusiva de la Asamblea Legislativa o Legislatura Local decidir 

por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes si somete o no a referéndum 
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la creación, adición, reforma, derogación o abrogación de leyes o decretos. 

Artículo 34.- La realización del referéndum estará sujeta a las siguientes reglas: 

I. Podrán solicitar a la Asamblea Legislativa la realización del referéndum uno o varios 

Diputados a dicho Órgano Legislativo. La solicitud de los legisladores se podrá 

presentar en cualquier momento del proceso legislativo, pero siempre antes de la aprobación 

de la ley o decreto, y 

II. También podrán solicitar a la Asamblea Legislativa la realización del referéndum en cualquiera 

de los siguientes supuestos: 

a) El 0.4 por ciento de los ciudadanos inscritos en el listado nominal de electores quienes 

deberán anexar a su solicitud un listado con sus nombres, firmas y clave de su credencial 

de elector cuyo cotejo realizará el Instituto Electoral, el cual establecerá los sistemas de 

registro de iniciativas, formularios y dispositivos de verificación que procedan. 

b) El equivalente al 10 por ciento de los Comités Ciudadanos, quienes deberán adjuntar las 

constancias de mayoría correspondientes. 

c) Al menos 8 de los Consejos Ciudadanos Delegacionales quienes deberán presentar el acta 

en la que acordaron presentar la solicitud. 

En cualquiera de estos casos se deberá nombrar un Comité promotor integrado por cinco 

personas. La solicitud podrá presentarse en cualquier momento del proceso legislativo, 

siempre y cuando sea antes de la aprobación de la ley o decreto. 

Artículo 35.- La solicitud a que se refiere el artículo anterior deberá contener por lo menos: 

I. La indicación precisa de la ley o decreto o, en su caso, del o de los artículos que se proponen 

someter a referéndum; 

II. Las razones por las cuales el acto, ordenamiento o parte de su articulado deben someterse a 

la consideración de la ciudadanía, previa a la entrada en vigor del acto legislativo; 

III. Nombre, firma y clave de credencial de elector de los solicitantes; 

IV. Nombre y domicilio de los integrantes del Comité promotor; 

V. Cuando sea presentada por los ciudadanos o los órganos de representación ciudadana 

facultados para ello, el Instituto Electoral deberá certificar el cumplimiento de los 

requisitos de procedencia, y 
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VI. Ningún servidor público podrá intervenir en este proceso, sólo podrán hacerlo para 

participar a título de ciudadano. Asimismo, a menos que tenga una función conferida para 

tal efecto, su intervención deberá constreñirse a las responsabilidades de los 

servidores públicos. 

Una vez que se cerciore del cumplimiento de los requisitos de procedencia del referéndum, 

las comisiones de la Asamblea Legislativa respectivas harán la calificación de dicha 

propuesta, presentando su dictamen al Pleno, el cual podrá ser aprobado, modificado o 

rechazado. 

En caso de que la solicitud de referéndum sea modificada o rechazada, la Asamblea 

Legislativa enviará una respuesta por escrito, fundada y motivada, al Comité promotor. 

Artículo 36.- El Jefe de Gobierno podrá solicitar la realización de referéndum. Dicha solicitud se 

realizará por escrito expresando los motivos y fundamentos en que sustenta su solicitud e 

indicando la Ley o Decreto que será objeto de referéndum. 

Artículo 37.- El procedimiento de referéndum deberá iniciarse por medio de la 

convocatoria que expida la Asamblea Legislativa, misma que se publicará en la Gaceta 

Oficial del Distrito Federal, el Diario Oficial de la Federación y en al menos dos de los 

principales diarios de la Ciudad de México, en el término de treinta días naturales antes de la 

fecha de realización del mismo. 

Artículo 38.- La convocatoria a referéndum que expida la Asamblea Legislativa contendrá: 

I. El nombre de la persona o denominación del ente solicitante del referéndum; 

II. La fecha en que habrá de realizarse la votación; 

III. El formato mediante al cual se consultará a las y los ciudadanos; 

IV. La indicación precisa del ordenamiento, el o los artículos que se propone someter a 

referéndum; 

V. El texto del ordenamiento legal que se pretende aprobar, adicionar, reformar, derogar, o 

abrogar, para el conocimiento previo de los ciudadanos, y 

VI. La presentación de los argumentos a favor y en contra de la ley o decreto sometidos 

a referéndum. 

Artículo 39.- P o d r á n  s er objeto de referéndum las adiciones, reformas o derogaciones a la 
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Ley Suprema que gobierne a la Ciudad de México, tratándose de temas de interés y 

trascendencia para la Ciudad Capital, salvo las señaladas en el artículo siguiente.  

Artículo 40. -  No podrán someterse a referéndum aquellas leyes o artículos que traten 

sobre las siguientes materias: 

I. Tributaria, fiscal o de egresos del Distrito Federal; 

II. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal; 

III. Regulación interna de la Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; 

IV. Regulación interna de los órganos de la función judicial del Distrito Federal, y 

 

V. Las demás que determinen las leyes. 

Artículo 41.- En el año en que tengan verificativo elecciones de representantes populares, 

no podrán realizarse procedimientos de referéndum alguno durante el proceso electoral, ni 

durante los sesenta días posteriores a su conclusión. No podrá realizarse más de un 

procedimiento de referéndum en el mismo año. 

Artículo 42.- En los procesos de referéndum sólo podrán participar los ciudadanos del Distrito 

Federal que cuenten con credencial de elector, expedida por lo menos sesenta días antes al 

día de la consulta, y que se hallen registrados en la lista nominal de electores. 

El Instituto Electoral desarrollará los trabajos de organización del referéndum, el cómputo 

respectivo y remitirá los resultados definitivos a la Asamblea Legislativa. 

Artículo 43.- Los resultados del referéndum tendrán carácter vinculatorio para la Asamblea 

Legislativa cuando el resultado de la votación corresponda al 20 por ciento de los inscritos en la 

lista nominal de electores del Distrito Federal. 

En tratándose del referéndum de de la Ley Suprema que gobierne al Distrito Federal sólo podrán 

adicionarse, reformarse o derogarse si el porcentaje indicado en el párrafo anterior asciende al 

30 por ciento de los inscritos en el padrón electoral del Distrito Federal. 

De no actualizarse lo dispuesto en los párrafos que anteceden, sus efectos sólo servirán 

como elementos indicativos y de valoración para la autoridad convocante. Los resultados del 

referéndum se publicarán en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en al menos uno de 

los diarios de mayor circulación. 
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Artículo 44.- Las controversias que se generen en cualquiera de las etapas del 

referéndum serán resueltas por el Tribunal Electoral del Distrito Federal de 

conformidad con las reglas previstas en la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. 

Capítulo III 

De la Iniciativa Popular 

Artículo 45.- La iniciativa popular es un instrumento mediante el cual los 

ciudadanos del Distrito Federal y los órganos de representación ciudadana contemplados en 

esta Ley, presentan a la Asamblea Legislativa u Legislatura Local proyectos de creación, 

adición, reforma, derogación o abrogación de leyes, códigos y/o decretos propios del ámbito 

de su competencia. 

Artículo 46.- No podrán ser objeto de iniciativa popular las normas o disposiciones referentes a 

la organización y funcionamiento de la estructura de la Ciudad de México, además de las 

siguientes materias: 

I. Tributaria, fiscal o de egresos del Distrito Federal; 

II. Régimen interno de la Administración Pública del Distrito Federal; 

III. Regulación interna de la Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; 

IV. Regulación interna de los órganos encargados de la función judicial del Distrito Federal, y 

V. Las demás que determinen las leyes. 

Artículo 47.- Para que una iniciativa popular pueda ser admitida para su estudio, dictamen y 

votación por la Asamblea Legislativa se requiere: 

I. Escrito de presentación de iniciativa popular dirigido a la Asamblea Legislativa; 

II. Presentación de los nombres, firmas y claves de las credenciales de elector de un mínimo 

del 0.4 por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores; 

En caso de ser solicitada por el 10 por ciento de los Comités Ciudadanos, deberán adjuntar las 

constancias de mayoría correspondientes. 

Para el caso de que sea solicitado por ocho Consejos Ciudadanos Delegacionales 

deberán presentar el acta en la que acordaron presentar la solicitud. 

En las tres hipótesis los promoventes deberán nombrar a un comité promotor integrado 
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por cinco personas que funjan como representantes comunes de la iniciativa; 

III. Presentación de una exposición de motivos que señale las razones y 

fundamentos de la iniciativa, y 

IV. Presentación de un articulado que cumpla con los principios básicos de técnica jurídica. 

Estos requisitos serán verificados por la Comisión Especial que se nombre de acuerdo 

al artículo siguiente. 

Cuando la iniciativa popular se refiera a materias que no sean de la competencia de la 

Asamblea Legislativa, la Comisión o el Pleno podrán dar curso aunque el resultado del 

análisis, dictamen y votación sea sólo una declaración o una excitativa a las 

autoridades competentes. 

Artículo 48.- Toda Iniciativa popular deberá observar los principios de generalidad, abstracción 

e impersonalidad en consonancia con el interés público y sin contravenir normas o disposiciones 

de orden público federal o local.   

Artículo 49. Una vez presentada la iniciativa popular ante la Mesa Directiva de la Asamblea 

Legislativa o en sus recesos ante la Comisión de Gobierno, se hará del conocimiento del Pleno 

o en su defecto de la Diputación Permanente y se turnará a una Comisión Especial, 

integrada por los Diputados de las Comisiones competentes en la materia de la 

propuesta. 

Dicha Comisión Especial verificará el cumplimiento de los requisitos que establece el 

presente Capítulo y en caso de que no se cumplan desechará la iniciativa presentada. 

La Comisión Especial deberá decidir sobre la admisión o rechazo de la iniciativa dentro de 

los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su presentación. 

Artículo 50.- La Asamblea Legislativa deberá informar por escrito al comité promotor 

de la iniciativa popular sobre el dictamen de la misma, señalando las causas y 

fundamentos jurídicos en los que se basa la decisión. Esta decisión se publicará en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal y en al menos uno de los diarios de mayor circulación de la 

Ciudad. 

Una vez declarada la admisión de la iniciativa popular se someterá al proceso legislativo que 

señalan la Ley Orgánica, el Reglamento para el Gobierno Interior y el Reglamento Interior de 

las Comisiones, todos de la Asamblea Legislativa, debiendo ser analizada, dictaminada y 

votada, de manera preferente al resto de las iniciativas, en el mismo período de sesiones en el 
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que fue presentada. 

Artículo 51.- No se admitirá iniciativa popular alguna que haya sido declarada 

improcedente o rechazada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

Artículo 52.- Respecto de la iniciativa popular que haya cumplido con los requisitos señalados 

en la presente Ley y que de conformidad con los procedimientos legislativos establecidos haya 

sido votada y aprobada, las Autoridades integrantes del proceso legislativo harán un 

reconocimiento público a los ciudadanos u órganos promoventes de la Ley respectiva. 

Capítulo IV  

De la Consulta Ciudadana 

 

Artículo 53.- Es el instrumento a través del cual el Jefe de Gobierno, la Asamblea 

Legislativa, los Jefes Delegacionales, las asambleas ciudadanas, las asambleas barriales, los 

Comités Ciudadanos, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Consejo del pueblo y los 

Consejos Ciudadanos, por sí o en colaboración, someten a consideración de la ciudadanía, por 

medio de preguntas directas, foros, entrevistas, encuestas, sondeos de opinión o algún otro 

instrumento de consulta, cualquier tema que tenga impacto trascendental en los distintos 

ámbitos temáticos y territoriales en el Distrito Federal. 

Artículo 54.- La consulta ciudadana podrá ser dirigida a: 

I. Los habitantes del Distrito Federal; 

 

II. Los habitantes de una o varias demarcaciones territoriales; 

III. Los habitantes de una o varias colonias, pueblos o barrios; 

IV. Los habitantes en cualquiera de los ámbitos territoriales antes mencionados, organizados 

por su actividad económica, profesional, u otra razón (sectores sindical, cooperativista, 

ejidal, comunal, agrario, agrícola, productivo, industrial, comercial, prestación de servicios, 

etc.); 

V. Asambleas Ciudadanas, Asambleas barriales, Comités Ciudadanos de una o varias 

colonias o Demarcaciones Territoriales, Consejos de los Pueblos y al Consejo Ciudadano. 

Artículo 55.- La consulta ciudadana podrá ser convocada por el Jefe de Gobierno, la 
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Asamblea Legislativa, los Jefes Delegacionales de las demarcaciones 

correspondientes, las asambleas ciudadanas, las asambleas barriales, la Autoridad 

Tradicional en coordinación con el Consejo del pueblo, los Comités Ciudadanos y los 

Consejos Ciudadanos, de manera individual o conjunta. 

Artículo 56.- Los resultados de la consulta ciudadana serán elementos de juicio para el 

ejercicio de las funciones de la autoridad convocante. 

La convocatoria para la consulta ciudadana deberá expedirse por lo menos 15 días 

naturales antes de la fecha de su realización y colocarse en los lugares de mayor afluencia 

de habitantes. Estableciendo lugar, fecha y modo de realización de la misma. 

Los resultados de la consulta ciudadana se difundirán en el ámbito en que haya sido 

realizada, en un plazo no mayor de treinta días naturales contados a partir de su celebración. 

 

La autoridad convocante deberá informar, a más tardar noventa días luego de publicados 

sus resultados, acerca del modo en que el ejercicio de sus funciones fue afectado por los 

resultados de la misma. Lo anterior podrá hacerse por medio de la Gaceta Oficial del Distrito 

Federal, los diarios de mayor circulación de la Ciudad, los medios masivos de comunicación, 

los medios electrónicos oficiales de la autoridad convocante u otros mecanismos. 

En el caso de que el ejercicio de las funciones de la autoridad no corresponda a la opinión 

expresada por los participantes en ella, la autoridad deberá expresar con claridad la 

motivación y fundamentación de sus decisiones. 

Capítulo V 

De la Colaboración Ciudadana 

Artículo 57.- Los habitantes del Distrito Federal, los Comités Ciudadanos, los Consejos 

del Pueblo, los Consejos Ciudadanos y las Organizaciones Ciudadanas podrán colaborar con 

las Delegaciones y Dependencias de la Administración Pública del Distrito Federal, en la 

ejecución de una obra o la prestación de un servicio público, colectivo o comunitario, 

aportando para su realización recursos económicos, materiales o trabajo personal. 

Artículo 58.- Toda solicitud de colaboración deberá presentarse por escrito, dirigido a la 

autoridad competente y firmada por el o los ciudadanos solicitantes, por los integrantes 

del Comité Ciudadano, Consejos del Pueblo o del Consejo Ciudadano, y por 

los representantes de las Organizaciones Ciudadanas, señalando su nombre y 
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domicilio, señalando el objeto o forma de colaboración que ofrece o bien las tareas que se 

proponen aportar. 

Artículo 59.- Las Delegaciones y Dependencias de la Administración Pública del Distrito 

Federal resolverán si procede aceptar la colaboración ofrecida y, de acuerdo a su 

disponibilidad financiera o capacidad operativa, concurrirán a ella con recursos 

presupuestarios para coadyuvar en la ejecución de los trabajos que se realicen por 

colaboración.  

En tratándose de la aplicación de los recursos públicos del presupuesto participativo, la 

autoridad fomentará y procurará que dicha aplicación, ejercicio y control del referido recurso se 

realice bajo el esquema y condiciones establecidos en las Ley de Presupuesto Participativo. 

La autoridad tendrá un plazo no mayor de 15 días naturales para aceptar, rechazar o 

proponer cambios respecto de la colaboración ofrecida.  

En cualquiera de los supuestos anteriores, la autoridad deberá fundar y motivar su 

resolución. 

Capítulo VI 

De la Rendición De Cuentas 

Artículo 60.- Los habitantes de la Ciudad tienen el derecho de recibir del Jefe de 

Gobierno, de los Diputados a la Asamblea Legislativa y de los Jefes Delegacionales, los 

informes generales y específicos acerca de la gestión de éstas y, a partir de ellos, evaluar la 

actuación de sus servidores públicos.  

Dichas autoridades están obligadas a rendir los informes a que se ha hecho mención en el 

párrafo que antecede. 

Los informes generales se rendirán en forma anual, constarán por escrito y serán entregados 

a los Comités Ciudadanos a más tardar en la primera quincena de febrero de cada año y 

corresponderán al año fiscal inmediato anterior. 

Los informes específicos constarán por escrito y serán presentados por las 

autoridades a los Comités Ciudadanos cuando consideren que la trascendencia de un tema o 

asunto así lo ameriten, o cuando medie solicitud por escrito de algún o algunos Comités 

Ciudadanos. En este último caso la solicitud debe ser aprobada por el pleno del o de los 

Comités. La autoridad contará con un plazo de 30 días naturales para enviar el informe 

específico al Comité o Comités solicitantes. 
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La omisión en lo preceptuado en el presente artículo será hecha del conocimiento de la 

Contraloría General del Distrito Federal y sancionada en términos de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Capítulo VII 

De la Difusión Pública 

Artículo 61.- Las autoridades locales del Gobierno del Distrito Federal están obligadas 

a establecer un programa semestral de difusión pública acerca de las acciones y funciones a 

su cargo en los términos de este Capítulo. 

Artículo 62.- En las obras que impliquen a más de una demarcación territorial, así como las 

que sean del interés de toda la Ciudad, la difusión estará a cargo de las Dependencias de la 

Administración Pública del Distrito Federal. 

Artículo 63.- Las comunicaciones que emitan las autoridades administrativas conforme 

a este capítulo, no tendrán efectos de notificación para ningún procedimiento 

administrativo o judicial. 

Artículo 64.- La difusión se hará vía los Comités y Consejos Ciudadanos, y a través de los 

medios informativos que permitan a los habitantes de la demarcación territorial tener 

acceso a la información respectiva. Esta disposición también aplicará para cuando se 

trate de obras o actos que pudieran afectar el normal desarrollo de las actividades en una 

zona determinada o de quienes circulen por la misma. 

Capítulo VIII 

De la Red de Contralorías Ciudadanas 

Artículo 65.- La red de contralorías ciudadanas es el instrumento de participación por el que 

los ciudadanos en general, los integrantes de los Comités Ciudadanos, el consejo del 

pueblo en coadyuvancia con la autoridad tradicional, de los Consejos Ciudadanos y 

de las organizaciones ciudadanas, voluntaria e individualmente, asumen el 

compromiso de colaborar de manera honorífica con la Administración Pública del Distrito 

Federal, para vigilar, supervisar y garantizar la transparencia, eficacia y eficiencia del gasto 

público. 

Artículo 66.- Los ciudadanos que participen en la red de contralorías ciudadanas, tendrán el 

carácter de contralores ciudadanos y serán acreditados por el Jefe de Gobierno a través de la 

Contraloría General del Distrito Federal.  
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Artículo 67.- Los contralores ciudadanos estarán organizados e integrados, para los efectos 

de esta ley, en la red de contralorías ciudadanas, de acuerdo a los lineamientos 

establecidos en el Programa de Contraloría Ciudadana de la Contraloría General, y 

sus acciones serán coordinadas y supervisadas por ésta. 

Artículo 68.- La Contraloría General designará dos contralores ciudadanos por cada 

órgano colegiado existente en la Administración Pública, quienes durarán en su encargo dos 

años. 

La Contraloría General del Distrito Federal convocará a los Comités Ciudadanos, a los Consejos 

Ciudadanos, a la ciudadanía, a las organizaciones ciudadanas y a las instituciones 

académicas y profesionales, a presentar propuestas de integrantes a Contralores 

Ciudadanos. 

Al término de su encargo y en tanto no se designe a los nuevos contralores, los contralores 

permanecerán en funciones. 

Los ciudadanos, los Comités Ciudadanos, los Consejos Ciudadanos, las 

Organizaciones Ciudadanas y las instituciones académicas y profesionales podrán instar a la 

Contraloría General para que emita las convocatorias y realice las designaciones respectivas, 

en caso de que ésta sea omisa. 

Artículo 69.- Son derechos de los contralores ciudadanos: 

I. Integrar la red de contralorías ciudadanas y participar en sus grupos de trabajo; 

II. Recibir formación, capacitación, información y asesoría para el desempeño de su encargo; 

III. Ser convocados a las sesiones de los órganos colegiados en que hayan sido designados; 

IV. Participar con voz y voto en las decisiones de los órganos colegiados de la 

Administración Pública del Distrito Federal, y 

V. En caso de tener conocimiento de actos que contravengan las normas que rigen la 

administración o de actos que afecten el presupuesto, hacer las denuncias ante las autoridades 

correspondientes. 

Artículo 70.- Son obligaciones de los contralores ciudadanos: 

I. Asistir puntualmente a las sesiones ordinarias y extraordinarias del órgano colegiado 

en el que hayan sido asignados; 
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II. Conducirse con respeto y veracidad durante las sesiones del órgano colegiado y al 

expresar sus puntos de vista, sugerencias o propuestas sobre los asuntos tratados; 

III. Vigilar el cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales aplicables en 

los casos que tenga conocimiento por motivo de su encargo; 

IV. Emitir su voto en los asuntos que se presenten durante las sesiones del órgano colegiado; 

V. Conocer de la adquisición de bienes y servicios por parte de la Administración Pública del 

Distrito Federal, supervisar obras y servicios públicos y evaluar el cumplimiento de los 

programas gubernamentales, y 

VI. Formular e integrar un informe de sus actividades en las sesiones en que haya participado y, 

en su caso, precise las denuncias que haya realizado, lo anterior en su carácter de contralor 

ciudadanos, informe que deberá presentar ante la Contraloría General del Gobierno del Distrito 

Federal, la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa y el Consejo Ciudadano 

que le corresponda, y    

VII. Las demás que expresamente se le asignen a través del Programa de Contraloría 

Ciudadana de la Contraloría General. 

Capítulo IX 

De la Audiencia Pública 

Artículo 71.- La audiencia pública es el instrumento de participación por medio del cual los 

habitantes, los ciudadanos, los Comités Ciudadanos, el Consejo del Pueblo, los 

Consejos Ciudadanos y las organizaciones ciudadanas del Distrito Federal podrán: 

I. Proponer de manera directa al Jefe de Gobierno, a los Jefes Delegacionales y a los titulares 

de las Dependencias de la Administración Pública del Distrito Federal, la adopción de 

determinados acuerdos o la realización de ciertos actos; 

II. Recibir información sobre las actuaciones de los órganos que integran la 

Administración Pública; 

III. Presentar al Jefe de Gobierno o al Jefe Delegacional las peticiones, propuestas o quejas en 

todo lo relacionado con la Administración Pública a su cargo, y 

IV. Evaluar junto con las autoridades el cumplimiento de los programas y actos de gobierno. 

En todo momento las autoridades garantizarán el derecho de petición de los 
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ciudadanos, de manera ágil y expedita. 

Artículo 72.- La audiencia pública podrá celebrarse a solicitud de: 

I. Los Comités Ciudadanos, las asambleas ciudadanas, las asambleas barriales, los 

Consejos Ciudadanos, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Consejo del 

pueblo y las organizaciones ciudadanas; 

II. Representantes de los sectores que concurran en el desarrollo de actividades industriales, 

comerciales, de prestación de servicios, de bienestar social, ecológicos y demás 

grupos sociales organizados, y 

III. Los representantes populares electos en el Distrito Federal. En este caso las audiencias 

públicas se celebrarán, de preferencia, en plazas, jardines o locales de fácil acceso, a fin de 

propiciar el acercamiento con la población. Las autoridades de la Administración Pública 

local deberán proporcionar a los representantes populares las facilidades necesarias para la 

celebración de estas audiencias. 

La audiencia pública podrá ser convocada por el Jefe de Gobierno, por el titular del órgano 

político administrativo y por los titulares de las dependencias de la Administración Pública. 

En este caso, se convocará a todas las partes interesadas en el asunto a tratar. La 

convocatoria se ajustará, en lo aplicable, a las disposiciones de este capítulo. En todo 

caso, se procurará que la agenda sea creada por consenso de todos los interesados. 

Artículo 73.- En toda solicitud de audiencia pública se deberá hacer mención del asunto o 

asuntos sobre los que ésta versará. La contestación que recaiga a las solicitudes de 

audiencia pública deberá realizarse por escrito, señalando día, hora y lugar para la realización 

de la audiencia. La contestación mencionará el nombre y cargo del funcionario que asistirá. 

En el escrito de contestación se hará saber si la agenda propuesta por las y los solicitantes 

fue aceptada en sus términos, modificada o substituida por otra. 

Artículo 74.- Una vez recibida la solicitud de audiencia pública la autoridad tendrá siete días 

naturales para dar respuesta por escrito, fundada y motivada, a los solicitantes. 

Artículo 75.- La audiencia pública se llevará a cabo en forma verbal o escrita en un solo acto y 

podrán asistir: 

I. Los solicitantes; 

II. Los habitantes y vecinos del lugar, dándose preferencia a los interesados en la agenda; 
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III. El Jefe de Gobierno o quien lo represente; 

IV. El Jefe Delegacional o quien lo represente; 

V. Los Comités Ciudadanos, la Autoridad Tradicional en coordinación con el Consejo del 

pueblo, los Consejos Ciudadanos y las organizaciones ciudadanas interesadas en el tema 

de la audiencia, y  

VI. En su caso, podrá invitarse a asistir a servidores públicos de la demarcación territorial de 

que se trate, de otras demarcaciones, de las Dependencias de la Administración del 

Distrito Federal, o de otras Dependencias Federales e incluso de otras entidades federativas 

vinculadas con los asuntos de la audiencia pública. 

En la audiencia pública los habitantes interesados expresarán libremente sus peticiones, 

propuestas o quejas en todo lo relacionado con la administración del Distrito Federal o de la 

Demarcación Territorial. 

Artículo 76.- El Jefe de Gobierno, los titulares de las Dependencias de la 

Administración Pública del Distrito Federal, los Jefes Delegacionales o quien los represente, 

después de haber oído los planteamientos y peticiones de los asistentes a la 

audiencia, de los que se levantará un registro, planteará: 

I. Los plazos en que el asunto será analizado y que no podrá ser mayor a tres meses contados a 

partir del día siguiente en que tuvo verificativo la audiencia pública; 

II. Las facultades, competencias y procedimientos existentes, por parte de la autoridad, 

para resolver las cuestiones planteadas; 

III. Si los asuntos tratados son competencia de Dependencias de las 

Delegaciones, de la Administración Central, de entidades descentralizadas, de Gobiernos 

de otras entidades o de la Federación, y 

IV. Compromisos mínimos que puede asumir para enfrentar la problemática planteada. 

Artículo 77.- Cuando la naturaleza del asunto lo permita, el Jefe de Gobierno, el Jefe 

Delegacional o sus representantes, instrumentarán lo necesario para la resolución 

inmediata del asunto planteado. Para tal efecto, en la misma audiencia pública se designará 

al servidor o servidores públicos responsables de la ejecución de las acciones 

decididas, de acuerdo a sus atribuciones. 

De ser necesaria la realización de subsecuentes reuniones entre la autoridad y la comunidad, 
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se informará del o de los funcionarios responsables que acudirán a las mismas por parte del 

Jefe de Gobierno o del Jefe Delegacional. 

Capítulo X 

De los Recorridos del Jefe Delegacional 

Artículo 78.- Los recorridos de los Jefes Delegacionales son un instrumento de 

participación directa para los habitantes de una demarcación, que les permiten formular a 

éste, de manera verbal o escrita, sus opiniones y propuestas de mejora o solución sobre la 

forma y las condiciones en que se prestan los servicios públicos y el estado en que se 

encuentren los sitios, obras e instalaciones en que la comunidad tenga interés. 

La autoridad correspondiente, durante la realización de un recorrido, podrá acordar, 

basado en la necesidad y peticiones que oiga, que se realice una audiencia pública. 

Artículo 79.- Podrán solicitar al Jefe Delegacional, la realización de un recorrido: 

I. La asamblea ciudadana, la asamblea barrial, los Comités Ciudadanos, la Autoridad 

Tradicional en coordinación con el Consejo del pueblo, los Consejos Ciudadanos y 

las organizaciones ciudadanas; 

II. Representantes de los sectores que concurran en la demarcación territorial en el desarrollo 

de actividades industriales, comerciales, de prestación de servicios y de bienestar social, y 

III. Los representantes de elección popular. 

En toda solicitud de recorridos se deberá hacer mención del objeto y el lugar o lugares 

que deban ser visitados. La respuesta a las solicitudes de recorridos deberá hacerse 

por escrito señalando fecha y hora en la que se realizará el recorrido. 

Artículo 80.- Las medidas que como resultado del recorrido acuerde el Jefe 

Delegacional, serán llevadas a cabo por el o los servidores públicos que señale el propio 

titular como responsables para tal efecto; además, se harán del conocimiento de 

los habitantes del lugar por los medios públicos adecuados. 

Capítulo XI 

De la Participación Colectiva y las Organizaciones Ciudadanas 

Artículo 81.- Para efectos de la presente Ley, se considerarán organizaciones 

ciudadanas a todas aquellas personas morales sin fines de lucro que cumplan con los 
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siguientes requisitos: 

I. Que su ámbito de actuación esté vinculado a los intereses de una de las colonias, 

pueblos originarios o barrios del Distrito Federal,  

II. Que tengan reconocido en sus estatutos, al menos, alguno de los siguientes objetivos: 

estimular la participación ciudadana en la vida pública, bien actuando como cauce, 

mecanismo o instrumento de dicha participación, o bien implantando y desarrollando dichos 

mecanismos; gestionar, representar y defender ante los órganos de gobierno del Distrito 

Federal los intereses de sus miembros y de la ciudadanía en general, y promover el 

desarrollo de actuaciones de carácter cívico o social dirigidas a mejorar la calidad de vida de 

la ciudadanía y a fortalecer su cultura ciudadana. 

Las organizaciones ciudadanas tienen prohibido promover, participar o llevar a cabo 

actividades de carácter proselitista o electoral en favor de persona, fórmula o partido político 

alguno. 

Artículo 82.- Son derechos de las organizaciones ciudadanas: 

I. Obtener su registro como organización ciudadana en términos de la presente Ley; 

II. Participar activamente en los instrumentos de participación ciudadana a que se refiere esta 

Ley; 

III. Participar como tal en las reuniones de las asambleas ciudadanas, a través de un 

representante con voz y con voto; 

IV. Formar parte de los Consejos Ciudadanos de conformidad con lo establecido en la 

presente Ley; 

V. Recibir información por parte de los órganos de gobierno del Distrito Federal sobre el 

ejercicio de sus funciones, así como sobre los planes, programas, proyectos y 

acciones de gobierno en términos en la presente Ley y demás ordenamientos 

aplicables; 

VI. Opinar respecto a los planes, programas, proyectos y acciones de gobierno; 

VII. Presentar propuestas para las decisiones, planes, políticas, programas y acciones 

de los órganos de gobierno en términos de lo establecido en la presente Ley y demás 

ordenamientos legales aplicables; 
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VIII. Recibir capacitación por parte del Instituto Electoral de conformidad con lo establecido 

en esta Ley, y 

IX. Participar, a invitación y en coordinación con el Instituto Electoral, en los programas 

de educación, capacitación, asesoría y evaluación que señala la presente Ley. 

Artículo 83.- Para efectos de lo dispuesto en el presente capítulo, se establecerá un registro 

de organizaciones ciudadanas a cargo del Instituto Electoral del Distrito Federal, quien 

expedirá la constancia de registro correspondiente. 

El registro de organizaciones ciudadanas será público en todo momento y deberá contener, 

por lo menos, los siguientes datos generales de cada una de las organizaciones 

ciudadanas: 

I. Nombre o razón social; 

II. Domicilio legal, que es el que se tomará en cuenta para determinar su 

participación en los Consejos Ciudadanos; 

III. Síntesis de sus estatutos; 

IV. Sus objetivos; 

V. Mecanismos y procedimientos para formar parte de la organización; 

VI. Representantes legales; 

VII. Nombres de los integrantes de sus órganos internos, y 

VIII. Los demás que se consideren necesarios. 

Capítulo XII 

De las Asambleas Ciudadanas 

Artículo 84.- En cada colonia o  pueblo originario habrá una asamblea ciudadana que se 

reunirá a convocatoria del Comité Ciudadano o del Consejo del Pueblo, respectivamente. 

Artículo 85.- La asamblea ciudadana será pública y abierta y se integrará con los habitantes 

de colonia o pueblo originario, los que tendrán derecho a voz y con los ciudadanos de ésta que 

cuenten con credencial de elector actualizada, los que tendrán derecho a voz y voto. 

En dicha asamblea también se escuchará a personas cuya actividad económica y social se 
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desarrolle en la colonia o pueblo originario en la que pretendan participar. 

No se podrá impedir la participación de ningún habitante, vecino y/o ciudadano de la colonia o 

pueblo originario donde se convocó a la asamblea. En éstas podrán participar niños y jóvenes 

con derecho a voz. 

También podrán participar de manera colectiva las personas congregadas por razón de 

intereses temáticos, sectoriales o cualquier otro cuyo domicilio corresponda a la colonia 

en la que se efectúe la asamblea ciudadana. Esta participación tendrá carácter consultivo. 

Artículo 86. En la asamblea ciudadana se emitirán opiniones y se evaluarán los programas, las 

políticas y los servicios públicos aplicados por las autoridades de su Demarcación Territorial y 

del Gobierno del Distrito Federal en su colonia o pueblo originario; asimismo, se podrán realizar 

las consultas ciudadanas a las que se refieren ésta y otras leyes.  

Dicha asamblea deberá aprobar o modificar el programa general de trabajo del Comité 

Ciudadano, así como los programas de trabajo específicos. 

Asimismo, las asambleas ciudadanas también aprobarán los diagnósticos y propuestas de 

desarrollo integral que se le presenten, además de discutir, elaborar, elegir y dar seguimiento a 

los proyectos de presupuesto participativo en términos de los dispuesto en la Ley de la Materia y 

conforme al procedimiento establecido en la misma. 

Artículo 87. Las resoluciones de las asambleas ciudadanas serán de carácter obligatorio para 

los Comités Ciudadanos y los Consejo de los Pueblos, y para los vecinos de las colonias o 

pueblos originarios, respectivamente. 

Artículo 88.- La asamblea ciudadana será convocada de manera ordinaria cada tres 

meses por el Comité Ciudadano; y en el caso de los pueblos originarios enlistados en 

el artículo Sexto Transitorio, por el consejo del pueblo conjuntamente con la autoridad 

tradicional. Dicha convocatoria deberá ser expedida por el coordinador interno del Comité 

Ciudadano y estar firmada, cuando menos, por la mitad más uno de los integrantes de éste. 

De igual manera, podrá reunirse en forma extraordinaria a solicitud de 100 

ciudadanos residentes en la colonia respectiva o del Jefe de Gobierno y los Jefes 

Delegacionales, en caso de emergencias por desastre natural o inminente riesgo social. 

En el caso de la primera parte del párrafo anterior, la solicitud se hará al Comité Ciudadano, 

que deberá dar respuesta a dicha solicitud en un plazo máximo de 3 días y, en caso de ser 

procedente, emitir la convocatoria respectiva. Respecto a la segunda parte del párrafo anterior, 
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no será necesario emitir convocatoria alguna y la asamblea se reunirá de manera inmediata. 

Artículo 89.- La convocatoria a la asamblea ciudadana deberá ser abierta, 

comunicarse por medio de avisos colocados en lugares de mayor afluencia de la colonia y 

publicarse con al menos diez días de anticipación a la fecha de su realización. 

La convocatoria deberá contener: 

I. Los temas tratados en la Asamblea Ciudadana anterior y los principales acuerdos y 

resoluciones; 

II. La agenda de trabajo propuesta por el convocante; 

III. El lugar, fecha y hora en donde se realizará la sesión; 

IV. El nombre y cargo, en su caso, de quién convoca; 

V. Las dependencias y organizaciones a las que se invitarán a la sesión por razones 

de la agenda propuesta, especificando el carácter de su participación. 

Se exceptúa de lo anterior lo previsto en casos de emergencia por desastres naturales o 

inminente riesgo social.  

El Gobierno del Distrito Federal y las demarcaciones territoriales otorgarán las facilidades 

suficientes para la organización y realización de las asambleas ciudadanas. 

TÍTULO QUINTO 

DE LOS ORGANOS DE  REPRESENTACIÓN CIUDADANA 

Capítulo I 

De los Representantes de Manzana 

Artículo 90.- El Comité Ciudadano contará con tres meses a partir de su 

conformación para convocar a asambleas ciudadanas por manzana en las que los ciudadanos 

elegirán a un representante por cada una de las manzanas que integren la respectiva 

colonia. 

La designación del representante de manzana se efectuará por el voto libre y directo de 

la mayoría de los ciudadanos de la manzana reunidos en la asamblea, quienes expresarán su 

votación de manera verbal y a mano alzada a favor del vecino de su preferencia para 

ocupar el cargo. 
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Los representantes de manzana se reunirán al menos una vez por mes a convocatoria del 

Comité Ciudadano. 

Artículo 91.- Los representantes de manzana, coadyuvarán con el Comité Ciudadano 

o en su caso el Consejo del pueblo para supervisar el desarrollo, ejecución de obras 

sociales, servicios o actividades proporcionadas por el gobierno en sus diferentes 

niveles. 

Asimismo, dirigirán las demandas de los vecinos al Comité Ciudadano o al Consejo del Pueblo 

y emitirán opinión sobre la orientación del presupuesto participativo de conformidad con lo 

dispuesto en la Ley de la Materia. 

Artículo 92.- Los representares de manzana actuarán como enlace entre los vecinos de 

la manzana que representen y el Comité Ciudadano o el Consejo del Pueblo. Tendrán las 

atribuciones siguientes: 

I. Supervisar y emitir opiniones sobre la aplicación de programas, proyectos, obras y políticas 

públicas en su manzana y colonia; 

II. Emitir opiniones sobre la aplicación del presupuesto participativo en su manzana o 

colonia o pueblo, de conformidad con la Ley de Presupuesto Participativo; 

III. Proponer al Comité Ciudadano o al Consejo del Pueblo proyectos de consulta ciudadana, 

colaboración ciudadana, difusión pública, de participación en la red de contralorías 

ciudadanas, audiencia pública y recorridos del Jefe Delegacional relacionados con su 

manzana o colonia; 

IV. Canalizar las demandas y solicitudes de sus vecinos ante los Comités 

Ciudadanos o Consejos del Pueblo; 

V. Participar en las sesiones del Comité Ciudadano o del Consejo del Pueblo a las que sean 

convocados; 

VI. Proponer al Comité Ciudadano y a los Consejos del Pueblo proyectos sobre presupuesto 

participativo relativos a su manzana según en lo dispuesto en la Ley de la Materia, para lo que 

podrá organizarse con otros representantes de manzana; 

VII. Enviar al Comité Ciudadano o al Consejo del Pueblo las necesidades y proyectos 

a ejecutar en beneficio de la colonia o pueblo; 

VIII. Solicitar información al Comité Ciudadano o al Consejo del Pueblo sobre asuntos de 



 
 

 

  

45 

su competencia o relacionada con su funcionamiento, y 

IX. Las demás que le confiera la asamblea ciudadana. 

Artículo 93.- Los representantes de manzana de cada colonia deberán reunirse al menos una 

vez por mes a convocatoria del Comité Ciudadano o del Consejo del Pueblo. En las 

reuniones de trabajo que se realicen se desarrollarán los temas y se dará seguimiento a las 

acciones y programas que se implementen en la colonia de que se trate. 

Artículo 94.- Los representantes de manzana estarán sujetos al mismo régimen de faltas y 

sanciones al que se encuentran los miembros de los Comités Ciudadanos o de los 

Consejos del Pueblo de conformidad con las disposiciones que sobre la materia establece 

la presente Ley, pudiendo ser removidos por las mismas causales previstas para los 

integrantes de los Comités Ciudadanos o Consejos del Pueblo. 

Capítulo II 

Del Representante de Barrio 

Artículo 95. Los integrantes de los Barrios podrán organizar asambleas barriales en las que se 

expondrán los problemas, necesidades, requerimientos, demandas y, en su caso, posibles 

soluciones en relación con su comunidad. 

Todos los miembros del barrios tendrán voz y los ciudadanos que cuenten con credencial para 

votar expedida con sesenta días de antelación, además de voz contarán con voto. 

Artículo 96. La asamblea barrial contará con un órgano de dirección denominado consejo 

barrial que presidirá dichas asambleas.  

Dicho consejo se conformará de cinco personas elegidas en votación libre y directa de la 

mayoría de los vecinos del barrio.  

El propio consejo elegirá de entre sus miembros a su presidente, un vicepresidente, un 

secretario y dos vocales. El consejo durará en su encargo un año y podrá ser reelegido por un 

periodo más. 

Artículo 97. El presidente del consejo será el encargado de dirigir los debates de la asamblea 

barrial y será también quien ostente la representación del barrio ante las autoridades y órganos 

ciudadanos contemplados y regulados en la presente Ley.  

En materia de presupuesto participativo, el presidente del consejo barrial o representante del 
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barrio participará en los términos y condiciones de la Ley de la Materia. 

Capítulo III 

Del Comité Ciudadano 

Artículo 98.- El Comité Ciudadano es el órgano de representación ciudadana de la colonia. 

Artículo 99.- En cada colonia se elegirá un Comité Ciudadano conformado por nueve 

integrantes. 

En el caso de los consejos de los pueblos, el ámbito territorial para la elección será el que 

corresponda al pueblo originario enlistado en el Transitorio Sexto. 

La representación será honorífica y el tiempo de duración de los cargos del Comité Ciudadano 

será de tres años con posibilidad de reelección. 

Artículo 100.- El Comité Ciudadano tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Representar los intereses colectivos de los habitantes de la colonia, así como conocer, 

integrar, analizar y promover las soluciones a las demandas o propuestas de los vecinos de su 

colonia; 

II. Instrumentar las decisiones de la Asamblea Ciudadana; 

III. Elaborar, y proponer programas y proyectos de desarrollo comunitario en su ámbito 

territorial; 

IV. Coadyuvar en la ejecución de los programas de desarrollo en los términos establecidos 

en la legislación correspondiente; 

V. Participar en la elaboración de diagnósticos y propuestas de desarrollo integral para la 

colonia, que deberán ser aprobados por la asamblea ciudadana, los que serán tomados en 

cuenta en términos de la Ley de Presupuesto Participativo y para el Programa de Desarrollo del 

Gobierno del Distrito Federal; 

VI. Dar seguimiento a los acuerdos de la asamblea ciudadana; 

VII. Supervisar el desarrollo, ejecución de obras, servicios o actividades acordadas por la 

asamblea ciudadana para la colonia; 

VIII. Informar a la asamblea ciudadana sobre sus actividades y el cumplimiento de sus 

acuerdos; 
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IX. Recibir información por parte de las autoridades de la Administración Pública del Distrito 

Federal en términos de las leyes aplicables, así como los espacios físicos necesarios para 

realizar sus reuniones de trabajo; 

X. Establecer acuerdos con otros comités ciudadanos para tratar temas de su demarcación; 

XI. Recibir capacitación, asesoría y educación en términos de la presente Ley; 

XII. Representar a la asamblea ciudadana en el Sistema de presupuesto participativo de 

acuerdo a la Ley de la Materia; 

XIII. El Gobierno del Distrito Federal y los jefes delegacionales otorgarán las facilidades 

suficientes para la organización y reunión del comité ciudadano; 

XIV. Las demás que le otorguen la presente ley y demás ordenamientos del Distrito 

Federal. 

Sección Primera 

De la Integración y Organización del Comité Ciudadano 

Artículo 101.- El Comité Ciudadano se conformará por nueve integrantes que serán electos en 

jornada electiva y por votación universal, libre, directa y secreta. En dicha integración deberá de 

garantizarse el principio de equidad de género. 

Artículo 102.- Para ser integrante del Comité Ciudadano, y en su caso, del Consejo del 

Pueblo, representante de manzana y representante de barrio, se necesita cumplir con los 

siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano del Distrito Federal en pleno ejercicio de sus derechos; 

II. Contar con credencial para votar con fotografía, con domicilio en la colonia 

correspondiente; 

III. Estar inscrito en la lista nominal de electores; 

IV. Residir en la colonia, y en su caso en el pueblo originario o barrio, cuando menos seis meses 

antes de la elección; 

V. No haber sido condenado por delito doloso; 

VI. No desempeñar  cargo o función pública federal, estatal, municipal o del Distrito Federal. 
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Artículo 103.- Para la organización interna y el cumplimiento de sus tareas y trabajos, 

el Comité Ciudadano asignará una coordinación o área de trabajo específica a cada 

uno de sus integrantes. 

Artículo 104.- Las coordinaciones de trabajo para la organización interna del Comité Ciudadano 

de manera enunciativa más no limitativa serán: 

I. Coordinación Interna. 

II. Coordinación de Seguridad Ciudadana y Prevención del Delito. 

III. Coordinación de Desarrollo Social, Educación y Prevención de las 

Adicciones. 

IV. Coordinación de Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente. 

V. Coordinación de Presupuesto y Planeación Participativa y de Desarrollo Económico 

y Empleo. 

VI. Coordinación de Desarrollo, Movilidad y Servicios Urbanos. 

VII. Coordinación de Capacitación y Formación Ciudadana y de Comunicación y Cultura 

Cívica. 

VIII. Coordinación de Fomento a los Derechos Humanos. 

IX. Coordinación de Fomento a la Transparencia y Acceso a la Información. 

X. Coordinación de Equidad y Género. 

Artículo 105.- Todos los integrantes del Comité Ciudadano y sus coordinaciones o áreas de 

trabajo son jerárquicamente iguales. La coordinación interna del Comité recaerá en la fórmula 

que obtenga la mayoría relativa en la votación, y no tendrá la representación del Comité 

Ciudadano. 

Artículo 106.- El Comité Ciudadano privilegiará el consenso como método de decisión. 

Ante la ausencia de éste, las decisiones se tomarán por la mayoría del pleno, sin que el 

coordinador interno tenga voto de calidad. 

Los Comités Ciudadanos desarrollarán sus actividades de conformidad con lo establecido 

en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 107.- Las reuniones del pleno del Comité Ciudadano se efectuarán por lo menos una 
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vez al mes, y serán convocadas por la mayoría simple de sus integrantes o por la 

coordinación interna. 

Los titulares de coordinaciones de trabajo podrán convocar al pleno del Comité 

exclusivamente para desahogar asuntos relacionados con su coordinación. 

Lo no previsto en el presente artículo será regulado por el Reglamento. 

Artículo 1 0 8 .- Las controversias que se susciten al interior de los Comités Ciudadanos 

serán atendidas y resueltas en primera instancia por sus integrantes, y en segundo lugar por 

el Instituto Electoral de conformidad con lo previsto en el Reglamento de la presente Ley, así 

como las diferencias al interior, las responsabilidades de los integrantes del Comité, 

l a s  sanciones y el procedimiento sancionador de los representantes ciudadanos.  

Segunda Sección  

De los Derechos y Obligaciones de los Integrantes del Comité Ciudadano 

Artículo 109.- Son derechos de los integrantes del Comité Ciudadano: 

I. Hacerse cargo de una coordinación de trabajo del Comité Ciudadano; 

II. Promover y coordinar las comisiones de apoyo comunitario formadas en la asamblea 

ciudadana; 

III. Participar en los trabajos y deliberaciones del Comité Ciudadano; 

IV. Presentar propuestas relativas al ejercicio de las funciones del Comité 

Ciudadano; 

V. Recibir capacitación, asesoría y educación de conformidad con la presente Ley; 

VI. Recibir los apoyos materiales que requiera para el ejercicio de sus funciones y con arreglo 

a lo dispuesto en esta Ley, y 

VII. Las demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

Artículo 110.- Son obligaciones de los integrantes del Comité Ciudadano: 

I. Promover la participación ciudadana; 

II. Consultar a los habitantes de la colonia en términos de la presente Ley; 
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III. Cumplir las disposiciones y acuerdos del Comité Ciudadano; 

IV. Asistir a las sesiones del pleno del Comité; 

V. Concurrir a las reuniones de las comisiones de apoyo comunitario; 

VI. Asistir a las sesiones de la asamblea ciudadana y acatar y ejecutar sus decisiones; 

VII. Participar en los trabajos de las coordinaciones o áreas de trabajo a las que 

pertenezcan; 

VIII. Informar de su actuación a los habitantes de la colonia; 

IX. Fomentar la educación y capacitación en materia de participación ciudadana; 

X. Colaborar en los procesos de evaluación establecidos en esta Ley, y 

XI. Las demás que ésta y otras disposiciones jurídicas les señalen. 

Artículo 111.- Son causas de separación o remoción de los integrantes del Comité Ciudadano 

las siguientes:  

I. Faltar sin causa justificada a tres sesiones consecutivas del pleno o de las comisiones 

de trabajo que coordine; 

II. Pretender u obtener lucro por las actividades que realice en el ejercicio de sus funciones; 

III. Incumplir con las funciones y responsabilidades que le correspondan, y 

IV. Dejar de cumplir con cualquiera de los requisitos establecidos en esta Ley para ser 

integrante del Comité. 

El proceso de separación o remoción se regirá por lo establecido en el Reglamento de la 

presente Ley. 

Sección Tercera 

De la Elección de los Comités Ciudadanos 

Artículo 112.- La elección de los Comités Ciudadanos se realizará a través del voto 

universal, libre, secreto y directo de los ciudadanos que cuenten con credencial para 

votar con fotografía, cuyo domicilio corresponda a la colonia de que se trate y que estén 

registrados en la lista nominal de electores respectiva. 
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Los Comités Ciudadanos serán electos cada tres años y mediante jornada electiva a 

verificarse durante el primer domingo del mes de agosto. 

Los ciudadanos acudirán, en el transcurso del día y en los horarios señalados en la 

convocatoria, a depositar su voto en la mesa receptora de votación que les corresponda 

conforme a su colonia. 

Los Comités iniciarán sus funciones el primero de octubre del año de la elección. 

Artículo 113.- La coordinación del proceso de elección de los comités ciudadanos y consejos 

del pueblo en cada demarcación territorial será coordinado por el Instituto Electoral. 

El proceso para la elección de los integrantes de los comités ciudadanos es un proceso 

tendente a lograr la representación vecinal. En consecuencia los integrantes de los 

comités ciudadanos no son representantes populares, no forman parte de la 

administración pública del Distrito Federal, ni tienen el carácter de servidores públicos. 

La participación del Instituto Electoral en dichos procesos se limita a la 

colaboración institucional para darles certeza y legalidad. 

Artículo 114.- El Instituto Electoral coordinará la difusión sobre la elección de los Comités 

Ciudadanos, con el apoyo y colaboración de las autoridades del Distrito Federal, de manera 

gratuita en sus respectivos ámbitos de competencia. 

Artículo 115.- El Instituto Electoral a través de sus órganos internos se encargará de 

expedir la convocatoria, de instrumentar el proceso de registro, elaboración y entrega de 

material y documentación para la jornada electiva y de la publicación de los resultados 

en cada colonia. 

Dicha convocatoria será expedida por el Instituto Electoral, cuando menos setenta y cinco 

días antes de la fecha en que se realice la jornada electiva de los Comités Ciudadanos, y 

deberá contener como mínimo lo siguiente: 

I. El Catálogo de colonias de cada una de las demarcaciones territoriales que las integran; 

II. Los requisitos y plazo para el registro de las fórmulas, y 

III. El periodo de campaña, fecha y horario de la jornada electiva. 

Artículo 116.- El registro de fórmulas para la elección se realizará en los términos y durante los 

plazos que se establezcan en la convocatoria respectiva. 
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Los aspirantes a integrar el comité deberán registrarse por fórmulas conforme a lo siguiente: 

a) Cada fórmula estará integrada por cinco ciudadanos; 

b) De estos cinco ciudadanos se registrará a un presidente, un secretario y tres vocales, en 

orden de prelación; 

c) En el registro de la fórmula se observará el principio de equidad de género, por lo que no 

podrán exceder tres integrantes del mismo género. En caso de incumplimiento de tal 

principio se negará el registro a la fórmula; 

d) Cada formula contará con al menos una persona joven. En caso de incumplimiento se negará el 

registro a la formula; 

e ) A la fórmula que obtenga el mayor número de votos en la elección se le otorgarán 

cinco integrantes del comité ciudadano, entre ellos al presidente de éste; 

f) A la fórmula que obtenga el segundo lugar, se le otorgarán dos lugares en el comité 

ciudadano, conforme al orden de prelación; 

g) A las fórmulas que obtengan el tercer y cuarto lugar se les otorgará un lugar dentro del 

comité, que será ocupado por quien haya sido registrado como presidente de fórmula; 

h) En caso de que en alguna colonia se registre un empate en primer lugar, el comité se 

conformará por el presidente, secretario y el primer vocal de cada una de las fórmulas 

empatadas. Los tres espacios restantes se otorgarán: uno a cada una de las fórmulas que 

ocupe el segundo, tercero y cuarto lugar. En este supuesto la presidencia del comité se 

elegirá en su seno en la primer sesión que celebren; 

i) En caso de que en alguna colonia solo se registre una fórmula, el comité ciudadano 

se integrará por cinco miembros, es decir, la totalidad de la fórmula registrada; 

j) Lo no previsto en el presente artículo será resuelto de conformidad con lo establecido 

en la presente Ley. 

k) Si se registran tres fórmulas, la fórmula ganadora se le otorgarán cinco integrantes al 

segundo y tercer lugar dos integrantes; 

l) Para la sustitución de los integrantes electos o de los integrantes del comité por cualquier 

motivo o causa, se recurrirá en primer lugar a los integrantes de la fórmula de que fuera 

parte aquél, respetando el orden de prelación. En caso de que por ninguno de los métodos 

indicados pueda subsanarse la ausencia quedará vacante el lugar, y 
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m) Lo no previsto en el presente artículo será resuelto por las bases y lineamientos que sobre 

el funcionamiento y operación de los comités y consejos ciudadanos expida la Asamblea 

Legislativa. 

No procederá el registro de la fórmula cuando un integrante o más hayan solicitado 

su registro en otra fórmula, salvo renuncia expresa entregada en tiempo y forma a las 

Direcciones Distritales del Instituto Electoral. En este caso, dentro de los plazos establecidos 

en la convocatoria, se notificará a las fórmulas involucradas para que sustituyan al 

integrante en cuestión. 

Artículo 117.- Para la sustitución de integrantes, el representante de la fórmula lo solicitará 

por escrito a la Dirección Distrital observando las siguientes disposiciones: 

I. Dentro del plazo establecido para el registro de integrantes podrán sustituirlos libremente 

presentando el escrito de renuncia del integrante de la fórmula; 

II. Vencido el plazo a que se refiere la fracción anterior, exclusivamente podrán sustituirlos 

por causas de fallecimiento, inhabilitación decretada por autoridad competente, 

incapacidad declarada judicialmente, y 

III. En los casos de renuncia del integrante, la sustitución podrá realizarse siempre que ésta se 

presente a más tardar 30 días antes de la elección. En este caso el integrante deberá 

notificar a la fórmula que lo registró, para que proceda a su sustitución, sujetándose a lo 

dispuesto para el registro de integrantes. 

Las fórmulas al realizar la sustitución de integrantes a que se refiere el presente artículo 

tendrán la obligación de cumplir en todo momento con lo ordenado en la presente ley 

respecto de las cuotas de género. 

Cualquier sustitución de integrantes de fórmulas que no se sujete a lo estipulado en el párrafo 

anterior no podrá ser registrada. 

Artículo 118.- Una vez que se aprueben los registros de las fórmulas se les asignará 

en forma aleatoria el número con que se identificará. Posteriormente, no se harán 

modificaciones a las boletas y actas de las mesas receptoras de votación. 

Artículo 119.- Las fórmulas deberán al efectuar su registro nombrar un 

representante ante la Dirección Distrital, quien a su vez tendrá la representación de la 

fórmula en la jornada electiva. 

Estarán impedidos para ser representantes ante la Dirección Distrital los servidores 
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públicos de cualquier poder y nivel de gobierno, ya sea del ámbito local o federal, así como los 

dirigentes y militantes de cualquier partido político. 

Artículo 120.- Las fórmulas que hayan obtenido su registro sólo podrán realizar actos de 

promoción durante las dos semanas previas a la jornada electiva en sus respectivas colonias 

respecto a sus proyectos y propuestas para mejorar su entorno, debiendo concluir tres 

días antes de la celebración de ésta. Cualquier promoción fuera de ese período podrá ser 

sancionada conforme a la presente ley. 

Para la difusión de las propuestas conforme a lo señalado en el párrafo que antecede, dicha 

difusión se realizará a través de los siguientes medios: 

I. La distribución de propaganda impresa, la cual podrá ser repartida en las calles o en 

reuniones celebradas en domicilios particulares; 

II. Módulos de información fijos. 

La propaganda impresa de las fórmulas deberá contenerse en papel trípticos y materiales 

análogos, el contenido será en blanco y negro identificando el número respectivo de fórmula, 

la propuesta y los perfiles de los integrantes, así como una leyenda que promueva la 

participación ciudadana en la elección de los Comités Ciudadanos. 

En ningún caso las fórmulas, los integrantes o los ciudadanos que deseen participar 

en las campañas como voluntarios, podrán: 

a) Colocar o fijar, pegar, colgar, o adherir en forma individual o conjunta, elementos 

de propaganda tanto al interior como al exterior de edificios públicos; en áreas de uso común, 

accidentes geográficos o equipamiento urbano, y 

b) Otorgar despensas, regalos de cualquier clase o naturaleza. 

La propaganda únicamente podrá circularse de mano en mano entre los 

ciudadanos. 

Está prohibido hacer alusión a siglas o denominaciones de partidos políticos, así como la 

utilización del nombre, imagen o cualquier alusión religiosa, de servidores o programas 

públicos y locales. Así como emular a siglas, lemas o frases utilizadas por cualquier 

poder y nivel de gobierno, ya sea del ámbito local o federal para divulgar sus programas o actos 

de gobierno. 

Queda prohibida la utilización de recursos públicos o de partidos políticos en las campañas. 
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Los recursos empleados para las campañas deberán provenir del patrimonio de los 

contendientes. Se prohíbe y en consecuencia se sancionará la utilización en las campañas 

de recursos públicos, de partidos, de agrupaciones políticas locales y de asociaciones civiles o 

religiosas. 

Por la contravención de lo dispuesto en los párrafos anteriores, El Instituto Electoral 

aplicará de conformidad con el procedimiento que al efecto emita, las siguientes sanciones: 

I. Amonestación pública; 

II. Cancelación del registro del integrante infractor, y 

III. Cancelación del registro de la fórmula infractora. 

Artículo 121.- La elección se llevará a cabo en la jornada electiva en cada colonia, la cual se 

realizará en un espacio público, ubicado en una zona de fácil y libre acceso dentro de 

cada ámbito territorial. En cada mesa receptora de votación habrá urnas que garanticen el 

voto universal, libre, secreto y directo. 

Queda estrictamente prohibido a los servidores públicos de cualquier orden o nivel de gobierno 

del ámbito local  o federal participar en el proceso y jornada electoral si no son 

vecinos del lugar. En caso de ser vecinos podrán estar presentes solo para emitir su 

voto. Así mismo a menos que tenga una función conferida para tal efecto, Su intervención 

deberá constreñirse a los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 

objetividad y equidad a que se refiere el artículo 2 del código electoral del Distrito Federal. 

En caso contrario a dicho servidor público deberá iniciarse el correspondiente disciplinario por 

infringir el artículo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos o en 

su caso la Ley aplicable. 

Artículo 122.- El Instituto Electoral, en el marco de sus atribuciones, podrá 

suspender de manera temporal o definitiva la votación total en la mesa receptora 

correspondiente, por causas fortuitas o de fuerza mayor que impidan el desarrollo adecuado 

de la votación. 

Artículo 123.- El cómputo total de la elección e integración del Comité Ciudadano por colonia, 

se efectuará en las Direcciones Distritales en la semana siguiente a la fecha de la realización 

de la jornada electiva. 

Artículo 124.- El Instituto Electoral del Distrito Federal entregará las constancias de asignación 

y los integrantes de los Comités Ciudadanos iniciarán funciones el primero de octubre del 
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año de elección. 

Artículo 125.- Las nulidades que determine el Tribunal Electoral serán motivo para la 

celebración de una jornada electiva extraordinaria. 

La jornada electiva extraordinaria se realizará 30 días posteriores a que el Tribunal Electoral 

resuelva la última controversia que se haya presentado sobre la jornada electiva ordinaria. 

Para la celebración de la jornada electiva extraordinaria, se reducirán en lo que sean 

aplicables los plazos de registro, campañas, impugnaciones y demás relativos a la 

organización que hayan sido considerados en la convocatoria de la jornada electiva ordinaria. 

De acuerdo a la gravedad de la falta acreditada, el Tribunal Electoral podrá definir que la 

fórmula o integrantes sancionados no participarán en la jornada electiva extraordinaria 

En todo momento las Direcciones Distritales procurarán dirimir los conflictos que se susciten 

entre fórmulas y/o ciudadanos con fórmulas por medio de la conciliación. 

Artículo 126.- Los integrantes de los Comités Ciudadanos electos de manera 

extraordinaria terminarán sus funciones en la misma fecha que los electos de manera 

ordinaria. 

Sección Cuarta 

De la Relación con la Asamblea Ciudadana  

Artículo 127.- Las asambleas ciudadanas son el máximo órgano de decisión en cada una de 

las colonias o pueblos originarios en que se divide al Distrito Federal. 

Los Comités Ciudadanos, a través de sus coordinaciones internas, serán los encargados 

de convocar y presidir las asambleas ciudadanas. El coordinador interno y el secretario 

del Comité Ciudadano fungirán respectivamente como presidente y secretario de la 

asamblea ciudadana. En aquellas colonias donde no exista Comité Ciudadano, bien porque no 

se haya realizado la jornada electiva o por cualquier otra causa, los Consejos 

Ciudadanos Delegacionales en coordinación con las organizaciones ciudadanas 

debidamente registradas correspondientes al ámbito territorial en cuestión designarán 

una comisión encargada de las tareas a que se refiere el presente artículo y otras 

disposiciones aplicables de este ordenamiento. 

Los Jefes delegacionales y el Gobierno del Distrito Federal están obligados a facilitar a 

los Comités Ciudadanos los espacios públicos que requieran para la celebración de las 
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asambleas ciudadanas, para lo cual los comités y las áreas de participación ciudadana de las 

Delegaciones acordarán el calendario anual de asambleas ciudadanas, en el cual se 

atenderá el principio de administración de tiempos y espacios, a efecto de garantizar los 

lugares públicos que se requieran para la celebración de éstas. De igual manera, les 

proporcionarán la logística para la celebración de las asambleas. 

En caso de que las autoridades delegacionales omitan u obstaculicen el 

cumplimiento de la obligación establecida en el párrafo anterior, la coordinación interna del 

Comité Ciudadano lo hará del conocimiento de la Comisión de Participación 

Ciudadana de la Asamblea Legislativa, para efectos de que ésta exhorte a los funcionarios 

públicos a tomar las medidas conducentes. 

Artículo 128.- Para que la coordinación interna pueda emitir la convocatoria a la asamblea 

ciudadana, deberá someterla a previa aprobación por parte del pleno del Comité 

Ciudadano. La convocatoria deberá ser firmada por la mayoría del comité e incluir al 

coordinador interno. Dicha convocatoria incluirá las propuestas de puntos del orden del día que 

formulen los representantes de manzana. 

El Instituto Electoral, a través de sus direcciones distritales y en términos de lo establecido 

en el capítulo V de este título, dotará a los Comités Ciudadanos de formatos específicos 

para la difusión de las convocatorias y demás actividades a desarrollar en la asamblea 

ciudadana. 

La coordinación interna deberá notificar la convocatoria a la dirección distrital que le 

corresponda con cuando menos diez días de anticipación. 

El personal del Instituto Electoral podrá estar presente en la asamblea ciudadana. 

Artículo 129.- La convocatoria para la asamblea ciudadana contendrá, además de lo previsto 

en el artículo 89 de esta Ley, el orden del día que podrá estar integrado de la siguiente forma: 

instalación de la asamblea; lectura y aprobación del orden del día; lectura de minuta de la 

asamblea anterior; informes, comunicaciones y propuestas del Comité Ciudadano; 

discusión de pronunciamientos, avisos y propuestas, y asuntos generales. 

Artículo 130.- El Comité Ciudadano tendrá las siguientes atribuciones en materia de 

asambleas ciudadanas:  

I. Convocar al menos cada tres meses a la asamblea ciudadana; 

II. Dirigir y coordinar, por conducto de la coordinación interna, las reuniones de la asamblea 
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16.  La Merced 
17.  Mixquic 
18.  San Pedro Atocpan 
19.  Tacuba 
20. Santa Julia 
21. Pueblo de Culhuacán 

 
Octavo. Remítase el presente Decreto al Jefe de Gobierno para los efectos legales 
correspondientes. 
   
 
 

México, Distrito Federal, a 21 de Abril de 2014. 
 
 
 

__________________________________ 
DIPUTADA LUCILA ESTELA HERNÁNDEZ. 

Presidenta de la Comisión de Participación Ciudadana. 
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